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dIResa dirección Regional de salud
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eCe evaluación Censal de estudiantes
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eC-Rs empresa Comercializadora de Residuos sólidos
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eNaHo  encuesta Nacional de Hogares
ENAPREF	 Encuesta	Nacional	de	Presupuestos	Familiares
eNapU s.a. empresa Nacional de puertos s.a.
eNCC estrategia Nacional de Cambio Climático
ENDES	 Encuesta	Demográfica	y	de	Salud	Familiar
eNdesa encuesta Nacional de demanda de salud 
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eps-Rs empresa prestadora de servicios de Residuos sólidos
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GIRH Gestión Integrada de los Recursos Hídricos
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GRd Gestión de Riesgos de desastres
GRI Gerencia Regional de Infraestructura
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IAFAS	 Institución	Administradora	de	Fondos	de	Aseguramiento	
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IGp Instituto Geofísico del perú
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IIRsa Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional 
suramericana
IMaRpe Instituto del Mar del perú
IMd Índice Medio diario
INABIF	 Programa	Integral	Nacional	para	el	Bienestar	Familiar
INdeCI Instituto Nacional de defensa Civil
INdeCopI Instituto Nacional de defensa de la Competencia y de la 
protección de la propiedad Intelectual
INeI Instituto Nacional de estadística e Informática
INGeMMet Instituto Geológico, Minero y Metalúrgico
INIa Instituto Nacional de Innovación agraria
INpe Instituto Nacional penitenciario
INReNa Instituto Nacional de Recursos Naturales
IpI Instituto público de Investigación y desarrollo
IRap programa Internacional de evaluación de Carreteras / 
International Road assessment programme 
IRI Índice de Rugosidad Internacional
IVp Instituto Vial provincial
Jass Junta administradora de agua y saneamiento
JBIC Japan Bank for International Cooperation
JICa agencia de Cooperación Internacional del Japón
JIFE	 Junta	Internacional	de	Fiscalización	de	Estupefacientes
KfW Banco alemán de desarrollo
lCe ley de Concesiones eléctricas
lGRs ley General de Residuos sólidos
lleCe laboratorio latino-americano de evaluación de la Calidad 
educativa
lpIs  listado priorizado de Intervenciones en salud
lRH ley de Recursos Hídricos
MaC Módulo de atención al Ciudadano
Mdl Mecanismos de desarrollo limpio
MEF	 Ministerio	de	Economía	y	Finanzas
MeM Ministerio de energía y Minas
MIdIs  Ministerio de desarrollo e Inclusión social
MIMdes Ministerio de la Mujer y desarrollo social (Ministerio de la 
Mujer y poblaciones Vulnerables desde 21-1-2006) 
MINaG Ministerio de agricultura
MINaM Ministerio del ambiente
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MINCETUR	 Ministerio	de	Comercio	Exterior	y	Turismo
MINedU Ministerio de educación
MINeM Ministerio de energía y Minas
MININteR Ministerio del Interior
MINsa Ministerio de salud
MipyMe Micro, pequeña y mediana empresa
MMl Municipalidad Metropolitana de lima
MMM Marco Macroeconómico Multianual
MRE	 Ministerio	de	Relaciones	Exteriores
MtC Ministerio de transportes y Comunicaciones
MV Mejoramiento de Vivienda
MVCs Ministerio de Vivienda, Construcción y saneamiento
mvkm Millones de vehículos por kilómetro
Mype Micro y pequeña empresa
NaMa acciones Nacionales apropiadas de Mitigación / 
 Nationally appropriate Mitigation actions
NICsp Normas Internacionales de Contabilidad del sector público
NUMes  Nueva Matriz energética sostenible
oCde organización para la Cooperación y el desarrollo económico
oCI oficina de Control Institucional
odM objetivos de desarrollo del Milenio 
oe operador especializado
OEFA	 Organismo	de	Evaluación	y	Fiscalización	Ambiental
oGd organización de Gestión de destino
oMs organización Mundial de la salud
oNG organización No Gubernamental
opd organismo público descentralizado
opeI oficina de programación, evaluación e Información
opI oficina de programación e Inversiones
ops organización panamericana de la salud
osINeRGMIN  organismo supervisor de la Inversión en energía y Minería
osItRaN organismo supervisor de la Inversión en Infraestructura de 
transporte de Uso público
o&M operación y Mantenimiento
PACFO	 Programa	de	Complementación	Alimentaria	para	Grupos	en	
Mayor Riesgo
paNtBC programa de alimentación y Nutrición para el paciente 
Ambulatorio	con	TBC	y	Familia
pao pago anual por obra
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paRsalUd programa de apoyo a la Reforma del sector salud
pasH programa de apoyo al sector Habitacional
pBI producto Bruto Interno
pCa programa de Complementación alimentaria
pCd programa de Caminos departamentales
pCM presidencia del Consejo de Ministros
pdp políticas de desarrollo productivo
peas  plan esencial de aseguramiento en salud
pee plan de estímulo económico
peNtUR plan estratégico Nacional de turismo
peRtUR plan estratégico Regional de turismo
pes pequeña empresa de saneamiento
pes-Rs plan estratégico sectorial para el sector de Residuos sólidos
pGRH plan de Gestión de Recursos Hídricos
pIa presupuesto Institucional de apertura
pIep plan de Infraestructura económica provincial
pIGaRs plan Integral de Gestión ambiental de Residuos sólidos
pIMB programa Integral de Mejoramiento de Barrios
pIN programa Integral de Nutrición
pINV préstamo de Inversión
pIp proyecto de Inversión pública
pIsa programme for International student assessment
pMde  programa de Modernización y descentralización del estado
pMGRH proyecto de Modernización de la Gestión de los Recursos Hídricos
pMM programa de Modernización Municipal
pNMe petitorio Nacional de Medicamentos esenciales
pNp policía Nacional del perú
pNs plan Nacional de saneamiento
pot plan de ordenamiento territorial
ppa paridad de poder adquisitivo
ppR presupuesto por Resultados
pReal programa de promoción de la Reforma educativa en américa 
latina y el Caribe
PREVEN	 Programa	de	Reducción	de	Vulnerabilidades	Frente	al	
Fenómeno	El	Niño
pRoCoes programa de Mejoramiento y ampliación de servicios de 
agua y saneamiento en perú
pRodeV programa para la Implementación	del	Pilar	Externo	del	
plan de acción a Mediano plazo para la efectividad en el 
desarrollo (BId)
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produce Ministerio de la producción
proinversión agencia de promoción de la Inversión privada
PROMPERÚ	 Comisión	de	Promoción	del	Perú	para	la	Exportación	y	el	
turismo
pRoNaa programa Nacional de asistencia alimentaria
PRONAFCAP	 Programa	Nacional	de	Formación	y	Capacitación	
permanente
pRoNaGeCC programa Nacional de Gestión del Cambio Climático
pRoNaMaCHCs programa Nacional de Manejo de Cuencas Hidrográficas y 
Conservación de suelos
pRoNasaR programa Nacional de agua y saneamiento Rural
pRoNoeI programa no escolarizado de educación Inicial
pRosaaMeR programa de servicios de apoyo para mejorar el acceso a 
los Mercados Rurales
pRoseMeR programa para la Gestión sostenible y eficiente de los 
Recursos energéticos del perú / program for a sustainable 
and efficient Management of energy Resources
psI programa sub sectorial de Irrigaciones
PTF	 Productividad	Total	de	los	Factores
ptRd programa de transporte Rural descentralizado
pUp producción Urbana primaria
pVd provías descentralizado
pVdp plan Vial departamental participativo
pVN provías Nacional
pVpp plan Vial provincial participativo
Redd Mecanismo de Reducción de emisiones de deforestación 
y degradación
ReR Recursos energéticos Renovables
RICYt Red de Indicadores de Ciencia y tecnología - 
Iberoamericana e Interamericana
RlGRs Reglamento de la ley General de Residuos sólidos
RsU Residuos sólidos Urbanos
RVd Red Vial departamental
RVN Red Vial Nacional
sap sistema de adquisiciones públicas
sat servicio de administración tributaria
sBN superintendencia de Bienes Nacionales
sC servicio Civil
sCNCC segunda Comunicación Nacional de Cambio Climático
Glosario de siglas y acrónimos 23 
seaCe sistema electrónico de adquisiciones y Contrataciones del 
estado
sedapal servicios de agua potable y alcantarillado de lima
sedlaC Base de datos socio-económicos para américa latina y 
 el Caribe / socio-economic database for latin america 
 and the Caribbean
seIN sistema eléctrico Interconectado Nacional
seNaMHI servicio Nacional Meteorología e Hidrología
seNasa servicio Nacional de sanidad agraria 
seps superintendencia de entidades prestadoras de salud
SERCE	 Segundo	Estudio	Regional	Comparativo	y	Explicativo
SERFOR	 Servicio	Nacional	Forestal	y	de	Fauna	Silvestre
seRVIR autoridad Nacional del servicio Civil
sGC sistema de Gestión de Carreteras
sIad sistema Integrado de administración de deuda
SIAF	 Sistema	Integrado	de	Administración	Financiera
sIIs sistema Integrado de Información social
sINadeCI sistema Nacional de defensa Civil
SINAFOR	 Sistema	 Nacional	 de	 Gestión	 Forestal	 y	 de	 Fauna	 Silvestre
sINaGeRd sistema Nacional de Gestión del Riesgo de desastres
sINaseC sistema Nacional de seguridad Ciudadana
sIs seguro Integral de salud
SISFOH	 Sistema	de	Focalización	de	Hogares
sNa servicio Nacional de acreditación
sNC sistema Nacional de Calidad / sistema Nacional de Control
sNGRH sistema Nacional de la Gestión de los Recursos Hídricos
sNIa sistema Nacional de Innovación agraria
sNIp sistema Nacional de Inversión pública
sNM servicio Nacional de Metrología
ssaa sistemas aislados
sUNaRp superintendencia Nacional de los Registros públicos
sUNasa  superintendencia Nacional de aseguramiento en salud
sUNass superintendencia Nacional de servicios de saneamiento
sUNat superintendencia Nacional de aduanas y de administración 
tributaria (superintendencia Nacional de administración 
tributaria hasta 2002)
sUtRaN superintendencia de transporte terrestre de personas, Carga 
y Mercancías
tBC tuberculosis
tGp transportadora de Gas del perú
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tMC transferencia Monetaria Condicionada
tVIp test de Vocabulario en Imágenes peabo
UG Unidad de Gestión
UGel Unidad de Gestión educativa local
UGFFS		 Unidad	de	Gestión	Forestal	y	de	Fauna	Silvestre
UNesCo organización de las Naciones Unidas para la educación, 
 la Ciencia y la Cultura
UNI Universidad Nacional de Ingeniería
UNICEF	 Fondo	de	las	Naciones	Unidas	para	la	Infancia
Vdl Ventana para el desarrollo local
VMCs Viceministerio de Construcción y saneamiento
VMVU Viceministerio de Vivienda y Urbanismo
WEF	 Foro	Económico	Mundial	/	World	Economic	Forum
Weo World economic outlook




consenso acerca de que los avances logrados en términos de manejo 
económico, progreso social y fortaleza institucional ofrecen a latinoamé-
rica	una	ventana	de	oportunidad	sin	precedentes	para	que	los	próximos	
años se alcance un avance significativo en los estándares de vida de la 
región. el Banco Interamericano de desarrollo (BId) está determinado a 
acompañar a la región en este proceso, y recientemente renovó su man-
dato de hacer de la reducción de la pobreza y la desigualdad y lograr 
un crecimiento sostenible el centro de sus esfuerzos de movilización de 
recursos durante la presente década. el diagnóstico es claro: a pesar de 
los recientes avances en algunos de los países, la región todavía enfrenta 
numerosos obstáculos para un crecimiento más rápido, una reducción 
de la pobreza más sostenible y una mayor inclusión social.
	 En	 este	 contexto,	 el	 Perú	ha	 sido	 líder	 en	desempeño	macroeco-
nómico en los últimos años, mostrando ser una de las economías más 
dinámicas de la región, en un ambiente caracterizado por la estabilidad 
fiscal,	el	equilibrio	externo	y	la	baja	inflación.	El	Perú	ha	evidenciado	la	
flexibilidad	necesaria	para	sortear	con	éxito	los	efectos	adversos	de	las	
crisis internacionales del pasado, y aunque no es inmune a los efectos de 
una nueva crisis internacional, sus indicadores le otorgan perspectivas 
positivas en la coyuntura actual. 
	 A	 la	 par	 del	 favorable	 contexto	macroeconómico,	 el	 Perú	mostró	
también avances significativos en la lucha contra la pobreza y la pobreza 
extrema.	Sin	embargo,	el	progreso	social	observado	resultó	muy	desigual	
[ 25 ]
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en términos regionales, y las diferencias entre las condiciones de vida 
de los habitantes del ámbito urbano y el rural, lejos de reducirse, se 
ampliaron. 
 Gracias a su buen desempeño económico, el perú está en camino a 
consolidarse como una economía de ingreso medio, con todos los retos 
y oportunidades que ello conlleva. Mirando hacia el futuro, las oportuni-
dades son muchas, aunque los retos también lo son. la persistencia de 
brechas en el acceso a servicios sociales, seguridad social, infraestructura 
básica y oportunidades económicas, entre los ámbitos rural y urbano, es 
en sí misma un obstáculo hacia estadios mayores de desarrollo. el reto 
del perú en la presente década será el de lograr un modelo que haga 
compatible el crecimiento económico, la recuperación de los necesarios 
equilibrios sociales y territoriales y la preservación del ambiente.
 en este marco, el BId aprobó en julio de 2012 el documento de 
la estrategia del Banco (eBp) con el país 2012-2016, que constituye un 
acuerdo entre el perú y el Banco para determinar los parámetros de su 
relación de cooperación futura. el documento de la eBp será una guía 
para el proceso de toma de decisiones respecto del  programa financiero, 
la presencia sectorial y el ámbito operativo durante el período de su 
vigencia.
 para la confección de la eBp 2012-2016, el Banco condujo una pro-
funda	reflexión	técnica	que	incorporó	lo	mejor	de	su	conocimiento,	expe-
riencia	y	experticia	 sectorial	en	un	arduo	 trabajo	de	discusión	 interna	
y	 externa	 que	 generó	 33	 notas	 técnicas	 sectoriales.	 El	 volumen	 que	
presentamos incluye la selección de los 12 diagnósticos sectoriales que 
finalmente dieron respaldo analítico a las áreas prioritarias consensua-
das luego de un minucioso proceso de diálogo con las autoridades del 
Gobierno del perú.
	 Los	sectores	priorizados	en	la	EBP	2012-2016	reflejan	las	prioridades	
compartidas entre el Gobierno del perú y el Grupo BId, y fueron consul-
tados con representantes de la sociedad civil y del sector privado. la 
estrategia para el período 2012-2016 se concentrará en los siguientes 
sectores: (i) inclusión social; (ii) desarrollo rural y agricultura; (iii) vivienda 
y desarrollo urbano; (iv) cambio climático y gestión de riesgos de desas-
tres naturales; (v) agua, saneamiento, recursos hídricos y residuos sólidos; 
(vi)	energía;	(vii)	transporte;	(viii)	gestión	pública;	y	(ix)	competitividad	e	
innovación. adicionalmente, se identifican algunas áreas de diálogo que 
serán terreno fértil para la participación futura del Banco: (a) comercio 
e integración, en temas de aprovechamiento de acuerdos comerciales, 
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facilitación del comercio y servicios; (b) acceso a servicios financieros, 
en temas de supervisión, inclusión financiera y financiamiento verde; 
(c) mercados laborales, en temas de informalidad, pensiones y capacita-
ción laboral; (d) gestión ambiental y territorial, en temas de delimitación y 
uso de tierras protegidas, y planes territoriales de sostenibilidad ambien-
tal; (e) seguridad ciudadana, en temas de política y sistema nacional de 
seguridad, reforma policial y penitenciaria; y (f ) género y diversidad, en 
temas de empoderamiento de mujeres, enfoque de género, pertinencia 
cultural de servicios y pueblos no contactados. 
 la estrategia del Banco con el perú resulta un documento relevante 
dado el hecho de que el Grupo BId ha sido tradicionalmente el princi-
pal agente de financiamiento multilateral del país. por ejemplo, durante 
los últimos cinco años el Banco ha representado en promedio cerca del 
28%	de	la	deuda	externa	pública	del	país,	manteniendo	una	cartera	de	
préstamos que se encuentra distribuida entre los más diversos sectores, 
y entre el sector público y las ventanillas de atención al sector privado. 
 dentro de las principales novedades de la nueva eBp, el Banco acom-
pañará las iniciativas del Gobierno del perú en la implementación del 
llamado enfoque multisectorial, que tomarán la forma de intervenciones 
articuladas o “combos de desarrollo”1 que contemplan la intervención 
simultánea en varias de las áreas priorizadas. se espera que este nuevo 
instrumento sea particularmente importante en la estrategia pública por 
lograr mayores niveles de inclusión social, que es, sin lugar a dudas, el 
objetivo fundamental de la actual administración y que está en el centro 
de todos sus esfuerzos políticos, técnicos y financieros. 
1 las intervenciones caracterizadas como “combos de desarrollo” se perfilan como 
la respuesta de política a un problema de naturaleza compleja: la inclusión social 
y productiva de poblaciones que habitan áreas geográficas focalizadas donde el 
atraso	relativo	en	los	niveles	de	desarrollo	humano	es	atribuible	a	la	confluencia	
simultánea de múltiples déficits, incluyendo brechas de infraestructura, problemas 
de acceso a servicios públicos, falta de cobertura de servicios sociales y de la red 
de protección social, y barreras al desarrollo de oportunidades económicas y 
productivas.	Esta	caracterización	se	ajusta	bien	a	extensos	territorios	rurales	en	la	
sierra y la selva peruanas. en teoría, la naturaleza multidimensional y transversal de 
los déficits afrontados harían necesario un enfoque de intervenciones coordinadas 
y simultáneas o big push, que produzca un shock positivo en varios frentes lo 
suficientemente grande para alcanzar mejoras sostenibles de bienestar en las 
poblaciones objetivo. por su naturaleza, este enfoque es territorial y requiere de 
intensiva coordinación intersectorial, y la simultánea alineación de múltiples 
agencias y  agendas al interior del Banco.
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 para el Banco Interamericano de desarrollo es un placer y un privilegio 
presentar este libro que compila el trabajo analítico que respalda la nueva 
estrategia del Banco con el perú 2012-2016. el propósito de esta edición 
es contribuir al debate sobre cómo encarar los retos de desarrollo más 
apremiantes que enfrenta el perú. en la elaboración de estos diagnósticos 
participaron	expertos	nacionales	e	 internacionales.	Que	este	volumen	
sea interpretado como nuestro pequeño aporte técnico y analítico para 
alimentar el necesario diálogo de opciones de políticas públicas que con-
duzca al país por la senda de desarrollo con equidad e inclusión social 
que todos anhelamos. 
Fidel	Jaramillo
Representante del BId para perú
La pobreza rural en el Perú
Marcos Robles*
Introducción
En el Perú, la pobreza es un fenómeno predominantemente rural. El 60% 
de los pobres y el 83% de los indigentes del país viven en las áreas rurales, 
a pesar que solo la tercera parte de la población habita en estas zonas. 
Los avances en la reducción de la pobreza de la última década, en vez de 
disminuir, han ampliado las desigualdades regionales en el país debido a 
que la reducción fue más acelerada en las áreas urbanas que en las rurales. 
Actualmente, las tasas de pobreza e indigencia rural son casi tres y nueve 
veces, respectivamente, las urbanas, las más altas diferencias registradas 
en América Latina. La desigual reducción de la pobreza, junto al acelerado 
ritmo de crecimiento económico de la última década, definieron el tipo 
de crecimiento que predominó en el Perú en los años recientes, un creci-
miento pro pobre menos favorable a las áreas rurales que a las urbanas. 
Si entre 2001 y 2010 la pobreza rural hubiera disminuido al mismo ritmo 
que la urbana, la pobreza total y extrema del país se hubieran reducido 
43 y 38 puntos porcentuales respectivamente, y no 24 y 28, un escenario 
que revela la importancia que puede tener un crecimiento más pro pobre 
en las áreas rurales para reducir aún más la pobreza y la desigualdad en 
el país.
 Un crecimiento que favorece a unos grupos de la población más que 
a otros está asociado a las diferencias preexistentes entre ellos. La pobreza 
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rural se distingue de la urbana en muchos aspectos importantes. Las fuen-
tes de ingreso de sus habitantes pobres son distintas. En las áreas rurales 
es mayor la presencia de grupos indígenas. Los riesgos que enfrentan y 
las estrategias utilizadas para hacerles frente son diferentes. Los pobres 
urbanos están rodeados de servicios y oportunidades —aunque su acceso 
a estos es limitado— que no están al alcance de los pobres rurales. A la 
vez, las áreas rurales del Perú son un espacio complejo y heterogéneo. 
Si bien las tres regiones —costa, sierra y selva— son altamente depen-
dientes de la agricultura, en materia de empleo e ingresos la sierra es más 
pobre. Esta región tiene menos capital humano, productividad y acceso a 
servicios básicos que la selva y la costa, y la selva aun menos que la costa. 
La geografía de cada una es también heterogénea: ofrece ventajas dife-
renciadas para el desarrollo de la agricultura, como la calidad del suelo, la 
disponibilidad de agua, la disponibilidad acumulada de infraestructura, 
etc. Diferencias que retan el diseño de intervenciones pro pobres en las 
áreas rurales del país.
 La reducción de la pobreza es un tema estrechamente vinculado a 
diversas prioridades estratégicas del Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID). Según el Informe sobre el Noveno Aumento General de Capital 
(2010), la mayor capitalización desde su constitución en el año 1959, 
los dos objetivos básicos que perseguirá el BID en la próxima década, 
en asociación con los países miembros, son reducir la pobreza y la des-
igualdad, y alcanzar un crecimiento sostenible. La Estrategia para una 
Política Social Favorable a la Igualdad y la Productividad (2011) —una 
de cuatro estrategias sectoriales del Banco elaboradas en el marco del 
mencionado Informe— pone especial énfasis en la inversión y el trabajo 
analítico del BID1 en los grupos de la población que quedaron rezagados 
de los avances de la región en la última década: los pobres, la población 
rural y los indígenas. En la última Reunión Anual de Gobernadores del 
Banco celebrada en 2011, se precisó que la región está encaminada hacia 
un rápido crecimiento que le posibilitará afianzar el avance logrado en 
la lucha contra la pobreza y la desigualdad, y que para este fin el BID 
priorizará la mejora de la infraestructura, la productividad, los sistemas 
1 Estas prioridades se centran en las inversiones en las personas, en particular en 
aquellas que mejoren su capital humano, su ingreso en el mercado laboral, su 
manejo de riesgos (incluido el de pérdida de empleo y pobreza extrema) y sus 
niveles de consumo, educación, salud y nutrición, todos componentes importantes 
para incrementar la productividad y la igualdad.
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de educación que permitan a las generaciones futuras competir en la 
economía globalizada, la seguridad alimentaria y la asistencia a los países 
para encarar los efectos del cambio climático y los desastres naturales.
1. Estado de la discusión
Desde el punto de vista de las herramientas de que disponen los hace-
dores de política, la pobreza puede reducirse con transferencias a los 
pobres y/o con un crecimiento pro pobre. Las transferencias implican 
redistribuir recursos obtenidos de quienes no son pobres a través de los 
programas sociales y tienen el atractivo de ser más fáciles de implemen-
tar que las intervenciones que promuevan el crecimiento de los ingresos 
autónomos de los pobres. Sin embargo, una reducción sostenida de la 
pobreza mediante una redistribución es políticamente difícil de llevar 
a cabo, sobre todo cuando la pobreza es extensa y persistente, como la 
pobreza rural en el Perú. Además, el inconveniente de las transferencias 
es que pueden limitar la capacidad de los pobres para generar sus pro-
pios ingresos (Barrett y Carter 2006). La cuestión es entonces entender 
qué es lo que hace que un proceso de crecimiento sea más pro pobre 
que otros.
 La literatura reciente discute que las fuentes que pueden explicar la 
variación de la incidencia del crecimiento sobre la pobreza son la com-
posición sectorial del crecimiento, las condiciones relacionadas con la 
distribución de activos, niveles de capital humano, entre otros, y la pro-
gresividad de los gastos sociales (Ravallion y Datt 2002; Ravallion y Chen 
2007; Ferreira et al. 2010). En este debate, De Janvry y Sadoulet (2009) 
distinguen a productores y consumidores. Según estos autores, para los 
productores que viven en las áreas rurales la reducción de la pobreza 
mediante el crecimiento depende también de la capacidad para combinar 
la expansión de oportunidades de empleo en actividades agropecuarias y 
no agropecuarias. Para los consumidores, en la medida en que la agricul-
tura no sea completamente transable, la mayor producción de alimentos 
ayudará a reducir los precios de los bienes de consumo y así elevar los 
ingresos reales de los pobres urbanos, los trabajadores rurales sin tierra y 
los pequeños agricultores compradores netos de alimentos. Sin embargo, 
si la agricultura se vuelve más transable, las ganancias de productividad 
tenderán a transmitirse por la vía de un aumento del empleo y de los 
salarios para la fuerza laboral dedicada a esta actividad.
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 Sobre el papel de la agricultura para contrarrestar la pobreza, el 
Informe sobre el Desarrollo Mundial 2008: Agricultura para el desarrollo 
del Banco Mundial muestra cómo la disminución del apoyo a la agri-
cultura por las agencias internacionales y los gobiernos de los países 
en desarrollo desde finales de los ochenta perjudicó los procesos de 
crecimiento y la reducción de la pobreza de estos países. En este sentido, 
el documento ayudó a reavivar la discusión sobre el rol que podría tener 
la política agrícola en estos procesos. Más recientemente, la literatura 
ha evidenciado que la preocupación por la exposición de los hogares 
a los choques relacionados con el cambio climático y las crisis interna-
cionales (financiera y alimentaria) —que han aumentado la inseguridad 
alimentaria y la vulnerabilidad a la pobreza— ha vuelto a colocar al 
crecimiento agrícola en la agenda del desarrollo (Dethier y Effenberger 
2011).
 En la discusión acerca del papel de la agricultura para reducir la 
pobreza, el énfasis ha sido puesto en el crecimiento de la productividad 
agrícola por razones de efectividad de las inversiones y la sostenibili-
dad del medio ambiente. Ante los límites de las tierras cultivables, se ha 
argüido que para satisfacer las necesidades de una población creciente-
mente urbanizada —que demanda mayores cantidades de alimentos— el 
desarrollo de la agricultura tendrá que basarse en la intensificación de 
la producción y la mejora de la eficiencia en el uso de los insumos. Los 
hallazgos del Evaluation Cooperation Group - ECG (2011), basados en las 
evaluaciones de impacto de los bancos multilaterales de desarrollo y la 
investigación académica reciente en materia de agricultura, indican que 
el crecimiento de la productividad —mediante la investigación agrícola, 
el acceso al agua, al crédito, a la tierra y la titulación, el transporte, el mer-
cado y el desarrollo institucional— es vital para mejorar el desempeño 
del sector y, por ende, reducir la pobreza.
2. Diagnóstico
Pobreza rural y crecimiento
La reducción de la pobreza de los últimos años no tiene precedentes 
en la historia económica del Perú. El porcentaje de la población que 
vive con gastos por debajo de la línea de pobreza disminuyó 24 puntos 
en nueve años: de 54,8% a 31,3% entre 2001 y 2010 según datos de 






























































































































































































































































































































































































































































































































Retos de desarrollo del Perú 2012-201634 
la Encuesta Nacional de Hogares - ENAHO2. Si bien esta disminución 
benefició a la población de todos los ámbitos geográficos del país, no 
fue homogénea. La pobreza se redujo a un ritmo más acelerado en las 
áreas urbanas que en las áreas rurales. La tasa de pobreza disminuyó en 
promedio cada año 8,4% en las áreas urbanas y 4% en las rurales. Esta 
desigual reducción de la pobreza hizo que las diferencias rural-urbanas 
se ampliaran aún más. En 2001, la pobreza rural era casi el doble que la 
pobreza urbana (78% frente a 42%) y hoy (2010) es casi el triple (54% 
frente a 19%), mientras que la indigencia rural era entonces cinco veces 
la indigencia urbana (51% frente a 10%) y hoy es nueve veces supe-
rior (23% frente a 2,5%). Según información de CEPAL (2010) y SEDLAC 
(2011), estos cambios han hecho que el Perú sea el país con la ratio de 
pobreza rural-urbana más alta en América Latina. La desigual reducción 
de la pobreza también hizo que la concentración geográfica de este 
fenómeno sea aún mayor. Actualmente, en las áreas rurales —donde 
reside solo la tercera parte de la población peruana— viven el 60% de 
todos los pobres y el 83% de todos los indigentes (pobres extremos) 
del país. A principios de la década estos porcentajes fueron de 50% y 
74%, respectivamente.
 Como en la mayor parte de los países que han tenido experiencias 
importantes de reducción de la pobreza, en el Perú esta ha estado fuerte-
mente asociada al crecimiento económico. Entre 2001 y 2010, el producto 
bruto interno (PBI) creció 73,2% en términos reales (6,3% en promedio 
cada año) y el gasto en consumo por persona 40% (FMI 2011). La desigual 
reducción de la pobreza, sin embargo, ha estado vinculada al hecho de 
que el crecimiento económico ha sido más pro pobre en las áreas urbanas 
que en las rurales. Según la información de las ENAHO, por cada punto 
porcentual de crecimiento (del gasto por persona) entre 2001 y 2009 la 
tasa de pobreza se redujo en promedio 1,8% en las áreas urbanas y 1% 
en las rurales (véase la tabla 2).
 Entender estas diferencias es importante para definir alternativas 
orientadas a mejorar el impacto del crecimiento sobre la pobreza rural. 
Como ya fue señalado, las fuentes fundamentales que explican tales 
diferencias son la composición sectorial del crecimiento, las condiciones 
relacionadas con la distribución de activos y niveles de capital humano, 
entre otros, y la progresividad de los gastos sociales. A continuación se 
2 Ejecutada por el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI).
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presenta información que muestra que la agricultura es un sector esencial 
para los pobres e indigentes de las áreas rurales, y que su crecimiento y 
el aumento de su productividad, junto a la mejora del gasto social con-
centrado en los espacios en extrema pobreza, son esenciales para hacer 
más pro pobre el crecimiento en estas áreas.
Pobreza rural y agricultura
La economía de los hogares rurales en el Perú está asociada fundamen-
talmente a las actividades agropecuarias, que son la principal fuente de 
empleo e ingresos. De acuerdo con la ENAHO de 2010, más del 90% de 
los hogares rurales tiene al menos un miembro con empleo principal o 
secundario en estas actividades y tres de cada cuatro hogares tienen toda 
su mano de obra laborando en ellas. La tabla 3 muestra que la depen-
dencia laboral de las actividades agropecuarias es mayor en la medida 
en que los hogares registran mayores niveles de pobreza. Casi el 90% de 
los hogares rurales que vive en condiciones de pobreza extrema de la 
sierra y la selva tiene a la totalidad de sus miembros trabajando en estas 
actividades. Según los datos de la ENAHO de 2010, los ingresos laborales 
provenientes de las actividades agropecuarias también son importantes 
para los hogares rurales, en particular para los más pobres, pero en menor 
magnitud que el empleo. El 67% de los ingresos laborales de los pobres 
rurales proviene de las actividades agropecuarias y solo 33% de las acti-
vidades no agropecuarias.
TabLa 2
Elasticidad de la pobreza con respecto al gasto, 2001-2009
 
Pobreza total Pobreza extrema
2001-2005 2006-2009 2001-2009 2001-2005 2006-2009 2001-2009
Urbana -1,61 -1,99 -1,80 -2,68 -2,74 -2,71
Rural -0,93 -0,99 -0,96 -1,71 -1,76 -1,73
 Costa -1,82 -1,97 -1,89 -3,68 -3,19 -3,44
 Sierra -0,74 -0,80 -0,77 -1,54 -1,61 -1,58
 Selva -1,18 -1,26 -1,22 -1,99 -2,10 -2,04
* Elasticidades estimadas para cada año utilizando el programa ADEPT (www.worldbank.org/adept).
Fuente: INEI, ENAHO 2001-2009.
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TabLa 3
Empleo de los hogares rurales (%), 2010
  Urbana
Rural
Total Costa Sierra Selva
Al menos un miembro en actividad principal 
o secundaria 13,7 92,0 82,4 93,9 93,1
Al menos un miembro en actividad principal 10,9 85,9 74,8 87,9 87,6
Todos los miembros en actividad principal o 
secundaria 12,4 75,3 61,3 78,8 74,0
 Pobre extremo 42,5 88,7 83,4 89,1 88,0
 Pobre no extremo 16,8 81,4 71,3 82,2 85,5
 No pobre 11,1 67,3 56,6 71,3 66,6
Fuente: INEI, ENAHO 2010.
 La información de ingresos laborales, junto con la del empleo, evi-
dencia que en las áreas rurales no solo existen problemas de capacidad 
para que los hogares diversifiquen sus actividades económicas, sino tam-
bién para que generen ingresos adecuados desde las propias actividades 
agropecuarias. La tabla 4 muestra que en las áreas rurales el ingreso por 
trabajador proveniente de las actividades no agropecuarias —conside-
rando solo el que se deriva de la actividad principal— es 2,3 veces mayor 
al ingreso proveniente de las actividades agropecuarias. Reflejando las 
diferencias de productividad de la mano de obra en las áreas rurales, 
también se observa que son los pobres y quienes viven en la sierra los 
que tienen menores ingresos por trabajador. El pobre rural obtiene de 
la agricultura en promedio 48% menos ingresos que el no pobre, y los 
trabajadores que residen en la sierra rural obtienen 50% menos ingresos 
que los de la costa y 35% menos que los de la selva.
 Debido a que la agricultura es la principal fuente de subsistencia de 
los hogares que residen en las áreas rurales, y dado que en estas áreas 
persisten capacidades reducidas para diversificar las actividades produc-
tivas y generar ingresos adecuados desde las actividades agropecuarias, 
es fundamental el crecimiento de la agricultura y la mejora de su produc-
tividad para la reducción de la pobreza rural. En la última década, el PBI 
agropecuario creció a un ritmo 33% menor que el PBI global (4,2% en 
promedio anual frente a 6,3%), un crecimiento agropecuario que además 
estuvo concentrado en algunas zonas específicas del país ligadas a la 
producción para el mercado externo (Zegarra y Tuesta 2009).
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Pobreza rural y capital humano
El capital humano y la dotación de activos de los hogares son también 
factores que pueden hacer que el crecimiento tenga mayores impactos 
en la reducción de la pobreza. Estos afectan la capacidad de sus miembros 
para aprovechar los beneficios que trae consigo el crecimiento económico. 
Como es sabido, los miembros de las familias rurales, en particular las más 
pobres, tienden a ser menos educados y a tener menos condiciones de 
salubridad. Según la ENAHO de 2010, los jefes de hogar de las áreas rurales: 
(i) tienen en promedio 4,5 años menos educación que los de las áreas urbanas; 
(ii) los que están en condiciones de pobreza extrema tienen una escolaridad 
equivalente al 68% de la escolaridad de los no pobres; y (iii) los jóvenes tie-
nen una escolaridad significativamente superior a la de los jefes de hogar 
en todos los estratos de pobreza. La tabla 5 muestra adicionalmente que la 
posibilidad de que la fuerza laboral rural combine actividades agropecua-
rias y no agropecuarias está asociada a sus niveles de educación. Quienes 
trabajan en actividades no agropecuarias tienen 32% más años de educa-
ción que aquellos que trabajan en actividades agropecuarias. Estas brechas 
educativas son más amplias en la sierra que en la selva y costa rurales.
TabLa 4
Ingresos de los hogares rurales, 2010
  Urbana
Rural
Total Costa Sierra Selva
Ingresos laborales del hogar (%)
Ingreso agropecuario respecto al ingreso total 3,8 54,6 52,9 53,9 58,0
Pobre 11,9 67,4 65,7 66,3 74,3
No pobre 3,0 48,3 49,9 45,0 53,3
Ingresos por trabajador (miles de soles por año)
Ingreso agropecuario de la actividad principal 4,24 2,50 4,08 2,02 3,13
Pobre 2,66 1,77 2,53 1,62 2,05
No pobre 5,46 3,42 5,03 2,68 4,01
Ingreso agropecuario de la actividad principal 10,32 5,82 6,37 5,44 6,57
Pobre 5,74 3,92 4,42 3,84 3,95
No pobre 11,08 6,75 6,85 6,53 7,25
Fuente: INEI, ENAHO 2010.
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TabLa 5
Educación de los hogares rurales, 2010
  Urbana
Rural
Total Costa Sierra Selva
años de educación del jefe de hogar 6,1 4,1 4,1 4,1 4,6
Pobre extremo 7,5 4,9 5,1 4,7 5,3
Pobre no extremo 10,4 6,1 6,5 5,8 6,5
No pobre 9,9 5,4 6,1 5,0 5,9
años de educación de los jóvenes 
(14-24 años) 10,5 8,5 9,1 8,5 8,0
Pobre extremo 8,4 7,2 6,9 7,3 6,5
Pobre no extremo 9,5 8,0 8,4 8,1 7,2
No pobre 10,7 9,2 9,5 9,4 8,7
años de educación de los adultos 
(18 y más años) 10,3 5,8 6,8 5,5 6,2
Con empleo principal en actividades 
agropecuarias 6,7 4,9 6,1 4,5 5,6
Con empleo principal en actividades no 
agropecuarias 10,5 7,2 7,5 7,1 7,2
% de indígenas adultos 
(según lengua materna) 0,1 0,4 0,1 0,5 0,2
Pobre 0,2 0,5 0,1 0,6 0,3
No pobre 0,1 0,3 0,1 0,5 0,2
Fuente: INEI, ENAHO 2010. 
 Dos indicadores que sintetizan bien la calidad de la salud de los hoga-
res y, por tanto, las condiciones de su capital humano, son la mortalidad 
y la desnutrición infantil, ambos materia de seguimiento de los Objetivos 
de Desarrollo del Milenio (ODM) de las Naciones Unidas. De acuerdo con 
las evidencias de las Encuestas Demográficas y de Salud Familiar (ENDES),3 
ambos indicadores mejoraron de manera importante en los últimos años 
(UNICEF-INEI 2011). Sin embargo, las mejoras en la desnutrición crónica 
de niños menores de 5 años (niños con estatura por debajo de la espe-
rada para su edad y sexo) fueron más lentas en las áreas rurales que en 
las urbanas, lo que abrió aún más las brechas preexistentes. En 2009, 
3 Realizadas por el INEI.
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este tipo de desnutrición fue 3,3 veces más severa en los hogares rurales 
que en los urbanos (33% frente a 10%), y en particular lo fue más en 
los departamentos de la sierra rural (Huancavelica, Cajamarca, Huánuco, 
Cusco, Ayacucho). Para el mismo año, la mortalidad infantil (niños que 
fallecen antes de cumplir el primer año) fue de 27 por cada mil nacidos 
vivos en las áreas rurales y de 17 en las urbanas.
Pobreza rural y dotación de activos
Las áreas rurales del Perú son un espacio heterogéneo. Si bien las tres 
regiones son altamente dependientes de la agricultura, cada una tiene 
atributos particulares que pueden hacer que el crecimiento del sector 
genere mejoras diferenciadas sobre las condiciones de vida de sus habi-
tantes. De acuerdo con Zegarra y Tuesta (2009) y estimaciones basadas 
en los datos de la ENAHO de 2010:
(i) La costa, en donde vive solo el 5% de los pobres extremos de las áreas 
rurales, tiene ventajas importantes para el desarrollo de la agricultura 
de exportación. Posee los suelos más productivos del país por su cali-
dad, topografía plana, disponibilidad de agua y densidad acumulada 
de inversiones en infraestructura. La costa tiene además una mayor 
articulación con los demás sectores, mayor nivel de intensificación 
agrícola y mayor número de propiedades medianas respecto de la 
sierra y la selva.
(ii) En la sierra, en donde vive el 80% de los pobres extremos rurales, la 
situación es distinta. Aunque las tierras de los valles interandinos o 
cercanas a las fuentes de agua son sometidas a una explotación inten-
siva, la mayoría se encuentra en los flancos andinos, las que son muy 
dependientes de las lluvias, por lo general irregulares en cantidad y 
distribución. En la sierra, la productividad depende fundamentalmente 
de las condiciones climáticas y del suelo debido al reducido uso de téc-
nicas modernas de producción y la lejanía de los mercados. La falta de 
vías de comunicación (entre otras infraestructuras) limita el dinamismo 
agrícola necesario para que el sector pueda impactar sobre la pobreza. 
Según el último censo agropecuario, la producción en esta región se 
encuentra mucho más fragmentada que en la costa y la selva.
(iii) En la selva vive el 16% de los pobres extremos rurales. Aunque la 
parte alta de esta región tiene cantidades importantes de tierras con 
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aptitud agrícola, el entorno ecológico es frágil. La selva alta tiene, 
además, escasa infraestructura física y una situación social conflictiva 
ocasionada por el narcotráfico, factores que pueden limitar el impacto 
del crecimiento de la agricultura sobre la reducción de la pobreza. La 
selva baja tiene suelos inundables y, por ende, el desarrollo agrícola 
es limitado.
 Adicionalmente, el acceso de los hogares rurales a los servicios bási-
cos es restringido en comparación a los hogares urbanos, lo que junto a su 
aislamiento relativo por ocupar espacios de difícil acceso son limitaciones 
importantes que pueden afectar el desarrollo integral de sus capacidades 
productivas. La ENAHO de 2010 indica que 63% de los hogares rurales no 
tiene acceso a agua potable, 40% no tiene acceso a energía eléctrica, 91% 
no tiene acceso a desagüe de red pública y solo 2% cuenta con servicios 
de telefonía fija. Si bien estas condiciones son incluso más precarias para 
los hogares pobres, en particular para quienes residen en la selva, los 
hogares rurales no pobres presentan también bajos niveles de acceso 
en relación a los hogares urbanos (tabla 6).
 A pesar de los cambios de los últimos años en el acceso a los mercados 
financieros y asistencia técnica, de esquemas rígidos y presencia estatal a 
esquemas ligados al mercado y reducida participación estatal, los hogares 
rurales continúan enfrentando importantes restricciones. Según Trivelli 
et al. (2009), tales restricciones limitan las posibilidades de desarrollar 
actividades de mayor rentabilidad que pueden aliviar las condiciones 
de pobreza de los hogares, aumentan los riesgos de reducir sus activos 
al no poder hacer frente a los diferentes choques a que están expuestos 
y, consecuentemente, inducen a tomar decisiones productivas sesgadas 
hacia la minimización de riesgos. Estos autores muestran que los hogares 
rurales, en particular los de la sierra, registran bajos niveles de uso de 
asistencia técnica asociada a sus labores agropecuarias, a pesar de que 
su relación con el mercado de insumos es alta. Respecto al acceso a los 
mercados financieros, de acuerdo con la ENAPREF4 de 2008-09 (tabla 6), 
solo 16% de los hogares peruanos tiene acceso a estos mercados,5 21% 
de los hogares urbanos y 5% de los hogares rurales (13% de los hogares 
de la costa, 3% de la sierra y 7% de la selva).
4 Encuesta Nacional de Presupuestos Familiares ejecutada por el INEI.
5 Si al menos un miembro del hogar realizó algún pago de interés a una institución 
financiera u a otros agentes en los últimos tres meses.
La pobreza rural en el Perú 41 
Pobreza rural y riesgos
Los riesgos económicos y de otros tipos que enfrentan los habitantes 
en condiciones de pobreza de las zonas rurales, así como sus estra-
tegias para encararlos, difieren de aquellos de los que habitan en 
las zonas urbanas. La ENAHO de 2010 preguntó a los hogares acerca 
de algunos de los choques adversos que tuvieron a lo largo de un 
TabLa 6
acceso a servicios básicos y financieros de los hogares rurales, 2010
  Urbana
Rural
Total Costa Sierra Selva
acceso a servicios básicos (%) 
Agua por red pública 79,4 36,7 41,7 39,9 20,6
 Pobre 62,3 31,8 33,9 35,0 13,7
 No pobre 82,4 41,0 44,7 45,7 24,6
Red pública de alcantarillado 75,6 9,4 9,5 10,1 6,6
 Pobre 51,0 5,4 2,9 5,7 5,3
 No pobre 79,9 12,9 12,0 15,2 7,4
Energía eléctrica por red pública 98,2 59,6 71,2 62,9 38,1
 Pobre 94,4 51,6 61,2 55,3 26,4
 No pobre 98,9 66,6 75,0 71,7 45,0
Teléfono por línea 41,0 2,4 8,2 1,2 2,1
 Pobre 12,9 0,3 1,3 0,2 0,2
 No pobre 45,9 4,3 10,8 2,4 3,2
acceso al crédito (%)* 20,5 5,0 12,6 3,1 7,0
 Pobre 8,9 3,1 12,3 2,7 1,4
 No pobre 24,2 6,9 12,7 3,6 10,7
* Pago de intereses.
Fuentes: INEI, ENAHO 2010, ENAPREF 2008-2009.
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año.6 La tabla 7 muestra que la enfermedad es el principal choque de tipo 
idiosincrático que afecta a los hogares (entre 9 y 11%) tanto urbanos como 
rurales, y los fenómenos naturales se encuentran entre los choques de tipo 
covariado que en particular afectan a las áreas rurales (al 22% de los hoga-
res). Puede notarse que este último tipo de choque está muy relacionado 
con la clase de atributos físicos o geográficos existentes en las regiones 
del país y, por ende, también con el tipo de agricultura predominante. La 
sierra rural es nueve veces más afectada por los fenómenos naturales que 
la costa urbana y dos veces más que la selva rural, es decir, la agricultura de 
subsistencia es la más perjudicada por dichos fenómenos. Puede obser-
varse, asimismo, que la mayor parte de los hogares que experimentaron 
este tipo de choques sufrieron pérdidas de ingresos y/o patrimonio.
 La ubicación dentro de la distribución del ingreso incide sobre la 
respuesta a los choques relacionados con los fenómenos naturales. Así, 
39% de los hogares menos pobres, como los de la costa, recurren más a 
estrategias como los ahorros, el capital, el crédito o la venta de bienes, 
a diferencia de los más pobres que aplican políticas de nivelación de 
consumo estrictas: uno de cada cuatro hogares de la sierra recurre a este 
tipo de estrategias. En ninguno de los casos la ayuda gubernamental es 
significativa. Cabe indicar que una parte importante de los hogares, en 
particular en las regiones más pobres, no utiliza estrategia alguna para 
enfrentar la pérdida de ingresos y/o patrimonio ocasionada por los desas-
tres naturales. La tabla 7 muestra que, en general, las estrategias emplea-
das por los hogares rurales para encarar los diversos tipos de choques 
que enfrenta son insuficientes (solo 12% logra recuperar totalmente los 
ingresos o patrimonio previos a los choques).
Pobreza rural y gasto social
Además del rol de la agricultura en las áreas rurales y las condiciones rela-
cionadas con la dotación de activos y capital humano, la progresividad del 
gasto social puede tener un efecto redistributivo importante y ayudar a 
compensar el crecimiento menos favorable a los pobres (Ferreira et al. 2010). 
Uno de los programas sociales que más ha crecido en los últimos cinco años 
6 Si bien en la encuesta se pregunta sobre la pérdida de empleo o quiebra del 
negocio familiar, hechos que pueden estar asociados a crisis económicas como las 
experimentadas entre 2007 y 2010, no existen preguntas específicas relacionadas a los 
cambios de los precios de venta de los bienes producidos o de los insumos utilizados.
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TabLa 7




Total Costa Sierra Selva
Porcentaje de hogares que sufrieron choques adversos 
Pérdida de empleo de algún miembro 5,5 1,2 2,1 1,0 1,1
Quiebra del negocio familiar 1,8 1,0 1,1 0,9 1,1
Enfermedad o accidente grave de algún 
miembro 9,3 9,6 11,3 9,0 10,8
Abandono del jefe de hogar 1,0 0,4 0,5 0,3 0,6
Hecho delictivo (robo, asalto, etc.) 3,9 3,7 3,7 3,5 4,6
Desastres naturales (sequía, tormenta, plaga, etc.) 2,0 21,9 3,1 28,6 12,6
 Pobre extremo 8,5 30,5 3,1 34,1 16,0
 Pobre no extremo 5,0 25,8 6,3 32,0 12,5
 No pobre 1,4 16,7 2,2 23,5 11,9
Consecuencias de desastres naturales
Pérdida de ingresos y/o patrimonio 92,0 97,4 78,6 98,6 91,4
Lo que hicieron quienes sufrieron desastres y perdieron ingresos/patrimonio 
Gastaron sus ahorros o capital 12,8 8,9 17,2 8,1 14,0
Empeñaron o vendieron bienes 3,9 1,9 6,4 1,4 5,4
Obtuvieron préstamos 12,3 4,6 9,2 3,5 14,0
Consiguieron otros trabajos 6,4 6,6 7,5 5,6 15,5
Recibieron ayuda del gobierno 3,7 1,7 0,0 1,6 2,3
Disminuyeron alimentación, consumo 16,8 18,6 23,2 20,1 4,3
 Pobre extremo 27,2 18,0 0,0 19,0 2,9
 Pobre no extremo 14,0 19,6 33,5 20,3 4,9
 No pobre 16,9 18,2 11,9 20,7 4,4
Otro 4,8 5,8 6,2 5,3 10,3
No hicieron nada 47,9 57,1 35,3 59,3 40,8
 Pobre extremo 40,6 61,9 55,0 62,3 55,9
 Pobre no extremo 56,1 57,9 33,1 59,7 46,4
 No pobre 43,9 53,2 34,7 56,8 34,7
Recuperaron totalmente las pérdidas por cualquiera de los choques sufridos
 Total 22,2 12,2 26,9 9,6 17,6
 Pobre extremo 10,8 9,3 8,7 8,9 14,2
 Pobre no extremo 17 8,9 22,4 6,6 14,9
 No pobre 23,6 16,2 31,5 12,6 19,7
Fuente: INEI, ENAHO 2010.
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es el Programa de Apoyo Directo a los más Pobres “Juntos”, el cual funciona 
bajo la forma de un programa de transferencias monetarias condicionadas 
(TMC). Fue establecido en 2005 para operar fundamentalmente en las áreas 
rurales del país. Desde entonces, sus intervenciones se incrementaron de 
110 distritos que cubrían alrededor de 37 000 hogares a 646 distritos con 
casi 500 000 hogares en el 2011, proyectándose llegar a los 880 distritos 
más pobres del Perú. Actualmente es el programa social mejor focalizado 
de todos los que se encuentran funcionando en el país. Juntos es, además, 
el núcleo de la Estrategia Nacional Crecer, una estrategia del gobierno que 
busca reducir la pobreza y la desnutrición crónica infantil.
 Como los demás programas de este tipo existentes en la región, Jun-
tos combina dos elementos: una transferencia monetaria directa (100 
soles mensuales por familia, sin diferencias por número de niños) y un 
conjunto de compromisos para que los hogares inviertan en el capital 
humano de sus niños (controles prenatales y de crecimiento y desarrollo 
para gestantes y niños hasta 6 años; matrícula y asistencia escolar para 
niños de 6 a 14 años). Con el primero se busca aliviar las condiciones 
de pobreza extrema de los hogares mediante el aumento de su poder 
adquisitivo (efecto de corto plazo), y con el segundo romper o reducir la 
transmisión intergeneracional de la pobreza (efecto de largo plazo). La 
evaluación de cinco años de este programa (Perova y Vakis 2011) muestra 
los siguientes resultados (para los beneficiarios respecto de una población 
similar sin intervención): (i) redujo la incidencia de la pobreza en 14 puntos 
porcentuales y la brecha de pobreza en 19%; (ii) aumentó el consumo de 
alimentos en 15%; (iii) elevó el uso de servicios de salud para los menores 
a 6 años (en chequeos y búsqueda de atención, pero no en vacunación); 
(iv) no tuvo impacto en la matrícula y asistencia escolar como en otros 
países con alta escolaridad; (v) no se sabe cuáles son los impactos sobre 
el desarrollo cognitivo debido a la falta de datos.
 Adicionalmente, la información de la ENAHO de 2010 permite conocer 
el alcance de Juntos respecto de otros programas similares en la región. 
En cuanto a la población beneficiada y el tamaño de las transferencias, en 
general el programa es aún reducido. Juntos beneficia al 10% de la pobla-
ción total del país, un nivel bajo frente a la cobertura de estos programas 
en Ecuador (40%), Brasil (24%) y al promedio de América Latina y el Caribe 
(20%). Los 100 soles mensuales que transfiere Juntos equivalen al 12% de 
los gastos totales de los hogares beneficiados, a diferencia, por ejemplo, 
del 25% en México y 30% en Colombia. La información más desagregada 
sobre el alcance del programa muestra lo siguiente (descontando el monto 
de las transferencias de Juntos en la medida del consumo) (véase la tabla 8):
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•	 Juntos	beneficia	al	21%	de	los	hogares	rurales.
•	 Del	total	de	hogares	beneficiados	en	las	áreas	rurales,	77%	son	pobres	
(45% pobres extremos y 32% pobres no extremos) y 23% son no pobres, 
un alcance similar a los programas mejor focalizados en la región.
•	 Entre	las	regiones,	Juntos	está	mejor	focalizado	en	la	sierra.	La	filtración 
(hogares no pobres que reciben transferencias respecto al total de 
beneficiarios) es de 21% en la sierra, 28% en la costa y 40% en la selva.
•	 Si	bien	el	objetivo	del	programa	es	beneficiar	a	los	pobres	extremos	
y no extremos de las áreas rurales, es preferible llegar antes a los que 
sufren mayores niveles de pobreza. Juntos solo beneficia al 43% de 
los hogares en pobreza extrema.
3. Recomendaciones de política
La sección anterior ha presentado evidencias sobre algunos de los factores 
que estarían impidiendo que el crecimiento económico se traduzca en 
una mayor reducción de la pobreza rural. Para que los avances y logros 
de la última década sean más equitativos y tengan efectos sostenidos, 
es necesario realizar esfuerzos adicionales que el BID podría respaldar. 
Antes de exponer las opciones de política identificadas en esta nota, es 
pertinente señalar algunas consideraciones generales sobre la reducción 
de la pobreza rural.
•	 La	estabilidad	macroeconómica	que	el	país	viene	experimentando,	
en particular desde hace una década, ha sido fundamental para la 
reducción de la pobreza de los últimos años. Esta estabilidad debe 
seguir siendo la esencia de cualquier estrategia que busque mitigarla.
•	 Debido	a	que	 la	educación	continúa	siendo	el	 factor	más	correla-
cionado con la pobreza, debe ponerse énfasis en el acceso, calidad 
y ampliación de las escuelas secundarias, además de fortalecer la 
capacitación técnica y vocacional para los habitantes rurales dedi-
cados o no a actividades agrícolas.
•	 Como	en	muchos	países	de	la	región	que	han	experimentado	recien-
temente reducciones importantes en la pobreza, las transferencias 
focalizadas han sido un elemento esencial para la vida de los más 
pobres. Sin embargo, el aumento de los recursos hacia estos podría 
ser utilizado también para fomentar el crecimiento del ingreso y el 
empleo.
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•	 Es	importante	que	las	inversiones	se	concentren	en	los	espacios	geo-
gráficos más pobres del país con el fin de acumular masas críticas 
(de capital humano y activos productivos) que puedan impulsar un 
crecimiento de tipo endógeno.
•	 Finalmente,	desde	una	visión	más	 integral	del	desarrollo	 rural,	 es	
importante tener en consideración las políticas y herramientas desa-
rrolladas y validadas en los últimos años para enfrentar y resolver los 
problemas rurales. Apoyada en esta experiencia, la Mesa de Concer-
tación para la Lucha contra la Pobreza (2010) propuso recientemente 
una agenda —metas y acciones específicas para cada dimensión 
estratégica: social, económica, territorial e institucional— para el 
desarrollo integral de las poblaciones rurales del país y la lucha con-
tra la pobreza.
 En este contexto, la presente nota identifica cuatro esferas de posibles 
intervenciones que en conjunto apuntan a mejorar la productividad e 
igualdad en el país: inversión focalizada en el capital humano, acumula-
ción de activos productivos, administración de riesgos de los pobres y la 
juventud como elemento clave para el cambio en las áreas rurales. Con 
las evidencias presentadas, la racionalidad de las opciones es la siguiente: 
las intervenciones que implican invertir en capital humano con retornos 
esperados en el largo plazo no están diseñadas para que los pobres pue-
dan generar suficientes ingresos para salir de manera autónoma de su 
situación en el corto y mediano plazo y, por ende, tampoco para hacer 
frente a los efectos de los diversos tipos de choque a los que están expues-
tos. Consecuentemente, es necesario definir y posicionar los programas 
de protección social en los marcos de políticas que intentan estimular el 
crecimiento económico endógeno.
Inversión en capital humano en el marco de los programas de TMC
La importancia de Juntos en el descenso de la pobreza rural en el país 
sugiere una ampliación de su cobertura, debido a que aún tiene un alcance 
reducido (en relación a los niveles de pobreza vigentes) y a los espacios 
existentes para mejorarlo detectados en la evaluación del programa antes 
citada. El propósito es asegurar que este programa esté encaminado a 
alcanzar los impactos finales para los que fue creado. Por el tipo de cre-
cimiento de la última década, más pro pobre en las áreas urbanas, la 
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pobreza extrema del país se encuentra actualmente más concentrada 
en las áreas rurales, en particular en la sierra y la selva. Esto predefine el 
acento de la ampliación de Juntos en tales regiones. En este marco:
(i) Un primer aspecto en el cual es posible intervenir es en las estrategias 
para identificar a los pobres con mayor pobreza extrema. Como es 
conocido, el impacto de estos programas es mayor en la medida en 
que se enfocan en los que tienen más privaciones. A pesar de que 
el programa ya habría avanzado en un 73% su meta de cobertura 
(646 de los 880 distritos más pobres del país), el 57% de los pobres 
extremos de las áreas rurales todavía está fuera de los beneficios 
de Juntos. En realidad, la meta debería ser llegar a todos los pobres 
extremos rurales que han permanecido en esta condición por un 
período de tiempo prolongado.7
(ii) Un segundo aspecto en el que se puede actuar es en sus componentes 
de salud y educación, quizá los más relevantes, pues es a través de estas 
dimensiones que es factible alcanzar los impactos de largo plazo para 
la reducción de la pobreza. Si bien la experiencia de los últimos años 
muestra que Juntos ha permitido mejorar el acceso a los servicios de 
salud, las evaluaciones también revelan que los espacios no cubier-
tos son aún importantes. Por su parte, las mejoras en el acceso a los 
servicios de educación deberían estar concentradas en la educación 
secundaria, dada la alta asistencia a la educación primaria. Esto lleva-
ría necesariamente a revisar los montos actuales de las transferencias 
(reducidos frente a la experiencia de la región) y la posibilidad de intro-
ducir pagos diferenciados (como existen en algunos países), así como 
la mejora de la verificación de las corresponsabilidades.
(iii) Finalmente, dos espacios más parecieran ser relevantes para 
mejorar el impacto de Juntos en la reducción de la pobreza: 
 (a) la coordinación intersectorial con miras a mejorar la cobertura y 
calidad de la oferta de servicios, y (b) las evaluaciones de impacto en 
relación a los indicadores finales y el entendimiento de los cambios 
de comportamientos y actitud de los beneficiarios, los que aún no 
se ha definido cómo encarar.
7 De acuerdo con los datos del panel de las ENAHO 2007-2009, y utilizando el 
enfoque de los episodios de pobreza para medir su cronicidad y transitoriedad, se 
sabe que el 86% de los pobres extremos de las áreas rurales son pobres crónicos o 
persistentes (véase la tabla 9).
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Apoyo al crecimiento agropecuario a través de la mejora de su 
productividad
Dado que una parte significativa del empleo e ingresos de los pobres 
del área rural provienen de la agricultura y debido a que la expansión 
permanente de las áreas cultivadas no es una alternativa sustentable, el 
crecimiento agrícola a través del aumento de la productividad es esencial 
para reducir la pobreza (Graziano da Silva et al. 2009; ECG 2011; Dethier y 
Effenberger 2011). La fuerza de las posibles intervenciones debería estar 
concentrada en la región donde habita la mayor parte de la población 
con más carencias, es decir, en la sierra rural. En esta región vive el 78% de 
todos los hogares en pobreza extrema del país y es parte importante del 
área de intervención de la Estrategia Nacional Crecer. El eje 2 de esta estra-
tegia —Promoción de Oportunidades y Capacidades Económicas— está 
estrechamente relacionado con el crecimiento de las economías rurales 
más pobres, la mejora de su productividad y la superación de la pobreza.
 En este marco, es importante que la Estrategia Crecer otorgue un 
énfasis especial a la acumulación de activos productivos para aquellos 
que carecen de un nivel suficiente como para iniciar y sostener un proceso 
TabLa 9












- 1 año 2,8 22,2 19,2 13,4 14,8 2,2 15,5 9,3 27,9 16,3
Transitoria 
- 2 años 19,3 32,6 30,6 5,6 11,4 12,2 29,4 21,4 20,2 20,9
Crónica 77,9 45,2 50,2 0,0 11,7 85,6 55,1 69,3 0,0 43,2
No pobre 0,0 0,0 0,0 81,0 62,1 0,0 0,0 0,0 51,9 19,6
Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
* Utilizando el método de los episodios para medir la durabilidad de la pobreza.
Fuente: INEI, ENAHO Panel 2007-2009.
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de acumulación que les permita salir de la pobreza de manera autónoma. 
Bajo la forma de una asistencia social productiva, con transferencias dis-
cretas y un conjunto de compromisos para que sean invertidas en activos 
productivos, esta alternativa podría ser implementada teniendo en con-
sideración las acciones complementarias de otros proyectos enmarcadas 
dentro de la Estrategia Crecer.8 Las transferencias podrían ser otorgadas 
bajo la forma de salarios por el trabajo público en proyectos intensivos en 
mano de obra que crean activos a nivel comunitario, o bajo la forma de 
transferencias directas o servicios que mejoran la productividad (acceso al 
crédito, extensión agrícola, transferencia de tecnología, sistema de riego 
y captación de agua).9 En esta alternativa, la ayuda podría brindarse hasta 
que los beneficiarios alcancen retornos que correspondan a una situación 
de no pobreza.
Mejorar la administración de riesgos de los pobres
También es importante que la Estrategia Crecer ofrezca alternativas de 
protección contra los diversos riesgos a que están expuestos los pobres, 
en particular quienes han logrado acumular un nivel mínimo de activos 
productivos y no tendrán acceso a los beneficios de la asistencia social 
productiva. Debido a que el Seguro Agropecuario (Agroprotege) del 
Ministerio de Agricultura, uno de los programas que forman parte del 
eje 3 de la estrategia, está limitado a la indemnización contra las catás-
trofes naturales y fenómenos climáticos, el BID podría apoyar interven-
ciones que amplíen la cobertura contra los demás tipos de choques y riesgos 
que enfrentan los pobres rurales, incluidos los relacionados con las crisis 
económicas (variaciones de precios de alimentos, etc.) o los que son de 
8 Por ejemplo, las del Programa de Apoyo a las Alianzas Rurales Productivas de la 
Sierra - ALIADOS, financiado con un préstamo suscrito entre el gobierno del Perú y 
el Banco Mundial. Este programa es parte del Programa de Desarrollo Productivo 
Agrario Rural - AGRO RURAL del Ministerio de Agricultura, y se incluye dentro de los 
esfuerzos que realiza el gobierno peruano para reducir la pobreza rural.
9 La evaluación de este tipo de proyectos en otros países (Gilligan et al. 2009) ha 
mostrado impactos importantes en el corto plazo: hay más probabilidad de que 
los beneficiarios mejoren su seguridad alimentaria, presten su trabajo para fines 
productivos, usen tecnologías agrícolas mejoradas, manejen negocios propios no 
agrícolas respecto del grupo de comparación. No se ha encontrado evidencia de 
efectos que desplacen o desalienten la oferta laboral de empleo asalariado. 
La pobreza rural en el Perú 51 
tipo idiosincrático. El propósito es reducir el riesgo de que los activos 
productivos sufran pérdidas irreversibles o que se opte por actividades 
productivas menos rentables como respuesta ex ante y/o ex post a los 
choques, es decir, evitar que los pobres reduzcan su crecimiento potencial 
y sus incentivos de inversión (Barrett y Carter 2006).
 Una de las estrategias de administración de riesgo de los pobres 
rurales es la agricultura de subsistencia, además de la diversificación 
de ingresos y la migración. Aunque no es exclusiva de los campesinos 
pequeños o pobres, tiene un rol importante como red de soporte para 
garantizar la seguridad alimentaria. Las crisis de alimentos y energéticos 
y los eventos naturales catastróficos recientes han despertado el inte-
rés en las compras estatales a los pequeños agricultores pobres como una 
estrategia para transformar lo que casi siempre ha sido entendido como 
un problema (pobreza, vulnerabilidad, inseguridad alimentaria, etc.) en 
vez de una solución (aprovisionamiento local de alimentos básicos) (FAO 
2010). Con estas compras, el Estado puede provocar cambios en la expo-
sición, mitigación y manejo de riesgos de los productores rurales con 
una perspectiva de corto y mediano plazo. Las compras estatales pue-
den influir decisivamente no solo para mejorar y estabilizar los precios al 
productor, sino también para incentivar aumentos en la productividad y 
dinamizar las economías locales. El Programa Nacional de Asistencia Ali-
mentaria (PRONAA), cuya misión es contribuir a elevar el nivel alimentario 
y nutricional de los pobres extremos, compra alimentos preferentemente 
a productores locales con el fin de mejorar la producción nacional y la 
generación de ingresos, como política de superación de la pobreza en el 
campo.
 Si bien la ejecución del programa ha permitido a los productores 
aprender a relacionarse con el mercado y un compromiso creciente de 
los gobiernos locales para apoyar iniciativas de acceso a compras loca-
les, existen algunas limitaciones que desincentivan la participación de 
los pequeños productores (Camacho et al. 2010): irregularidades en los 
procesos de licitación, retraso en los pagos de las compras locales, volú-
menes pequeños de compras locales, compras a productores medianos y 
grandes a pesar de que la norma establece hacerlo a pequeños agriculto-
res, reducido desarrollo empresarial acorde a las exigencias del mercado 
de compras locales, inadecuados procedimientos de acreditación de los 
productores ante el programa, entre otros. Frente a esta situación, las 
opciones que podría apoyar el BID para mejorar el alcance e impactos 
de las compras estatales son las siguientes:
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•	 La	creación	de	sistemas	que	mejoren	la	calidad	y	el	acceso	a	la	infor-
mación de la demanda de productos agrarios y la transparencia de 
los procesos de compras locales.
•	 El	fortalecimiento	de	las	iniciativas	de	organizaciones	de	pequeños	
productores que participan en compras locales y otras oportunidades 
de mercado.
•	 El	desarrollo	de	capacidades	en	gestión	empresarial,	conocimiento	
del mercado, participación en licitaciones de compras locales de los 
pequeños productores, entre otras.
•	 El	acompañamiento	de	acciones	que	faciliten	la	innovación	de	tecno-
logías productivas y el desarrollo de servicios de apoyo a los peque-
ños productores para el incremento de la productividad.
•	 El	alineamiento	de	los	objetivos	de	las	compras	del	PRONAA	con	los	
objetivos del eje 2 de la Estrategia Nacional Crecer, dada la relevancia 
de la economía de subsistencia para la producción y como red de 
protección.
Apoyo a la juventud para la modernización de la economía rural
Los jóvenes poseen un gran número de activos intangibles en compa-
ración con la población de la generación anterior. No solo tienen más 
años de escolaridad, sino también mayor familiaridad y cercanía con las 
realidades del mercado, la tecnología y la globalización. Sin embargo, su 
potencial y entusiasmo se ven desaprovechados por la falta de acceso 
a la tierra y a otros activos productivos. Los jóvenes son los agentes que 
puedan develar las potencialidades del mundo de la sierra rural, contri-
buir a la mejora de la competitividad de su economía y propiciar el relevo 
generacional. Actualmente, el programa PROJOVEN Rural —parte del 
Programa de Capacitación Laboral Juvenil (PROJOVEN) del Ministerio de 
Trabajo y Promoción del Empleo— busca incrementar la competitividad 
de los jóvenes rurales pobres de Ayacucho, Junín, Cusco, Puno, Huanca-
velica y Huánuco estimulando el desarrollo de sus competencias técnicas 
y emprendedoras, así como su capacidad de insertarse en el mercado 
laboral e incorporar tecnologías adecuadas para elevar su productividad. 
Sin embargo, este programa u otro articulado en alguno de los tres ejes de 
la Estrategia Crecer no proporcionan, apoyan o promueven el acceso de 
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los jóvenes rurales a activos productivos.10 En este contexto, las opciones 




actividades agrícolas y no agrícolas dirigido a los jóvenes.
•	 Establecer	un	programa	para	otorgar	algún	tipo	de	prestaciones	de	
seguridad social a los campesinos en edad avanzada que decidan 
transferir la propiedad de sus tierras.11
 Adicionalmente, si se profundiza en este enfoque etario o de relevo 
intergeneracional en las áreas rurales, sería importante contemplar el 
otorgamiento de poder a la juventud rural en el proceso de toma de deci-
siones sobre la cuestión rural. En este sentido, fomentar la formación de 
organizaciones juveniles y el establecimiento de redes entre estas es una 
opción de política fundamental. Esto contribuiría a mejorar la confianza 
en ellos mismos, facilitando su liderazgo en sus comunidades y otras orga-
nizaciones rurales y ayudándoles a construir un proyecto generacional 
que aproveche al máximo su potencial como agentes del cambio social 
y económico en las zonas rurales.
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La protección social en el Perú
Marco Stampini y María Fernanda Merino Juárez*
Introducción
Durante la última década, el Perú registró un crecimiento económico 
impresionante. El producto bruto interno (PBI) per cápita creció 3,9% 
anual entre 2000 y 2009, frente a una media de 1,7% en la región de 
América Latina y el Caribe (ALC).
 Este acelerado crecimiento se tradujo en una reducción relativamente 
rápida de la pobreza y de la desigualdad. La incidencia de la pobreza, defi-
nida como el porcentaje de la población que vive con menos de US$2,5 
dólares diarios (después de ajustar por el poder de compra), se redujo 11 
puntos porcentuales, de 30,9% en 2000 a 20% en 2009 (gráfico 1, panel A). 
La reducción de la pobreza fue particularmente rápida en las zonas rurales, 
donde el índice de recuento de la pobreza disminuyó 24 puntos porcen-
tuales, de 67,4% en 2000 a 43,9% en 2009. Durante el mismo período, 
el coeficiente de Gini de la distribución de los ingresos disminuyó en 6 
puntos porcentuales, desde 0,53 hasta 0,47 (gráfico 1, panel B).
 Estas tendencias superaron la progresión media en la región de ALC, 
donde la pobreza y la desigualdad disminuyeron respectivamente 7,4 
puntos porcentuales (de 24,4% a 17%) y 4 puntos porcentuales (de 0,57 a 
0,53). Sin embargo, el Perú muestra altos niveles de pobreza y desigualdad 
en relación con otros países con similar PBI per cápita.
[ 57 ]
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GráfIco 1
Evolución de la pobreza y de la desigualdad en el Perú, 
2000-09
Panel A – Pobreza Panel B - Desigualdad
Fuentes: SEDLAC, CEPAL, Banco Mundial.
1. Perfil de la población objetivo
El análisis de los datos de la Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) 
del año 2010 revela que la población objetivo de un sistema de protec-
ción social enfocado en la reducción de la transmisión generacional de 
la pobreza, deben ser las madres y niños, particularmente de las zonas 
rurales.
 El género, la edad, la pertenencia a un pueblo indígena y el área 
de residencia tienen una correlación significativa con la incidencia de la 
pobreza y son factores importantes para la identificación de los grupos 
vulnerables. Primero, la probabilidad de ser pobre es significativamente 
mayor para las mujeres que para los hombres. Segundo, la probabilidad de 
ser pobre aumenta en 5 puntos porcentuales con cada miembro adicional 
del hogar. Como el número de niños está positivamente correlacionado 
con el tamaño del hogar, la probabilidad de ser pobre es significativa-
mente mayor para ellos (gráfico 2). Adicionalmente, la incidencia de la 
pobreza es mayor fuera del área metropolitana de Lima, en particular en 
la región de la sierra, seguida por la región de la selva y la costa norte, 
donde se concentra la población indígena del país.
 La elevada incidencia de la pobreza entre los niños es especialmente 
preocupante desde una perspectiva de protección social, porque el Perú 
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la región de ALC. El 47% de los niños menores de 5 años que vive en las 
zonas rurales sigue sufriendo de desnutrición crónica (frente a 13% en 
las áreas urbanas), y el 47% de los niños menores de 5 años de edad sufre 
de anemia por deficiencia de hierro (BID 2011). La falta de regularidad en 
la ingesta de calorías y de una dieta balanceada (que incluye todos los 
nutrientes necesarios) puede retrasar el desarrollo físico y cognitivo, y el 
rezago acumulado en edad temprana no se puede recuperar fácilmente 
con intervenciones posteriores. Es significativo que los niños de las zonas 
rurales exhiban importantes rezagos en su desarrollo cognitivo (vocabu-
lario) a la edad de iniciar la escuela. Entre los 5 y los 6 años, los niños de 
las zonas rurales presentan un retraso relativo de un año respecto de sus 
pares urbanos (BID 2011). El problema es particularmente grave en la sie-
rra, donde 30% de los niños menores de 3 años vive en pobreza extrema, 
frente a solo 1% en Lima Metropolitana (según datos de la ENAHO 2010).
2. Marco institucional y legislativo
Hasta julio de 2011 la gestión social se encontraba bajo la conducción 



















Pobre extremo Pobre (no extremo) 
GráfIco 2
Pobreza entre los niños
Incidencia de la pobreza por edad en 2010
Fuente: BID basado en información de la ENAHO 2010.
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coordinación y articulación de los distintos lineamientos de política y gasto 
social estaban a cargo de la Comisión Interministerial de Asuntos Sociales 
(CIAS). Su Secretaría Técnica proveía a la CIAS el soporte técnico necesario 
para el desarrollo de sus actividades y era responsable de conducir la 
Estrategia Nacional Crecer, definida como una “estrategia de intervención 
articulada de las entidades públicas que conforman el gobierno nacional, 
regional y local y de entidades privadas que se encuentren directamente 
o indirectamente vinculadas con la lucha contra la desnutrición crónica 
infantil, especialmente en las niñas y niños menores de 5 años” (Alcázar 2011).
 Los principales actores que operaban el sistema de protección social 
eran la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM), el Ministerio de la 
Mujer y Desarrollo Social (MIMDES) y los gobiernos locales. La primera era 
responsable del programa de transferencias condicionadas en efectivo 
Juntos. El MIMDES ejecutaba una serie de programas centrados en la 
nutrición y el desarrollo de la primera infancia, como el Programa Integral 
de Nutrición (PIN) —gestionado a través de la unidad ejecutora PRONAA 
(Programa Nacional de Asistencia Alimentaria)—, el Programa de Comple-
mentación Alimentaria (PCA) en Lima Metropolitana, el programa urbano 
de desarrollo infantil temprano Wawa Wasi y el Programa Integral Nacional 
para el Bienestar Familiar (INABIF). Los gobiernos locales operaban el PCA 
en las áreas rurales1 y el programa del Vaso de Leche, y eran responsables 
por la implementación del registro de beneficiarios con apoyo técnico 
del Sistema de Focalización de Hogares (SISFOH) y del MIMDES.
 A partir de 2004, el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) ha 
venido desarrollando un SISFOH para programas sociales orientado a ser 
el sistema único en el Perú. La Ley 29626, Ley de Presupuesto del Sector 
Público para el año fiscal 2011, dispone que desde 2011 la incorporación 
de nuevos beneficiarios en todos los programas sociales o de subsidios 
del Estado requerirá su identificación con Documento Nacional de Iden-
tidad (DNI) y su selección tomará en cuenta la evaluación de elegibilidad 
realizada por el SISFOH. En caso los potenciales beneficiarios no estén en 
el Padrón General de Hogares del SISFOH, pueden presentar sus solicitu-
des de evaluación de elegibilidad ante las entidades encargadas de los 
programas sociales o de subsidios del Estado para que el SISFOH efectúe 
dicha evaluación.
1 La gestión del PCA transferido se rige por la Directiva 023-2004-MIMDES, “Linea-
mientos para la gestión descentralizada de los programas sociales transferidos a 
los gobiernos locales”.
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 El 22 de septiembre de 2011, el pleno del Congreso de la República 
dispuso la creación del Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (MIDIS), 
que concentrará la función de planificación estratégica y la implementación 
de los principales programas sociales ejecutados por el gobierno central. En 
las disposiciones finales de la norma se señala que se adscribirán al MIDIS 
los programas existentes Juntos, PRONAA, Wawa Wasi y los nuevos progra-
mas Pensión 65 y Cuna Más. Asimismo,  el CIAS y el SISFOF se incorporan 
al MIDIS.
3. Avances y retos pendientes
El gasto en protección social, definido como el total de transferencias no 
contributivas en efectivo y en especie destinadas a reducir la pobreza y 
la variabilidad de los ingresos, ha registrado un notable aumento en la 
última década. Creció cerca de 2,5 veces entre 2000 y 2010 (gráfico 3, 
panel A), y ahora representa alrededor del 0,5% del PBI. La tendencia al 
aumento se explica por la expansión del PIN/PCA y por la introducción 
de Juntos (tabla 1). El PIN/PCA, Juntos y el Vaso de Leche representaban, 
respectivamente, 33%, 30% y 18% del gasto total en protección social en 
2010 (gráfico 3, panel B).
GráfIco 3
Gasto en protección social en el Perú, 2000-10
Panel A - Tendencia Panel B - cuotas en 2010
Nota: La categoría “Otro” incluye Wawa Wasi, INABIF, Apoyo Social (PL 480) y “Transferencias a 
gobiernos locales acreditados por: Comedores, Alimentos por Trabajo y Hogares y Albergues; 
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 El Programa Integral de Nutrición (PIN) fue creado por Resolución 
Directoral 395-2006-MIMDES-PRONAA/DE en el año 2006 como producto 
de la fusión y reforma de seis programas nutricionales (PACFO, PANFAR, 
Comedores Infantiles, Desayunos Escolares, Almuerzos Escolares, CEI/
PRONOEI), y de los resultados de la intervención a través del Proyecto 
Piloto Nutricional desarrollado en seis provincias del país. Su objetivo es 
prevenir la desnutrición en niños y niñas hasta los 12 años de edad y en 
madres gestantes y que dan de lactar, priorizando a los menores de 3 años 
de edad de familias pobres en situación de vulnerabilidad nutricional. Con 
ese fin, el PIN incluye un componente alimentario, que busca mejorar la 
ingesta de nutrientes, y un componente educativo, para la difusión de 
prácticas de seguridad alimentaria y protección infantil. El programa tiene 
cobertura nacional y llega a cerca de 3,8 millones de personas, con un 
promedio de 115 raciones por beneficiario y año (Alaimo et al. 2009).
 El Programa de Complementación Alimentaria (PCA) busca proveer 
un complemento alimentario a la población en situación de pobreza y 
en riesgo moral y de salud. Este grupo incluye niñas, niños, adolescen-
tes, personas con tuberculosis (TBC), adultos mayores y personas con 
discapacidad, víctimas de abandono y de violencia familiar y política. El 
programa comprende las siguientes modalidades: Atención a Comedores, 
Hogares y Albergues, Alimentos por Trabajo, Adultos en Riesgo (actas de 
compromisos y/o convenios) y Programa de Alimentación y Nutrición para 
el Paciente Ambulatorio con TBC y Familia (PANTBC) (Alaimo et al. 2009). 
Llega a cerca de 350 000 personas, con un promedio de 338 raciones por 
beneficiario y año.
 El programa del Vaso de Leche fue creado en 1984 con la finalidad 
de proveer un vaso de este alimento a los niños en edad escolar. Poste-
riormente, el programa se expandió en dimensión (cuenta hoy cuatro 
millones de beneficiarios) y alcance con el objetivo de mejorar el nivel 
nutricional de los niños en edad escolar (hasta los 13 años de edad) y 
de las madres gestantes o en período de lactancia, en busca de elevar 
la calidad de vida de la población más pobre. El programa se aplica 
desde los gobiernos locales (municipalidades), que son autónomos en 
su ejecución. Así, por ejemplo, son estos los que eligen el producto que 
distribuyen.
 El programa de transferencias condicionadas en efectivo Juntos cons-
tituye el eje de los esfuerzos para promover el desarrollo humano en el 
Perú. Fue creado a fines de 2005 por D. S. 32-2005-PCM como una Unidad 
Ejecutora de la Presidencia del Consejo de Ministros. La transferencia de 
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dinero condicionada se dirige a los hogares más pobres a cambio de que 
cumplan con compromisos de participación en una serie de servicios de 
salud, educación y nutrición, así como de regularización de la situación 
legal de los menores y adultos sin partidas de nacimiento ni DNI. El obje-
tivo es la reducción de la pobreza corriente y la interrupción de la trans-
misión intergeneracional de la pobreza mediante el desarrollo del capital 
humano de los niños. Los promotores del programa realizan el monitoreo 
de compromisos cada dos meses a partir de la información recabada 
en los establecimientos de salud e instituciones educativas. De cumplir 
con las condicionalidades estipuladas para cada niño bajo la tutela de la 
registrada, la madre representante del hogar recibe S/.100 del programa 
cada mes. Desde que fuera creado, Juntos ha crecido significativamente 
en cobertura y presupuesto. En el año 2010 atendía a 471 511 hogares 
en 646 distritos de 14 regiones (gráfico 4).
 El Wawa Wasi y el INABIF son los dos principales programas públicos 
de desarrollo infantil en el Perú. “Un aspecto positivo de estos dos pro-
gramas […] es que tienen una concepción de integralidad que busca 
combinar componentes de salud, nutrición y crianza con los servicios 
de cuidado. Además del cuidado, los menores reciben alimentación y 
algún seguimiento de su crecimiento” (Araujo 2011: 12). Sin embargo, su 
tamaño es insuficiente. El Wawa Wasi cuenta con cerca de 70 000 niños 
beneficiarios (alrededor del 8% de los niños pobres menores de 3 años de 
GráfIco 4
Expansión del programa de transferencias condicionadas Juntos, 2005-10
Fuente: Robles 2011a.
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edad), y el INABIF cubre a menos de 4000 menores. En ambos los casos, 
la cobertura se concentra principalmente en las zonas urbanas.2 
 A pesar del crecimiento considerable del gasto total en protección 
social, el sector enfrenta algunos retos que limitan los impactos: (i) baja 
cobertura y pobre focalización; (ii) ausencia de evaluaciones rigurosas y 
de prueba de resultados, así como de un sistema de análisis y monitoreo 
de impactos socio-culturales; (iii) falta de armonización de la estructura 
institucional; (iv) necesidad de consolidar los procesos operativos de Jun-
tos; y (v) mejoramiento del diseño de las transferencias de Juntos para 
aumentar los impactos en el desarrollo del capital humano.
Baja cobertura y pobre focalización
Los datos de la ENAHO de 2010 revelan que los programas de nutrición 
tienen baja cobertura y alta filtración. Por ejemplo, el Almuerzo Escolar, la 
Canasta Familiar y la Papilla (Programa de Complementación Alimentaria 
para Grupos en Mayor Riesgo - PACFO) llegan a menos de uno de cada 
cinco hogares pobres (gráfico 5, panel A). El umbral del 20% de la cobertura 
de los hogares pobres es superado solo por el Desayuno Escolar y el Vaso 
de Leche. Este último tiene la cobertura más alta de todos los programas 
de nutrición, hasta alcanzar 33% de los hogares en pobreza moderada y 
48% de los hogares en pobreza extrema. En materia de filtración, más de la 
mitad de los beneficiarios del programa Comedor Popular no son pobres. 
El Vaso de Leche registra la segunda peor focalización, con 47% de bene-
ficiarios no pobres (gráfico 5, panel B), lo que sugiere que este programa 
logra el mejor resultado en cobertura solo gracias a su magnitud en lugar 
de la calidad de la selección de los beneficiarios.
 Los programas nutricionales también muestran altos niveles de 
superposición, es decir, un número importante de niños se benefician 
de más de un programa a la vez. Por ejemplo, la cuarta parte de los que 
tienen 0-6 años son usuarios del PIN y el Vaso de Leche. Esto podría tener 
consecuencias indeseadas sobre la nutrición infantil si cada programa 
proporciona nutrientes suficientes (Robles 2011b).
 El programa Juntos presenta la mejor focalización, con ‘solo’ 22% de 
beneficiarios no pobres. Al mismo tiempo, tiene la mayor cobertura de los 
2 Véase un análisis detallado de los retos y una propuesta de reforma en Araujo 2011.
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hogares en pobreza extrema después del Vaso de Leche. La calidad en la 
selección de sus beneficiarios hace de Juntos una plataforma natural para 
la consolidación de los programas de protección social menos eficientes.
 Los problemas de pobre focalización se deben en parte al hecho de 
que el puntaje producido por el SISFOH no es utilizado por todos los pro-
gramas como criterio de elegibilidad. Además, hay problemas en la calidad 
de los datos. Por ejemplo, en la implementación de Juntos ocurre que solo 
uno de cada cinco hogares declarado elegible por el SISFOH puede ser 
incluido en el programa. Una vez que la información de la ficha de elegi-
bilidad es verificada por los funcionarios de Juntos y es correcta, no existe 
un mecanismo para actualizar el registro del SISFOH. Esto implica que los 
diversos programas duplican el esfuerzo de levantamiento de datos que 
alimentan registros de beneficiarios que no se comunican entre sí.
Ausencia de evaluaciones rigurosas y de un sistema de análisis de impactos 
socio-culturales 
En general, los programas de protección social en el Perú carecen de 
rigurosas evaluaciones de impacto. Además, en las pocas evaluaciones 
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GráfIco 5
cobertura y filtración en los programas de protección social
Nota: Pobreza calculada con base en el consumo menos las transferencias de los programas de 
protección social.
Fuente: BID con base en ENAHO 2010.
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realizadas no se ha encontrado mayor evidencia de que los programas 
nutricionales estén logrando sus objetivos.
 Entre los programas implementados por el PRONAA, solo el programa 
de Desayunos Escolares (actual PIN escolar) cuenta con evaluaciones rela-
tivamente rigurosas de impacto (Alaimo et al. 2009: §5.59) basadas en dos 
experimentos efectuados en la ciudad de Huaraz en 1998. Pollitt et al. 
(2002) encuentran que el programa Desayunos Escolares no tiene impacto 
en la población de niños sin problemas de desnutrición. Sin embargo, la 
evaluación de niños en situación de riesgo revela efectos positivos tanto 
en indicadores nutricionales como en indicadores de desarrollo cognitivo. 
Por su parte, Cueto y Chinen (2001) descubren efectos positivos solo en 
uno de tres indicadores de impacto nutricional (nivel de hemoglobina), 
en uno de cuatro indicadores de impacto cognitivo (prueba de memoria 
de corto plazo) y en dos de tres indicadores de asistencial escolar (asis-
tencia y bajas tasas de deserción). Estos autores argumentan que la falta 
de impacto en indicadores nutricionales se debe a la edad avanzada en 
la que los niños reciben el beneficio.
 A pesar de la falta de grupo de control rigurosamente seleccionado, 
hay dos evaluaciones de impacto del programa Vaso de Leche (Gajate y 
Inurritegui 2001; Stifel y Alderman 2006), ninguna de las cuales identi-
fica efectos significativos del programa. De hecho, otro estudio encontró 
efectos negativos en indicadores nutricionales (Alaimo et al. 2009: §5.79 y 
§5.80). Por su parte, Robles (2011b) concluye que “los comedores infantiles 
tampoco mejoran el estado nutricional ni la salud de los niños (Cuánto 
2005) y Panfar y Pacfo solo han tenido impactos mínimos de corto plazo 
en la situación nutricional infantil (Cuanto 2007; Maximixe y Cuánto 2003)”.
 Una evaluación de Juntos elaborada por Perova y Vaquis (2009) con-
cluye que el programa ha obtenido los siguientes logros principales:
•	 Significativo	aumento	del	consumo	(principalmente	de	alimentos),	
con la consiguiente reducción de la pobreza (de 14 puntos porcen-
tuales entre los beneficiarios vis a vis con lo no beneficiarios).
•	 Incremento	moderado	de	las	tasas	de	matrícula	y	asistencia	escolar	
(particularmente de niñas y en los grados más altos) y de demanda 
de servicios de salud (en especial preventivos).
•	 Incremento	del	acceso	a	servicios	de	salud	entre	los	niños	menores	
de 5 años:
– aumento en 22 puntos porcentuales de la probabilidad de buscar 
ayuda médica en caso de enfermedad;
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– aumento en 7 puntos porcentuales de la probabilidad de recibir 
vacunación;
– aumento en 7 puntos porcentuales de las tasas de control de salud.
 No se registran aún impactos significativos en salud (incidencia de 
enfermedades y tasas de desnutrición infantil) y en educación (resultados 
académicos). En parte, esto se explicaría por el corto plazo transcurrido 
entre la aplicación del programa y la evaluación, es decir, el hecho de que 
los individuos de la muestra se habían beneficiado de Juntos solamente 
por un año. Sin embargo, la experiencia en otros países como Nicaragua 
y México muestra que el impacto nutricional se logra en un período rela-
tivamente corto, entre los 24-36 meses. Esto sugiere que es fundamental 
continuar los esfuerzos de monitoreo y evaluación para verificar la eficacia 
del programa. En lo que respecta a logros educativos, hay que reconocer 
que el aprendizaje depende tanto de la cantidad y calidad de la oferta 
cuanto del estímulo a la demanda debido a la implementación de un 
programa de transferencias condicionadas. Por tanto, la falta de resul-
tados académicos sugiere que es necesaria una intervención paralela a 
Juntos para elevar la oferta de servicios educativos y mejorar la calidad 
de la enseñanza.
 A pesar de estos resultados, es importante recordar que el trabajo 
de Perova y Vaquis se basa en datos secundarios, lo que indica que una 
evaluación rigurosa no fue planeada como componente del programa 
desde su creación.
Falta de armonización de la estructura institucional
El gobierno central inició la descentralización de sus programas, pro-
ceso que aún no se ha completado. Al mismo tiempo, los ministerios de 
Educación y de Salud han resistido los procesos de descentralización. 
Esto implica que las administraciones locales pueden tomar decisiones 
relativas a la ejecución de unos programas de protección social, pero 
estas administraciones no tienen ningún poder para armonizar la oferta 
de servicios de educación y de salud que se necesitan para satisfacer el 
aumento de la demanda.
 La experiencia internacional muestra que la armonización de la 
estructura institucional de los programas de protección social con la 
estructura responsable por la oferta de servicios de educación y salud 
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(quién es responsable de la planificación, quién gestiona la ejecución) y 
la pertinencia cultural de estos servicios son fundamentales para incre-
mentar la eficacia del gasto en protección social en materia de desarrollo 
del capital humano. El Programa de Apoyo a la Reforma del Sector Salud 
constituye un ejemplo de integración intersectorial, programa que actual-
mente está aumentando la cantidad y fortaleciendo la calidad de la oferta 
de servicios en ocho de las catorce regiones focalizadas por Juntos (Ama-
zonas, Apurímac, Ayacucho, Cajamarca, Cusco, Huancavelica, Huánuco y 
Puno). Esta armonización debe ser acompañada por el fortalecimiento 
de los mecanismos existentes de financiamiento por resultados (del tipo 
“transferencia monetaria condicionada en efectivo a la oferta”) que logren 
bajar los incentivos a los proveedores de servicios, de manera que estos 
mejoren su desempeño. 
Consolidación de los procesos operativos de Juntos
Para garantizar que Juntos llegue a los beneficiarios previstos y alcance 
sus objetivos, se requiere de un sistema de información gerencial que 
incluya mecanismos para el empadronamiento sistemático de los nue-
vos miembros de los hogares y la recertificación de los beneficiarios a 
intervalos regulares.
 En particular, Juntos tiene graves problemas de falta de cobertura de 
hogares con niños menores de 3 años de edad. En parte, esto se debe al 
mal funcionamiento de los mecanismos orientados a garantizar la actua-
lización regular en el registro de los beneficiarios, y también a la falta de 
incentivos suficientes para que las familias soliciten la inscripción de los 
recién nacidos (debido a que el monto de la transferencia no cambia con 
el número de niños en el hogar). Para que el programa se convierta en 
la plataforma de protección social en el área de la desnutrición infantil 
y en general de desarrollo de la primera infancia, es preciso asegurar la 
inscripción temprana de las familias de los recién nacidos, y enriquecerlo 
con componentes que maximicen el desarrollo físico y emocional de los 
niños menores de 3 años de edad.
 Un segundo problema se relaciona con la baja eficacia del actual 
sistema de registro y verificación de las corresponsabilidades. Específica-
mente, la verificación no se realiza de manera automatizada ni a través de 
los sectores Salud y Educación (desafortunadamente el programa todavía 
no ha logrado que dichos sectores sean parte intrínseca de este). En la 
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práctica, son los promotores que contrata el programa quienes concurren 
a las escuelas y centros de salud trimestralmente para llenar las fichas de 
cumplimiento de las condicionalidades. Este sistema, en un contexto de 
altas penalidades para las familias por no cumplir y de falta de control de 
los prestadores de servicios de salud y educación, acentúa los problemas 
de veracidad de lo reportado y no contribuye a la consolidación de la 
intervención (Alaimo et al. 2009: §5.96). Además, el rol asumido por los 
promotores puede tener un impacto negativo sobre la organización social 
de las comunidades indígenas.
Mejoramiento de la estructura de las transferencias de Juntos para 
aumentar los impactos en el desarrollo de capital humano
El esquema de transferencias de monto único e independiente de la com-
posición y tamaño de la familia no contribuye al objetivo del programa, y 
peor aún, puede generar efectos no deseados. El costo de oportunidad de 
cumplir con las corresponsabilidades de Juntos es mayor para los hogares 
con muchos hijos, tanto por los gastos de escolaridad como por la pérdida 
de los ingresos que podrían obtener con el empleo de los niños. Como 
estos hogares no reciben una mayor transferencia, la probabilidad de que 
participen en el programa es menor. Desafortunadamente, los hogares 
con muchos niños, como se muestra en el análisis al inicio de esta nota, 
son los más pobres. Esto significa que la estructura de la transferencia 
de Juntos puede terminar excluyendo a algunos de los hogares que más 
necesitan del programa. Para incrementar la eficacia de Juntos, se debería 
considerar un sistema de transferencias variables en función del número 
de niños que cumplen con las corresponsabilidades, evitando al mismo 
tiempo la introducción de incentivos perversos que pueden promover 
el embarazo adolescente.3
3 Las cifras oficiales de 2009 indican que casi 14 de cada 100 mujeres adolescentes 
son madres o están embarazadas de su primer hijo (13,7%), porcentaje ligeramente 
superior respecto del año 2000 (13%), siendo no planeado el 64,3% de los embara-
zos. Este porcentaje es superior al promedio regional para América Latina y el Caribe 
(10%), lo que se agrava por la pronunciada brecha según áreas geográficas, edu-
cación y nivel socio-económico. El número de madres adolescentes se incrementa 
según su pertenencia étnica. El informe de UNICEF-INEI (2010) sobre el estado de 
la infancia indígena reporta que 22% de las adolescentes indígenas entre los 15 y 
20 años de edad tiene al menos un hijo o hija. Entre las adolescentes quechuas y 
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 Un segundo problema con el actual diseño de la transferencia y 
las condicionalidades del programa es la limitación de la elegibilidad 
a los niños menores de 14 años. Este umbral impide un impacto en la 
matrícula en educación secundaria y detiene el programa exactamente 
en la edad en la cual el abandono escolar es más grave, especialmente 
entre los pobres (gráfico 6, panel A). Como los retrasos en la progresión 
son todavía un problema significativo, en particular entre los niños de las 
poblaciones indígenas (gráfico 6, panel B), el umbral de 14 años implica 
que el programa termina para muchos al final de la educación primaria. 
La existencia de cuellos de botella importantes en la oferta de educación 
secundaria (en cantidad y en calidad) debe ser reconocida. Sin embargo, 
junto con una adecuada estimulación de la oferta de servicios escolares, 
la extensión del umbral de la edad de elegibilidad y la introducción de 
transferencias adicionales para la progresión puntual podrían aumentar 
el impacto de Juntos en la acumulación de capital humano.
aimaras, son madres el 20,5% y el 16,3%, respectivamente, mientras que el 40% de 
las adolescentes asháninkas y de otros pueblos amazónicos tiene al menos un hijo 
o hija. Por lo común, los departamentos que albergan la mayor proporción de po-
blación indígena amazónica (Loreto, Ucayali, Madre de Dios, San Martín, Amazonas) 
reportan una prevalencia de embarazo temprano superior al 20%.
GráfIco 6
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 La extensión del umbral debe ser acompañada de mecanismos para 
incentivar la permanencia de las mujeres indígenas en la escuela, ya 
que los datos disponibles evidencian la baja participación de las niñas y 
adolescentes indígenas en el sistema educativo formal. En primaria, 41% 
de niñas que han crecido con una lengua nativa están atrasadas, frente 
a solo 23% de niñas de habla castellana.4 El retraso se incrementa en las 
adolescentes que cursan secundaria y tienen como lengua materna una 
lengua nativa, llegando a 52,9% frente a 31,5% a nivel nacional. Peor 
aún, las mujeres que hablan una lengua nativa no solo se encuentran 
en desventaja en comparación con sus pares de habla castellana, sino 
que tienen marcadas diferencias con respecto a los hombres en sus 
comunidades.
4. Plan de gobierno en el sector
El recientemente creado MIDIS tiene dos prioridades en el corto plazo: 
(i) expandir la cobertura del programa Juntos a 207 distritos adicionales; 
y, (ii) reducir la desnutrición infantil y fortalecer la acción por el desarro-
llo infantil temprano, lanzando un nuevo programa de atención integral 
focalizado en los niños menores de 5 años de edad residentes en las áreas 
rurales más pobres.5
 El gobierno busca también aumentar la eficiencia del gasto en pro-
tección social mediante la instauración de una cultura de evaluación de 
impacto y de procesos de presupuestos por resultados. Esto requiere 
no solo el establecimiento de metas y el levantamiento de datos para 
el monitoreo de los resultados, sino también la creación de un Sistema 
Integrado de Información Social (SIIS) que incluya un Padrón General de 
Hogares beneficiarios y un índice de focalización (por ejemplo, el puntaje 
del SISFOH) a ser usado por todos los programas como criterio principal 
para determinar la elegibilidad.
4 Datos de la ENAHO de 2008.
5 La nota “El sector de desarrollo infantil temprano en el Perú: invertir en capital 
humano desde el principio de la vida”, incluida en el presente volumen, discute 
específicamente el apoyo a este programa (pp. 77-87).
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5.  áreas de cooperación propuestas entre el BID y el gobierno 
del Perú
Apoyo a la institucionalización del MIDIS y creación de una cultura de 
gestión por resultados
Un objetivo fundamental del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) es 
apoyar al nuevo MIDIS en sus esfuerzos por instaurar una cultura de eva-
luación y de asignación de los presupuestos en función de los resultados 
alcanzados. Esto contribuiría al logro de un sistema de protección social 
más eficiente, en el cual el presupuesto disponible sea capaz de garantizar 
una mayor cobertura de los pobres. En los siguientes párrafos se describe 
las intervenciones propuestas en orden lógico y cronológico de ejecución.
Fortalecimiento del SISFOH e integración en un Padrón General de 
Hogares beneficiarios
Los problemas de calidad de los datos levantados y la falta de integración 
de los padrones de beneficiarios de los diversos programas existentes 
impiden una eficaz implementación de la ley que define el puntaje del 
SISFOH como el criterio para determinar la elegibilidad en todos los progra-
mas sociales o de subsidios del Estado. El resultado es una duplicación de 
esfuerzos y una pobre focalización de los programas. El BID podría apoyar 
los esfuerzos del gobierno orientados al fortalecimiento de la estructura 
institucional y de los procesos operativos del SISFOH y su integración en un 
Padrón General de Hogares beneficiarios. Los resultados esperados pueden 
resumirse en: (i) reducción de los errores de exclusión; (ii) reducción de las 
filtraciones a los no pobres; (iii) reducción de los costos administrativos, y 
sobre todo; (iv) mayor transparencia en la selección de los beneficiarios, lo 
que aumentará la credibilidad y la legitimidad del sistema de protección 
social.
Vinculación de Juntos con la oferta de educación y salud, y consolidación 
de sus procesos operativos
El BID podría apoyar al gobierno en el proceso de expansión de Juntos 
(anunciada en 207 distritos adicionales) y promover el establecimiento de 
mecanismos claros que proporcionen los presupuestos asignados a los 
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ministerios de Educación y Salud y a los gobiernos locales con la cantidad 
y calidad de la oferta de servicios en las áreas cubiertas por el programa, 
empezando por las áreas rurales más pobres. Garantizar la disponibilidad 
de paquetes básicos de servicios de salud y educación con pertinencia 
cultural de calidad adecuada ayudaría a los beneficiarios del programa, 
garantizando que la asistencia escolar y a centros de salud se traduzca 
en mayor acumulación de capital humano. La armonización con la oferta 
puede ser promovida por el fortalecimiento de los mecanismos existen-
tes de financiamiento por resultados (del tipo “transferencia monetaria 
condicionada en efectivo a la oferta”) que logren bajar los incentivos a los 
proveedores de servicios, de manera que estos mejoren su desempeño. 
 Asimismo, el BID podría respaldar a Juntos en el fortalecimiento de su 
sistema de información gerencial, registro de beneficiarios y verificación 
del cumplimiento de las corresponsabilidades. Garantizar la inclusión tem-
prana de los hogares con recién nacidos y evitar que los mecanismos de 
graduación del programa produzcan incentivos negativos hacia la oferta 
de trabajo, son dos aspectos que requieren especial atención.
Reevaluación del diseño de las transferencias de Juntos y desarrollo de 
una sólida evaluación de impacto
El Banco puede asistir al gobierno en un estudio que analice la modifi-
cación de la estructura de la transferencia de Juntos (para asegurar la 
variación con el número de miembros del hogar que cumplen con las 
condiciones del programa) y la ampliación de la cobertura a los jóvenes 
en la escuela secundaria. Al mismo tiempo, la expansión del programa 
planeada por el actual gobierno ofrece una oportunidad para una rigurosa 
evaluación de impacto.
Eliminación gradual de programas nutricionales ineficaces y uso de Juntos 
como plataforma de protección social
El análisis presentado en esta nota muestra que la mayoría de los progra-
mas de nutrición tienen baja cobertura, alta filtración y falta de documen-
tación de impactos en materia de reducción de la pobreza y la desnutrición 
crónica. Por su parte, el programa de transferencias condicionadas Juntos 
tiene una mejor focalización e impactos significativos y documentados. 
Siguiendo el ejemplo de otros países de América Latina, el Banco podría 
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apoyar al gobierno peruano en un proceso de simplificación del sistema 
de protección social basado en: (i) la eliminación gradual de los programas 
ineficaces e ineficientes y (ii) el uso de las transferencias condicionadas 
como una plataforma para lograr el doble objetivo de redistribución y 
desarrollo del capital humano. Los principales beneficiarios de tal medida 
serían los pobres extremos de las áreas rurales, donde se concentra la 
pobreza más profunda del país. La mejor focalización de Juntos frente 
a los programas nutricionales existentes, a la par del ahorro de costos 
administrativos, deberían permitir el incremento de la cobertura de los 
pobres extremos con el mismo presupuesto total.
 El Banco podría apoyar los objetivos descritos mediante el desarrollo 
de un programa en tres fases a ser ejecutado a partir de 2013, y también 
de cooperaciones técnicas dirigidas a la generación del conocimiento 
necesario para seleccionar las soluciones más adecuadas.
 El riesgo principal de las futuras operaciones en el campo de la pro-
tección social se relaciona con la incertidumbre del éxito de la reforma 
del contexto institucional. Este depende del nivel de apoyo presidencial 
al MIDIS en la interacción con el MEF, de la capacidad institucional de la 
nueva estructura, y de los mecanismos puestos en marcha para coordinar 
su acción con la de los ministerios responsables por la oferta de educación 
y salud y con los gobiernos locales. Las acciones propuestas buscan reducir 
estos riesgos apoyando directamente el proceso de reforma del sistema y 
ofreciendo productos con alto contenido de conocimiento.
 Otro riesgo tiene que ver con la separación entre el sistema de foca-
lización (SISFOH) y el registro de beneficiarios. En el diseño actual, el 
primero se sitúa en la Presidencia del Consejo de Ministros mientras el 
segundo es parte del MIDIS. Una imperfecta comunicación entre ambas 
entidades podría comprometer la eficiencia operativa de los programas 
de protección social. El BID está dispuesto a promover el establecimiento 
de mecanismos de interacción adecuados, o facilitar la integración de los 
dos sistemas en el MIDIS.
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El sector de desarrollo infantil temprano 
en el Perú: invertir en capital humano 
desde el principio de la vida
María Caridad Araujo*
Introducción
La literatura científica especializada ha documentado ampliamente la 
importancia de una buena nutrición y un adecuado aprestamiento y cui-
dado en los primeros años de vida de las personas para que logren ser 
exitosas durante el resto de su existencia. En la primera infancia, el cerebro 
humano crece más que en ninguna otra etapa de la vida, alcanzando el 
90% del tamaño adulto en los primeros cinco años. Por esta razón, se trata 
del período durante el cual el aprendizaje se realiza con mayor facilidad. 
Aquellos niños que antes de los 6 años de edad sufren rezagos en su 
desarrollo cognitivo, no cognitivo o en su nivel nutricional registran peor 
rendimiento cuando llegan a la escuela y, una vez alcanzada la adultez, 
obtienen menores ingresos en el mercado laboral.
 Los indicadores de salud, nutrición y desarrollo cognitivo disponibles 
para los niños peruanos de 0-5 años muestran graves déficits. Preocupan 
varios temas: (i) la magnitud de los déficits desde muy temprano en la vida 
de estos niños es considerable y su profundidad, difícil de revertir; (ii) los 
servicios de salud, educación y cuidado que atienden a las poblaciones 
vulnerables muestran escasa cobertura y son de baja calidad; (iii) el nivel 
de estos indicadores es todavía más alarmante cuando se comparan con 
los de otros países de ingresos similares a los del Perú; y, (iv) la situación 
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de las poblaciones rurales e indígenas es sistemáticamente peor en todas 
las dimensiones analizadas.
 No todos los déficits experimentados durante la primera infancia se 
pueden remediar más adelante en la vida, e intentar hacerlo tiene altos 
costos. Hay evidencia de que los retornos a la inversión en aptitudes cogni-
tivas y emocionales en la primera infancia son los más elevados en el ciclo 
de vida. Las inversiones en salud, buena nutrición, desarrollo cognitivo 
y bienestar emocional de los niños durante sus primeros años tienen el 
potencial de igualar oportunidades a lo largo del ciclo vital, y por tanto, 
de reducir la marcada desigualdad estructural que caracteriza al Perú.
1. Marco institucional y legal del país
La atención al desarrollo infantil recae en múltiples sectores: el sector 
Salud provee a las madres cuidados durante la gestación y el parto y es el 
que luego da seguimiento al crecimiento y desarrollo de los niños, lo que 
incluye algunos servicios nutricionales. A cargo del sector Educación se 
encuentran los programas de educación inicial, en particular los servicios 
preescolares para niños mayores de 3 años. El Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables (MIMDES)1 ha sido el responsable de los princi-
pales programas que ofrecen servicios de cuidado para hijos de mujeres 
que trabajan. El gráfico a continuación muestra las diferentes instituciones 
y programas públicos que atienden a esta población y a sus familias, y el 
rango de edad en el cual se enfoca cada uno. Además de los programas 
destacados en la ilustración, los gobiernos locales administran programas 
de alimentación como el Vaso de Leche, con una gran cobertura pero con 
evidencia de una pobre focalización.
 Con la creación del Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (MIDIS) 
en 2011, el gobierno peruano busca reorganizar funciones y estable-
cer en él un ente coordinador de su política intersectorial de desarrollo 
infantil. Se espera que el MIDIS acoja los siguientes programas y ser-
vicios de atención a la primera infancia: los servicios de cuidado para 
niños de 0-4 años de Wawa-Wasi (hasta ahora a cargo del MIMDES y con 
cobertura primordialmente urbana); el Programa Integral de Nutrición 
(PIN, también bajo el MIMDES), el programa de transferencias monetarias 
1  Antes Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social.



































condicionadas Juntos (hasta el momento operado por la Presidencia del 
Consejo de Ministros) y un nuevo programa de servicios de desarrollo 
infantil integral focalizado en las familias pobres de las zonas rurales, el 
Programa Cuna Más.
 El Perú atraviesa hoy un momento de singular importancia en lo que 
respecta al desarrollo infantil. Desde la perspectiva institucional, la creación 
del MIDIS tiene el potencial de lograr las necesarias sinergias y colabo-
ración efectiva entre los sectores que proveen servicios a este grupo de 
la población. Asimismo, la nueva estructura institucional podría vincular 
las diferentes intervenciones dirigidas a promover inversiones en capital 
humano por parte de las familias pobres (por ejemplo, Cuna Más, PIN y 
Juntos), complementarias entre sí, con el objeto de maximizar su potencial 
en los beneficiarios. El diseño de una institucionalidad adecuada para el 
MIDIS y del marco legal necesario para apoyar el proceso (ambas activida-
des actualmente en marcha) son claves en el logro de estos objetivos.
2. Avances y desafíos en el sector
Los niños peruanos muestran déficits importantes en varias dimensiones 
críticas durante la primera infancia:
Programas públicos de atención a la primera infancia en el Perú
 
Fuente: MIDIS 2011.
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•	 En	 lo	que	se	 refiere	al	desarrollo	cognitivo,	 los	niños	de	 las	zonas	
rurales exhiben grandes rezagos en el desarrollo de su vocabulario a 
la edad de iniciar la escuela. Datos con representatividad nacional de 
la prueba TVIP (Test de Vocabulario en Imágenes Peabody), un test 
usado ampliamente en países latinoamericanos, revelan que entre los 
5 y 6 años de edad los niños de las zonas rurales del Perú presentan un 
retraso relativo de un año respecto de sus pares urbanos (renglón 1.1. 
de la tabla de Indicadores del Sector).2 Un retraso similar se observa 
al comparar a los niños indígenas con los no indígenas, tomando en 
cuenta que la prueba se aplicó a los niños quechuahablantes en su 
lengua materna.
•	 Las	mismas	brechas	entre	 los	niños	de	zonas	urbanas	y	rurales	se	
observan en la prevalencia de la desnutrición crónica. La desnutrición 
crónica es 3,6 veces mayor entre los niños menores de 5 años de 
zonas rurales (13% frente a 47%) y es cerca del doble entre los niños 
indígenas que entre los no indígenas (43% frente a 24%)3 (renglón 
1.2. de la tabla de Indicadores del Sector).
•	 Aunque	la	incidencia	de	anemia	por	deficiencia	de	hierro	en	niños	
menores de 5 años se ha reducido en el Perú desde el año 2000, este 
descenso se concentra principalmente en las zonas urbanas (renglón 
1.3. de la tabla de Indicadores del Sector). Una desagregación por 
región geográfica demuestra que es solo en Lima y en las zonas de 
la costa en donde se ha logrado disminuir con éxito la prevalencia 
de la anemia por deficiencia de hierro. Por el contrario, en la sierra y 
en la selva esta prevalencia se ha mantenido constante y en niveles 
elevados.4
 Las brechas señaladas en el estado de salud, nutrición y desarrollo 
cognitivo de los niños peruanos coinciden con coberturas insuficientes 
y baja calidad de los servicios públicos:
•	 Persisten	 brechas	 importantes	 entre	 áreas	 urbanas	 y	 rurales	 en	
materia de cobertura, acceso y calidad de los servicios de salud 
2 Encuesta Young Lives de Primera Infancia (http://www.younglives.org.uk/where-
we-work/peru), datos de 2006-07.
3 Datos de la Encuesta Nacional de Demografía y Salud Familiar (ENDES) de los años 
2004-08.
4 Datos de las ENDES de 2004-08.
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materno-infantil. La frecuencia del parto institucional es 1,7 veces 
mayor en las zonas urbanas que en las rurales. En las zonas urbanas, 
82% de los partos es atendido en lugares adecuados, mientras que 
en las zonas rurales esto ocurre únicamente en 42% de los casos. 
También en la distribución de esta variable se observa que las 
poblaciones indígenas se encuentran relativamente peor que las 
no indígenas (renglón 2.1. de la tabla de Indicadores del Sector).5
•	 Para	los	niños	de	3-5	años,	la	cobertura	de	los	servicios	educativos	es	
significativamente menor en las zonas rurales que en las urbanas. En 
2009, 46% de los niños de zonas rurales asistía a los servicios de edu-
cación inicial en comparación con 64% de aquellos de zonas urbanas 
(renglón 2.2. de la tabla de Indicadores del Sector).6
•	 Si	bien	las	brechas	en	el	acceso	demandan	continuar	expandiendo	la	
oferta educativa, los mayores problemas se concentran en la calidad 
de los servicios de educación inicial. Entre los principales desafíos se 
destaca la necesidad de mejores prácticas docentes, mayor capacita-
ción docente,7 más y mejor acompañamiento pedagógico y mejores 
espacios educativos. Además, es igualmente importante fortalecer 
los aspectos de interculturalidad y bilingüismo en la educación ini-
cial, tanto en el entorno rural como en el urbano. Desde la óptica 
institucional, es fundamental fortalecer la gestión local y mejorar su 
articulación.
 El Perú enfrenta dos retos diferentes en el sector de desarrollo infan-
til temprano: (i) la atención de los niños de 0-3 años, para quienes en 
la actualidad no existe un programa público de atención integral con 
cobertura significativa; y (ii) la atención de los niños de 3-5 años, para 
quienes el principal vehículo de atención son los servicios de educación 
inicial.
5 Datos de las ENDES de 2004-08. La variable parto se define con base en los niños 
nacidos durante el último año.
 El peligro de complicaciones que requieren atención especializada es alto cuando 
el parto se atiende en un lugar que no cuenta con la infraestructura para atenderlas. 
En general, la mortalidad materna en el Perú se debe a emergencias evitables 
como las hemorragias durante el parto, la hipertensión, las infecciones durante o 
después del alumbramiento, o a causas relacionadas con los abortos clandestinos.
6 Datos de la Encuesta de Hogares del Perú (ENAHO) de 2009.
7 En el caso de los profesores bilingües, es urgente la adopción de un sistema 
especial de profesionalización. 
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 La evidencia sobre las brechas en el desarrollo infantil en el Perú y 
sobre el acceso a servicios básicos sugiere la importancia de priorizar 
las acciones en este sector en los hogares más vulnerables. El 86% de 
la población en los seiscientos distritos más pobres del Perú reside en 
zonas rurales (en comparación con 13% en los seiscientos menos pobres),8 
y cerca del 60% de esta población es indígena (40% a nivel nacional).9 
Es decir, los distritos más pobres del país son desproporcionadamente 
rurales y con una alta presencia indígena. Estos distritos no cuentan en 
la actualidad con servicios de desarrollo infantil integral. Por tanto, es 
imperativa la necesidad de dirigir los esfuerzos e inversiones en el sector 
hacia ese grupo de la población.
3. Prioridades del gobierno
El gobierno peruano ha establecido como prioridad mantener el creci-
miento económico logrado por el país en años recientes, de la mano de 
políticas que promuevan la inclusión social. En ese marco, la creación del 
MIDIS responde a la necesidad de establecer un ente que coordine y lidere 
los principales programas bandera del gobierno en materia social. Además, 
el MIDIS asumirá la función de coordinación intersectorial entre los dife-
rentes sectores que proveen servicios y programas dirigidos a la primera 
infancia y será el ente rector de la estrategia y política en ese sector.
 Asimismo, el gobierno ha identificado como prioritaria la creación de 
un programa bajo el mandato del MIDIS que brinde servicios de desarro-
llo infantil integral a la población pobre de zonas rurales, la que actual-
mente no cuenta con ningún tipo de atención de esta índole. Se trata del 
programa Cuna Más, actualmente en proceso de diseño por un equipo 
técnico del MIDIS. A solicitud del gobierno, el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID) ha colaborado cercanamente con el equipo del MIDIS 
con diferentes actividades de asistencia técnica para fortalecer el diseño 
del programa y el de su evaluación de impacto.
8 Estimado con datos del Censo Nacional de Población de 2007 y de la ENAHO de 
2009.
9 Datos de la ENAHO de 2009. Se considera indígena a toda persona residente en 
un hogar cuyo jefe o su cónyuge se autoidentifique como quechua o aimara. Si 
se incluye además a quienes se autoidentifican como nativos de la Amazonía, 
entonces el porcentaje de indígenas se incrementa en 3 puntos porcentuales.
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4. Áreas propuestas para la intervención del BID
Se propone dos áreas de intervención: (i) el apoyo en la creación de la 
institucionalidad del MIDIS, cuyos mandatos son, entre otros, el manejo 
de los programas sociales bandera del gobierno del Perú, así como liderar 
la política de primera infancia y los procesos de planificación y coordina-
ción de las acciones intersectoriales en desarrollo infantil; y (ii) el apoyo 
al diseño, costeo, implementación y evaluación de impacto del programa 
Cuna Más.
 Como ya se ha documentado, en el Perú las brechas en varias dimen-
siones del desarrollo infantil se concentran en forma desproporcionada 
en las poblaciones pobres de las zonas rurales. Además, estas mismas 
poblaciones son las que tienen baja cobertura y calidad deficiente en los 
servicios públicos de educación y salud. Se trata de poblaciones con una 
alta concentración indígena, en su mayoría en la sierra y la selva del país. 
La evidencia internacional sugiere que los retornos de las inversiones en 
la primera infancia son mayores cuando estas alcanzan a los sectores más 
vulnerables de la población y en sociedades multiculturales, y cuando se 
realizan con pertinencia cultural. Dada la ausencia de servicios de desarro-
llo infantil integrales que cubran a estas poblaciones, se propone orientar 
el apoyo del BID al fortalecimiento técnico del programa bandera del 
gobierno peruano que busca llenar ese vacío: el programa Cuna Más.
 Los primeros años de la vida de una persona constituyen un período 
corto pero único para estimular su potencial. En ese sentido, es necesario 
concebir el desarrollo infantil como un proceso integral en el cual son 
necesarias acciones específicas, sincronizadas, que atiendan a los niños 
en dimensiones críticas. La efectividad de las intervenciones de política 
depende de la capacidad de atender las necesidades de los niños en 
forma oportuna y durante las ventanas de oportunidad que se presentan 
a lo largo de la primera infancia. Entre los elementos esenciales de una 
atención integral del desarrollo infantil se destaca no solo la necesidad de 
contar con una buena nutrición y alimentación y con servicios de salud 
durante el embarazo, el parto y la vida del niño. Además, hay otros factores 
igualmente importantes para el desarrollo adecuado durante la primera 
infancia: la calidad de la experiencia de crianza y los estímulos que puedan 
proveer los padres y los cuidadores, así como de las interacciones entre 
ellos y los niños. Es la sincronía entre todos estos elementos (alimentación, 
salud, nutrición, crianza e interacciones) la que logra efectos mayores de 
los que se obtendrían con acciones aisladas.
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 El programa Cuna Más (al momento de la elaboración de esta nota 
todavía en proceso de diseño) busca atender a madres gestantes y niños 
menores a 4 años en los seiscientos distritos más pobres del Perú con 
servicios de desarrollo infantil integral que se encarguen de todas las 
dimensiones descritas en el párrafo anterior. Para los niños de 0-24 meses, 
se propone una modalidad de atención de visitas domiciliarias semanales 
(una hora) durante las cuales personal adecuadamente capacitado trabaja 
con la familia en temas vinculados con la estimulación del desarrollo infan-
til (motor, cognitivo, de lenguaje y psico-afectivo), la buena nutrición, y 
las prácticas de cuidado y crianza. Para los niños de 25 meses de edad en 
adelante, el programa se enfoca en temas similares aunque las sesiones 
semanales se realizan con grupos de madres y sus hijos (dos horas a la 
semana en grupos de ocho niños como máximo). Con las madres ges-
tantes, se abordarán diferentes temas de cuidados durante el embarazo 
y de preparación para el parto y la maternidad en sesiones mensuales de 
modalidad grupal. Además, las madres gestantes y los niños beneficiarios 
reciben, a través de las promotoras de Cuna Más, los suplementos tradi-
cionales que antes eran entregados por el PIN.
 En los seiscientos distritos más pobres del Perú hay 301 737 niños 
de 0-3 años (0-35 meses de edad), de los cuales 80% vive en un hogar en 
condición de pobreza. Los niños de 0-3 años en hogares en condición de 
pobreza de los seiscientos distritos más pobres del Perú representan 35% 
del total de niños de ese grupo de edad en hogares pobres en el país.10 
Alrededor del 60% de la población de los seiscientos distritos más pobres 
del Perú es indígena (40% a nivel nacional). De la población indígena, 
cerca de 40% no considera el castellano como primera lengua,11 razón 
por la cual Cuna Más servirá a sus beneficiarios en su lengua materna y 
desarrollará contenidos pertinentes a la cultura y las prácticas de crianza 
de los pueblos indígenas para garantizar la efectividad de la intervención.
 La evidencia más importante sobre la efectividad de los programas 
que trabajan en forma cercana con las familias para mejorar sus prácticas 
de cuidado y crianza proviene de un estudio iniciado en Jamaica en 
los años ochenta.12 Sus resultados sugieren altos retornos a este tipo 
de inversiones que, además, se mantienen a lo largo del ciclo de vida 
(Schady 2011). En el estudio de Jamaica, ampliamente citado en la 
10 Datos del Censo Nacional de Población de 2007 y de la ENAHO de 2009.
11 Véase la nota de pie 9.
12 Véase Grantham McGregor et al. 1997; Walker et al. 2000, 2005, 2011.
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literatura, se asignó en forma aleatoria a niños de 9-24 meses que sufrían 
desnutrición crónica a cuatro grupos: el primer grupo recibió estimulación 
temprana mediante visitas semanales al hogar, el segundo grupo recibió 
un suplemento alimentario (fórmula), el tercer grupo recibió las dos 
intervenciones, y el cuarto ninguna. Se siguió a estos niños en cinco 
momentos en el tiempo (entre los 2-4 años y los 21-22 años de edad). 
Dos años después de la intervención original, se encontró impactos en 
aquellos niños que habían recibido las dos intervenciones, cuyo desarrollo 
demostraba resultados similares a un grupo de niños de la misma edad 
que nunca sufrió de desnutrición crónica. Sin embargo, con el paso del 
tiempo se verificó que los únicos efectos que se mantuvieron fueron 
los de la estimulación temprana (con o sin alimentación). En los niños 
que recibieron la intervención de estimulación, se hallaron impactos 
importantes en su desarrollo cognitivo, en el nivel educativo alcanzado, en 
su estado socio-emocional (depresión) y en su participación en actividades 
violentas o criminales. La mayor limitación del estudio de Jamaica es 
que fue realizado en una muestra muy pequeña. Actualmente están en 
curso evaluaciones de impacto para pilotos de programas parecidos en 
Colombia y Nicaragua13 con muestras más grandes que la de Jamaica. 
Además del programa de este último país, existen otras experiencias 
de programas públicos con características similares a las de Cuna Más 
implementados en México14 y Ecuador,15 aunque lamentablemente no 
se cuenta con evaluaciones de impacto rigurosas de estos.
 En el contexto antes descrito, la posibilidad de incorporar una eva-
luación de impacto rigurosa que compare la efectividad de los diversos 
componentes de Cuna Más ofrece una oportunidad única para generar 
13 En Colombia, el trabajo es liderado por Orazio Attanasio y Sally Granthan McGregor 
en 96 municipios semiurbanos, con una cobertura de 1400 niños de entre 12-24 de 
meses al inicio del programa. Estos niños reciben una intervención de estimulación 
temprana mediante visitas domiciliarias y la administración de micronutrientes 
durante un período de dieciocho meses. En el caso de Nicaragua, el piloto es 
liderado por Karen Macours y Renos Vakis (con Patrick Premand y Norbert Schady) 
en 106 localidades rurales, con una cobertura de 2000 niños de entre 0-6 años de 
edad al inicio del programa y que reciben dos visitas domiciliarias por mes durante 
un período de doce meses.
14 PEI-CONAFE, que en 2010 atendió a más de 450 000 hogares en 23 000 localidades 
entre rurales (70%), indígenas (20%) y urbano-marginales (10%) (Araujo y López 
Boo 2011).
15 Creciendo con Nuestros Hijos, que en 2010 atendió a más de 350 000 niños (Araujo 
y López Boo 2011).
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evidencia que contribuya al diseño y la mejora de programas de desarrollo 
infantil integral en la región. En este sentido, la colaboración del BID con el 
gobierno del Perú en el diseño de Cuna Más y en la implementación de su 
evaluación de impacto son también oportunidades únicas de innovación 
y generación de conocimientos para el Banco y la región.
 En síntesis, el apoyo previsto por el BID al sector de desarrollo infantil 
temprano en el corto y mediano plazo en el Perú consta de las siguientes 
actividades:
•	 Asistencia	técnica	para	el	diseño	institucional	del	MIDIS	y	la	operati-
vidad de su rol de coordinación intersectorial en el desarrollo infantil 
(iniciada en 2011, a continuarse con recursos de la cooperación téc-
nica no reembolsable PE-T1154 en 2012).
•	 Asistencia	técnica	para	el	diseño	de	las	intervenciones	y	del	conte-
nido y el desarrollo de modalidades de entrega del programa Cuna 
Más (iniciada en 2011, a continuarse con recursos de la cooperación 
técnica no reembolsable PE-T1154 en 2012).
•	 Diseño	e	implementación	de	la	evaluación	de	impacto	del	programa	
Cuna Más (iniciada en 2011, a continuarse con recursos de la coope-
ración técnica no reembolsable PE-T1154 a partir de 2012).
•	 Inversión	y/o	apoyo	programático	para	la	consolidación	del	MIDIS	que	
permita continuar y fortalecer el apoyo a las reformas en el ámbito 
de la protección social —incluyendo desarrollo infantil— y a los pro-
gramas bandera del Ministerio, con particular énfasis en Cuna Más 
(posiblemente para 2013).
 Entre los posibles riesgos que encuentra el BID en su trabajo en el 
sector, se destacan los siguientes:
•	 La	apuesta	por	un	ministerio	nuevo	(MIDIS)	tiene	un	elemento	de	
incertidumbre respecto a cómo se irá consolidando el mandato y el 
posicionamiento de esta entidad. Esto es particularmente importante 
dado que se espera que el MIDIS asuma un rol coordinador entre 
sectores y programas sociales. Hasta la fecha, el apoyo político al 
MIDIS ha sido fuerte y se ha identificado un equipo técnico de alto 
nivel para liderarlo.
•	 La	implementación	de	un	programa	nuevo	de	las	características	de	
Cuna Más introduce desafíos importantes, entre los cuales sobresalen: 
(i) la posibilidad de atender con efectividad a una población dispersa 
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y heterogénea en cultura y lengua; (ii) la capacitación adecuada del 
recurso humano; (iii) la capacidad de gestión del programa para 
expandir su cobertura con calidad; y (iv) la capacidad de planificar y 
actuar en forma intersectorial.
•	 El	éxito	de	la	evaluación	de	impacto	implica	un	compromiso	de	las	
autoridades para organizar la cobertura de las diferentes interven-
ciones según el diseño de esta.
 Se espera que el trabajo coordinado entre el MIDIS y el BID en el 
diseño y planificación de estas actividades minimice estos riesgos.
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Salud e inclusión social en el Perú
María Fernanda Merino*
Introducción
El crecimiento económico experimentado por el Perú en los últimos años 
se refleja en sus avances en el logro de los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM) en materia de salud. Por ejemplo, en relación con el ODM 
4, cuya meta es reducir en dos terceras partes entre 1990 y 2015 la morta-
lidad de los niños menores de 5 años, el Perú ha obtenido una reducción 
a nivel nacional del 68% en 2006, habiendo alcanzado la meta ocho años 
antes de la fecha comprometida.
 No obstante lo avanzado, aún permanecen importantes diferencias 
en el estado de salud de la población entre áreas geográficas del país. La 
prevalencia de la desnutrición crónica (baja talla para la edad) en 2009 
en las zonas rurales fue de 40,3% entre menores de 5 años, siendo el 
promedio nacional de 20%. De forma similar, a pesar de que el porcentaje 
de niños con bajo peso para la edad, otro indicador de desnutrición, se 
ha reducido de 10,8% en el año 1991 a 5,9% en el período 2007-08, en 
las áreas rurales este indicador sigue siendo elevado, y en este último 
período ha llegado a afectar a 9,5% de niñas y niños menores de 5 años.
 La evolución positiva de los indicadores de salud ocurre en un con-
texto de transición demográfica y epidemiológica. La reducción en la tasa 
de fertilidad, junto al incremento en la esperanza de vida, ha resultado en 
[ 89 ]
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el envejecimiento de la población, aunque comparado con otros países 
de la región el Perú sigue teniendo una población relativamente joven, 
con una relación de dependencia de 59,5%. Otro fenómeno demográ-
fico notable es el de la urbanización, que ha resultado en una población 
mayormente urbana (76%) en 2007, comparada con una población princi-
palmente rural (65%) en 1940, al que se suman cambios en estilos de vida 
y hábitos alimentarios. Tales cambios demográficos están transformando 
el perfil epidemiológico de uno caracterizado por la preponderancia de 
las enfermedades transmisibles a otro con un mayor peso de las enfer-
medades crónico-degenerativas.
 La política de salud en el Perú atraviesa dos procesos importantes: 
la descentralización en salud y el Aseguramiento Universal en Salud 
(AUS). Esencialmente, la descentralización, planteada como un medio 
para avanzar en materia de equidad, eficiencia y calidad de los servicios 
públicos, busca mejorar el desempeño global del sistema. El asegura-
miento universal, como vehículo para garantizar el derecho a la salud, 
procura brindar protección financiera a la población. Por tanto, el país 
enfrenta el reto de concretar políticas encaminadas al fortalecimiento 
del sistema de salud que permitan mantener los logros en salud de las 
últimas décadas, enfrentar la agenda pendiente de atención de los más 
pobres y abordar la nueva agenda que representan las enfermedades 
crónico-degenerativas, las infecciones emergentes y los cambios en el 
estilo de vida de la población.
1. Descripción del marco institucional y legal del país
El sistema de salud peruano es fragmentado en la provisión y segmen-
tado en el aseguramiento, con tres subsectores principales: el privado, la 
seguridad social en salud y el público. El gráfico 1 muestra los principales 
flujos financieros del sistema y el flujo de servicios de los proveedores a 
los beneficiarios.1
 La población de mayores recursos es la que generalmente accede 
a los seguros privados mediante el pago de primas asociadas al riesgo 
y se atiende en las diferentes redes de proveedores privados que ofrece 
1 La descripción no incluye los servicios de salud de las Fuerzas Armadas y de la 
Policía Nacional.
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su seguro. La cobertura es parcial tanto por el lado de los problemas de 
salud o los servicios de salud cubiertos como por el nivel de cobertura 
financiera, ya que los contratos tienen las características regulares de este 
tipo de seguros, como son los deducibles, los copagos y las exclusiones.
 La seguridad social en salud cuenta con el Seguro Social de Salud 
(EsSalud) y complementariamente con las entidades prestadoras de salud 
(EPS). Los empleadores pagan el 9% de la remuneración de sus trabajadores 
en planilla a EsSalud para que este les entregue bienes y servicios de salud a 
través de su red de proveedores. En principio, EsSalud ofrece una cobertura 
completa, donde todos los problemas de salud están cubiertos al 100% en 
el financiamiento. En la práctica, el racionamiento de los servicios para los 
asegurados de EsSalud se realiza mediante largas listas de espera.
 El sistema de EPS fue creado para reducir la demanda a EsSalud por 
atenciones de la denominada “capa simple”.2 Así, las EPS reciben 25% del 
aporte a EsSalud (que corresponde a 2,25% de las remuneraciones) para 
entregar servicios de salud a sus asegurados a través de una red propia 
de proveedores o de redes de proveedores privados con los cuales tienen 
contratos de servicios.
 El subsector público financia su red de proveedores a través de las 
direcciones regionales de salud (DIRESA) y del Seguro Integral de Salud 
(SIS). El SIS es un organismo público descentralizado (OPD) del Ministe-
rio de Salud (MINSA) que funciona principalmente como financiador de 
gastos operacionales para otorgar cobertura a la población pobre y pobre 
extrema mediante su régimen subsidiado.3 La cobertura del SIS se ha ido 
expandiendo desde su creación y actualmente brinda diferentes servi-
cios en diversas localidades. En 2007, el SIS empieza a ofrecer el Listado 
Priorizado de Intervenciones en Salud (LPIS), pero en 2009, a raíz de la 
reforma en salud, presenta el Plan Esencial de Aseguramiento en Salud 
(PEAS) junto con un plan complementario en las zonas piloto4 del AUS 
para personas incluidas en el régimen subsidiado, mientras que para el 
régimen semicontributivo ofrece solo el PEAS.
2 Las enfermedades de “capa simple” son aquellas sencillas y frecuentes y que 
pueden ser atendidas mediante consulta ambulatoria o cirugía de día, mientras 
que las enfermedades de “capa compleja” son las complicadas y menos frecuentes 
y requieren de un tratamiento más especializado.
3 El SIS también asegura a los denominados “grupos focalizados” que el gobierno ha 
ido definiendo a lo largo de los años.
4 Aunque existen siete zonas pilotos en las que se ofrece el PEAS, operativamente la 
afiliación a este se limita a Lima y Callao.
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 Finalmente, cabe resaltar que el gráfico 1 no incluye a las personas sin 
seguro de salud, que, según la Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) de 
2010, representan el 35,3%5 de la población. Aquellas personas que no cuen-
tan con un seguro, pueden acceder a los servicios del sector privado o público 
mediante el pago directo de las atenciones de salud (gasto de bolsillo).
 En marzo de 2009 se promulga la Ley Marco de Aseguramiento 
Universal de Salud (Ley AUS), que busca establecer el marco normativo 
para dar cobertura universal con seguros de salud a toda la población. La 
entidad rectora, el MINSA a nivel nacional o las DIRESA6 en las regiones, 
debe dirigir el sector para garantizar un mayor acceso y mejor calidad 
en los servicios de salud, un diseño organizativo eficiente del sistema y 
una regulación apropiada para la prestación y provisión de la salud. El 
MINSA ha delegado a los niveles regionales y locales la prestación de los 
servicios de salud, pero es responsabilidad del nivel nacional organizar 
racional y eficientemente los servicios públicos y privados con la finali-
dad de garantizar su calidad y ampliar la cobertura de estos a la mayoría 
de la población. En pleno desarrollo de la reforma en salud en el Perú, 
la regulación y control es tal vez la función más importante que les toca 
asumir a los gobiernos regionales en el proceso de descentralización y 
modernización del sector.
 En julio de 2011 se promulga la Ley de Financiamiento Público de los 
Regímenes Subsidiado y Semicontributivo del Aseguramiento Universal 
en Salud (Ley 29761). Su objetivo es establecer los principios y el financia-
miento para la atención de los regímenes subsidiado y semicontributivo 
del AUS. También define las reglas dirigidas a fortalecer las acciones en 
salud, incluidas las instituciones administradoras de fondos de asegura-
miento en salud (IAFAS).
2. Avances y desafíos en el sector
Estado de la salud
Los principales indicadores demográficos y de salud de la población 
peruana han demostrado progresivas mejoras en las últimas décadas, 
5 Estimación preliminar.
6 Lima tiene tres direcciones de salud (DISA), que son órganos desconcentrados.
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igualando los promedios de los países latinoamericanos (INEI 2010). 
Gracias a la continua reducción de la mortalidad general, se observa un 
importante aumento en la esperanza de vida al nacer, hasta alcanzar 73 
años, comparado con 44 años hace seis décadas. Asimismo, la mortalidad 
materna, estimada en 265 muertes por cada cien mil nacidos vivos en 
1996, ha bajado a 185 en el año 2000 y a 93 en 2010.7 De forma similar, 
la tasa de mortalidad infantil experimentó una progresiva reducción de 
46 por cada mil nacidos vivos en 1996 a 20 en 2009.
 El cambio en el perfil epidemiológico es evidente cuando se analiza 
la mortalidad de la población. Entre las principales causas de muerte figu-
ran en primer lugar las infecciones respiratorias agudas, que representan 
10,5% del total de defunciones, seguidas por varias condiciones cróni-
cas como las enfermedades cerebro vasculares e isquémicas del corazón 
(MINSA 2009).
 La mayor parte de la carga de enfermedad —expresada en años 
de vida saludables perdidos (AVISA)8— se atribuye a las enfermedades 
no transmisibles (58,5%), seguidas por las enfermedades transmisi-
bles, maternas y perinatales (27,6%), y accidentes y lesiones (14,7%). 
Entre las primeras diez condiciones que representan la mayor carga de 
enfermedad, del total de 135 diagnósticos, destacan la coexistencia de 
enfermedades vinculadas a la pobreza y aquellas asociadas a la mayor 
esperanza de vida y estilo de vida moderno: accidentes de tránsito, 
neumonía, abuso de alcohol, bajo peso al nacer, depresión, desnutrición 
crónica infantil, artrosis, anoxia neonatal, diabetes mellitus y accidentes 
cerebro vasculares.
 Los indicadores de salud muestran importantes variaciones cuando 
son desagregados por regiones. La mayor tasa bruta de mortalidad se 
encuentra en la sierra (7,5 por mil en 2006), la región natural más pobre, 
seguida por la selva (5,6) y la costa (4,8), zonas relativamente más ricas 
(MINSA 2009). De igual manera, las tasas más elevadas de mortalidad por 
enfermedades transmisibles, características de poblaciones relativamente 
más retrasadas en la transición demográfica y epidemiológica, se registran 
en los departamentos de la sierra sur.
7 Las cifras citadas son de la Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (ENDES), 
realizada por el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI).
8 Los AVISA miden los años saludables perdidos en el futuro como resultado de la 
mortalidad precoz y la incidencia, duración y severidad de la discapacidad en la 
población. 
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GráfIco 2
Tasa de mortalidad infantil por departamento






















































































































 En el caso de la mortalidad infantil, existen grandes variaciones del 
valor a nivel nacional (20 por mil nacidos vivos en 2009) según las distintas 
características del hogar. De acuerdo con datos de la ENAHO de 2010, 
el departamento con la mayor mortalidad infantil, Puno, tiene una tasa 
(49) casi 2,5 veces mayor que la nacional y 5 veces mayor que la tasa de 
Lima (10) (gráfico 2). Persisten las diferencias entre las zonas rurales (27) 
y las urbanas (17) y las regiones geográficas, siendo mayor la tasa en la 
selva (25) y la sierra (23) que en Lima Metropolitana (11) y el resto de la 
costa (22). La tasa de mortalidad infantil cuando la madre tiene educa-
ción secundaria (14) o superior (16) bordea la mitad de la tasa si tiene 
solo educación primaria (29) o no tiene educación (36). La brecha en la 
mortalidad infantil entre el quintil más pobre (27) y el más rico (14) tiene 
las mismas dimensiones.
 La desigualdad en materia de salud se observa también en la tasa de 
desnutrición crónica infantil. Este indicador ha demostrado un comporta-
miento positivo en años recientes: se redujo de 28,5% a 23,8% entre 2007 
y 2009, siendo dicha reducción estadísticamente significativa (tabla 1). 
Al analizar las diferencias por área de residencia, se encuentra una caída 
significativa de 5,3 puntos porcentuales en este período en el ámbito 
rural, de 45,7% a 40,3%, pero esta tasa aún es 2,8 veces mayor que la 
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registrada en el ámbito urbano (14,2%). En la sierra y la selva se aprecian 
reducciones significativas de 5 y 6 puntos porcentuales, respectivamente, 
aunque las tasas siguen siendo altas (37,5% y 28,1%) en comparación 
con las de Lima Metropolitana (7,5%) y el resto de la costa (13,0%). Por 
quintiles de riqueza, se observa progreso en los tres primeros quintiles, 
pero las diferencias entre grupos son muy grandes (45,3% en el quintil 
inferior comparado con 4,2% en el quintil superior).
Gasto en salud
El gasto total en salud como porcentaje del producto bruto interno (PBI) 
del Perú no ha variado significativamente en los últimos quince años. En 
comparación con otros países de la región con un desarrollo similar, el 
gasto en salud se ha mantenido como el más bajo, con 4,5% del PBI en 
2008, cifra muy inferior al 7% planteado como deseable por la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS). La asignación del presupuesto público 
al sector salud ha aumentado ligeramente de 13,7% en 1995 a 15,3% en 
2008. Sin embargo, el gasto per cápita en salud del Estado peruano es 
menor al de los demás países de la región: en 2009 gastó 234 dólares en 
paridad de poder adquisitivo (PPA), mientras que Colombia gastó 479, 
Chile 549 y Ecuador 244 dólares (OMS 2011).
 El gasto de bolsillo en el Perú representa 75,4% del gasto privado en 
salud. Este gasto corresponde a los pagos directos realizados por los hoga-
res en servicios de salud y medicamentos. Como referencia se tiene que en 
Colombia este es solo 48,7% del gasto privado en salud, en comparación 
con 51,3% que corresponde a pagos de primas de seguros. La participación 
de los hogares ha disminuido progresivamente (de 39,9% en 1996 a 34,2% 
en 2005) y el gasto del gobierno ha aumentado en términos relativos (de 
26% a 30,7% en este período), como es el caso de los empleadores, pero 
en menor escala (de 29,7% a 30,5%). El financiamiento por los seguros 
privados sigue siendo muy pequeño: alrededor de 2% del total.
Recursos para la provisión de servicios de salud
El sector público de salud se organiza en redes que tratan de integrar 
los niveles de atención para dar servicios a una población definida, con 
énfasis en el primer nivel. El sistema se organiza en 25 DIRESA, 173 redes y 
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871 microrredes a nivel nacional. En el sistema de salud peruano laboran 
aproximadamente 140 000 trabajadores, de los cuales 17% son médicos, 
16% enfermeras, 3% dentistas, 7% técnicos, 36% auxiliares de apoyo y 
16% son administrativos. La tasa de médicos fue de 11,5 por cada diez 
mil habitantes en 2004, cifra que coloca al Perú dentro del grupo de esca-
sez de este recurso humano en Sudamérica, junto con Bolivia, Chile y 
Paraguay (Urcullo et al. 2008). Sin embargo, el Perú tiene un alto número 
de enfermeras, 80 por cada diez mil habitantes, esto es 4 veces más que 
Paraguay y 1,5 veces más que las existentes en Brasil. Por otra parte, la tasa 
de dentistas es extremadamente baja: 1,1 por cada diez mil habitantes.
 En general, amplias zonas del país presentan una muy baja tasa de 
médicos. De hecho, 9 de 25 departamentos tienen una tasa de médicos 
menor a 5 por cada cien mil habitantes, la mitad del promedio del Perú, 
que es de 9,9 médicos por cien mil habitantes cuando se considera el 
MINSA y EsSalud como universo.
 Los recursos humanos para la salud no están distribuidos de manera 
uniforme entre los departamentos del país. En efecto, apenas cuatro 
departamentos presentan tasas de médicos por sobre la media: Lima, 
Arequipa, Tacna e Ica.; dos de ellos —Arequipa y Tacna— se caracterizan 
por registrar también mayores tasas de enfermeras, y los cuatro departa-
mentos tienen mayores tasas de dentistas. También hay regiones con casi 
la tasa promedio de enfermeras y dentistas pero con muy pocos médicos, 
como es el caso de Cusco y Junín. Por otra parte, existen regiones con 
tasas bajas en los tres recursos analizados, como San Martín, Cajamarca, 
Loreto y Huancavelica (Urcullo et al. 2008).
Utilización y acceso a servicios de salud
Según datos de las ENDES, el porcentaje de parto institucional en el Perú 
—una medida de acceso a los servicios de salud— ha venido aumentando 
en los últimos años: pasó de 48,7% en 2000 a 79,1% en 2009 a nivel nacio-
nal. Ello no obstante, persisten importantes brechas ya que en las zonas 
rurales solo alcanzó 55% en 2009.
 Como reportan las ENAHO, la autopercepción de un problema de 
salud en las últimas cuatro semanas (incidencia de un problema de salud 
o demanda potencial por servicios de salud a nivel nacional) fluctúa entre 
34,5% y 38,6% entre 2004 y 2010. Lima Metropolitana tiene una incidencia 
constantemente más baja que el promedio nacional, mientras que el área 
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urbana (que excluye Lima Metropolitana) es similar al promedio nacional. 
Consistentemente, el porcentaje de la población en áreas rurales que 
declara haber percibido un problema de salud en las últimas cuatro 
semanas es más alto que el promedio nacional.
 Sin embargo, esta relación se invierte al estudiar el comportamiento 
de búsqueda de atención. El porcentaje de la población en Lima Metro-
politana y en las áreas urbanas que busca atención por su problema de 
salud es más elevado que el promedio nacional, mientras que en las áreas 
rurales es menos probable que lo hagan. Asimismo, se aprecia una ten-
dencia creciente en la utilización de servicios de salud en todas las áreas 
geográficas.
 El gráfico 3 muestra el comportamiento de los que tuvieron un 
problema de salud por tipo de aseguramiento. Tener un seguro de salud 
está asociado a una mayor propensión a buscar atención. El 54,4% de 
las personas sin seguro y con problemas de salud declaró no haber 
buscado atención. Un 52,4% de los afiliados al SIS tampoco buscó aten-
ción, comparado con 39,7% de los afiliados a EsSalud y 64,3% de los 
afiliados a otros tipos de seguros. Esta diferencia puede reflejar distintos 
problemas. Una explicación es que las personas afiliadas al SIS podrían 
ser aquellas generalmente menos propensas a buscar atención para 
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su problema de salud. Otra explicación es que el SIS, como seguro, no 
es suficiente para aumentar el acceso de las personas a los servicios 
formales de salud. Asimismo, las personas sin seguro podrían también 
preferir la automedicación en comparación con las personas con algún 
tipo de seguro. En este caso se ve una diferencia importante entre las 
personas sin seguro y las afiliadas al SIS. Aunque el porcentaje que no 
busca atención formal es similar, entre los que no tienen seguro un 
23,7% opta por automedicarse, mientras que las personas afiliadas al 
SIS solo lo hacen en 9,9% de los casos.
 Las principales razones para no buscar atención formal son: (i) falta de 
dinero; (ii) queda lejos, falta confianza o demoran; (iii) remedios caseros, 
y (iv) no fue necesario. En 2004, la principal razón para no consultar por 
el problema de salud fue que optaron por remedios caseros (42,8% de 
los que no consultaron lo menciona como razón). Sin embargo, en 2010 
esta razón cae a 28,7%. Lo mismo ocurre con la razón falta de dinero, que 
pasó de 24,7% a 13,6% entre 2004 y 2010. En cambio, la percepción de 
que no fue necesario consultar y que queda lejos/falta confianza/demoran 
muestran una tendencia al alza en este período.
Aseguramiento en salud
La afiliación a algún tipo de seguro de salud muestra un claro aumento 
en el Perú: pasó de 37,3% en 2004 a 60,6% en 2009 (gráfico 4). Aunque 
persiste una población sin seguro de salud (39,4%), esta viene disminu-
yendo. El aseguramiento privado se mantiene en niveles muy bajos. El 
aseguramiento con EsSalud ha crecido ligeramente, pero no a la misma 
velocidad que el SIS. Cabe destacar que si bien EsSalud ofrece seguros 
potestativos, la gran mayoría de sus afiliados son asegurados regulares. 
Las políticas para ampliar su nivel de cobertura en la población tienen 
que orientarse al aumento del sector formal del trabajo.
 A pesar de los avances en la expansión de la atención y la mejora de la 
calidad de los servicios de salud, reflejados en la mejora de los principales 
indicadores de salud, persisten retos importantes:
 Incrementar la calidad y capacidad resolutiva en la prestación de 
servicios. En relación con la oferta de servicios, la baja calidad de la 
atención constituye actualmente uno de los mayores obstáculos para 
enfrentar con éxito los problemas sanitarios reconocidos como prioridades 
Salud e inclusión social en el Perú 101 
nacionales, principalmente la mortalidad materna, la mortalidad neonatal 
y la desnutrición infantil. Si se observan las principales causas de muerte 
en menores de 5 años (gráfico 5), la que ocupa el primer lugar es la 
prematurez, condición que puede ser reducida con un adecuado control 
prenatal y la atención del parto.
 De forma similar, la atención del parto por personal calificado es 
un indicador útil para analizar el acceso a los servicios de salud. En el 
Perú existen importantes diferencias entre regiones en el valor de dicho 
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indicador, siendo Loreto el departamento con el porcentaje más bajo 
(58,2%) y Lima con el más alto (96,6%).9 Adicionalmente, la prestación 
de servicios de salud con enfoque intercultural sigue siendo un reto 
importante.
 Rectoría, separación de funciones y regulación. El MINSA tiene escasa 
capacidad para gobernar y fiscalizar el sector, que cuenta con una arqui-
tectura normativa e institucional desfasada. Por ejemplo, la Ley del MINSA 
fue emitida antes de la descentralización, lo que ha dificultado el desarro-
llo de mecanismos de planificación y la definición de roles con los gobier-
nos regionales y locales y de estrategias de vigilancia social participativa. 
Por eso, el MINSA no asegura adecuadamente la disponibilidad oportuna 
y suficiente de los factores de prestación de servicios (recursos humanos, 
medicamentos, infraestructura, equipamiento, laboratorios, bancos de 
sangre, emergencia, cuidados intensivos, etc.). Tampoco se aprovecha la 
oportunidad de contacto con el beneficiario para aplicar un modelo de 
atención integral en salud.
 El sistema de salud es segmentado en el aseguramiento y fragmentado 
en la provisión, y las reformas en curso abordan algunos de los aspectos que 
estos problemas encierran. Por ejemplo, la Ley Marco de Aseguramiento 
Universal prevé la creación de la Superintendencia Nacional de 
Aseguramiento en Salud (SUNASA) para fiscalizar el desempeño de las IAFAS 
y de las instituciones prestadoras de servicios de salud. Este es un cambio 
importante ya que antes cada subsector tenía su propio supervisor. Sin 
embargo, la SUNASA se crea sobre lo que era antes la Superintendencia de 
9 El Programa de Apoyo a la Reforma del Sector Salud (PARSALUD) es uno de los más 
importantes programas de inversión pública en salud del Estado peruano. Busca 
contribuir a la mejora de la salud materno infantil priorizando las zonas más pobres 
del país y apoyar la reforma sectorial que institucionalice y haga sostenible el logro 
sanitario. Fue diseñado para ejecutarse en tres etapas. La primera fase concluyó en 
2006, contribuyendo a incrementar de manera significativa el parto institucional 
en su zona de influencia, por encima del incremento promedio a nivel nacional. La 
segunda fase del programa, PARSALUD II, plantea consolidar los logros alcanzados 
en la reducción de la mortalidad materna y ampliar la cobertura de intervención 
para la reducción de la mortalidad neonatal y de la desnutrición infantil. Su 
población objetivo son las gestantes y los niños y niñas menores de 3 años en las 
zonas rurales de las regiones más pobres del país: Amazonas, Apurímac, Cajamarca, 
Cusco, Huancavelica, Huánuco, Puno y Ucayali. En dichas regiones se concentra el 
57% de los menores de 5 años de la zona rural del país (INEI 2007), el 63% de los 
menores de 5 años con desnutrición crónica (INEI 2010), el 57% de las gestantes de 
zonas rurales (INEI 2010) y el 43% de las muertes maternas del país (MINSA 2010a).
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Entidades Prestadoras de Salud (SEPS), cuyo alcance era mucho menor (el 
sistema de EPS cubre a un porcentaje todavía muy pequeño de la población 
y solo hay cuatro EPS en el sistema) frente a lo que significa supervisar 
por ejemplo EsSalud. Los instrumentos existentes para la función de 
regulación que establece la Ley tendrán que ser adaptados, considerando 
las necesidades de la SUNASA en la generación de capacidades relacionadas 
con sus nuevas responsabilidades.
 El MINSA ha delegado a los niveles regionales y locales la prestación 
de los servicios de salud, pero es responsabilidad del nivel nacional 
organizar racional y eficientemente los servicios públicos y privados 
con la finalidad de garantizar su calidad y ampliar la cobertura de estos 
a la mayoría de la población. En pleno desarrollo de la reforma en salud 
en el Perú, la regulación y control es tal vez la función más importante 
que les toca asumir a los gobiernos regionales en el proceso de des-
centralización y modernización del sector, que comprende un marco 
institucional con un respaldo legal que permita el ejercicio de la función 
rectora (Gobierno del Perú 2002).
 Financiamiento. La problemática del financiamiento público de la 
salud abarca tanto la insuficiencia presupuestal como la existencia de 
dificultades en la asignación, organización y ejecución de los recursos 
destinados a las poblaciones vulnerables. Aunque el gasto per cápita 
total en salud viene recuperándose en términos reales, de US$101 en 
1995 a US$130 en 2005, aún es bajo como porcentaje del PBI: en 2005 
alcanzó apenas 4,9%, comparado con un promedio de alrededor de 
9% para América Latina y el Caribe.10 Pese a que el SIS ha logrado un 
importante incremento promedio en el acceso a servicios claves como 
el parto institucional, ha sufrido fuertes filtraciones en las zonas urbanas 
y no ha tenido un claro impacto sobre la equidad en la utilización de 
los servicios por su mayor efecto entre las afiliadas del estrato socio-
económico más alto.11 Asimismo, aún persisten las bajas coberturas en 
10 Las principales fuentes de financiamiento demuestran las siguientes tendencias, 
que en general son positivas: la participación de los hogares ha disminuido 
progresivamente (de 39,9% en 1996 a 34,2% en 2005) y el gasto del gobierno 
ha aumentado en términos relativos (de 26% a 30,7% en este período), como 
es el caso de los empleadores, pero en menor escala (de 29,7% a 30,5%). El 
financiamiento por los seguros privados sigue siendo muy pequeño, alrededor 
del 2% del total. 
11 Mientras que el SIS incrementó en 26% la probabilidad promedio de las gestantes 
de los quintiles más pobres (1 y 2) de atenderse en el MINSA, el incremento para las 
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la población meta, especialmente en las zonas rurales y entre pobla-
ciones dispersas.
 Además de los problemas en el financiamiento de la salud indivi-
dual, se presentan desafíos sistémicos en el financiamiento de la salud 
colectiva y de los hospitales del subsector público. Considerando que la 
salud colectiva es en sentido estricto un bien público, el hecho de que los 
recursos para financiarla asciendan a solo 5% del presupuesto del MINSA 
revela que todavía no figura en el orden de prioridades sectoriales. Por 
otra parte, el financiamiento de los hospitales, que son los que ofrecen 
los servicios más especializados para los casos obstétricos y neonatales 
complicados, no es equitativo en el sentido de que cuanto mayor es su 
capacidad resolutiva, mayor es el tamaño de las urbes en las que se ubican 
y también mayor el presupuesto que manejan.12 La solución no se limita 
a mejorar la capacidad resolutiva de los hospitales de menor tamaño en 
las provincias, sino también comprende el incremento en la capacidad 
de regular su financiamiento.
 Cobertura horizontal y vertical del aseguramiento. La reforma del 
AUS se basa en la capacidad de los diferentes subsectores de salud de 
otorgar aseguramiento a los peruanos. Actualmente, el AUS solo se ha 
implementado en siete regiones, siendo las más importantes Lima y 
Callao. Sin embargo, se espera que el SIS expanda su cobertura a todas 
las personas que no tengan capacidad de pago (régimen subsidiado) y 
aquellas que tengan alguna capacidad de pago (régimen semicontribu-
tivo), y que ofrezca el PEAS. Si bien desde 2005 la afiliación de hogares 
ha aumentado de 14% a 38%, queda pendiente el reto de garantizar la 
calidad y oportunidad del PEAS. Lo anterior requiere estrategias para 
la regulación y supervisión, la asignación de recursos financieros, el 
fortalecimiento de la oferta de servicios y la consolidación de la cober-
tura. El aseguramiento de la salud implica la necesidad de definir los 
contenidos de los planes garantizados de cobertura integral que tengan 
carácter obligatorio para aquellos ciudadanos amparados bajo el o los 
esquemas de seguridad social en salud que sean de responsabilidad 
pública. El PEAS se ha definido como una lista priorizada de condiciones
afiliadas de los quintiles más ricos fue mayor, siendo de 34% para el quintil 4 y de 
56% para el quintil 5 (datos de la ENDES 2004). Al respecto, véase Parodi 2005.
12 Agudizando esta situación está el hecho de que los hospitales en las áreas urbanas 
más grandes atienden a una población de la cual es posible obtener una mayor 
recaudación directa, procedente de los pagos de bolsillo.
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asegurables, intervenciones en salud, prestaciones o procedi-
mientos de salud y garantías explícitas de oportunidad y calidad.13
 En el caso de EsSalud, la cobertura financiera sigue siendo completa, 
con la excepción de los trabajadores que hayan optado (a través de su 
empleador) por afiliarse a una EPS, que ofrece cobertura con acceso 
a redes de prestadores privados sobre la base del pago de una prima 
adicional a la pagada por su empleador y con las características típi-
cas de los seguros privados (copagos y deducibles). EsSalud ofrece un 
seguro PEAS Plus para los asegurados independientes, pero tiene pocos 
afiliados. Finalmente, y al igual que los afiliados a EPS, los seguros priva-
dos deben ofrecer el PEAS sin mayores indicaciones sobre la cobertura 
financiera.
 El lanzamiento del PEAS enfrentó problemas cuando las personas y 
los proveedores percibieron que la cobertura era menor a la del anterior 
LPIS. Por lo tanto, el SIS debió idear un plan complementario más grande 
que el propio PEAS y una cobertura extraordinaria. El PEAS además tiene 
topes de cobertura por consultas y procedimientos que deberán ser 
evaluados. No obstante, en las zonas no piloto continúa existiendo la 
cobertura anterior (LPIS). Pero esta cobertura también es diferente para 
los subsidiados (LPIS 1) respecto de los beneficiarios semicontributivos 
del SIS (LPIS 2). Es necesario revisar y mejorar el proceso de priorización 
del PEAS, ampliando su base de sostenimiento. También debe estar 
respaldado por procedimientos estándares debidamente consultados 
con profesionales de la salud de los diferentes ámbitos como el Colegio 
Médico, EsSalud, el MINSA, representantes de proveedores privados, etc. 
A pesar de que el costeo estándar es una norma del MINSA, el PEAS no 
ha sido debidamente sustentado por un análisis económico-financiero 
13 Cada condición asegurable incluye cuatro elementos: (i) definición de la condición; 
(ii) códigos CIE-10 de los diagnósticos correspondientes; (iii) manejo clínico 
específico; y (iv) las prestaciones a financiar. La lista de prestaciones a financiar 
incluye el tipo de intervención, el nivel de atención, el código CPT, una descripción 
simplificada, la cobertura por evento (cantidades) y observaciones. El PEAS 
incluye prestaciones en los tres niveles de atención y especifica la “cobertura por 
evento” como las cantidades a ser cubiertas de cada prestación. No está explícito 
si son cantidades máximas o si son las cantidades deseadas, pero en cualquier 
caso se considera cubierto en el PEAS. Los medicamentos cubiertos por el PEAS 
son los incluidos en el Petitorio Nacional de Medicamentos Esenciales (PNME). 
Sin embargo, los medicamentos no están específicamente relacionados a las 
intervenciones, aunque sí establecen la necesidad. Por lo tanto, el uso o no de 
genéricos va a depender de la composición de ese listado (PNME).
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y de sostenibilidad frente al aumento esperado de los afiliados. Por 
ejemplo, el uso de las tasas de utilización actuales no refleja el probable 
aumento producto del incremento en el aseguramiento.
 El proceso de descentralización ha generado dificultades en el cum-
plimiento de las funciones descentralizadas, observándose en la evalua-
ción que trece de los veinticinco gobiernos regionales tienen un bajo 
desempeño y los doce restantes un desempeño medio. Un problema es 
que la transferencia de funciones no se ha dado junto con una reestruc-
turación apropiada de los gobiernos regionales. Por otro lado, la descen-
tralización de funciones y competencias tampoco ha sido debidamente 
acompañada de la descentralización fiscal. La descentralización de los 
gastos se ha realizado antes que la de los ingresos, limitando la autonomía 
económica y administrativa de las regiones (Azpur et al. 2006; Távara y 
Márquez 2009). Ello ocurre a pesar de que la Ley de Bases de la Descen-
tralización establece que toda transferencia de funciones debe realizarse 
junto con los respectivos recursos.
 Aún está pendiente la culminación de la transferencia de las funciones 
de salud hacia el ámbito municipal. Como ya se mencionó, las municipa-
lidades se harán cargo de la APS. Para tal efecto, es preciso avanzar en la 
capacitación del personal y recoger y evaluar la experiencia de las muni-
cipalidades piloto para identificar las lecciones aprendidas. La expansión 
de la descentralización hacia el ámbito municipal fortalecerá también la 
descentralización a nivel regional, en la medida en que requiere de una 
mayor integración entre los diferentes niveles de gobierno.
3. Prioridades del gobierno
El gobierno peruano ha destacado su objetivo de mantener el crecimiento 
económico con inclusión social. Para ello, se ha propuesto establecer las 
bases de un Sistema Nacional de Salud que garantice el derecho a la salud 
para todos. Se ha mencionado la importancia de fortalecer el primer nivel 
de atención y los mecanismos de aseguramiento de las personas más 
pobres del país, priorizando las zonas rurales. En las líneas estratégicas del 
sector se incluye la detección temprana y el tratamiento de enfermedades 
crónico degenerativas y el financiamiento de enfermedades de alto costo 
y de medicamentos en el primer nivel de atención. Igualmente, se plantea 
una política de recursos humanos que permita el nombramiento gradual 
de personal de salud en las zonas más alejadas. Asimismo, el gobierno 
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se ha comprometido a crear un Sistema Único de Emergencias Médicas 
y a construir un hospital en cada capital de provincia que actualmente 
no cuente con uno.
4. áreas propuestas para la intervención del bID
Considerando el estado de salud de la población, la oferta de servicios 
y los procesos institucionales de cambio, el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID) busca apoyar al gobierno en sus esfuerzos de reforma 
del sector salud, enfocándose en la reducción de las brechas existentes 
en materia de equidad.
 El Banco propone dos áreas de trabajo conjunto:
•	 Cobertura	y	calidad	de	los	servicios	de	salud	materno-infantil	y	de	pre-
vención de enfermedades crónicas. Apoyar el fortalecimiento de la 
capacidad resolutiva de los servicios de salud en las zonas rurales y el 
fortalecimiento de la gestión de redes integradas de salud mediante 
operaciones de inversión.
•	 Apoyo	a	la	reforma	del	financiamiento	de	la	salud. Asistir al gobierno en 
el diseño de mecanismos de transferencia de recursos a los gobiernos 
regionales basados en el desempeño, en la evaluación y costeo de 
paquetes de beneficios; en el establecimiento de prioridades explí-
citas para los beneficiarios del SIS y el diseño de una reforma política 
de recursos humanos para la salud brindando asistencia técnica de 
corto plazo y apoyo programático.
	 Cobertura	y	calidad	de	los	servicios	de	salud	materno-infantil	y	de	preven-
ción de enfermedades crónicas. El BID ha promovido el fortalecimiento del 
sector mediante operaciones dirigidas a mejorar el acceso a los servicios de 
salud por parte de la población vulnerable, y la consolidación institucional 
para la implementación de la reforma del sector.
 El BID ha respaldado el desarrollo del sector salud en el Perú con 
diversas operaciones. A través de PARSALUD I y II,14 contribuyó a la 
expansión del acceso de la población de bajos recursos a servicios de 
14 PARSALUD ha sido financiado conjuntamente por el BID, el Banco Mundial y 
recursos propios. PARSALUD I contó con un presupuesto de US$28 millones del 
BID, US$27 millones del Banco Mundial y US$17 millones de aporte local. 
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salud materno-infantil eficientes y de mejor calidad con el fin de dis-
minuir la mortalidad materna y neonatal y la desnutrición crónica en 
menores de 3 años. Los componentes de PARSALUD son los siguien-
tes: componentes: (i) fortalecimiento de la demanda, que comprende 
actividades de promoción de la salud orientadas a la reducción de la 
desnutrición infantil, mediante el cambio de hábitos en los hogares; 
(ii) mejoramiento de la oferta mediante el fortalecimiento de la infraes-
tructura y equipamiento de los servicios de salud y la capacitación en 
atención a la salud y gestión de los servicios con un enfoque intercultu-
ral; y (iii) fortalecimiento institucional mediante el desarrollo de normas 
y guías técnicas de soporte al proceso de reforma.
 Ante la persistencia de las brechas en los indicadores de salud 
materno-infantil entre diferentes regiones del país, una tercera fase de 
PARSALUD será una gran oportunidad para afianzar los logros en salud 
en el primer nivel de atención. En esta etapa será importante concentrar 
esfuerzos no solo en el fortalecimiento de la infraestructura, sino en los 
aspectos de supervisión y monitoreo de las acciones en salud que per-
mitan asegurar una atención de calidad.
 Para garantizar la adecuada prestación de las intervenciones con-
tenidas en el PEAS, se requiere fortalecer la provisión de servicios de 
salud a través de la dotación de recursos humanos, la optimización de 
la infraestructura y la consolidación de redes integradas de atención, el 
equipamiento y provisión de insumos, así como el fortalecimiento del sis-
tema de información en salud. Será preciso también evaluar los procesos 
dirigidos a la mejora de la calidad de la atención, así como monitorear las 
garantías explícitas de oportunidad y calidad.
 Iniciado en 2005, el programa de transferencias monetarias condicio-
nadas Juntos es uno de los programas vigentes de desarrollo humano en 
el Perú. Un aspecto esencial de la política nacional en salud será garan-
tizar que en las zonas de intervención de Juntos los servicios de salud 
materno-infantil cuenten con la adecuada oferta y capacidad resolutiva 
que permita la prestación de los servicios a las poblaciones beneficia-
rias, y con ello, aumentar el impacto del programa. Lo anterior implica, 
por supuesto, una estrecha coordinación con las instancias regionales de 
salud.15
15 Para mayores detalles, véase en este mismo volumen “La protección social en el 
Perú”, pp. 57-76.
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 Adicionalmente, debido al incremento de enfermedades no trans-
misibles, accidentes y lesiones, se debe plantear nuevos programas pre-
ventivo-promocionales multisectoriales, vigilar los riesgos y hacer diag-
nósticos precoces para evitar en lo posible su desarrollo y el incremento 
de costos asociados a su manejo y tratamiento. Por eso es importante el 
fortalecimiento de la atención primaria de salud con intervenciones con 
base comunitaria para promover la detección temprana de riesgos y de 
enfermedades no transmisibles.
 En lo que respecta a la reforma	financiera	del	sector	salud para lograr 
un financiamiento sostenible del AUS, se requiere establecer prioridades 
explícitas bajo criterios de eficacia desde el punto de vista de los costos, la 
protección financiera y la capacidad de respuesta. La serie de operaciones 
de Apoyo al Programa de Reformas de los Sectores Sociales16 contem-
pla la ayuda al sector salud a través del respaldo al SIS. Dicho programa 
considera ciertas medidas de política que buscan hacer viable la entrega 
del PEAS a los pobres extremos, estandarizar los procesos y aumentar la 
efectividad del propio SIS como entidad compradora de servicios. De 
forma similar, la cooperación técnica reembolsable del Apoyo al Programa 
de Reforma de los Sectores Sociales comprende actividades orientadas a 
mejorar el proceso crítico del ente asegurador, realizar un estudio actuarial 
bajo el escenario del PEAS y desarrollar un proyecto de inversión pública 
para la modernización del sistema de información en salud. En relación 
con estas actividades, adquieren importancia los mecanismos de eva-
luación y costeo de los paquetes de beneficios existentes y de fijación 
de prioridades explícitas bajo un modelo de alto rigor científico y con la 
validación de la sociedad.
 Asimismo, para ampliar la cobertura y la calidad de los servicios 
teniendo en cuenta la descentralización del sector, es importante desa-
rrollar mecanismos que fomenten una adecuada asignación de recur-
sos a las regiones, que respondan a las necesidades específicas de salud 
de cada una, pero que promuevan también la rendición de cuentas. En 
este sentido, existen experiencias exitosas en el uso de mecanismos de 
financiamiento basados en resultados que permiten establecer nuevas 
formas de relación entre el nivel nacional y las regiones. El Plan Nacer de 
16 El Programa de Reformas de los Sectores Sociales II fue aprobado en noviembre de 
2010. Su objetivo es contribuir a la reducción sostenible de la pobreza mediante 
la aplicación y consolidación de reformas sustanciales a los principales programas 
sociales y laborales a fin de mejorar su efectividad, eficiencia y focalización.
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Argentina, por ejemplo, utiliza un mecanismo de financiamiento basado 
en resultados ligado a un proceso continuo de monitoreo y evaluación 
para asegurar que las provincias ofrecen un conjunto explícito de servicios 
de salud materno-infantil a sus beneficiarios.17
5. riesgos
Entre los posibles riesgos se ha identificado los siguientes:
•	 Descentralización. No se ha producido una reestructuración a nivel 
regional que permita desempeñar las funciones descentralizadas. 
Asimismo, no se transfiere el presupuesto necesario para que las 
regiones puedan ejercer las funciones que les han trasladado.
•	 Insuficiencia	 presupuestal. La asignación presupuestal no está de 
acuerdo con el costo de prestación de los servicios y el mecanismo 
de recaudación del régimen semicontributivo no está teniendo los 
resultados esperados.
•	 Desafío	de	gestión	y	política	de	recursos	humanos. Para aumentar la 
cobertura y la calidad de los servicios es preciso promover una polí-
tica de recursos humanos que permita asegurar su desplazamiento a 
zonas alejadas y que distribuya las competencias de los profesionales 
de la salud. Asimismo, las regiones deben fortalecer su capacidad de 
gestión.
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La educación en el Perú
Jennelle Thompson*
Introducción
El producto bruto interno (PBI) del Perú ha experimentado un fuerte cre-
cimiento en la última década. Según el Fondo Monetario Internacional 
(FMI),1 el país registraría el mayor crecimiento económico en América 
Latina, al menos hasta el año 2015. En el mismo período, la moneda nacio-
nal se ha fortalecido en el mercado de valores, las exportaciones y la pro-
ducción interna han aumentado y, en general, la inflación y el desempleo 
han disminuido. Este éxito económico sugiere que el país está en camino 
a lograr niveles superiores de progreso económico y social. No obstante, 
el crecimiento económico debe ir acompañado de esfuerzos para mejorar 
y expandir otros sectores importantes, como el de la educación. El papel 
de la educación es fundamental en los países en desarrollo como el Perú. 
La educación funciona como un medio de ascenso social, como un instru-
mento de progreso técnico, y aún más importante, la educación de alta 
calidad brinda una base de competencias a la sociedad para alcanzar la 
plenitud de su potencial económico y social, tanto a nivel nacional como 
internacional. Para el país, la educación y la mejora de su sistema educa-
tivo son, cada vez más, factores de vital importancia para su desarrollo,
1 “Perú liderará el crecimiento económico en Latinoamérica hasta 2015”, El Comercio, 
30 de mayo de 2010.
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razón por la cual el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) apoya a este 
sector de manera integral.
 El Perú ha hecho avances notables en materia de cobertura educativa 
y ha logrado disminuir las tasas de analfabetismo en las décadas recientes. 
Sin embargo, debido al bajo rendimiento tanto de los estudiantes como 
de los docentes en las evaluaciones nacionales e internacionales, y las 
brechas existentes entre el rendimiento de los estudiantes dentro y fuera 
de contextos desfavorecidos, es evidente que el actual sistema educativo 
peruano es poco equitativo y requiere intervenciones dirigidas a mejorar 
la calidad de la educación.
 La presente nota elabora una reseña del sistema educativo peruano, 
señala sus logros y desafíos, y analiza las oportunidades para abordar 
estos últimos. En la introducción y la primera parte, presenta la estruc-
tura del sistema educativo peruano y lo avanzado en los últimos años; 
en la segunda, menciona las prioridades del gobierno en el sector en el 
período 2011-16; y en la tercera, propone las áreas en las que se considera 
oportuna la participación del BID.
El sistema educativo
 
Estructura del sistema educativo
El sistema educativo peruano se organiza en dos etapas: la Educación 
Básica Regular y la Educación Superior. La Educación Básica Regular consta 
de tres niveles: la educación inicial, la educación primaria y la educación 
secundaria. Cada nivel comprende varias modalidades, de acuerdo con 
las características y condiciones socio-económicas y culturales del país. 
La Educación Básica se brinda de forma pública y privada, y en las moda-
lidades presencial, a distancia y en alternancia. Asimismo, la Educación 
Superior consta de varios niveles y modalidades, e incluye la educación 
superior universitaria y la educación superior no universitaria.
La Educación Básica Regular
La educación inicial es el primer nivel del sistema de Educación Básica 
Regular, y está orientada a los niños de 5 años y menos. Se organiza en 
dos ciclos: el primero para los niños menores de 3 años y el segundo para 
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aquellos entre 3 y 5 años. Su objetivo es promover el desarrollo infantil y 
equipar a los niños con una base para la primaria.
 La educación primaria es el segundo nivel del sistema de Educación 
Básica Regular, y está dirigida a los niños de 6 a 12 años. La primaria, como 
la educación inicial, es obligatoria para todos los peruanos menores de 
edad. El gobierno invierte sus mayores esfuerzos en este nivel educativo, 
tanto para adultos como menores.
TabLa 1
Matrícula por nivel educativo
Matrícula 
bruta
% de la 
matricula total
Matrícula total de estudiantes: Básica Regular: total 7 701 812 -
Inicial (0-2 años): total 137 416 1,8%
Inicial (3-5 años): total 1 255 834 16,3%
Jardín 1 003 860 13,3%
Programas no escolarizados (PRONOEI) 251 974 3,0%
Primaria: total 3 747 564 48,7%
Polidocente completa 2 809 252 36,5%
Polidocente multigrado 747 698 9,7%
Unidocente multigrado 190 612 2,5% 
Secundaria: total 2 560 998 33,3%
Presencial 2 550 118 33,17% 
A distancia 7599 0,1% 
En alternancia 3281 0,03%
Educación Básica Especial 20 862 -
Educación Básica Alternativa 184 420 -
Educación Técnico-Productiva 251 667 -
Educación Superior no universitaria: total 361 278 -
Pedagógica 33 751 9,3%
Tecnológica 321 747 89,1%
Artística 5780 1,6%
Educación Superior universitaria: total (año 2008) 700 199 
Pública 289 162 41,3%
Privada 411 037 58,7%
Fuente: MINEDU 2009a.
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 La educación secundaria es el tercer nivel del sistema de Educación 
Básica Regular. Los estudiantes, por lo general, tienen entre 12 y19 años. 
Al igual que la educación inicial y la educación primaria, la secundaria es 
obligatoria para los menores de edad. 
 La educación intercultural bilingüe y rural (EIB) es una modalidad del 
sistema de Educación Básica Regular en la que la enseñanza se conduce 
en dos idiomas, el castellano y la lengua materna de los estudiantes, sea 
el quechua, el aimara o las lenguas amazónicas. Los centros educativos 
EIB deben incorporar en el currículo enseñanzas y actividades pertinentes 
a la cultura de la comunidad. La EIB es una modalidad aún en desarrollo.
 La educación básica especial es otra modalidad del sistema de Educa-
ción Básica Regular que atiende las demandas de estudiantes con nece-
sidades educativas especiales. 
 Por su parte, la educación básica alternativa se dirige a los estudiantes 
que no tienen acceso a la Educación Básica Regular. Se organiza flexible-
mente tomando en cuenta las necesidades específicas de los escolares, 
y se ofrece de forma presencial, en alternancia y a distancia.
La Educación Superior
La Educación Superior universitaria se imparte en universidades estatales 
y privadas que otorgan los grados académicos de bachillerato, maestría 
y doctorado. 
 La Educación Superior no universitaria comprende la educación téc-
nico-productiva, la educación superior tecnológica, la educación superior 
pedagógica y las instituciones superiores artísticas, y se brinda en centros 
públicos y privados.
Logros y avances: disminución del analfabetismo y aumento de cobertura
La reducción del analfabetismo ha sido uno de los logros más importan-
tes experimentados por el Perú en las últimas dos décadas. Entre 1993 
y 2007 el analfabetismo no solo disminuyó a nivel nacional, sino que la 
tasa de analfabetismo de la población rural se redujo aún más que la 
de la población urbana, lo que cerró la brecha entre dichos grupos en 
un 7%. Asimismo, la brecha de analfabetismo entre hombres y mujeres 
se redujo en 4%.
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 El Perú también ha alcanzado mejoras en las tasas de cobertura y 
conclusión de cada nivel del sistema de Educación Básica Regular, así 
como en la oferta de la Educación Superior. Hoy, la matrícula neta en 
educación inicial (niños de 3 a 5 años) es de 66%, en primaria de 94% y 
TabLa 3
avances educativos en el Perú, 1998-2009
1998 2009 Diferencia entre 1998-2009
Matrícula neta
Inicial 53,4% 66,3% 12,9%
Primaria (% edades 6-11) 90,6% 94,4% 3,8%
Secundaria (% de edades 12-16) 59,0% 76,5% 17,5%
Tasa de conclusión
Primaria (% de edades 12-14) 55,9% 79,1% 23,2%
Secundaria (% de edades 17-19) 38,1% 61,9% 23,8%
Tasa de atraso escolar
Primaria 23,0% 13,6% -9,4%
Secundaria 25,5% 15,9% -9,3%
Tasa de repetición
Primaria 9,7% 6,7% -3,0%
Secundaria 5,6% 5,0% -0,6%
Tasa de retiro
Primaria 7,6% 4,7% -2,9%
Secundaria 6,5% 5,6% -1,2%
Fuente: MINEDU 2009b.
TabLa 2
Tasa de analfabetismo entre 1993-2007
1993 2007 Diferencia entre 1993-2007
Nacional 12,8% 7,1% -5,7%
Urbana 6,7% 3,7% -3,0%
Rural 29,8% 19,7% -10,1%
Hombre 7,1% 3,6% -3,5%
Mujer 18,3% 10,6% -7,7%
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en secundaria de 75%. Entre 1998 y 2009, aproximadamente un 23,2% 
más de estudiantes terminan la primaria y la secundaria. Al comparar con 
las tasas de escolarización de los niños en los países de América Latina, la 
posición del Perú es relativamente satisfactoria: se encuentra por encima 
del promedio. La tasa de finalización del primer ciclo de secundaria es 
de alrededor del 62%, frente a un promedio regional de más de 54%. No 
obstante, solo una parte de la población completa la primaria y la secun-
daria a la edad oficial. La tasa de atraso escolar en primaria y secundaria 
sigue siendo alta: 13,6% y 15,9%, respectivamente
 A pesar de los logros en la alfabetización y la cobertura educativa 
mencionados, el sistema educativo peruano aún presenta graves proble-
mas de calidad y equidad. La próxima sección se ocupará de los desafíos 
y oportunidades que se abren al respecto en el país.
1. Calidad y equidad: los desafíos más importantes
El Perú ha hecho avances con relación a la cobertura y la variedad de 
opciones que ofrece su sistema educativo, pero este aún muestra debili-
dades en materia de calidad y equidad. Ello se evidencia en los resultados 
de las evaluaciones educativas nacionales e internacionales, en las que 
los estudiantes peruanos no logran los niveles esperados. Este bajo ren-
dimiento está vinculado a la calidad de los docentes y la condición socio-
económica de los educandos. Peor aún, existe una brecha significativa 
entre el desempeño de los estudiantes rurales y los urbanos, siendo el Perú 
el país con mayores diferencias en este aspecto según las evaluaciones 
internacionales. Tal brecha también está presente en el desempeño de los 
estudiantes no pobres y los de extrema pobreza o de grupos desfavore-
cidos, hecho que refleja problemas de equidad en el sistema educativo. 
Desde el punto de vista de género, la cobertura y el desempeño educa-
tivo de los hombres y de las mujeres varía poco, excepto en el caso del 
analfabetismo, problema que tiene mayor incidencia entre la población 
femenina indígena.
Evaluaciones nacionales
El rendimiento de los estudiantes peruanos en las evaluaciones naciona-
les e internacionales es un instrumento para medir la calidad de la oferta 
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educativa en el país así como la de su sistema educativo en comparación 
con otros países de la región. La tabla 4 presenta los resultados de la 
evaluación nacional, la Evaluación Censal de Estudiantes (ECE), de los 
alumnos de segundo grado de primaria.2 En 2010, ni un tercio de los 
estudiantes evaluados logró el nivel 2, el nivel de aprendizaje esperado 
(o desempeño suficiente), en comprensión lectora. Aunque el porcentaje 
de estudiantes que alcanzó el nivel 2 en lectura ha aumentado signi-
ficativamente desde el 16,9% registrado en 2008, lo que corresponde 
a la disminución del porcentaje de estudiantes debajo del nivel 1, la 
tasa todavía es demasiado baja. Alrededor del 70% de los estudiantes 
no logró el nivel esperado. Asimismo, más del 85% no obtuvo el nivel 
esperado en la prueba de matemática. Estos resultados muestran que, 
según los estándares establecidos por el gobierno peruano, los estu-
diantes del país no lograron los aprendizajes que corresponden a su 
nivel de educación.
2 Desde 2006, el Ministerio de Educación (MINEDU) aplica cada año la prueba ECE 
a todos los alumnos de segundo grado de primaria en las áreas de Comunicación 
y Matemáticas, específicamente en las competencias de comprensión de textos 
escritos y el uso de los números. Cabe mencionar que la ECE no incluye a los 
estudiantes de las escuelas interculturales bilingües dado que la gran mayoría de 
estos tiene una lengua materna distinta al castellano y procede de una cultura 
predominantemente oral. El MINEDU los evalúa recién en cuarto grado de primaria, 
cuando se han aproximado al mundo de la escritura al menos cuatro años.
TabLa 4
Resultados de la Evaluación Censal de Estudiantes
Logro




2009 % lectura ECE 2010 ECE 2009 % matemática
% % 2009-10 % % 2009-10
Nivel 2 28,7 23,1 5,6* 13,8 13,5 0,3
Nivel 1 47,6 53,6 -6,0* 32,9 37,3 -4,4*
< Nivel 1 23,7 23,3 0,4 53,3 49,2 4,1* 
* Diferencia significativa al 5%.
Nota: El nivel 2 indica que el estudiante ha logrado un desempeño suficiente en la materia, mientras 
el nivel 1 indica que el estudiante solo resuelve lo más fácil.
Fuente: MINEDU, Resultados de la ECE 2010. 
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 Además de los bajos niveles de rendimiento nacionales, existen 
grandes disparidades de desempeño entre los estudiantes rurales y los 
urbanos. Los estudiantes desfavorecidos no solo completan menos nive-
les en el sistema educativo, sino también obtienen peores resultados. En 
la prueba de comprensión lectora, el 14,3% de los estudiantes urbanos 
están debajo del nivel 1, mientras que esta cifra aumenta a 53,1% en el 
caso de los estudiantes rurales. Asimismo, en la prueba de matemática, 
un 47% de los estudiantes urbanos se ubican debajo del nivel 1, mientras 
que en el caso de los estudiantes rurales es casi el 73%.
 Las brechas entre los estudiantes de escuelas estatales y no estatales 
son parecidas a las existentes entre los estudiantes urbanos y rurales. Por 
ejemplo, en la prueba de lectura, la proporción de estudiantes que logró 
los aprendizajes esperados en las escuelas privadas fue de 48,6%, más 
del doble de la registrada en las públicas (22,8%).
 En general, desde 2007 los resultados de la ECE muestran una mejora 
en el nivel de aprendizaje logrado a nivel nacional por los estudiantes de 
segundo grado de primaria. Asimismo, que existe poca diferencia entre 
el desempeño de hombres y mujeres en el país. Ello no obstante, los 
estudiantes rurales y los de escuelas públicas logran sistemáticamente 
peores resultados que sus homólogos urbanos y los de escuelas privadas, 
en un margen amplio. Esta disparidad evidencia que el sistema educativo 
peruano es poco equitativo y no favorece a los estudiantes rurales, a los 
pobres y a los que estudian en escuelas públicas.
 El desempeño de los estudiantes de primaria está vinculado al de 
secundaria. El rendimiento de los estudiantes de secundaria revela que 
las carencias en el sistema educativo peruano se mantienen a lo largo de 
la educación básica. Al respecto, un estudio realizado por GRADE (Cueto 
et al. 2010)3 encontró que la mayoría de los estudiantes de secundaria 
alcanzaron un nivel debajo del básico: en las pruebas de matemática más 
del 85% y en las de comunicación más del 55% no lograron las competen-
cias mínimas. La evaluación también mostró una considerable diferencia 
entre el rendimiento de los estudiantes urbanos y rurales.
3 Se trata de un estudio de la educación secundaria que analizó los factores 
asociados a la calidad educativa. Evaluó las modalidades de educación presencial, 
a distancia y en alternancia, e incluyó a 3210 estudiantes, 398 padres de familia y 
138 instituciones educativas. La investigación se llevó a cabo en once regiones: 
Apurímac, Arequipa, Ayacucho, Cajamarca, Cusco, Huánuco, La Libertad, Lima, 
Loreto, Piura y San Martín.
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Evaluaciones internacionales
El desempeño de los estudiantes peruanos en las evaluaciones inter-
nacionales muestra resultados parecidos a los de la ECE. Al respecto, el 
Segundo Estudio Regional Comparativo y Explicativo - SERCE4 evaluó los 
conocimientos adquiridos en matemática y lectura por los estudiantes 
del tercero y sexto grado de primaria, y adicionalmente en ciencias por 
los estudiantes de sexto grado en dieciséis países de América Latina y el 
Caribe. El rendimiento de los estudiantes peruanos es relativamente bajo 
comparado con los resultados de los demás países de la región. La eva-
luación muestra que el Perú tiene un logró menor que la media regional 
en cada prueba, excepto en la prueba de matemática de sexto grado, 
donde es igual a la media regional. Además, en cada prueba del SERCE 
2008 el Perú era el país que presentaba las mayores diferencias entre los 
resultados de sus escuelas rurales y urbanas.
 En las pruebas PISA (Programme for International Student 
Assessment)5 de 2009, de los 65 países evaluados el Perú aparece en el 
puesto 62 en lectura, 60 en matemáticas y 63 en ciencias. Esta prueba, 
cuyo objetivo es evaluar hasta qué punto los alumnos que están por fina-
lizar la educación obligatoria han adquirido algunos de los conocimientos 
y habilidades necesarios para su participación plena en la sociedad del 
saber, sugiere que la gran mayoría de los estudiantes secundarios no 
están preparados para la transición al trabajo ni para ingresar a programas 
terciarios. Si bien el Perú mostró progreso respecto de su última participa-
ción en el año 2000, siendo el país con el más alto puntaje de crecimiento 
en lenguaje (43 puntos), todavía le queda mucho camino por recorrer. 
Además, los resultados de la prueba señalaron las inequidades existentes 
en el sistema peruano con más del 20% de variación en el desempeño 
en lectura, explicado por diferencias en la situación socio-económica del 
estudiante (OCDE 2010).
4 El Laboratorio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la Educación 
(LLECE), coordinado por la OREALC/UNESCO Santiago, realizó el Segundo Estudio 
Regional entre los años 2002 y 2008. Su objetivo fue generar conocimiento sobre 
los aprendizajes que han podido lograr los estudiantes de tercero y sexto grado de 
educación primaria en matemática, lenguaje (lectura y escritura) y ciencias de la 
naturaleza a su paso por las instituciones educativas de América Latina y el Caribe.
5 Las pruebas PISA evalúan competencias en lenguaje, matemáticas y ciencias 
naturales. Se realizan a jóvenes de 15 años que asisten a la escuela, matriculados al 
menos en séptimo grado.
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GRáfICo 1






Comprensión lectora lengua originaria Comprensión lectora castellano
Nivel < 1 Nivel 2 Nivel < 1
Quechua Aimara
Nivel 2
 Fuente: MINEDU 2010.
La educación intercultural bilingüe y rural
La educación intercultural bilingüe y rural en el Perú se encuentra en 
desarrollo y aún presenta problemas curriculares y de estandarización. 
En la Evaluación Censal en Lenguas Originarias (ECELO) de 2010 parti-
ciparon estudiantes de cuarto grado de primaria de EIB de las lenguas 
quechua, aimara, awajun, shipibo, entre otras. La mayoría de los estu-
diantes quedó debajo del nivel 1 en la prueba de comprensión lectora 
de castellano, y los resultados fueron aún peores en la prueba de com-
prensión lectora en sus lenguas originarias, lo que puso en duda la 
efectividad y capacidad de la modalidad EIB que se aplica actualmente. 
El gráfico 1 solo incluye los resultados de los estudiantes cuya lengua 
materna es el quechua y el aimara, grupos que constituyen la mayoría 
de los estudiantes de la EIB.
Tendencias y brechas
Las disparidades en la calidad y equidad de la educación en el Perú están 
relacionadas con los siguientes factores: la ubicación geográfica, sea rural 
o urbana; el tipo de gestión, sea pública o privada; y el nivel de pobreza. 
Estos factores, que son determinantes de la condición socio-económica 
del estudiante peruano, están conectados. Por ejemplo, en las zonas 
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rurales se registran mayores niveles de pobreza, los estudiantes asisten 
generalmente a escuelas públicas y hay una mayor concentración de 
poblaciones indígenas. En vista de la fuerte relación entre la condición 
socio-económica del estudiante, la eficiencia de la educación y el des-
empeño educativo, los estudiantes de las zonas rurales, pobres y con 
una mayor concentración de poblaciones indígenas presentan un rendi-
miento relativamente bajo en comparación con sus homólogos urbanos, 
no pobres y no indígenas.
 La tabla 5 presenta las tasas de conclusión, de retiro y de repetición 
de primaria y secundaria en el país. Aunque las tasas de matrícula en el 
Perú son altas, cabe señalar que el porcentaje de estudiantes de las zonas 
urbanas que completan la primaria a la edad oficial es 20% mayor que el 
de sus homólogos rurales. Las disparidades son más amplias entre estos 
grupos en lo que se refiere a las tasas de conclusión de secundaria a la 
edad oficial. Las tasas de retiro y de repetición de primaria y de secundaria 
muestran brechas parecidas.
Formación docente
El docente es un factor determinante en el logro del aprendizaje y el ren-
dimiento de los estudiantes y, en general, la consecución de un sistema 
educativo de alta calidad. En el Perú, la mayoría de docentes se encuentra 
debajo del nivel de calidad requerido para brindar una educación pública 
de calidad. En enero de 2007 se realizó la primera evaluación censal de 
TabLa 5
























Rural 66,2% 39,3% 9,3% 15,7% 10,4% 8,8%
Urbana 86,6% 71,7% 4,8% 6,7% 5,5% 6,4%
Pobre 
extremo
54,6% 25,9% 10,1% 18,2% 9,6% 9,3%
No pobre 86,9% 70,9% 4,6% 6,0% 5,1% 6,1%
Nota: Las tasas de repetición y de retiro corresponden a las escuelas públicas.
Fuente: MINEDU 2008.
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016124 
docentes de Educación Básica Regular y la segunda en marzo de 2008, 
arrojando ambas resultados preocupantes. En el examen de competen-
cias matemáticas y de lecto-escritura aplicado en 2007 a los maestros de 
primaria, casi la mitad (47%) no pudo realizar operaciones matemáticas 
básicas ni reproducir procedimientos rutinarios y cortos, y 33% no pudo 
captar datos evidentes y concretos o identificar las ideas principales de 
un texto. Estos resultados confirmaron deficiencias graves en la formación 
inicial de los docentes y los programas de capacitación. Como respuesta 
a este bajo nivel de desempeño, el Ministerio de Educación (MINEDU) ha 
venido impulsando el Programa Nacional de Formación y Capacitación 
Permanente (PRONAFCAP).6 Según las cifras oficiales, más de 125 000 
maestros (más del 30%) han participado en el programa desde su ini-
cio en 2007. No obstante, queda pendiente una evaluación rigorosa del 
PRONAFCAP para examinar su impacto en las prácticas pedagógicas en 
el aula y en los aprendizajes de los estudiantes.
El estado del sistema educativo peruano: la condición socio-económica
En el caso del Perú, no se puede separar el desempeño educativo de la 
condición socio-económica del educando. Uno de los factores más signi-
ficativos, que determina el éxito educativo de los estudiantes peruanos, 
es su situación socio-económica, la de sus familias y sus comunidades. 
Diversos estudios e investigaciones muestran que una buena condición 
socio-económica del estudiante y sus compañeros tiene una relación 
positiva con el aprendizaje y con la calidad y equidad de su oferta edu-
cativa (BID 2009). La mejora del sistema educativo y la elevación del nivel 
de aprendizaje logrado por los estudiantes, entonces, está íntimamente 
relacionado con la mejora de sus entornos socio-económicos.
 Muchos estudiantes peruanos no cuentan con un ambiente escolar 
básico que promueva el aprendizaje. Los locales escolares carecen de 
servicios básicos como electricidad, agua potable y desagüe, sobre todo 
en las zonas rurales; solo la mitad de las escuelas públicas de primaria 
tiene suficientes textos al inicio del año escolar; y apenas un tercio de los 
locales escolares públicos en el país se encuentra en buen estado.
6 El PRONAFCAP busca mejorar la enseñanza en las aulas reforzando las capacidades 
comunicativas y lógico-matemáticas, además del dominio del currículo escolar y la 
especialidad académica. 
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2. Prioridades del gobierno
El MINEDU ha definido las siguientes cuatro prioridades para el período 
2011-16: (i) mejorar los aprendizajes de todos los alumnos en lenguaje, 
matemáticas, ciencia y ciudadanía; (ii)  cerrar las brechas de cobertura 
y logro educativo con énfasis en la primera infancia, la niñez rural y los 
pueblos indígenas; (iii) fortalecer el desarrollo magisterial; y (iv) hacer más 
eficaz la gestión educativa y articularla con resultados.
 Para mejorar los aprendizajes, el MINEDU intensificará y expandirá 
el programa de capacitación y acompañamiento docente ya en marcha, 
orientado a fortalecer las prácticas pedagógicas y el proceso de ense-
ñanza-aprendizaje. Asimismo, para asegurar que los niños inicien bien 
su vida escolar y cuenten con las habilidades necesarias para facilitar el 
proceso de aprendizaje, planea expandir los servicios de educación inicial, 
en particular para los niños de 3 a 5 años en las áreas rurales e indígenas. 
Los niños menores de 3 años recibirán atención principalmente a través 
de los programas de salud y los de protección social que liderará el Minis-
terio de Desarrollo e Inclusión Social.7 En lo que respecta al desarrollo 
magisterial, se elaborarán criterios para el buen desempeño docente y 
se analizarán incentivos para los docentes en las áreas rurales, entre otras 
iniciativas.
 A fin de hacer más eficaz la gestión, al interior del MINEDU se hará 
hincapié en el presupuesto por resultados que impulsa el Ministerio de 
Economía y Finanzas (MEF), sustentado en una gestión orientada a resul-
tados. También se apoyará el desarrollo de modelos de gestión locales 
que respondan a las particularidades de cada territorio.
3. áreas propuestas para la intervención del bID
En el período 2012-16, la acción del BID se desarrollará en el marco de los 
desafíos relacionados con la calidad y equidad del sistema educativo y 
las prioridades definidas por el gobierno peruano, teniendo en cuenta las 
áreas en las cuales el Banco tiene el valor agregado técnico y operativo para 
contribuir a las políticas y estrategias del país. En este sentido, se propone 
7 Para mayores detalles, véase en este mismo volumen “La protección social en el 
Perú”, pp. 57-76, y “El sector de desarrollo infantil temprano en el Perú: invertir en 
capital humano desde el principio de la vida”, pp. 77-87.
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una estrategia que priorice: (i)  la educación inicial desde el desarrollo 
infantil temprano hasta el primer ciclo de la primaria, de manera de sentar 
las bases para una trayectoria escolar exitosa; (ii) el mejoramiento de los 
aprendizajes a través del ensayo de programas innovadores en primaria; 
(iii) la ampliación de oportunidades y logros educativos para la población 
de menores ingresos en las zonas rurales e indígenas mediante la mejora 
en la cobertura, la equidad y la eficiencia de la educación secundaria; y 
(iv) la gestión educativa.
Educación inicial
La importancia de la inversión en educación inicial ha sido demostrada 
hace ya mucho tiempo, no solo debido a su influencia positiva en el 
desempeño y los logros que los niños alcanzan a lo largo de sus vidas, 
sino también porque permite equiparar las condiciones para los niños 
en situación desventajosa.8 Actualmente, en el Perú la brecha entre los 
niños rurales y urbanos que acceden a la educación empieza en la edu-
cación inicial. Casi todos los niños urbanos que han cumplido los 5 años 
asisten a un centro educativo, cifra que baja a menos del 65% en el caso 
de los niños rurales de la misma edad. En cuanto a la calidad, en el caso 
de educación inicial las condiciones desiguales de aprendizaje debido a 
las inequidades socio-económicas son factores fundamentales desde el 
principio.
 En algunas áreas del país, la pobreza, la ruralidad y el bilingüismo se 
superponen y agravan los desafíos educativos. Es el caso de los departa-
mentos de Ayacucho, Huancavelica y Huánuco, donde la pobreza total y 
extrema supera ampliamente los promedios nacionales.9 Si bien el acceso 
8 Carneiro y Heckman (2003) y Heckman y Masterov (2007) encontraron que las 
inversiones realizadas durante la niñez temprana tienen mayores retornos que 
aquellas hechas durante cualquier otra época de la vida. Por su parte, Currie (2001) 
argumenta que es más efectivo hacer inversiones durante la niñez temprana que 
hacer inversiones correctivas durante la juventud y la edad adulta. Huggett et al. 
(2007) utilizaron un modelo de choques idiosincráticos al capital humano que 
muestra que a los veinte años las diferencias en las condiciones iniciales son más 
importantes que las habilidades de aprendizaje y los bienes económicos iniciales 
para explicar las diferencias en los ingresos y bienes económicos totales a lo largo 
de la vida. 
9 De acuerdo con la Encuesta Nacional de Hogares de 2009, la pobreza total en 
estos departamentos se encuentra por encima del 62% (la tasa promedio nacional 
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a los servicios de educación inicial ha crecido junto con la expansión de la 
cobertura a nivel nacional, este todavía es deficiente (la tasa neta de matrí-
cula alcanza 48%, 69% y 57% respectivamente en los tres departamentos 
mencionados) y se estima que aún hay casi cincuenta mil niños entre 3 y 
5 años que no son atendidos. En las áreas rurales, precisamente donde la 
pobreza es mayor, un 60% de la población es indígena y habla quechua u 
otras lenguas originarias. El analfabetismo femenino en estas zonas está 
casi 10 puntos porcentuales por encima del promedio nacional, e influye en 
las habilidades de comunicación de los niños a edades muy tempranas.10
 Los rendimientos desiguales entre los estudiantes urbanos y rurales, 
pobres y no pobres así como castellano hablantes e indígenas en prima-
ria y en secundaria, muestran que la brecha inicial con la que los niños 
peruanos ingresan a la escuela se mantiene a lo largo de su educación 
formal. Las intervenciones tempranas y de calidad constituyen oportuni-
dades para el BID para contribuir a abordar este problema. El Programa 
de Educación Inicial (PE-L1062, aprobado en diciembre de 2011) apoyará 
los esfuerzos del gobierno dirigidos a mejorar los servicios preescolares a 
los niños en mayor desventaja. Se enfoca en los servicios educativos para 
niños de 3 a 5 años en Ayacucho, Huancavelica y Huánuco, los departa-
mentos más pobres y con mayor rezago educativo, con el objetivo de 
incidir positivamente en los logros de aprendizaje en los primeros años 
de educación básica. En particular, se pretende: (i)  asegurar espacios 
educativos adecuados y seguros para los niños que faciliten el proceso 
de enseñanza-aprendizaje, y (ii) mejorar las prácticas pedagógicas y de 
gestión de los docentes mediante el acompañamiento, materiales edu-
cativos pertinentes y la participación de las familias. A fin de maximizar la 
efectividad de los programas de educación inicial, el BID también apoyará 
intervenciones tempranas para los niños menores de 3 años a través de 
programas de protección social y salud, y buscará articular la educación 
inicial con las actividades escolares del primer ciclo de educación básica 
(grados 1 al 3) en términos de objetivos pedagógicos compartidos, progra-
mación coordinada de actividades e interacción, así como coordinación 
con los docentes de básica. Esto se complementará con intervenciones 
es de 34,8%) y la pobreza extrema supera el 33% (la tasa promedio nacional es de 
11,5%).
10 Schady y Paxson (2007) en el Ecuador y Hart y Risley (1995) en los Estados Unidos de 
Norteamérica señalan que a menor educación de la madre menor es el desarrollo 
lingüístico de los niños, especialmente en el vocabulario. 
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016128 
innovadoras para la enseñanza de lenguaje, matemática y ciencias en el 
primer ciclo de educación primaria.
Mejoramiento de aprendizajes
En el Perú, los aprendizajes en la Educación Básica son muy pobres en 
áreas clave como lenguaje, matemáticas y ciencias.11 Esto es especial-
mente preocupante considerando que el país ha experimentado un 
período de expansión económica importante y que busca fortalecer su 
inserción económica y competitividad. Para poder participar plenamente 
en la economía global de hoy, los alumnos deben ser capaces de resolver 
problemas para los cuales no existen soluciones estándares sino que, 
más bien, demandan aptitudes en investigación, interpretación y análisis.
 La evidencia regional sobre cuáles intervenciones son más efectivas 
para elevar la calidad de la educación en las áreas de matemáticas y cien-
cias es aún escasa. Por ello, el Banco propone apoyar los esfuerzos del 
MINEDU dirigidos a mejorar los aprendizajes en estas áreas mediante la 
aplicación de iniciativas innovadores en educación primaria (financiadas 
con recursos de la cooperación técnica) que cuentan con una evaluación 
rigorosa y pueden ser replicadas al demostrar ser exitosas. En vez del 
enfoque tradicional de enseñanza-aprendizaje a través de ejercicios repe-
titivos y monótonos, estas iniciativas piloto impulsarán una pedagogía 
más dinámica, de indagación, promoviendo que los niños adquieran un 
conocimiento matemático y científico de manera activa.
 Todo sistema educativo exitoso cuenta con docentes de alta calidad. 
Los maestros constituyen el insumo educativo más importante para mejo-
rar los aprendizajes, una vez considerado el nivel socio-económico del 
estudiante. Un maestro de alta calidad puede cerrar la brecha de desem-
peño académico que existe entre estudiantes de distintos niveles socio-
económicos. Por lo tanto, el BID buscará aprovechar las oportunidades 
que se presentan en sus operaciones de préstamo y de asistencia técnica 
para que los docentes cuenten con enfoques y prácticas pedagógicas que 
les permitan brindar una educación más personalizada, flexible y abierta.
11 Por ejemplo, en el SERCE de 2006, 46,93% de los estudiantes de sexto grado de 
primaria se ubicaban en el nivel más bajo.
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Educación secundaria rural
Aun cuando la tasa de cobertura de la educación secundaria ha mostrado 
una tendencia creciente en el tiempo, todavía hay que trabajar en ella. 
En 2008, la cobertura fue de 75%, pero al desagregarla se encuentra que 
en las zonas urbanas esta ascendió a 82,5%, mientras que en las áreas 
rurales fue de 64%. Esta brecha entre la cobertura en las áreas rurales y 
las urbanas es considerablemente mayor que la existente en la educación 
primaria. Por regiones, Tacna presenta la mayor tasa de cobertura (89,9%), 
mientras que las regiones con menor nivel de cobertura son Amazonas 
(59,7%) y Loreto (57,9%), departamentos de la selva con un alto porcentaje 
de población indígena.
 Estos hallazgos son más preocupantes cuando se evalúa la tasa de 
cobertura según el nivel de pobreza de los adolescentes. Si bien la tasa de 
cobertura de la población en extrema pobreza ha ido aumentando con 
el tiempo, esta tan solo llega al 57% en el año 2008, mientras que la que 
corresponde a la población no pobre es de 84%. La brecha se profundiza al 
examinar la tasa de conclusión de los jóvenes de 17 y 18 años, que apenas 
alcanza 36% en las áreas rurales (donde se concentra la población pobre 
e indígena) frente a 69% en las áreas urbanas.
 El desempleo juvenil en el Perú asciende a 18%, lo que representa más 
de un millón de jóvenes (OIT 2010). El desempleo afecta principalmente 
a los trabajadores menos educados. Los factores que contribuyen a la 
desocupación son la falta de habilidades relevantes de los graduados de 
escuelas secundarias, los bajos aprendizajes de los estudiantes en general, 
y la baja tasa de graduación de secundaria, entre otros (Vargas y Bassi 
2012). También hay evidencia de una brecha entre lo que ofrece el sistema 
educativo y lo que demanda el mercado laboral. Las empresas demandan 
mayormente habilidades no-cognitivas, luego habilidades cognitivas y 
menos habilidades específicas para la ocupación. Las empresas parecen 
enfrentar dificultades a la hora de encontrar las habilidades que buscan 
en los jóvenes, en particular habilidades de lenguaje y comunicación, 
pensamiento crítico, responsabilidad y compromiso, servicio al cliente y 
actitud (Banco Mundial 2011).
 El reto en la educación secundaria está tanto en la oferta, para que 
esta llegue más y en mejor calidad, como en la demanda, para que los 
jóvenes vean que esta educación tiene sentido y utilidad. El Programa 
de Educación Secundaria Rural (PE-L1115), cuya aprobación está progra-
mada para 2012, tendría como objetivo principal mejorar la cobertura y 
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la calidad de los servicios de este nivel y se enfocaría en las áreas rurales 
donde los problemas son más graves. Entre sus objetivos, el Programa 
procurará aumentar el porcentaje de adolescentes rurales que concluyen 
la secundaria a una edad cercana a la normativa; y también mejorar la 
relevancia y pertinencia de las competencias y habilidades adquiridas 
por los jóvenes rurales e indígenas en el sistema educativo, de manera 
de contribuir a una exitosa transición entre la escuela y el trabajo.
Gestión educativa
El presupuesto de educación se asigna fundamentalmente aplicando cri-
terios históricos, con limitada flexibilidad y sin vínculo con el costo real de 
la provisión de servicios educativos. La asignación presupuestal por resul-
tados es aún incipiente y muy restringida, pero es un área prioritaria para 
el MINEDU. Por lo tanto, el Banco propone apoyar la profesionalización 
y modernización de la gestión educativa con un enfoque de resultados, 
específicamente los esfuerzos para asociar el gasto educativo con los 
estudiantes y los resultados para alcanzar mayor eficiencia y equidad.
 Se propone brindar asistencia técnica al gobierno peruano a través de 
la cooperación técnica (PRODEV), que financiaría el diseño e implementa-
ción del sistema de planificación y programación presupuestal multianual 
del sector educación, el rediseño de los programas presupuestales estra-
tégicos y la formulación de planes de mediano plazo en educación de 
los gobiernos regionales. También se brindará asistencia técnica para la 
reestructuración del MINEDU. A mediano plazo, se espera que los equipos 
técnicos del MINEDU y de los gobiernos regionales cuenten con capaci-
dades de planeamiento y programación presupuestal que les permitan 
ejecutar de manera efectiva el presupuesto educativo y alcanzar los resul-
tados programados en educación.
Riesgos
La escasa experiencia del sector Educación en la ejecución de operaciones 
de organismos multilaterales es el riesgo principal en la implementación 
de las intervenciones propuestas. Este riesgo se mitiga en el caso de los 
préstamos mediante la creación de una unidad ejecutora con autonomía 
presupuestal. Las iniciativas innovadores para mejorar los aprendizajes 
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se desarrollarían a través de organismos no gubernamentales con expe-
riencia en el sector. A mediano y largo plazo, se espera que la asistencia 
técnica orientada a mejorar la gestión permita que el MINEDU desarrolle 
las capacidades necesarias dentro de sus direcciones de línea para la eje-
cución exitosa de los proyectos de la cooperación.
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Introducción
En el Perú, el ámbito rural está asociado a un alto nivel de pobreza. El 
60% de todos los pobres y el 83% de todos los indigentes del país viven 
en las áreas rurales, a pesar de que solo la tercera parte de la población 
habita en estas. Los avances en la reducción de la pobreza de la última 
década, antes que disminuir, han ampliado las desigualdades regionales 
en el país, lo que se debe a que la reducción fue más acelerada en las 
áreas urbanas que en las rurales. Actualmente, la pobreza rural es casi tres 
veces la urbana y la indigencia rural nueve veces, las más altas diferen-
cias registradas en América Latina. La desigual reducción de la pobreza, 
junto al acelerado ritmo de crecimiento económico de la última década, 
definieron el tipo de crecimiento que predominó en el Perú en los años 
recientes, un crecimiento pro pobre menos favorable a las áreas rurales 
que a las urbanas según la nota “La pobreza rural en el Perú”,1 incluida en 
este mismo volumen.
 Si bien la literatura reciente (De Janvry y Sadoulet 2009) reconoce 
que la reducción de la pobreza depende de la capacidad de combinar la 
expansión de oportunidades de empleo en actividades agropecuarias y 
no agropecuarias, la fuente de ingresos de la población rural está ligada 
1 Véase pp. 29-55.
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a las actividades agrícolas (80% de los pobres rurales vive de la agricul-
tura). Al respecto, la riqueza biológica asociada a los valores paisajísticos 
de los bosques viene atrayendo cada vez más al sector turismo. En este 
sentido, las actividades en el sector turístico se han revelado como una 
de las fuentes más dinámicas, con un efecto multiplicador en el resto de 
la economía de 2,67 (WTTC 2010). Además, la conservación y el uso soste-
nible de la inmensa riqueza forestal que el Perú posee pueden contribuir 
significativamente a la reducción de la pobreza de la población rural.
 La importancia estratégica de los bosques para el desarrollo del país 
cobra especial relevancia cuando se toma en cuenta que el Perú ocupa el 
segundo lugar en superficie de bosques en América Latina y es el cuarto 
país con más superficie de bosques tropicales en el mundo (MINAM 2010).
 Por otra parte, la agricultura en el Perú sigue jugando un papel impor-
tante para reducir la vulnerabilidad de la población rural frente a los cho-
ques de precios, las crisis de precios de los productos básicos, las crisis 
financieras o los efectos del cambio climático, tanto por la posibilidad 
de mantener los ingresos de los productores como por el potencial de 
suministro de alimentos accesibles para los pequeños productores con-
sumidores netos y los consumidores en general. No obstante, la mejor 
y mayor oferta de alimentos está condicionada por la capacidad de los 
productores agropecuarios de expandir su producción. Las políticas agro-
pecuarias orientadas a la mejora de la competitividad juegan un papel 
relevante, en particular en el diseño de instrumentos no distorsionadores, 
equitativos y eficaces para el logro de impactos en el ingreso.
 Esta nota analiza el papel de los sectores agropecuario, forestal y 
turismo en el logro de un desarrollo rural inclusivo en el Perú y las inter-
venciones que se proponen en estas áreas (véase el gráfico 1).
1. Institucionalidad y marco legal
De acuerdo con el Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio 
de Agricultura (MINAG), vigente desde la aprobación del Decreto Supremo 
031-2008-AG del 11 de diciembre de 2008, el ente rector en materia 
agropecuaria y forestal del sector agrario es el MINAG. Según la norma, 
el sector agrario comprende las tierras de uso agrícola, de pastoreo, las 
tierras forestales, los recursos forestales e hídricos, la flora y la fauna, la 
infraestructura agraria, las actividades de producción, transformación y 
comercialización, y los servicios. La estructura orgánica del MINAG incluye 
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la Alta Dirección y los órganos de control Institucional, Defensa Judicial, 
Administración Interna, y de Línea. Los órganos de línea son las siguientes 
direcciones generales: Competitividad Agraria, Forestal y Fauna Silvestre, 
Asuntos Ambientales, e Infraestructura Hidráulica.
 El organigrama del MINAG además incluye tres proyectos adscritos 
—Programa de Desarrollo Productivo Agrario Rural, AGRORURAL; Programa 
de Compensaciones para la Competitividad, AGROIDEAS; y Programa 
Sub Sectorial de Irrigaciones, PSI— y tres organismos públicos adscritos 
—Autoridad Nacional del Agua, ANA; Servicio Nacional de Sanidad Agraria, 
SENASA; e Instituto Nacional de Innovación Agraria, INIA—. Algunos de 
estos proyectos y programas reciben financiamiento internacional.
 Las funciones rectoras del MINAG son: (i) formular, ejecutar y evaluar 
la Política Nacional Agraria; (ii) realizar el seguimiento de la gestión agraria; 
y (iii) coordinar con los gobiernos regionales y locales la implementación 
de esta política, así como prestarles apoyo técnico en el marco de la des-
centralización. Sus funciones específicas son, entre otras, las siguientes: 
(i) conducir los sistemas Integrado de Estadísticas Agrarias, Nacional de 
Innovación Agraria, y Nacional de Información y Control Forestal y de 
Fauna Silvestre; (ii) dictar normas relacionadas con los recursos hídricos, 
los recursos forestales, la sanidad, la inocuidad, la infraestructura pública 
de uso agrario, y los derechos; (iii) promover el acceso a mercados, la 
inversión privada, la investigación, capacitación, extensión y transferencia 
de tecnología; y (iv) establecer mecanismos para el acceso a información. 
Los objetivos del MINAG son elevar la competitividad agrícola y forestal, y 
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lograr el aprovechamiento sostenible de los recursos agrícolas, forestales 
e hídricos así como el acceso a servicios al pequeño productor.
 En el marco del proceso de descentralización materializado en la Ley 
Orgánica de Gobiernos Regionales (Ley 27867), promulgada en 2002, 
se estableció que los gobiernos regionales se rigen por principios de 
competitividad e innovación, a la vez que les asigna la responsabilidad 
del diseño de políticas regionales de ciencia, tecnología e innovación, 
entre otras obligaciones. Según la norma, el objetivo de los gobiernos 
regionales es la gestión estratégica de la competitividad regional, pro-
moviendo un entorno de innovación, impulsando alianzas y acuerdos 
entre los sectores público y privado, y facilitando el aprovechamiento 
de oportunidades para la formación de ejes de desarrollo y corredores 
económicos, la ampliación de mercados y la exportación. Asimismo, el 
artículo 47 señala que los gobiernos regionales tienen que formular, apro-
bar, evaluar y administrar las políticas de educación, cultura, ciencia y 
tecnología, deporte y recreación de la región.
 Adicionalmente a esa asignación de funciones, la Ley del Canon (Ley 
27506 y su modificatoria, Ley 28077) señala que el 20% de los ingresos 
recibidos por los gobiernos regionales por concepto de canon —minería 
y petróleo— deberá ser entregado a las universidades públicas de su 
circunscripción para que realicen investigación científica y tecnológica 
que potencie el desarrollo regional.
 En materia comercial, el Perú otorga particular atención al fortaleci-
miento de un sistema de comercio internacional basado en la compe-
tencia leal, el desarrollo de las ventajas comparativas y la reducción de 
las barreras al comercio. Por tratarse de un país pequeño y con el fin de 
mejorar la eficiencia en la asignación de recursos productivos y promover 
la competitividad, se ha mantenido la política de reducción de aranceles. 
Así, entre los años 2001 y 2006 el arancel promedio simple se redujo de 
11,9% a 8,2%. A partir de 2006, las reducciones se aceleraron para la mayor 
parte de los productos. Entre 2007 y 2009, por ejemplo, en aves pasaron 
del 25% al 9%, en café del 20% al 17%, y en algunas subpartidas al 7%; 
en arroz del 25% al 9% y en leche del 20% al 15%, y recientemente al 9%.
 En materia de política turística, el Ministerio de Comercio Exterior 
y Turismo (MINCETUR), como ente rector y promotor del sector a nivel 
nacional,2 elaboró el Plan Estratégico Nacional de Turismo (PENTUR) 
2 Congreso de la República del Perú, Ley General de Turismo, Ley 29408, de 17 de 
septiembre de 2009.
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2008-2018, convirtiéndose en uno de los esfuerzos de planificación más 
importantes realizados hasta la fecha en lo que atañe a desarrollo regional 
y ordenamiento turístico del país. Su objetivo es incrementar la compe-
titividad del sector y hacer de este una herramienta de desarrollo que 
permita una mejor integración territorial y promueva la inclusión social, 
mejorando la calidad de vida de los peruanos. Para ello ha establecido, 
de forma concertada con los actores, el modelo integral de desarrollo 
turístico del país y ha estructurado el sector con base en el nuevo esquema 
descentralizado, ya que otorga a cada una de las diferentes regiones y 
localidades un rol activo en el desarrollo de los destinos turísticos. Como 
resultado del plan, se cuenta con bases estratégicas para el desarrollo de 
la actividad a nivel nacional, así como lineamientos relevantes para los 
destinos. En el ámbito subnacional, las direcciones regionales de Comer-
cio Exterior y Turismo (DIRCETUR) son las encargadas de las políticas de 
desarrollo turístico, en concordancia con la política general de gobierno, 
del MINCETUR y los planes sectoriales.
 Existen tres espacios para la coordinación público-privada a nivel 
nacional: el Comité Fondo Especial, el Consejo Directivo de PROMPERÚ y 
el Comité Consultivo de Turismo del MINCETUR. En los ámbitos regional y 
local, se suelen formar mesas de coordinación pública-privada en la figura 
de consejos regionales de turismo (CRT) u organizaciones de gestión de 
destino (OGD) para concretar la elaboración e implementación de planes 
estratégicos regionales y locales de turismo (PERTUR).
 En materia forestal, la Ley Forestal y de Fauna Silvestre (Ley 29763), 
publicada el 22 de julio de 2011, crea el Sistema Nacional de Gestión 
Forestal y de Fauna Silvestre (SINAFOR). Este Sistema integra funcional y 
territorialmente a todas las entidades públicas y niveles de gobierno en lo 
que se refiere a la gestión, información y control sobre los recursos fores-
tales y de fauna silvestre. Asimismo, se crea el Servicio Nacional Forestal 
y de Fauna Silvestre (SERFOR), adscrito al MINAG, como ente rector del 
SINAFOR, siendo la autoridad nacional forestal y de fauna silvestre de 
carácter normativo, administrador, planificador, fiscalizador y promotor 
del uso sostenible, conservación y protección de los recursos forestales y 
de fauna silvestre a nivel nacional. Las competencias de control y vigilan-
cia, así como las de otorgamiento de derechos forestales, son comparti-
das con los gobiernos regionales, que constituyen la autoridad regional 
forestal y de fauna silvestre dentro de sus respectivas jurisdicciones.
 El Ministerio del Ambiente (MINAM) también tiene competencias en 
materia forestal, ya que establece políticas para el desarrollo estratégico 
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de los recursos naturales. Está a cargo de la evaluación, diseño y 
establecimiento de esquemas de compensación o pagos por servicios 
ambientales, incluyendo el mecanismo de reducción de emisiones debidas 
a la deforestación y degradación de bosques (REDD+). Los bosques son 
propiedad del Estado, por lo tanto, son de dominio público, aunque el 
Estado puede otorgar derechos a terceros para su aprovechamiento.
2. Diagnóstico
En el Perú, el sector agropecuario representa alrededor del 8% del producto 
bruto interno (PBI), el 37% del empleo total y el 9% de las exportaciones 
totales. Según datos de la Superintendencia Nacional de Aduana y de 
Administración Tributaria (SUNAT) y el MINAG, las exportaciones agra-
rias se han incrementado de US$785,6 millones en 2000 a US$2627,8 
millones en 2009, lo que significa un crecimiento de más del 200%. El 
sector agroexportador está asociado a la economía de la costa, si bien 
se ha ido extendiendo hacia otras regiones y productos para abarcar de 
manera creciente a la agricultura tradicional con los cultivos andinos y 
de la selva peruana.
 Gran parte de este dinamismo exportador está relacionado con 
una política macroeconómica estable, las reducciones arancelarias y la 
apertura comercial. Incluso así, el apoyo que recibe el sector por la vía 
de los precios de mercado (APM) aún es elevado (82%), consecuencia 
del mantenimiento de los diferenciales de precios en algunos produc-
tos con demandas internas diferentes (aves) o por estructuras monopo-
lísticas en las cadenas (leche, café). Los apoyos al sector descansan en 
menor medida en transferencias directas del Estado a los productores 
(9%), siendo los servicios públicos como la investigación los que menos 
han participado del apoyo total que ha recibido el sector. La tendencia 
creciente del APM permite explicar el incremento nominal pronunciado 
de los niveles de apoyo total del sector en 2008 y 2009, que se triplicó 
en este período (incremento de alrededor del 75%). Esta composición 
de los apoyos, con el mantenimiento de elevados porcentajes de APM, 
tiene efectos distorsionadores e impactos redistributivos negativos para 
los consumidores. El crecimiento de los APM supone una carga para el 
consumidor, especialmente porque se concentran en productos como 
aves, leche, café, carne porcina y azúcar, que forman parte de la canasta 
básica de consumo (gráfico 2).
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 En definitiva, a pesar del dinamismo exportador, el comportamiento 
del sector agrario en el Perú ha sido modesto en la última década. La 
evolución reciente de la actividad de este sector muestra un crecimiento 
del PBI agropecuario 33% inferior al de la economía en su conjunto (4,2% 
anual frente a 6,3%, respectivamente). Entre 2002 y 2008, la productivi-
dad laboral de la agricultura en el Perú ha aumentado en 12%. Este es, 
junto con “otros servicios”, el sector que exhibe el menor crecimiento en 
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la productividad laboral y también el que registra el menor producto por 
trabajador en Latinoamérica (gráfico 4).
 La expansión del sector agrícola, medida por el incremento de la 
productividad total de los factores (PTF) del 3,7% (Ludena 2010), es indi-
cativa de los cambios recientes luego de la inserción del Perú en los tra-
tados de libre comercio, en la que la agricultura comercial ha jugado 
un papel relevante. Las inversiones públicas en bienes y servicios claves 
como sanidad agropecuaria, caminos rurales y titulación y tenencia de la 
tierra han acompañado estos avances. No obstante, asociada al cambio 
tecnológico, la evolución de la productividad total muestra signos de 
pérdida de dinamismo.
 En general, un crecimiento bajo de la PTF está ligado a: (i) ineficiencias 
técnicas en el uso de factores productivos como la tierra, el trabajo, los 
fertilizantes o la maquinaria; y (ii) la ausencia de cambio tecnológico. A 
su vez, la diversidad de tipos de agriculturas en el Perú genera diferencias 
en el avance de los subsectores.
 Coexisten cuatro tipos de agricultura con características socio-
económicas y niveles tecnológicos diversos: (i) agricultura de exportación 
no tradicional, (ii) agricultura extensiva, (iii) agricultura para el mercado 
interno y (iv) agricultura de subsistencia. La agricultura de exportación 
no tradicional se desarrolla principalmente en la costa por medianos 
propietarios y empresas agroindustriales. Entre los principales productos 
se distinguen los de exportación, como frutales, espárragos, cebolla blanca 
y vid. Por su parte, la agricultura extensiva comprende alrededor de 1,2 
millones de hectáreas de cultivos tradicionales (arroz, café, algodón, caña 
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de azúcar, maíz amarillo duro, maíz amiláceo, papa y yuca, principalmente). 
En este tipo de agricultura se concentra la actividad más importante de 
la agricultura peruana realizada por pequeños propietarios (véase los 
gráficos 2 y 3). Por otro lado, la agricultura para el mercado interno ocupa 
alrededor de 200 000 hectáreas cultivadas por pequeños agricultores 
tradicionales que producen quinua, kiwicha, pijuayo, sauco, charqui, 
plantas medicinales, etc. Finalmente, la agricultura de subsistencia es la 
más común y se desarrolla en tierras marginales de la costa, la sierra y la 
selva peruana ocupadas por comunidades y minifundistas en condiciones 
de extrema pobreza, organizados en unidades productivas menores de 
0,5 hectáreas dedicadas a cultivos andinos y nativos. Esta producción está 
articulada a sistemas de intercambio verticales (en los Andes y la costa) y 
horizontales (en la Amazonía) no monetarios, a través de mecanismos de 
reciprocidad y redistribución que son la base de la seguridad alimentaria 
de la población originaria del país3 y de sus redes sociales y constituyen 
una fortaleza para la adaptación al cambio climático de la población 
más pobre. Dentro de esa agricultura destaca el área de producción en 
andenes (aproximadamente un millón de hectáreas, con un 30% en uso 
actual), que es de carácter intensivo y alto rendimiento. La andenería de 
riego (hay andenes de secano) depende de la disponibilidad de agua, la 
cual se “cosecha” (almuenas, zanjas de infiltración, puquios) con técnicas 
ancestrales. Los andenes se localizan en una franja de complementariedad 
vertical entre los valles agrícolas interandinos y la puna ganadera.
 Si bien la importación de nuevas tecnologías ha permitido hasta ahora 
el incremento de las agroexportaciones, comienzan a evidenciarse algu-
nos problemas para alcanzar la sostenibilidad del crecimiento del sector 
en su conjunto. Se requiere del desarrollo de mecanismos para la creación 
local de tecnologías que reflejen mejor las condiciones agroecológicas 
diversas y las restricciones de recursos del país. Los principales factores 
que contribuyen a limitar el crecimiento del sector agropecuario, y por 
tanto la generación de ingresos de la población rural, están asociados a 
las barreras al crecimiento de la PTF.
3 En el Perú se identifican 68 pueblos indígenas en la selva, 15 en la sierra y uno 
en la costa. Pertenecen a 15 grupos lingüísticos, con 68 lenguas vivas. No se tiene 
certeza sobre la población indígena del país (los cálculos varían del 14,3% al 86,7%), 
lo que genera una invisibilidad que enmascara grandes brechas en los indicadores 
de desarrollo. Se estima que 55,8% de la población indígena vive en las ciudades, 
agrupada en asociaciones regionales. 
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 Mejorar y garantizar los ingresos de la población rural implica, además 
de desarrollar un sector agropecuario más competitivo, diversificar las 
actividades, incluyendo el desarrollo del potencial turístico, y democra-
tizar la inversión para beneficiar a los sectores rurales excluidos.
 A pesar de la enorme superficie de bosques (68,7 millones de hec-
táreas) con que cuenta el Perú, el sector forestal apenas representa alre-
dedor del 1% del PBI y genera el 0,3% del empleo total. Las exportacio-
nes peruanas de maderas están entre los US$200-300 millones, con una 
balanza comercial negativa. En la Amazonía peruana existen alrededor de 
diecisiete millones de hectáreas de bosques de producción permanente, 
pero menos de la mitad de estos bosques han sido concesionados para 
su aprovechamiento legal. Por otro lado, cerca de trece millones de hec-
táreas se encuentran en tierras de las comunidades indígenas, las que 
por lo general no cuentan con las facilidades ni medios necesarios para 
beneficiarse de la comercialización de los bienes y servicios generados 
por sus bosques, y en muchos casos sus territorios no están titulados. 
El resto de la superficie de bosques se distribuye entre áreas naturales 
protegidas (16,9 millones de hectáreas en bosques) y las demás unidades 
de ordenamiento forestal, incluyendo áreas que aún están sin categorizar. 
Además de los bosques naturales, en el Perú hay cerca de diez millones 
de hectáreas, mayormente ubicadas en la sierra, con aptitud para la refo-
restación.
 Aunque el Perú se encuentra entre los países con bajas tasas de 
deforestación histórica, para el año 2000 la principal fuente de emisiones 
de gases de efecto invernadero (GEI) a nivel nacional fue la conversión 
de bosques a otros usos del suelo, la que ocurrió principalmente en los 
bosques amazónicos del país (MINAM 2010). Las emisiones netas de GEI 
provenientes de los bosques para el año en mención representaron el 
47% de las emisiones totales del país (MINAM 2011).
 Un factor crítico que ha determinado el bajo nivel de desarrollo del 
sector forestal en el Perú es la debilidad institucional, tanto pública como 
privada, en la gestión forestal. Esta debilidad se ha manifestado en la 
escasa inversión pública y privada en el sector y la pequeña rentabilidad 
del bosque frente a otros usos. De allí que los recursos forestales estén 
sujetos a una intensa presión proveniente de la agricultura migratoria, 
la ganadería y la minería informal. A esto se suma la deficiente zonifica-
ción y ordenamiento territorial, la ausencia de derechos de propiedad del 
suelo y de derechos de uso del bosque. En general, existe poca capacidad 
gubernamental para lograr una gestión transversal y descentralizada de 
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los recursos del bosque, lo que se refleja en una endeble capacidad de 
supervisión y control por parte de la autoridad forestal.
3. Prioridades del gobierno peruano
En los documentos La Gran Transformación y la Hoja de Ruta, el presidente 
Ollanta Humala ha planteado las siguientes prioridades para los secto-
res agrario y turismo: (i) institucionalización de políticas de innovación 
tecnológica específicas; (ii) concertación de acciones conjuntas con el 
sector privado, vinculando el desarrollo tecnológico agrario al desarrollo 
económico y social del país; (iii) ordenamiento y ampliación de la asisten-
cia técnica, información de mercados, innovación tecnológica, infraes-
tructura productiva y facilidades para la organización empresarial de los 
agricultores; (iv) aseguramiento de la plena vigencia de los derechos de 
propiedad poniendo especial atención en la sierra y la selva, y promoción 
de la titulación de los pequeños productores agrarios así como de las 
comunidades campesinas y nativas; y (v) desarrollo de la industria turística 
en forma equitativa, sustentable, planificada y competitiva.
 En la primera presentación del Ejecutivo al Congreso, el gobierno 
estableció las siguientes metas en el sector agrario: (i) realización de un 
censo agropecuario para elevar la productividad y promover la asistencia 
al sector; (ii) crecimiento diversificado de la base productiva con valor 
agregado e innovaciones científicas y tecnológicas; (iii) impulso de la 
oferta productiva y exportable diversificada y con mayor valor agregado 
(innovación, calidad, transferencia tecnológica); (iv) impulso a las tecno-
logías de información y comunicación en el Estado.
 La Política Nacional Forestal y de Fauna Silvestre, por su parte, reco-
noce el carácter prioritario del desarrollo forestal por su potencial para 
contribuir a la economía nacional, el bienestar de las poblaciones locales, 
la erradicación de la pobreza, la mitigación y adaptación al cambio cli-
mático y la sostenibilidad de los pueblos y culturas indígenas. A su vez, el 
MINAM ha priorizado las líneas de acción de promoción del ordenamiento 
territorial, promoción y ampliación de la cobertura de las áreas naturales 
protegidas, y la conservación y uso sostenible del bosque amazónico. 
Finalmente, uno de los tres compromisos voluntarios de reducción de 
emisiones que el Perú ha sometido a la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC), con horizonte de cumpli-
miento al 2021, es la deforestación neta cero. De lograrse, implicaría una 
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reducción casi a la mitad del total de emisiones nacionales. La propuesta 
del gobierno es que este compromiso se constituya en una de las Acciones 
Nacionales Apropiadas de Mitigación (ANAM).
4. áreas de intervención propuestas
La estrategia para el Perú propuesta por el Banco Interamericano de Desa-
rrollo (BID) se orienta a mejorar el ingreso de la población rural mediante: 
(i) la eliminación de las barreras estructurales a la competitividad agrope-
cuaria y forestal, y el incremento de la productividad total; y (ii) la diversi-
dad productiva en el ámbito rural, incluyendo el turismo.
 En particular, algunas de las restricciones que afectan la competiti-
vidad del sector agropecuario son las siguientes: (i) el bajo nivel de las 
inversiones y los servicios públicos, entre los que se incluyen la investi-
gación y programas de extensión agropecuaria, la sanidad agropecuaria 
y la información; (ii) la baja eficiencia de las intervenciones y los escasos 
incentivos a la inversión privada; (iii) la ausencia de economías de escala; 
y (iv) los problemas de tenencia de la tierra.
Inversiones y servicios públicos
El gasto en bienes públicos representa alrededor del 8% del gasto total 
de apoyo a la agricultura en el Perú, cifra significativamente menor al 
42% de Estados Unidos de Norteamérica, el 37% de Chile y el 22% de 
Brasil. Además, este gasto ha estado centrado principalmente en infraes-
tructura (74%) y escuelas agrícolas (15%), dejando con pocos recursos 
relativos a la investigación e innovación, la sanidad agraria e inocuidad 
agro-alimentaria y la información.
Innovación
 Dimensión del problema. El limitado cambio tecnológico podría estar 
restringiendo la competitividad del sector. Si bien la agricultura de expor-
tación no tradicional ha registrado un alto grado de innovación tecnoló-
gica, gran parte de esta es importada debido a la falta de capacidad local 
de investigación para responder ante esta demanda. Los demás tipos de 
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agricultura antes descritos se ven seriamente afectados por la insuficiente 
investigación e innovación frente a sus requerimientos.
 En general, la región en su conjunto muestra bajos niveles de inver-
sión en investigación, el equivalente a 1,14% del valor de la producción 
agropecuaria en 2006 (alrededor de tres billones de dólares estadouni-
denses) (Stads y Beintema 2009). De esta cantidad, el 70% lo invirtie-
ron solo Argentina, Brasil y México, los tres países que muestran mejor 
comportamiento en lo que respecta a crecimiento de la PTF. La evi-
dencia empírica señala que los gobiernos juegan un papel importante 
en financiar la investigación (Huffman y Just 1999) para solventar las 
fallas de mercado (var der Meer y Noordam 2004), en especial cuando 
el sector privado no cubre estas actividades (Pray y Umali-Deinninger 
1998).
 La principal institución pública responsable y ente rector del Sis-
tema Nacional de Innovación Agraria (SNIA), el INIA, muestra debilida-
des. En la década de 1990 la institución fue objeto de una importante 
reforma, durante la cual se dio un drástico proceso de descentralización 
y privatización que la llevó a desprenderse de 21 de sus 32 estaciones 
experimentales —solo se mantuvieron 11 dentro de la institución—. Asi-
mismo, el número de funcionarios se redujo de 6000 en los años ochenta a 
aproximadamente 500 en 1993 y algo más de 1200 en la actualidad. Estos 
cambios radicales han afectando las capacidades científico-técnicas de 
la institución, esenciales para cumplir eficazmente con su mandato. A su 
vez, de los profesionales solo ocho son doctores (PhD) y cien magísteres 
en ciencias (MSc), cifras muy por debajo de los estándares internacionales 
—la media regional de profesionales con posgrado es de cerca del 65% 
(MSc y PhD) y alcanza al 96% en el caso de EMBRAPA de Brasil (64% con 
PhD)— (Stads y Beintema 2009). El escaso número de profesionales con 
estudios de posgrado, particularmente de doctorados, es un indicador 
de la debilidad que enfrenta el INIA a futuro.
 Tipo de intervención propuesta. El BID incorporó como uno de los 
componentes clave del préstamo basado en políticas de competitividad 
agraria el fortalecimiento del SNIA. El principal avance al respecto ha sido 
la reforma institucional que viene implicando la creación del SNIA y la 
institucionalización de la Comisión Nacional de Innovación y Capacitación 
Agraria (CONICA), conformada por todos los agentes tanto públicos como 
privados, la cual deberá regir la implementación de esta reforma en los 
próximos años. Esta reforma normativa e institucional requiere de una 
inversión pública que busque desarrollar capacidades de investigación 
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a nivel local y continuar con los avances en innovación logrados hasta 
ahora, de manera de mejorar la productividad del sector. El BID deberá 
ser un actor relevante en el financiamiento de estas iniciativas.
Condiciones sanitarias
 Diagnóstico. Las condiciones sanitarias son importantes pues no solo 
impactan los cultivos y la competitividad y capacidad de exportación, 
sino también en el bienestar de los agricultores. Las evaluaciones de 
resultados y de impactos económicos del SENASA muestran rendimien-
tos positivos en materia de ingresos de los agricultores, pérdidas evitadas, 
exportaciones y mejora en las condiciones de la sanidad agraria por los 
avances significativos en el control y erradicación de importantes plagas 
y enfermedades exóticas y endémicas en el país. No obstante, siguen 
surgiendo riesgos sanitarios que exigen la continuidad de las actividades 
de inspección, mitigación y control del SENASA, especialmente en lo que 
respecta a los productos hidrobiológicos. A su vez, la mayor exportación 
de productos a mercados internacionales acentúa la demanda de salud 
pública y de iniciativas para superar las barreras no arancelarias que 
dificultan la penetración en tales mercados (como el caso de la palta en 
Estados Unidos de Norteamérica en 2010, debido a las exigencias de 
tratamiento de frío).
 Tipo de intervención propuesta. Desde 1997, el Banco ha apoyado al 
SENASA con tres operaciones de préstamo. Los resultados favorables de 
las dos primeras operaciones ya culminadas son reconocidos no solo en el 
país sino también en la región, donde el SENASA se ha convertido en un 
referente. La principal intervención, el control y erradicación de la mosca 
de la fruta en la costa del país, ha tenido impactos positivos significativos 
sobre todo en los ingresos y el valor de la tierra de los beneficiarios. La 
tercera de las operaciones de préstamo, enmarcada dentro de una línea 
de crédito condicional de largo plazo, se encuentra en ejecución y se 
prevé termine en el año 2014. En este mismo marco, el Banco deberá 
seguir apoyando al SENASA para lograr la declaración de áreas libres de 
mosca de la fruta en la costa y los valles interandinos y otras áreas de la 
sierra del país, y también para continuar la erradicación de las principales 
enfermedades de los animales (bovinos, porcinos, etc.) e iniciar exitosa-
mente la nueva competencia de inocuidad agro-alimentaria otorgada a 
la institución desde 2008.
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Información agropecuaria y forestal
 Diagnóstico. Un servicio de información agropecuaria eficiente es fun-
damental para que los mercados funcionen adecuadamente y los agentes 
económicos puedan tomar decisiones apropiadas. En un contexto de alto 
riesgo debido a factores naturales (el clima, por ejemplo) y la volatilidad 
de los mercados, la falta de información dificulta la adopción por los agri-
cultores de nuevas técnicas de producción y tecnologías, la reducción en 
los costos de las semillas y diferentes insumos, el conocimiento de nue-
vas tendencias en el consumo de productos, nuevos nichos de mercado, 
etc. El manejo de información es clave para decidir qué producir, cómo 
producir y para quién producir. Existe evidencia empírica reciente para el 
Perú que muestra que las inversiones en telefonía móvil tienen impacto 
en los ingresos de los pequeños productores porque reducen los costos 
de transacción, aumentando el beneficio en un 19,5% (Beuermann 2011). 
En cuanto al contenido de la información y su difusión, si bien el MINAG 
dispone de diversos productos y servicios de información en su portal 
web cuyo objetivo es informar tanto a productores como consumidores 
sobre el desempeño y situación del sector, estos servicios y productos 
son poco demandados y valorados por los agricultores, y existe cierta 
evidencia que refleja una demanda insatisfecha por parte del sector pri-
vado (Argandoña 2009).
 A su vez, un aspecto crítico que limita la planificación del uso soste-
nible de los recursos y el ordenamiento forestal es la falta de información 
confiable y actualizada sobre los bosques a nivel nacional, incluyendo 
cobertura, stocks de carbono, servicios ambientales, e inventarios de 
recursos maderables y no maderables. Tampoco se cuenta con sistemas 
de alerta temprana para el control de incendios o invasiones.
 Tipo de intervención. El componente de Información para el Desarro-
llo Rural del Programa de Servicios de Apoyo para mejorar el Acceso a 
los Mercados Rurales (PROSAAMER), finalizado a mediados de 2011, ha 
logrado incorporar la metodología probabilística de levantamiento de 
información para asegurar una estadística agraria confiable y relevante, 
así como preparar marcos de área y levantar encuestas de producción en 
algunas regiones del país. Estos avances, junto con la implementación del 
Centro de Datos en el MINAG y la conectividad del nivel nacional con los 
niveles de gobierno regional, han marcado el inicio de un cambio impor-
tante en las estadísticas de un sector que no cuenta con un censo desde 
1994. En ese sentido, es clave que el BID continúe apoyando una segunda 
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fase que consolide la metodología probabilística en el sector y contribuya 
con la preparación de marcos de área y encuestas de producción en el 
resto del país, insumos importantes para el eventual censo agrario a rea-
lizarse en los próximos años. Esta segunda fase no solo debiera enfocarse 
en el levantamiento de información confiable, sino también en la difusión 
y uso de esta por todos los actores relevantes empleando las tecnologías 
de información y comunicación —telefonía móvil e internet— como ins-
trumentos para llegar a los sectores menos favorecidos del agro peruano.
 El Banco apoyará la implementación de un sistema nacional de infor-
mación forestal y de fauna silvestre para generar y actualizar información 
sobre dichos recursos, sus ecosistemas y recursos genéticos.
Mejora de la eficiencia de las intervenciones e incentivos a la inversión
 Diagnóstico. La estructura de los incentivos al sector en el Perú 
muestra aún un fuerte componente de apoyo por la vía de los precios. 
La reciente flexibilización de las medidas en frontera, con la consiguiente 
reducción de aranceles, está orientada a la disminución de las ayudas que 
recibe el sector a través de diferenciales de precios (APM). Los niveles 
arancelarios se redujeron entre 2007 y 2009: por ejemplo, en aves pasaron 
de 25% al 9%, en café del 20% al 17%, y en algunas subpartidas al 7%; en 
arroz del 25% al 9%, y en leche del 20% al 15%, y recientemente al 9%. 
Este esfuerzo debe ser complementado con políticas de mejora de la 
competencia y reducción de las distorsiones en los mercados que faciliten 
una transmisión de precios más efectiva entre productos de frontera y 
domésticos. De esta forma se podrá mejorar la composición de los apoyos 
totales y reducir el papel de los APM, que se ha incrementado por encima 
del 80% en 2008 y 2009. Las alternativas a este tipo de intervenciones, 
como los instrumentos de apoyo directo, más focalizados en poblacio-
nes objetivo identificadas, han sido utilizados por otros países que han 
experimentado similares reformas de políticas como consecuencia de 
la apertura comercial, como México. La búsqueda de instrumentos más 
eficientes para lograr incrementos en el ingreso, focalizados y desconec-
tados de la producción, como el caso del programa de apoyos directos 
PROCAMPO en México, va en el sentido de las recomendaciones de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).
 En el Perú, los productores también reciben apoyos procedentes 
de los contribuyentes (9% de los EAT), fundamentalmente dirigidos a 
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respaldar el uso de insumos (91% de apoyos directos). Aquellos dirigidos 
a capital fijo están compuestos por transferencias de programas como 
AGRORURAL para riego, registro, rehabilitación y construcción de parcelas. 
A su vez, los apoyos basados en servicios en predios brindan capacitación, 
extensión y asistencia técnica a través de AGRORURAL.
 Una condición necesaria para el desarrollo forestal sostenible es 
lograr una adecuada gobernanza en el sector. Los elementos clave de 
tal gobernanza incluyen la participación de los diversos actores foresta-
les, la seguridad en la tenencia de la tierra o en el acceso a los recursos 
forestales, un marco institucional adecuado, la aplicación de incentivos 
para la actividad forestal, y un sistema efectivo de control y vigilancia 
forestal.4 La nueva Ley Forestal y de Fauna Silvestre establece un marco 
de gobernanza forestal a través del Sistema Nacional de Gestión Fores-
tal y de Fauna Silvestre (SINAFOR), y tiene como ente rector al SERFOR, 
aunque a la fecha ninguno de los dos ha sido implementado. Si bien se 
ha transferido a los gobiernos regionales las competencias de control y 
vigilancia y otorgamiento de derechos, todavía estos no cuentan con las 
capacidades ni el presupuesto para cumplir con sus nuevas funciones.
 Por otro lado, el actual ordenamiento del patrimonio forestal nacional 
no está debidamente articulado con los procesos de zonificación ecoló-
gica-económica, que se encuentran a cargo de los gobiernos regionales, 
y existen espacios de bosques sin ningún tipo de administración y, por 
lo tanto, de libre acceso.
 Tipo de intervención. Durante los últimos años, el gobierno ha 
impulsado el ordenamiento de las diferentes intervenciones directas que 
ofrecía a los agricultores. AGRORURAL inició sus operaciones en 2009, 
fusionando la mayoría de estas intervenciones (Corredor Cusco Puno, 
Aliados, PROSAAMER, PRONAMACHCS). Actualmente, AGRORURAL 
está considerando nuevos apoyos en infraestructura y capacitación a 
las comunidades campesinas de la sierra. Además, a fines de 2008 se 
creó AGROIDEAS, que en 2011 comenzó a otorgar apoyos directos a 
asociaciones de pequeños y medianos productores para mejorar su 
competitividad. Estas transferencias condicionadas al uso de tecnología 
son financiadas con recursos ordinarios del Estado. El BID debe continuar 
promoviendo este tipo de intervenciones, como lo ha venido haciendo 
4 Exposición de motivos del Proyecto de Ley Forestal y de Fauna Silvestre, junio de 
2010. 
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hasta ahora a través de una cooperación técnica que apoya el diseño 
y la evaluación de impacto cuasi experimental del Programa. Los 
instrumentos de apoyo como las transferencias condicionadas a los 
pequeños agricultores dinamizan la inversión privada y han resultado 
eficaces para lograr incrementos en la productividad y el ingreso. El BID 
ha diseñado programas de apoyos tecnológicos similares con resultados 
positivos para República Dominicana y Uruguay, este último aún en fase 
de ejecución.
 Asimismo, las acciones del Banco en materia de gobernanza fores-
tal pueden incluir lo siguiente: (i) apoyar los procesos de ordenamiento 
forestal y articularlos a los procesos de zonificación y ordenamiento terri-
torial que vienen realizándose en los ámbitos regional y local; (ii) apoyar 
la implementación del SERFOR y las Unidades de Gestión Forestal y de 
Fauna Silvestre (UGFFS); (iii) apoyar al gobierno en el desarrollo de una 
estrategia nacional de reducciones de emisiones debidas a la deforesta-
ción y degradación de los bosques (REDD+), incluido el consenso para una 
estrategia de desarrollo agropecuario en la Amazonía que esté vinculada 
con la Estrategia Nacional de Cambio Climático y la Estrategia Nacional 
REDD+; (iv) apoyar en la consolidación del Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas y en la ampliación de su cobertura; y (v) apoyar la adopción a 
gran escala de mejores prácticas en ganadería, agricultura, agroforestería 
que incrementen la productividad por área y mejoren la sostenibilidad, 
sea a través de asistencia técnica o de incentivos.
Las economías de aglomeración en el contexto de clusters y cadenas de 
valor agropecuarias y forestales
 Diagnóstico. Es amplia la evidencia empírica que muestra que los 
pequeños productores están más expuestos a enfrentar las imperfeccio-
nes del mercado, hecho que limita su habilidad para el acceso a este. En el 
Perú, factores como el minifundismo y los elevados costos de transacción, 
la falta de financiamiento para pequeños productores y el incumplimiento 
de contratos entre ciertos productores son barreras que podrían supe-
rarse mediante la asociación. Un aspecto determinante para lograr que 
los productores agropecuarios accedan a los mercados y participen en 
esquemas de exportación es su incorporación efectiva en cadenas de 
valor y clusters. Existen experiencias exitosas en este sentido en América 
Latina, basadas en políticas y estrategias públicas y privadas claramente 
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definidas y estructuradas. No obstante, en el caso del Perú el desarrollo 
de cadenas agropecuarias de valor y clusters es incipiente y circunscrito 
a casos aislados, con un papel muy limitado del MINAG. Entre los facto-
res comunes que impiden el desarrollo de clusters y cadenas, se puede 
mencionar: (i) el minifundismo y los elevados costos de coordinación 
necesaria entre productores, vendedores de insumos y procesadores; 
(ii) la falta de financiamiento para pequeños productores y el no respeto 
de contratos entre ciertos productores (Campion 2006; De Althaus 2007); 
(iii) las limitaciones tecnológicas, pues los agricultores pequeños y media-
nos tienen muy poco conocimiento sobre los beneficios de la innovación 
y la tecnología para el desarrollo y mejora del rendimiento de los pro-
ductos; y (iv) limitaciones institucionales para la formación de cadenas 
productivas, entre las que destaca la falta de inversión en innovación, el 
bajo nivel de educación de la fuerza laboral, una infraestructura limitada 
y diferenciada entre regiones, etc. Scott (2011) sugiere que la carencia de 
organización constituye una seria restricción que impide a los pequeños 
agricultores beneficiarse de la difusión y el acceso a tecnología y mer-
cados. En particular, la asociación podría mejorar considerablemente la 
competitividad de productos como el café (y especialmente los cafés 
diferenciados), la quinua/kiwicha y la fibra de alpaca.
 La actividad forestal evidencia una escasa rentabilidad. Se estima que 
la Amazonía peruana debería estar produciendo un promedio de 20 a 
25 m3 por hectárea por año, que es diez veces el actual nivel de producti-
vidad. La deficiente planificación y diseño de caminos y las malas prácticas 
de extracción son algunos de los factores que determinan la baja produc-
tividad. Además, gran parte de la madera es exportada con poco o ningún 
valor agregado (Franco 2008). Otro factor limitante es la dificultad de acceso 
al crédito de la banca comercial, la que percibe la actividad forestal como 
de alto riesgo. Las comunidades indígenas carecen de los recursos tec-
nológicos y financieros para desarrollar e implementar planes de manejo 
de sus bosques, por eso optan por vender a terceros a precios muy bajos.
 Fuera de la madera, el aprovechamiento de recursos forestales no 
maderables como la castaña, la uña de gato, la sangre de grado y una 
diversidad de otros productos del bosque, tiene un potencial económico 
importante. Asimismo, el ecoturismo es una actividad que día a día cobra 
mayor relevancia en la selva, y existen casos exitosos de asociaciones entre 
empresas y comunidades indígenas.
 Tipo de intervención. Desde fines de 2008, el sector ha realizado una 
serie de cambios en su estructura organizativa para potenciar el rol del 
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MINAG en la promoción de cadenas productivas y clusters agrícolas, aun-
que los avances en este sentido son aún limitados. El Programa Basado en 
Políticas de Competitividad Agraria del Banco incorpora un componente 
de cadenas y clusters que busca fortalecer este rol del MINAG. La coope-
ración técnica que acompaña al Programa contribuye en el diseño de la 
estrategia del sector para el trabajo con cadenas productivas y clusters 
agrícolas. El Banco debe continuar apoyando la implementación de esta 
estrategia, la que deberá estar coordinada con las intervenciones del PCC. 
Con ello se espera que los pequeños y medianos productores beneficia-
rios mejoren su productividad e ingresos.
 En el ámbito forestal, se espera que el BID apoye: (i) la adopción de 
mecanismos y modalidades para lograr un manejo sostenible y eficiente 
de los recursos del bosque, y la industria de la transformación de produc-
tos forestales y de fauna silvestre, impulsando la creación de cadenas 
productivas de alta eficiencia y valor agregado; (ii) la consolidación del 
manejo forestal comunitario fomentando asociaciones entre el sector 
empresarial y las comunidades; (iii) programas de capacitación para los 
manejadores forestales, los manejadores de fauna silvestre y las autori-
dades forestales en prácticas de bajo impacto con enfoque sistémico; 
(iv) el acceso al financiamiento formal de los productores forestales y 
manejadores de fauna silvestre; (v) el desarrollo de mercados nacionales 
de servicios ambientales del bosque, así como el acceso a los mercados 
internacionales; y (vi) la formación de cadenas productivas de alto valor 
y certificación para productos agropecuarios producidos bajo sistemas 
que minimicen impactos en los bosques naturales.
Tenencia de la tierra y adaptación al cambio climático
 Diagnóstico. Diversos estudios, incluyendo algunos del Banco Mundial 
y del BID, señalan que la distribución de la tierra es un factor relevante 
que incide no solo sobre la distribución de ingresos, sino también en 
el desarrollo de una agricultura moderna y competitiva. Quiroz (1998) 
sostiene que la alta fragmentación en la propiedad de la tierra reduce las 
economías de escala en la agricultura y aumenta los costos de transacción 
de los agricultores en la adquisición de insumos y también en la venta 
de sus productos. Por otro lado, cuando los derechos de propiedad de la 
tierra no están asignados y titulados, se elevan los costos de transacción 
de la agricultura y se impide el desarrollo de los mercados de alquiler 
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y de compra-venta, y el empleo de la tierra como un colateral para el 
financiamiento de largo plazo. En este aspecto puntual, la ausencia de 
derechos de propiedad ocasiona inestabilidad jurídica sobre las propie-
dades donde se trabaja, lo que representa una barrera para la inversión 
y un mayor dinamismo del sector agrícola.
 Con base en evidencia empírica, algunos estudios como los de Galiani 
y Schargrodsky (2005), Zegarra et al. (2008) y Deinenger y Chamorro (2002) 
han encontrado efectos positivos en los proyectos dirigidos a la titulación 
de tierras y una relación positiva entre titulación, seguridad de la tierra e 
inversión, productividad e ingresos. Si bien la mayoría de los proyectos 
de titulación muestran efectos positivos, Carter y Olinto (2003) sugieren 
que la provisión de seguridad en la tenencia no concede derechos a 
todos los agricultores, y que un proyecto de titulación generalizado 
podría beneficiar de forma desproporcionada a los agricultores de 
gran escala, generando ventajas en la acumulación de tierras para los 
grandes agricultores. Deinenger et al. (2003) indican que estos proyectos 
requieren ser complementados con medidas que reduzcan el atractivo 
de la especulación de la tierra y la acumulación, así como medidas para 
reducir los costos de transacción de las rentas de la tierra e incrementar 
la demanda efectiva de los pequeños productores.
 En relación con la titulación y el registro de tierras en el Perú, la 
Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) revela que para el año 2009 
el porcentaje de parcelas utilizadas para la actividad agrícola en zonas 
rurales con título de propiedad registrado en los registros públicos fue 
de 12,2%. Al analizar dichos porcentajes por dominio, se encuentra una 
gran disparidad. Por ejemplo, en la costa rural el porcentaje de parcelas 
con título es de 29,9%, mientras que en la selva rural es de 17,86% y en 
la sierra rural de aproximadamente 10%. Además del tema de la forma-
lización de la propiedad de la tierra, en lo que se refiere a tenencia de 
la tierra es necesario destacar la atomización de las parcelas agrícolas 
reportada por el Instituto Nacional de Estadística e Informática - INEI 
(2008).
 En el Perú, la atomización y la informalidad en la propiedad de la tierra 
limitan el dinamismo del mercado de tierras y la adopción de asociacio-
nes que pueden promover mejoras en la competitividad. El proceso de 
transformación de la tenencia de la tierra de las comunidades indígenas 
en la costa y la sierra ha ocasionado los siguientes impactos negativos 
(Agreda y Mendieta 2007): (i) reducción del área; (ii) discontinuidad de los 
derechos adquiridos, en el sentido de que conllevó el desconocimiento de 
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los derechos que en la Colonia tenían las comunidades sobre el subsuelo 
y el vuelo forestal, convirtiendo el derecho a la tierra en un derecho virtual 
frente a sus recursos naturales; y (iii) un fenómeno de gentrificación, según 
el cual a largo plazo los comuneros indígenas son desplazados, como 
puede observarse en el caso del desarrollo turístico del Valle Sagrado en 
Cusco, entre Pisaq y Ollantaytambo.
 De las 1497 comunidades indígenas reconocidas por el Estado, 1260 
cuentan con algún tipo de título; sin embargo, la mayoría de estos títulos 
tienen poco valor porque presentan una serie de deficiencias (De Soto 
2010). Adicionalmente, hay superposiciones no resueltas entre tierras indí-
genas, concesiones forestales, petroleras, mineras y gasíferas, además de 
reclamos para la creación de reservas territoriales y comunales adicionales 
(Espinoza y Feather 2011).
 Tipo de intervención. Desde la década de 1990, el BID ha venido 
apoyando el proceso de titulación y tenencia de tierras con dos ope-
raciones de préstamo. Como resultado de estas intervenciones, se han 
titulado más de un millón de predios en el país, principalmente en la 
costa y la sierra. El impacto de estas intervenciones ha sido significativo 
tanto en la inversión y acceso al crédito como en el valor de la tierra de 
los beneficiarios. La tercera operación de préstamo ha sido diseñada 
originalmente para continuar con la titulación y el registro de tierras 
en la sierra y la selva del país, incluyendo la titulación de comunidades 
campesinas e indígenas, en un contexto en el que las regiones vie-
nen asumiendo las competencias y funciones correspondientes y el 
gobierno nacional se quedaría con el rol rector del sistema. A medida 
que el nuevo marco institucional continúe clarificando los roles de cada 
nivel de gobierno, y que los mecanismos de consulta permitan incor-
porar en el diseño los aportes de las comunidades para la solución de 
los problemas en el territorio, el Banco seguirá apoyando la tercera fase 
de la intervención con un proceso de titulación y tenencia de tierras 
que incluya la Amazonía, en especial de las comunidades indígenas y 
áreas deforestadas. Asimismo, conforme a la salvaguardia de la OP-765, 
el Banco dará seguimiento a la titulación de las reservas de pueblos en 
situación de aislamiento o de contacto inicial, los cuales poseen una 
ley de protección, la Ley 28736 de 2006,5 que fuera tramitada por el 
gobierno del Perú ante el Congreso con ocasión del seguimiento a los 
5 Véase <http://www.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Leyes/28736.pdf>.
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veintiún compromisos adquiridos con el Banco en relación al proyecto 
de gas de Camisea.6
 En el sector agropecuario, las intervenciones propuestas beneficiarán 
directamente a los productores agropecuarios con políticas de inversiones 
públicas en investigación, innovación e información recomendadas para eli-
minar las barreras que impiden incrementar la productividad y los ingresos, 
mediante la provisión de servicios públicos y la promoción de inversiones 
tanto públicas como privadas. Las inversiones también favorecerán a los 
agronegocios y a otros actores en los eslabones superiores e inferiores de 
las cadenas de valor. En este sentido, las intervenciones beneficiarán a las 
economías rurales en su conjunto. De estas, la población indígena cons-
tituye una parte relevante, integrada por 68 pueblos en la selva, 15 en la 
sierra y uno en la costa. Se estima que el 44% de esta población vive en el 
entorno rural, cerca de cuatro millones de indígenas (ACNUR 2008).
5. riesgos
Los principales riesgos para la realización de las intervenciones agrícolas 
son los siguientes:
•	 Las	 condiciones	 fitosanitarias	 para	 que	 algunos	 de	 los	 productos	
peruanos ingresen a mercados internacionales pueden restringir la 
competitividad del sector.
•	 Las	manifestaciones	del	cambio	climático	tienen	un	impacto	directo	
en la dinámica productiva del sector, ya que los cambios de tempera-
tura y la disponibilidad de recursos hídricos afectan tanto el proceso 
productivo como la demanda del sector.
•	 Si	bien	el	acceso	a	los	mercados	financieros	en	el	área	rural	ha	mejo-
rado sustancialmente en materia de cobertura, las tasas de interés 
siguen siendo relativamente altas. Ello podría estar limitando el 
acceso de los pequeños productores al crédito.
6 Compromiso IV: “Mejorar la normatividad existente para que se otorgue protección 
a la reserva nahua-Kugakapori, (...) Este compromiso incluye la expedición de un 
decreto que (…) mejore el nivel de protección de las comunidades de manera 
que se restrinja nuevas actividades extractivas dentro de la mencionada reserva 
(más allá de lo que está contemplado en el proyecto Camisea) en tanto un nivel de 
protección apropiada y permanente quede establecido”.
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•	 La	competitividad	del	sector	podría	verse	restringida	por	la	falta	de	
inversión en tecnología, tanto para generarla como para adoptar las 
técnicas actualmente disponibles en el mercado. Por otra parte, el 
débil esfuerzo de inversión en investigación y transferencia de tec-
nología podría condicionar la evolución futura del sector agroexpor-
tador, que hasta ahora se ha podido beneficiar de la apropiación y 
adaptación de tecnología del exterior.
•	 Las	agendas	de	investigación	de	otros	países	podrían	diferir	de	las	
del Perú en las prioridades de inversión para la generación de cono-
cimientos, y aún en el caso de que sean aplicables, la protección de 
los derechos de propiedad limitaría el acceso a estas tecnologías.
•	 El	 impacto	 negativo	 de	 las	 anteriores	 transformaciones	 de	 la	
tenencia de la tierra de las comunidades indígenas en la costa y 
la sierra debería servir como lección para que los cambios en los 
marcos jurídicos no impliquen la reducción de los derechos de las 
comunidades. Asimismo, habría un riesgo asociado a no lograr el 
objetivo de mejorar el acceso al crédito a través de la titulación 
por falta de un mercado de tierras y por la existencia de titulación 
 irregular.
•	 La	deforestación	como	resultado	de	la	agricultura	migratoria,	el	nar-
cotráfico, la ganadería y la minería informal, como en el caso de la 
región Madre de Dios, son facilitadas por el desarrollo a gran escala 
de la infraestructura vial. La superficie original del bosque amazónico 
se estima en 71,6 millones de hectáreas, de las cuales hasta el año 
2000 se han deforestado 7,17 millones de hectáreas. En la década de 
1980 la tasa de deforestación alcanzó un promedio de 6758 hectá-
reas por año, mientras que en la década de 1990 aumentó a 149 632 
hectáreas por año. Es decir, la tasa de deforestación anual pasó de 
0,12% a 2,37% (MINAG 2011).
 Las medidas de mitigación que se proponen buscan asegurar el 
impacto de las intervenciones focalizando los instrumentos en la pobla-
ción beneficiaria y priorizando intervenciones eficaces en bienes y servi-
cios públicos que lleguen al mayor número de beneficiarios potenciales. 
Se estudiarán los posibles efectos sobre la totalidad de la población rural, 
analizando medidas que incluyan a los pobladores indígenas. La política 
indígena OP-765 contempla contribuir a un manejo territorial cultural-
mente adecuado y mejorar el clima de negocios y la competitividad de 
los territorios indígenas.
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 También se aplicará una estrategia de intervención en cascada que 
incluye tanto préstamos programáticos como de inversión, para garan-
tizar que el marco legal acompaña las medidas de inversión necesarias 
en los sectores propuestos. Al respecto, para 2014 se espera contribuir 
con propuestas de marco normativo para la adecuación de la titulación 
al manejo consuetudinario de la tierra y de los territorios. Asimismo, los 
productos de conocimiento del Banco de apoyo a la conformación de 
reservas con financiación de LAPOA-ITAP (DOI) permitirán mejorar la cate-
goría de protección de las reservas de los pueblos aislados y conformar 
nuevas reservas.
 En cuanto a la mitigación del cambio climático, se espera contribuir 
a la recuperación del conocimiento tradicional para el buen vivir y la 
adaptación al cambio climático a través de recursos del Fondo de Coo-
peración para el Desarrollo Social (FONCODES) y el programa Andenes 
de AGRORURAL, entre otros, que permitirán prácticas de dotación de 
infraestructura con pertinencia cultural, y expandir pilotos de recupera-
ción de andenes, respectivamente. Las propuestas comprenden también 
acciones del Banco que incidan en la reducción de presiones hacia los 
bosques, que pueden incluir el apoyo al MINAG y los gobiernos regio-
nales para consensuar una estrategia de desarrollo agropecuario en la 
Amazonía articulada a la Estrategia Nacional de Cambio Climático y la 
Estrategia Nacional REDD+.
 Los principales riesgos para la implementación de las intervenciones 
turísticas son:
•	 Incremento	de	una	oferta	turística	similar	a	la	del	Perú	en	otros	desti-
nos y países competidores en Latinoamérica que disminuya la cuota 
de mercado.
•	 Degradación	ambiental	con	impacto	en	los	productos	turísticos	y	la	
sostenibilidad de la actividad.
•	 Débil	comunicación	y	colaboración	entre	múltiples	agentes	(admi-
nistraciones sectoriales y niveles de gobierno —nacional, local—; 
sector privado; y, en especial, con la población local, rural e indígena), 
lo que puede generar ineficiencias, demoras, oposición, conflictos y 
baja inclusión social en el desarrollo del sector.
•	 Continuidad	de	las	deficiencias	en	el	acceso	y	la	dotación	de	servicios	
básicos (saneamiento, etc.) que no permita atender a la población 
fija (residente) y flotante (turística) en los destinos consolidados y 
emergentes.
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•	 La	ocurrencia	y	severidad	de	posibles	desastres	naturales	en	las	zonas	
turísticas, que puede retraer la intención de viaje y el flujo de visitan-
tes recibidos.
Las medidas de mitigación que se proponen son:
•	 Impulsar	el	desarrollo	de	una	oferta	de	productos	especializada,	inno-
vadora y de alta calidad que permita diferenciarse de la competencia 
y acceder a segmentos y nichos de mercado más rentables.
•	 Acelerar	 la	 introducción	de	mejores	prácticas	como	la	producción	
más limpia, la ecoeficiencia y la aplicación de comportamientos res-
ponsables con el entorno.
•	 Fortalecer	mecanismos	de	coordinación	entre	los	diversos	agentes	
públicos, privados y civiles en los destinos turísticos.
•	 Promover	la	inclusión	y	participación	de	las	comunidades	rurales	e	
indígenas desde las fases más tempranas de desarrollo de planes, 
proyectos e inversiones.
•	 Fortalecer	la	comunicación	y	coordinación	con	otras	administraciones	
públicas sectoriales para la provisión de infraestructura básica que 
permita promover destinos sostenibles.
•	 Fomentar	la	coordinación	con	las	entidades	públicas	responsables	
para la implementación de medidas que permitan prevenir y mitigar 
los riesgos por desastres naturales en las principales zonas turísticas.
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El Perú es un país que cuenta con importantes excedentes hídricos: posee 
aproximadamente el 4% de los recursos del planeta. Estos recursos están 
distribuidos en 159 unidades hidrográficas con características distintas, 
destacando tres grandes vertientes: la del Pacífico con 72 unidades hidro-
gráficas, la del Atlántico con 62 y la del lago Titicaca con 13. La vertiente 
del Pacífico dispone solo del 1,8% de recursos de agua de la nación, sin 
embargo, en esta se concentra el 70% de la población que genera el 80,4% 
del producto bruto interno (PBI) del país (tabla 1).
Tabla 1
Recursos hídricos del Perú
Vertiente Superficie(1000 km2)
Población Disponibilidad de agua Índice
Miles % MMC anuales % M3/hab/año 
Pacífico 279,7 18 315 276 65 37 363 1,8 2040 
Atlántico 958,5 8 579 112 30 1 998 752 97,7 232 979 
Lago Titicaca 47,0 1 326 376 5 10 172 0,5 7669 
Total 1285,2 28 220 764 100 2 046 287 100 72 510 
[ 165 ]
* Banco Interamericano de Desarrollo, WAS/CPE (carminam@iadb.org).
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 El consumo más significativo en el ámbito nacional corresponde al 
sector agrícola, con el 80% de los usos (con eficiencias bajas, de alrededor 
del 35%); luego le sigue el poblacional con el 12%, el industrial con el 6% 
y el sector minero con el 2% restante, y es muy similar en la vertiente del 
Pacífico. El gran crecimiento de la población en las últimas décadas, aunado 
al modelo de gestión sectorial adoptado, ha propiciado el aumento de los 
conflictos intra e intersectores y problemas de diversa índole.
 Durante las últimas tres décadas, el área total de glaciares del Perú se 
redujo en 22% y el área de glaciares menores hasta un 80%, provocando 
disminuciones del 12% en la disponibilidad de agua dulce en la zona 
costera, donde vive el 60% de la población.
Agua y saneamiento
La tabla 2 muestra las coberturas de agua y saneamiento en el país a 
finales de 2010.
Tabla 2







Agua potable 89 40 76
Alcantarillado 84 44 65
 
 Cabe poner de relieve que los mayores niveles de cobertura se logran 
en las localidades más pobladas, y que dentro de las áreas urbanas la 
población con problemas de acceso vive en pequeños centros urbanos 
o en las periferias de estos. Las cifras evidencian las brechas de cobertura 
entre los servicios y entre las zonas urbana y rural.
 La prestación de los servicios de saneamiento se realiza de la siguiente 
manera: (i) Lima y Callao son administrados por SEDAPAL (Servicios de 
Agua Potable y Alcantarillado de Lima), que abastece a nueve millones 
de habitantes con más de 1,2 millones de conexiones; (ii) 314 distritos1 
son atendidos por 50 empresas prestadoras de servicios de agua y sanea-
miento (EPS) descentralizadas reguladas por la Superintendencia Nacional 
1 Decreto Supremo 031-2008-Vivienda.
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de Servicios de Saneamiento (SUNASS),2 que atienden localidades con 
más de 40 000 habitantes, cuyos ámbitos de responsabilidad suman un 
total de 18,1 millones de habitantes (85% de la población urbana y 62% 
de la población total del Perú); (iii) 1519 distritos que reciben el servicio de 
pequeñas empresas de saneamiento (PES), que atienden localidades entre 
15 000 y 40 000 habitantes, de municipalidades, juntas administradoras 
de agua y saneamiento (JASS) u otro tipo de operador. En las pequeñas 
ciudades, localidades entre 2000 y 15 000 habitantes, la municipalidad 
debe conformar unidades de gestión (UG) u operadores especializados 
(OE). Existen 490 municipalidades pequeñas con menos de 2000 habitan-
tes que administran sus servicios; estas atienden al 9% de la población 
total. Completan el panorama las JASS y municipalidades en el ámbito 
rural, en los espacios con menos de 2000 habitantes.
 Según información del sistema de indicadores de gestión de las EPS 
establecido por la SUNASS (tabla 3), para 2009 se tenía un 42,1% de agua 
no contabilizada, una continuidad media de 18,2 horas, apreciándose el 
esfuerzo que aún se requiere para lograr los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM), y también para mejorar los indicadores de calidad de 
los servicios y la gestión empresarial. Al respecto, resalta el bajo nivel de 
medición, la alta incidencia de consumos facturados no reales y el hecho 
de que la mayoría de los usuarios paga precios facturados por asigna-
ciones de consumo vigentes desde hace años, lo que se refleja en la alta 
dotación per cápita. La estructura tarifaria contempla subsidios cruzados 
ineficientes incidiendo en los niveles tarifarios. 
 El tratamiento de las aguas residuales. Al término del año 2009, las 
cifras indican que 35% del total de las aguas residuales producidas en 
los sistemas de alcantarillado de las EPS han sido tratadas antes de 
su disposición final. El restante 65% es volcado sin tratamiento a ríos, 
lagos, el mar u otro cuerpo receptor, afectándolos y creando focos de 
contaminación en los puntos de descarga y aguas abajo, según informes 
de la SUNASS. De las EPS reguladas, veintitrés no cuentan con ningún tipo 
de sistema de tratamiento de aguas residuales y vierten 28,5 m3/seg. En 
ocho regiones —Amazonas, Apurímac, Huancavelica, Huánuco, Loreto, 
Madre de Dios, Pasco y Ucayali— no existe ningún tipo de tratamiento, y en 
2 SUNASS regula a las empresas grandes (entre un millón y 40 000 conexiones), 
medianas (entre 10 000 y 40 000 conexiones) y pequeñas (menos de 10 000 
conexiones). Solo Aguas de Tumbes S.A. (ATUSA) es una empresa privada que 
brinda servicios a la ciudad de Tumbes bajo la modalidad de concesión.
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cinco —Ayacucho, Ica, La Libertad, Lambayeque y Tacna— el tratamiento 
es mayor al 80%; sin embargo, los resultados se ven comprometidos 
por la calidad de operación de las plantas. Tal situación evidencia una 
problemática de baja cobertura y mala operación de la infraestructura 
existente. Un problema adicional es el inadecuado reúso de las aguas 
servidas para irrigación, reflejo de una gestión desarticulada de los demás 
sectores usuarios del agua en las cuencas.
 Cobertura, calidad y gestión del servicio en el sector rural. Como ya se 
mencionó, 490 distritos tienen menos de dos mil habitantes, los cuales 
representan al 9% de la población total. Otro 15% del país reside en comu-
nidades rurales. Por la debilidad institucional de las comunidades rurales 
y su nivel de pobreza, es importante destacar la diferencia marcada con 
el ámbito urbano en lo que se refiere a la provisión de los servicios. De 
una muestra de 1630 sistemas analizados de los 76 891 centros poblados 
rurales a nivel nacional, 59% no desinfecta el agua por carecer de siste-
mas o insumos, con los consiguientes problemas para la salud que esta 
situación genera. Solo 24,5% de los hogares clasificados como pobres 
extremos cuenta con acceso agua, y 62,5% accede a este recurso básico 
a través de cauces de ríos, acequias o similares. Con respecto a los siste-
mas de alcantarillado, en el área rural solo 2,7% de los hogares pobres 
extremos accede a este servicio (INEI 2008). En este contexto, la prestación 
del servicio es deficiente e insostenible y la probabilidad de no alcanzar 
los ODM es alta, excluyendo de estos servicios básicos para la salud y la 
calidad de vida a los grupos más vulnerables de la población.
 De acuerdo con la información de la Encuesta Nacional de Hogares 
(ENAHO), el servicio de agua dentro del hogar en las zonas rurales (en 
la definición amplia) ha avanzado modestamente, de 38% en 2004 a 
40,4% en 2010. En cuanto a la calidad, parte importante de los sistemas 
instalados solo corresponden a agua entubada, no potabilizada. Las 
cifras de las poblaciones menores a 2000 habitantes deben ser consi-
deradas de manera especial, porque no es de esperar (y posiblemente 
no sea técnica ni económicamente viable) que se lleve agua por redes 
a una gran parte de estas comunidades, concentradas en zonas rurales 
o aisladas.
 Los diversos proyectos y programas desarrollados para incrementar la 
cobertura de agua y saneamiento básico en las zonas rurales han tenido 
las siguientes limitaciones centrales: la dispersión de la población; la 
limitación en los recursos asignados; el problema de gestión asociado a 
la falta de capacidad de gestión de la población y de los gobiernos locales 
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para la administración de los servicios instalados, los que rápidamente se 
deterioran y caen en desuso; la falta de capacitación de los encargados de 
administrar los servicios para la operación y mantenimiento de los sistemas 
instalados; la alta morosidad en los usuarios debido a la inexistencia de 
una cultura de pago; y la dependencia de subsidios de los municipios 
para cubrir parte de los costos de operación, entre otros.
Residuos sólidos
La tasa de generación de residuos sólidos domiciliarios es de 0,47 kg/
habitante/día, y la tasa de generación de residuos sólidos urbanos es 
de 0,75 kg/habitante/día.3 Según esta información proporcionada por la 
Organización Panamericana de la Salud (OPS) (en conjunto con la Asocia-
ción Interamericana de Ingeniería Sanitaria y Ambiental - AIDIS y el Banco 
Interamericano de Desarrollo - BID), y tras cruzarla con las proyecciones 
del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), se puede esti-
mar que, actualmente, el Perú genera más de 22 096 toneladas diarias 
de residuos sólidos urbanos (RSU). La recolección y el transporte de los 
residuos sólidos constituyen el aspecto más visible, razón por la cual las 
municipalidades dan mayor importancia al manejo de estos residuos, 
registrándose a nivel país una cobertura del 88%.4 En general, el trans-
porte de los residuos hasta los lugares de disposición final se realiza en 
los mismos vehículos recolectores. Los sistemas de transferencia solo son 
utilizados en las áreas metropolitanas, encargándose apenas del 27,7%5 
del tonelaje diario generado en el país.
 Las actividades de comercialización de residuos se han incremen-
tado durante los últimos años, evidenciadas por el aumento del registro 
de empresas comercializadoras de residuos sólidos (EC-RS) en la Direc-
ción General de Salud Ambiental (DIGESA). No obstante, la segregación 
y recuperación de materiales reciclables es, en gran parte, informal.
 En cuanto a la disposición final de los residuos, la evaluación regional 
de América Latina y el Caribe de la OPS estableció que en el Perú 43,5% de 
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controlada, mientras que el 45,9% restante se realiza en botaderos a cielo 
abierto. En el país solo existen nueve rellenos sanitarios y un relleno sanitario 
controlado (la mayoría de estos están ubicados en la región de Lima).
 El costo promedio nacional del servicio de operación y manteni-
miento de los rellenos sanitarios es de US$5,98 por tonelada,6 el del ser-
vicio de recolección de residuos es de US$15,02 por tonelada, mientras 
el del servicio de barrido es de US$26,35 por kilómetro.
 El país cuenta con cuatro proyectos de Mecanismos de Desarrollo 
Limpio (MDL) asociados al subsector. Se trata de proyectos de captura 
activa y quemado de biogás en rellenos sanitarios ubicados en Lima. 
Sumados, gestionan aproximadamente 8000 toneladas de residuos por 
día y representan una reducción de 661 238 toneladas de CO2 por año, 
con una inversión total de US$8,8 millones.
 La información sobre las tarifas y los montos recaudados por las muni-
cipalidades es escasa, ya que no existe un mecanismo que la centralice 
en alguna entidad del gobierno o sectorial de alcance regional o nacio-
nal. En general, las municipalidades cobran una tarifa fija por concepto 
de limpieza pública, basada en el impuesto predial, distinguiéndose en 
domiciliaria, comercial, institucional y, en algunos casos, industrial. El 
desfinanciamiento de los servicios constituye un serio problema en las 
municipalidades. Ninguna municipalidad del país cubre los gastos del 
servicio público con recursos directamente recaudados (cobranza de los 
arbitrios); todas utilizan recursos del Fondo de Compensación Municipal 
(FONCOMUN).
 La participación del sector privado en la gestión de los residuos sóli-
dos es limitada y solo se focaliza en las jurisdicciones más relevantes, como 
el área metropolitana de Lima y localidades de la Provincia Constitucional 
del Callao, mediante empresas prestadoras de servicios de residuos sóli-
dos (EPS-RS).
 En seguida, la presente nota sobre los sectores recursos hídricos, 
agua potable y saneamiento básico, y residuos sólidos hará un análisis 
prospectivo del marco legal e institucional vigente en cada uno de estos, 
elaborará un diagnóstico de los servicios, se ocupará del alineamiento de 
las políticas del país con los objetivos del BID y de las posibles áreas de 
intervención del Banco, los resultados esperados por el gobierno y los 
riesgos existentes en los sectores.
6 Ibíd.
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1. Descripción del marco institucional y legal del sector
Recursos hídricos
El 13 de marzo de 2008, mediante Decreto Legislativo 997,7 se crea la 
Autoridad Nacional del Agua (ANA) como organismo público adscrito al 
Ministerio de Agricultura (MINAG). Actúa como ente rector del Sistema 
Nacional de la Gestión de los Recursos Hídricos (SNGRH). Es responsable 
de poner en funcionamiento el SNGRH, así como de elaborar la política 
y estrategia nacional de los recursos hídricos y el plan nacional de ges-
tión de los recursos hídricos, conduciendo, supervisando y evaluando 
su ejecución.
 El 31 de marzo de 2009 se promulgó la Ley 29338,8 Ley de Recursos 
Hídricos (LRH), que regula el uso y la gestión integrada del agua superfi-
cial, subterránea, continental y los bienes asociados a esta, y la actuación 
del Estado y de los particulares en dicha gestión. En enero de 2010 se 
aprueba el reglamento de la LRH, que explicita sus mandatos.
 El SNGRH, creado inicialmente el 28 de junio de 2008 mediante 
Decreto Legislativo 1081 e incorporado en la LRH, tiene por objeto 
“articular el accionar del Estado para la gestión integrada” y la 
conservación de los recursos hídricos en los ámbitos de las cuencas, de 
los ecosistemas que los conforman y de los bienes asociados, así como 
establecer espacios de coordinación y concertación entre las entidades 
de la administración pública y los actores involucrados en dicha gestión 
con arreglo a Ley.
 La Gestión Integrada de los Recursos Hídricos (GIRH) ha sido 
declarada de interés nacional y necesidad pública. Busca la eficiencia y 
sostenibilidad en el manejo de las cuencas hidrográficas y los acuíferos 
para la conservación y el incremento de la oferta de agua, asegurar su 
calidad y fomentar una nueva cultura del agua, a fin de garantizar la 
satisfacción de la demanda de las actuales y futuras generaciones. Con la 
implementación de la GIRH se pretende: (i) conservar el agua mediante la 
asignación más eficiente del recurso, teniendo en cuenta la equidad social; 
(ii) resolver conflictos entre usos y usuarios que compiten, incluyendo 
los usos ambientales; (iii) tener en cuenta el valor social, económico y 
7 Publicado en el Diario Oficial El Peruano ese mismo día.
8 Publicada en el Diario Oficial El Peruano ese mismo día.
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ambiental del agua en el proceso de desarrollo sostenible; y (iv) aumentar 
la participación de las comunidades y el sector privado en la adopción 
de decisiones y el financiamiento.
 La LRH prevé la creación de Consejos de Recursos Hídricos de Cuenca 
(CRHC) en todas las cuencas del país. Los CRHC son órganos de naturaleza 
permanente integrantes de la ANA, creados mediante decreto supremo 
con el objeto de participar en la planificación, coordinación y concertación 
del aprovechamiento sostenible de los recursos hídricos en sus respec-
tivos ámbitos. Los CRHC son presididos por los gobiernos regionales y 
su función principal es la aprobación, supervisión y actualización de los 
Planes de Gestión de Recursos Hídricos (PGRH).
 La ANA tiene presencia en todo el país a través de las Autoridades 
Administrativas del Agua (AAA) a nivel regional, y de las Autoridades 
Locales del Agua (ALA) a nivel de cuenca. Las funciones de las AAA (14 
en el país) son dirigir, evaluar y supervisar la ejecución de la gestión de 
los recursos hídricos en sus respectivos ámbitos. Su espacio territorial se 
establece por la agrupación de unidades hidrográficas indivisas y conti-
guas, aprobadas por el MINAG. Una de sus principales competencias es 
apoyar a los CRHC en la elaboración de los PGRH en las cuencas corres-
pondientes. Las ALA son unidades orgánicas de las AAA que administran 
los recursos hídricos y sus bienes asociados en sus respectivos ámbitos 
territoriales.
Agua y saneamiento
Desde principios de la década de 1970, el gobierno del Perú ha empren-
dido una serie de reformas en el sector agua y saneamiento dirigida a 
incrementar la cobertura y promover la eficiencia de los servicios. Estas 
reformas buscan lograr una administración descentralizada de los servi-
cios y la concentración de las funciones de formulación de política, regu-
lación y vigilancia en el gobierno central.9
 Las instituciones relevantes en el sector agua y saneamiento son: (i) el 
Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento (MVCS); (ii) la Direc-
ción Nacional de Saneamiento (DNS), dependiente del Viceministerio de 
9 De particular relevancia para el sector son la Ley de Servicios de Saneamiento 
(26338), la Ley de creación de la SUNASS (25965) y la Ley Orgánica de 
Municipalidades (27972).
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Vivienda, Construcción y Saneamiento (VMCS); y (iii) la Superintendencia 
Nacional de Servicios de Saneamiento (SUNASS). Otras entidades impor-
tantes para el sector son el Ministerio de Salud (MINSA), el Ministerio de 
Ambiente (MINAM) y la ANA.
 De acuerdo con la Ley Marco de la Descentralización, los gobiernos 
locales (provinciales y distritales) son los responsables de brindar los servi-
cios de saneamiento básico (que incluyen la provisión de agua y desagüe, 
así como el tratamiento de las aguas residuales) a las poblaciones de sus 
ámbitos de intervención. Las municipalidades distritales y provinciales 
deben implementar la infraestructura básica requerida y adecuada a la 
realidad de sus jurisdicciones, y apoyar la conformación de las unidades 
de gestión de los servicios (UG) u operadores especializados (OE) y de las 
juntas administradoras de servicios de saneamiento (JASS), además de 
fomentar su fortalecimiento. También participan en el directorio de las 
EPS con representantes elegidos por los concejos municipales. El gobierno 
regional formula, aprueba y evalúa los planes y las políticas regionales 
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GRáfICo 1
Diseño institucional del sector saneamiento a diciembre de 2010
Fuente: Programa de Reformas de Segunda Generación.
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en materia de vivienda y saneamiento, en concordancia con los planes 
de desarrollo de los gobiernos locales y de conformidad con las políticas 
nacionales y los planes sectoriales, y participa en el directorio de las EPS. 
El gráfico 1 muestra el diseño institucional del sector.
 El marco institucional y legal del sector saneamiento en el Perú cum-
ple las condiciones básicas de la política del BID (OP-708).
 La participación privada en el sector se ha centrado principalmente 
en Lima. SEDAPAL incrementará el nivel de tratamiento de aguas resi-
duales al 85% en el año 2014 como resultado de la construcción por 
concesión de las plantas de tratamiento Taboada (ACS de España) y La 
Chira (Graña y Montero-Acciona), con capacidades de 14 m3/s y 7 m3/s y 
una inversión de US$300 millones y US$145 millones, respectivamente. 
Otra intervención ha sido la de Aguas de Tumbes S.A. Actualmente, en el 
marco del préstamo programático, se espera desarrollar instrumentos y 
guías que le permitan al sector impulsar otras intervenciones en el país, 
sea por intermedio de la Agencia de Promoción de la Inversión Privada 
(Proinversión) o del propio MVCS.
Residuos sólidos
El marco legal de la gestión de residuos sólidos urbanos (RSU) en el Perú 
está dado por la Ley 27314, Ley General de Residuos Sólidos (Reglamento 
de la LGRS), modificada en junio de 2008 por Decreto Legislativo 1065 
con el objetivo de promover y facilitar la inversión pública y privada en 
este subsector, tanto en la construcción de infraestructura como en la 
prestación de servicios.
 El Decreto Supremo 057-2004-PCM (RLGRS) define las competencias 
del MINSA, el que, a través de la DIGESA, es el organismo de gobierno 
encargado de normar, entre otros, los aspectos técnico-sanitarios del 
manejo de RSU con la finalidad de prevenir los riesgos a la salud genera-
dos por su inadecuada conducción. Asimismo, es responsable de aprobar 
los estudios ambientales y de emitir opinión técnica favorable a los pro-
yectos de infraestructura de RSU. Por su parte, el MINAM es competente, 
entre otros aspectos, para aprobar la Política Nacional de Residuos Sólidos 
y promover la adecuada gestión de estos mediante el Sistema Nacional 
de Gestión Ambiental establecido por Ley 28245, y también para apro-
bar políticas, planes y programas de gestión integral de RS a través de la 
Comisión Ambiental Transectorial.
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016176 
 La Política Nacional del Ambiente, aprobada el 23 de mayo de 2009 
por Decreto Supremo 012-2009-MINAM, constituye uno de los principales 
instrumentos de gestión para el logro del desarrollo sostenible en el país. 
Su objetivo específico es asegurar una calidad ambiental adecuada para 
la salud y el desarrollo integral de las personas, previniendo la afectación 
de ecosistemas, recuperando ambientes degradados y promoviendo una 
gestión integrada de los riesgos ambientales, así como una producción 
limpia y ecoeficiente.
 El Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), en el marco del Programa 
de Modernización Municipal (D. S. 190-2010-EF), otorga mayores recursos 
a las municipalidades si cumplen con las metas de ecoeficiencia fijadas 
para el año fiscal 2011, las que comprenden, entre otras, la implementa-
ción de programas de segregación en la fuente como parte del proceso 
de recolección de residuos sólidos domiciliarios en nuestras ciudades.
 Por su parte, la Ley 29419, Ley que regula la actividad de los recicla-
dores, y su respectivo reglamento, establecen que los gobiernos locales 
deben incorporar a los recicladores como parte del sistema local de ges-
tión de residuos sólidos; establecer normas de promoción de la actividad 
del reciclaje en coordinación con las asociaciones de recicladores regis-
trados en su jurisdicción; contar con un registro municipal y otorgar a los 
recicladores las autorizaciones y certificados correspondientes, siempre 
que estos cumplan con la ley y las ordenanzas municipales respectivas.
2. avances y retos pendientes en el sector
Recursos hídricos
El gobierno peruano ha avanzado en el establecimiento de un marco 
institucional y logrado progresos en el desarrollo de los marcos legales y 
normativos, y promueve la formulación e implementación del Proyecto 
de Modernización de la Gestión de los Recursos Hídricos (PMGRH) en el 
ámbito de las cuencas hidrográficas. No obstante, la consolidación de la 
institucionalidad sigue en proceso dado que la Ley del Ambiente aban-
donó la alternativa de que la ANA se traslade al MINAM, e incluso surgen 
otras iniciativas para que pase a la Presidencia del Consejo de Ministros 
(PCM). Los esfuerzos del país en el sector se dirigen a disminuir las asime-
trías entre la escasez de agua en la vertiente del Pacífico y la gran oferta 
verificada en la vertiente del Atlántico.
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 El Perú aún presenta importantes realidades que es preciso atender 
para lograr una gestión integrada y sostenible de los recursos hídricos, 
dentro de las cuales destacan:
•	 la	escasez	de	agua	concentrada	en	la	vertiente	del	Pacífico,	donde	
vive la mayor parte de la población;
•	 la	presencia	de	sequías	marcadas	en	el	sur	y	de	inundaciones	y	des-
lizamientos en el piedemonte en el norte;
•	 la	creciente	migración	del	campo	a	las	ciudades	de	la	costa;
•	 el	progresivo	desbalance	entre	oferta	y	demanda	y	el	acelerado	dete-
rioro de la calidad del agua y del medio ambiente, que afectan social 
y económicamente a la población;
•	 la	degradación	de	la	calidad	del	agua	por	las	actividades	mineras	y	




de la infraestructura hidráulica y la escasa valoración del agua por 
parte de la población;
•	 el	cambio	climático,	que	incrementa	el	riesgo	de	eventos	extremos	
como inundaciones, sequías, heladas y menor disponibilidad de agua 
por la pérdida de 30% de los glaciares en los últimos 36 años;
•	 la	escasa	recuperación	de	costos,	que	no	alcanza	a	cubrir	la	inversión	
necesaria para la operación y mantenimiento de la infraestructura 
hidráulica, principalmente la de riego y poblacional, causando su 
deterioro y colapso.
 A la lista anterior, a partir de la experiencia del Banco con la gestión de 
los recursos hídricos en el país, se puede agregar: (i) deficientes sistemas 
de monitoreo de cantidad y calidad del agua; (ii) escasos instrumentos 
efectivos de gestión; y (iii) una distancia visible entre usuarios y el ente 
rector, principalmente por cuestiones históricas y una comunicación poco 
efectiva entre las partes.
 En el ámbito socio-cultural, es fundamental establecer una cultura de 
valoración del agua en la costa asociada a un incremento de la eficiencia 
de los proyectos de riego y la implantación de sistemas autóctonos de 
gestión bajo una visión integral de la cuenca productora, cumpliendo con 
los mandatos de la LRH. Complementariamente, se requiere dirigir esfuer-
zos para romper las barreras entre usuarios e instituciones responsables 
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de la gestión de los recursos hídricos y lograr una participación efectiva 
de los primeros en la construcción de un modelo de gestión sostenible.
 Las metas de estos esfuerzos incluyen: (i) el aumento de la disponibili-
dad del recurso hídrico debido a un uso más eficiente; (ii) la sostenibilidad 
de la oferta; (iii) la protección de la calidad y cantidad de las fuentes pro-
ductoras; (iv) la recuperación efectiva de los costos de operación, man-
tenimiento e inversión; (v) el cambio de actitudes de los usuarios, que 
pasan a valorar adecuadamente la disponibilidad del recurso hídrico; y 
(vi) el acercamiento constructivo entre usuarios e instituciones rectoras.
Agua y saneamiento
La política para el sector está definida en el Plan Nacional de Saneamiento 
(PNS) 2005-2015,10 aprobado por Decreto Supremo, el cual, acorde con los 
ODM, busca reducir a la mitad el porcentaje de personas que carecen de 
acceso sostenible al agua potable y a servicios básicos de saneamiento en 
el año 2015. Desde 2006, el gobierno peruano ha dado un gran impulso 
a las inversiones en saneamiento. Así, se ha ejecutado, entre otros, el 
Programa Agua Para Todos a nivel nacional. Adicionalmente, entre 2007 y 
2010 el BID y el Banco Alemán de Desarrollo (KfW) apoyaron al gobierno 
en el Programa de Reformas del Sector Saneamiento.11 Para consolidar las 
reformas e impulsar otras, entre 2010 y 2013 se trabajará en una segunda 
generación de reformas del sector saneamiento. Con estos nuevos ele-
mentos, el sector actualizará el PNS en 2012.
 Los principales retos en el ámbito de la reforma de la política sectorial 
están asociados con las necesidades de: (i) actualizar e integrar herramien-
tas e instrumentos de planificación sectorial; (ii) contar con una política 
financiera y un esquema financiero de largo plazo para el sector, y el uso 
más eficiente y de mayor impacto de los recursos para inversión; (iii) dis-
poner de un sistema regulatorio sectorial fortalecido para asumir nuevas 
responsabilidades; (iv) lograr una mejora del sistema de gobernabilidad y 
10 En el programa de reformas de segunda generación del sector saneamiento (PE-
L1091 y /PE-L1107) se ha incluido como producto la actualización del PNS en el año 
2011. 
11 El BID aprobó tres operaciones de crédito en los años 2007 y 2009 (préstamos 
1920/OC-PE, 2049/OC-PE y 2218/OC-PE por US$100 millones, US$130 millones y 
US$20 millones, respectivamente). Esos mismos años, el KfW, otorgó créditos por 
€39 millones, €15 millones y €45 millones.
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transparencia de los prestadores de servicios, de la capacidad de gestión y 
del desempeño del personal de los prestadores de servicios; (v) fortalecer 
a la Dirección Nacional de Saneamiento y al regulador para garantizar la 
adecuada estructuración, implementación y supervisión de proyectos 
de modernización corporativa, sea mediante la participación del sector 
privado o la reestructuración corporativa a través de reformas de gober-
nabilidad; y (vi) fortalecer la gestión sectorial ambientalmente sostenible, 
de acuerdo con la política y la normativa ambiental y de recursos hídricos.
 En el marco de los procesos de modernización del Estado y de des-
centralización realizados en los últimos años, el gobierno central y sus 
sectores han venido delegando y transfiriendo funciones a los gobier-
nos subnacionales. Este proceso, sin embargo, aun no ha tomado gran 
impulso, debido principalmente a que en tales instancias no se cuenta 
con las capacidades suficientes. Por eso, se presenta una oportunidad para 
el fortalecimiento del proceso de descentralización y modernización del 
Estado en lo referente a los servicios de saneamiento.
 De acuerdo con los indicadores de desempeño, los principales retos 
que enfrenta el sector están concentrados en: incrementar los niveles 
de cobertura y continuidad en la prestación del servicio; reducir las bre-
chas entre los servicios de agua y saneamiento, así como las brechas de 
cobertura entre las zonas urbanas y rurales; reducir los índices de agua no 
contabilizada asociados a un bajo índice de micromedición y mejorar la 
gestión empresarial operativa, comercial, administrativa y financiera. Se 
destaca el reto de apoyar la modernización de SEDAPAL para que logre 
afrontar los desafíos en lo técnico, ambiental y de cobertura, incluyendo 
la gestión de riesgos. Esto implica, entre otras cosas, mejorar la calidad del 
servicio e implementar tarifas que permitan una adecuada recuperación 
de los costos.
Residuos sólidos
A partir de la nueva institucionalidad, en el año 2008, en el marco de la 
Iniciativa de Agua y Saneamiento, se elaboró el Plan Estratégico Sectorial 
para el sector de residuos sólidos (PES-RS) con el objeto de identificar y 
desarrollar una serie de actividades de carácter estratégico que permitan 
superar los problemas asociados al manejo de los residuos sólidos 
municipales. Entre estos problema sobresalen: (i) las debilidades de las 
municipalidades para actuar como proveedores y como controladores 
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del servicio; (ii) la escasa recuperación de costos por medio de las tarifas 
(la morosidad nacional promedio aproximada es del 60%); (iii) la falta 
de infraestructura adecuada; (iv) la ausencia de políticas y estándares 
técnicos de alcance nacional que puedan ser adoptados por los gobiernos 
regionales; (v) la falta de planificación del sector (solo 26% de los municipios 
provinciales cuentan con planes integrales de gestión ambiental de 
residuos sólidos - PIGARS aprobados de acuerdo a Ley); (vi) la dispersión y 
falta de sistematización de información; (vii) el déficit de profesionales con 
experiencia y conocimiento en las instituciones responsables del sector; 
(viii) la limitada asociación de municipios en la provisión del servicio de 
disposición final; y (ix) el gran déficit en infraestructura para la disposición 
adecuada de los residuos sólidos municipales y la necesidad de avanzar en 
un plan de inversiones con la participación local y regional para superarlo.
 Adicionalmente, una limitación importante es la inexistencia de una 
autoridad nacional que lidere la gestión de los residuos sólidos. Ese rol 
ha sido ejercido en forma parcial por la DIGESA, fundamentalmente en lo 
que concierne a la vigilancia sanitaria, la definición de aspectos técnicos-
normativos para el manejo de los residuos sólidos, la formalización de los 
operadores y la evaluación técnica de los proyectos de infraestructura. 
También el MINAM tiene competencias en materia de residuos sólidos 
y ha implementado programas de asistencia técnica con los gobiernos 
locales. No obstante, en la actuación de la DIGESA y el MINAM se observan 
debilidades en lo que respecta a la asistencia requerida por las distintas 
jurisdicciones para hacer el seguimiento a la ejecución e implementación 
de la infraestructura, y el equipamiento necesario para alcanzar una ade-
cuada gestión de los residuos sólidos urbanos.
3. Prioridades del gobierno
Recursos hídricos
Las prioridades del gobierno peruano en el sector recursos hídricos han 
sido establecidas en la Política y Estrategia Nacional de Recursos Hídri-
cos del Perú y el Plan Estratégico Institucional 2011-2015 de la ANA.12
12 Véase <http://www.ana.gob.pe/media/290336/politicas_estrategias_rh.pdf> y 
<http://www.ana.gob.pe/media/365464/pei%20ana%202011_2015%20editado.
pdf>.
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Agua y saneamiento
El gobierno del Perú ha definido como prioritario al sector agua y sanea-
miento. La estrategia del país en el sector es el Plan Nacional de Sanea-
miento 2006-2015,13 cuyo objetivo general es “Contribuir a ampliar la 
cobertura y mejorar la calidad de los servicios de agua potable, alcanta-
rillado, tratamiento de aguas servidas y disposición de excretas”, estable-
ciendo como meta central el cumplimiento de los ODM en forma eficiente 
y sostenible por medio de cinco ejes estratégicos: (i) modernizar la gestión 
del subsector de saneamiento; (ii) incrementar la sostenibilidad de los 
servicios; (iii) mejorar la calidad de los servicios; (iv) lograr la viabilidad 
financiera de los prestadores de servicio; y (v) incrementar el acceso a 
los servicios.
Residuos sólidos
El gobierno del Perú ha identificado la necesidad de:
•	 Fortalecer	a	los	gobiernos	locales,	y	específicamente	a	las	institucio-
nes involucradas en la gestión de RSU a nivel distrital.
•	 Establecer	una	regulación	en	 la	prestación	de	 los	servicios	a	nivel	
nacional que desarrolle estándares de gestión, regule tarifas y faci-
lite las inversiones requeridas para dar cumplimiento a las políticas 
estratégicas del subsector.
•	 Consolidar	el	marco	normativo	y	efectivizar	su	puesta	en	fuerza.




ción del Programa de Desarrollo de Sistemas de Gestión de Residuos 
Sólidos en Zonas Prioritarias.
•	 Vincular	 las	 inversiones	 relacionadas	con	sistemas	de	 tratamiento	
y disposición de residuos sólidos al cierre y clausura de los actuales 
botaderos a cielo abierto.
13 El sector está preparando la actualización del mencionado Plan, cuya aprobación 
se hará en el cuarto trimestre de 2012.
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016182 
•	 Implementar	programas	de	 segregación	en	 la	 fuente	 como	parte	
del proceso de recolección de residuos sólidos domiciliarios en el 
marco del Programa de Modernización Municipal en al menos 249 
municipalidades.
4. áreas propuestas de acción con el banco
En el sector recursos hídricos, la acción del Banco se centrará inicialmente 
en apoyar la consolidación de las reformas del sector. Las actividades de 
asistencia técnica identificadas son las siguientes:
•	 Manejo	y	gestión	integrada	de	los	recursos	hídricos. Mejorar las activi-
dades relacionadas con el manejo, protección y uso de los recursos 
hídricos (aguas superficiales y subterráneas) en cuencas prioritarias 
a través del Proyecto de Modernización de la Gestión de los Recursos 
Hídricos. El Proyecto busca fortalecer las capacidades de las institu-
ciones responsables de la gestión de los recursos hídricos de nivel 
nacional, regional y local para lograr una eficiente y eficaz gestión de 
estos, procurando su aprovechamiento ambientalmente sostenible; y 
una gestión integrada y multisectorialmente participativa, conforme 
a los requerimientos del desarrollo económico y con equidad social 
para las presentes y futuras generaciones.
 Introducir en la gestión de recursos hídricos el enfoque de adaptación al 
cambio climático, en especial en las cuencas abastecidas por glaciares, 
y fortalecer el sistema de información e investigación hidrometeoroló-
gico en el país con las entidades involucradas. Se encuentra en ejecu-
ción el préstamo 2166OC/PE, cuyo resultado principal es la elaboración 
de tres planes de gestión de cuenca. Se espera avanzar en una segunda 
fase con otras tres cuencas adicionales y la inclusión de obras meno-
res resultantes de los planes de gestión de las tres primeras cuencas.
•	 Mejora	 de	 la	 oferta	 de	 recursos	 con	 enfoque	 de	 gestión	 y	 eficiencia.	
Construcción de obras físicas con participación del sector privado; 
desarrollo de infraestructura sectorial con participación activa de los 
usuarios agrícolas implementando el riego por goteo.
•	 Formalización	de	 los	derechos	de	agua	de	uso	poblacional. La gran 
mayoría de pequeños centros poblados (menos de 2000 habitan-
tes) y ciudades medianas (2000 a 30 000 habitantes) no cuentan 
con licencias de uso de agua. El objetivo es conferir al usuario de 
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agua poblacional la misma seguridad jurídica que tienen todos los 
otros sectores usuarios del agua (derecho administrativo de uso del 
agua). Solo así se asegura la disponibilidad del recurso en cantidad, 
calidad y oportunidad sin afectar derechos formales de terceros, y 
se evita conflictos con los otros usuarios de la cuenca. La ANA, con 
la cooperación financiera del BID, implementó un programa piloto 
de formalización de los derechos de agua de pequeñas poblaciones 
con miras a establecer una metodología apropiada para aplicarla en 
todo el país.
•	 Programa	de	eficiencia	energética. Realización de auditorías energéti-
cas en los proyectos de riego para identificar posibilidades de reducir 
el consumo de energía. El Banco viene apoyando la preparación de 
auditorías energéticas en empresas de agua y saneamiento con aho-
rros significativos de energía utilizando recursos de la iniciativa de 
cambio climático y energía renovable. Conceptos similares podrían 
ser aplicados en los proyectos de riego donde se emplea intensa-
mente el bombeo.
•	 Estrategia	financiera. Desarrollo de un Fondo de Recursos Hídricos 
para financiar, complementando lo que se recaudaría por concepto 
de tarifa o retribución económica, las acciones en el sector, prin-
cipalmente aquellas incluidas en los planes de gestión integrada 
de cuencas, en carácter competitivo. Dicho Fondo podría ser desa-
rrollado en el marco o complementando la preparación del Plan 
Nacional de Recursos Hídricos (PE-T1180). Se podría abrir el Fondo a 
la contribución del sector privado y/u otro tipo de donación de ins-
tituciones nacionales e internacionales. Funcionaría como el Fondo 
Nacional del Ambiente. Asimismo, la promoción de asociaciones 
público-privadas es una alternativa que puede formar parte de la 
estrategia financiera.
•	 Fortalecimiento	de	las	instituciones	involucradas. Mediante coopera-
ciones técnicas intrarregionales, pasantías, talleres de trabajo con 
funcionarios de países que puedan aportar modelos de regulación 
y gestión integrada de recursos hídricos, con el objetivo de obtener 
políticas, regulaciones y planes de acción en el país. Adicionalmente, 
es pertinente fortalecer los mecanismos de manejo de conflictos 
mediante la constitución del Tribunal de Aguas y el fortalecimiento 
de la unidad de manejo de conflictos de la ANA.
•	 Cuencas	 binacionales. Incorporación de los conceptos de gestión 
integral en las 38 cuencas internacionales que el Perú comparte con 
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sus vecinos. Son prioritarios los entendimientos con Ecuador para 
implantar la gestión compartida en las cuencas del río Puyango-
Tumbes y Chira-Piura.
•	 Cultura	del	agua. En el marco del Programa de Modernización de 
la Gestión de los Recursos Hídricos, se vienen realizando algunas 
acciones estructurales y de fortalecimiento institucional para generar 
cambios de actitudes en la cultura del uso del recurso agua. Destaca la 
creación de la Dirección de Gestión de Conocimiento y Coordinación 
Institucional en la estructura de la ANA, el diseño de una estrategia de 
comunicación para la institución que trabajará con las poblaciones de 
usuarios, y los convenios firmados con el Ministerio de Educación para 
incluir el tema en el marco de la educación formal. No obstante, es 
importante desarrollar metodologías de trabajo con las poblaciones 
desde sus perspectivas culturales, para generar su empoderamiento 
a partir de una nueva conciencia de uso de un recurso escaso. En este 
sentido, se podrían llevar adelante programas que preparen a líderes 
locales para que sean vehículos de una acción sostenible de cambio 
en la cultura del agua.
•	 Manejo	de	recursos	hídricos	por	estacionalidad	y	calidad. Seguridad 
de presas, lagunas, forestación no maderable y establecimiento del 
concepto de pago por servicios ambientales en las áreas de conser-
vación de recursos hídricos.
 El BID viene apoyando al gobierno peruano en el sector de recur-
sos hídricos mediante operaciones de tipo programático y préstamos 
de inversión. Se busca la sostenibilidad del uso y aprovechamiento del 
agua mediante una gestión integrada y participativa a través de un con-
junto de reformas de políticas institucionales, normativas y estructura-
les, teniendo como objetivo final la puesta en práctica de los acuerdos 
nacionales plasmados en la Estrategia Nacional para la Gestión de los 
Recursos Hídricos. Para ello, se realizó una serie de préstamos de tipo 
programático: el préstamo PE-L1024, aprobado y desembolsado en 2007; 
el préstamo PE-L1040, aprobado y desembolsado en 2009; y el tercero y 
último, el préstamo PE-L1050, aprobado y desembolsado en 2010. Para 
implementar las reformas institucionales, se avanza en la ejecución del 
proyecto de inversión PE-L1070. Su objetivo de contribuir al uso eficiente 
de los recursos hídricos y ecosistemas conexos en el país adoptando un 
enfoque participativo, de sostenibilidad y equidad. Asimismo, implantar 
planes e instrumentos de gestión del recurso hídrico en las cuencas de 
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Chira-Piura, Puyango-Tumbes y Tacna, seleccionadas teniendo como base 
su importancia socio-económica, el número de conflictos instalados, el 
grado de madurez hacia la gestión multisectorial y el ámbito geográfico 
(que sea de la vertiente del Pacífico e incluya representantes de los eco-
sistemas norte, centro y sur).
 Complementariamente, el Banco aprobó cinco cooperaciones técni-
cas no reembolsables para desarrollar experiencias piloto de manejo de la 
disponibilidad de agua (Maschon/Chonta PE-T1057), manejo integrado de 
fuentes de abastecimiento para la ciudad de Lima (PE-T1112), regularización 
de los derechos de uso del agua de comunidades pequeñas (PE-T1151), 
determinación del valor económico del agua (PE-T1206), y preparación del 
Plan Nacional de Recursos Hídricos (PE-T1180). Las dos últimas se enmarcan 
en los compromisos del programa de reformas del sector.
 A largo plazo, el sustento de la planificación del apoyo del BID al Perú 
serán los lineamientos de política sectorial incluidos en el documento 
Política y Estrategia Nacional de Recursos Hídricos, los cuales serán com-
plementados por los planes específicos que se desarrollarán en el marco 
del Plan Nacional de Recursos Hídricos (PE-T1180).
 En el sector agua y saneamiento, la acción del Banco se centrará 
inicialmente en apoyar la consolidación de las reformas del sector para 
fortalecer su capacidad de planificación e incrementar los esfuerzos para 
lograr los ODM y cerrar las brechas existentes. Al respecto, se estima que 
en el período 2012-16 se generarán diversas necesidades en este ámbito, 
y la contribución del Banco debe considerar una combinación de acciones 
para la reducción de las brechas en la provisión de servicios, y el apoyo al 
desarrollo de un sistema que garantice inversiones sostenibles, eficien-
cia en la prestación de servicios y la provisión a los más pobres, con una 
política financiera y tarifaria y el fortalecimiento del marco institucional y 
regulatorio para introducir las buenas prácticas de gobierno corporativo, 
y cuando sea factible, fomentar la participación del sector privado ajus-
tada a las condiciones locales mediante esquemas de asociación público-
privadas o concesiones.
 El apoyo financiero del Banco se centrará en las siguientes iniciati-
vas: (i) diálogo programático para apoyar reformas de política sectorial; 
(ii) apoyo a la universalización del acceso al servicio de agua potable 
mediante el incremento de la cobertura y la sostenibilidad de los servicios; 
(iii) proyectos de recolección y tratamiento de aguas servidas y desarrollo 
de mecanismos financieros ambientales; y (iv) promoción de esquemas 
de coparticipación público-privada.
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 La mejora en la eficiencia se alcanzará mediante: (i) la reducción del 
agua no contabilizada; y (ii) la racionalización del consumo de agua. Las 
posibles operaciones del Banco de apoyo al país se desarrollarían en los 
siguientes temas:
•	 Diálogo	programático con el objetivo de lograr la eficiencia, equidad, 
sostenibilidad y las condiciones ambientales de la prestación de los 
servicios de agua y saneamiento en el Perú mediante la adopción de 
un conjunto de medidas que incluyen: (i) la actualización e integra-
ción de herramientas e instrumentos de planificación sectorial, inclu-
yendo la implementación de un sistema de información confiable 
para el planeamiento del desarrollo de los servicios; (ii) el desarrollo 
de una política financiera acompañada de un esquema financiero y 
presupuestario de largo plazo para el sector; (iii) un sistema regulato-
rio sectorial fortalecido para asumir nuevas responsabilidades; (iv) el 
mejoramiento del sistema de gobernabilidad y transparencia de los 
prestadores de servicios, de la capacidad de gestión y del desempeño 
del personal de las prestadoras de servicios; y (v) el fortalecimiento 
de la gestión sectorial ambientalmente sostenible, de acuerdo con 
la política y normativa ambiental y de recursos hídricos.
•	 Aumento	de	 la	cobertura	de	agua	y	saneamiento a fin de lograr los 
ODM y reducir las brechas existentes. Para mejorar en estas áreas se 
requiere: (i) desarrollar un plan para pequeñas ciudades de la costa, 
sierra y selva que incluya la asistencia técnica y el apoyo al gobierno 
en la aplicación de la normativa expedida para la prestación del ser-
vicio, el marco regulatorio y el desarrollo de inversiones, con un prés-
tamo sectorial de inversión que involucre el aporte nacional, regional 
y local para atender las necesidades de las pequeñas empresas de 
saneamiento y las pequeñas ciudades a través de las unidades de 
gestión u operadores especializados que se establezcan, para lo cual 
se contemplarían acciones de fortalecimiento y acompañamiento; 
se propone empezar por los estudios de preinversión durante 2012; 
 (ii) desarrollar y promover mecanismos innovadores de financia-
miento de mediano plazo que posibiliten la instalación de conexio-
nes domiciliarias y las facilidades intradomiciliarias, especialmente 
en zonas periurbanas; (iii) promover las economías de escala entre 
prestadores para mejorar la gestión y sostenibilidad de los servicios; y 
(iv) continuar con el apoyo a SEDAPAL para la expansión de la cober-
tura a zonas carentes con tecnologías apropiadas y el tratamiento de 
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las aguas recolectadas y vertidas, incluyendo la ayuda para mejorar su 
gobernabilidad corporativa (conformación del directorio con repre-
sentantes de la Municipalidad de Lima, Código del Buen Gobierno 
Corporativo y sistema de rendición de cuentas del desempeño).
•	 Tratamiento	 y	 disposición	de	 aguas	 servidas	 en	 regiones	 prioritarias	
y	propiciar	su	reutilización. Para superar los déficits de cobertura y 
considerando los escasos recursos para la inversión y la capacidad 
de las empresas prestadoras de servicios, resulta estratégico priorizar 
las intervenciones en zonas donde las descargas tengan incidencia 
en la salud y generen problemas de contaminación ambiental. Para 
ello, se propone: (i) identificar las zonas prioritarias de intervención 
en asocio con la ANA, el MINSA y el MINAM; (ii) elaborar una política 
financiera que viabilice la inversión y comprometa su nivel con una 
eficiente operación y mantenimiento de los sistemas construidos; 
 (iii) apoyar el desarrollo de un programa de inversiones; y (iv) impulsar 
las inversiones con un préstamo sectorial de inversión para regiones 
prioritarias del Perú.
•	 Desarrollar	cooperación	técnica	y	un	préstamo	para	medidas	de	rápido	
impacto. Para la asistencia técnica y el financiamiento que apoye los 
avances en el sector, con un enfoque de gestión de la demanda que 
aplique políticas que busquen disminuir el consumo per cápita y el 
nivel de agua no facturada, fortaleciendo a su vez la gestión comer-
cial con énfasis en el aumento de la medición tanto de los consumos 
como de la producción de algunas medidas de eficiencia en el con-
sumo de agua en las municipalidades urbanas y medidas para reducir 
el consumo de energía y las emisiones originadas en el bombeo y 
distribución del agua, reduciendo simultáneamente la tensión en los 
acuíferos locales afectados por las sequías.
•	 Esquemas	de	coparticipación	publico-privada. Apoyo en la preparación 
de un programa que promueva la vinculación de operadores especia-
lizados del sector privado, y a la Dirección Nacional de Saneamiento 
y la SUNASS para desarrollar nuevos modelos de participación del 
sector privado y asociaciones público-privadas.
•	 Ampliación	de	los	servicios	en	las	zonas	rurales. Apoyar la ejecución 
del Programa de Mejoramiento y Ampliación de Servicios de Agua 
y Saneamiento en Perú (PROCOES) y propiciar su ampliación a otras 
regiones prioritarias del país.
•	 Mecanismos	financieros	ambientales. Con base en la experiencia ganada 
con la aplicación del Mecanismo Financiero para la Conservación de 
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las Cuencas, apoyar el desarrollo de programas que contribuyan a la 
conservación de las cuencas que abastecen a las ciudades mediante 
el empleo de instrumentos que puedan atraer capitales privados.
 El apoyo al sector de agua y saneamiento en el Perú se realiza también 
con recursos de otras agencias bilaterales y multilaterales, principalmente 
del Banco Mundial (Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento - 
BIRF), el gobierno alemán por intermedio del KfW, la Agencia de Coopera-
ción Internacional del Japón (JICA) y la Corporación Andina de Fomento 
(CAF). El BIRF participa en el sector saneamiento financiando acueductos 
rurales por medio del Programa Nacional de Agua y Saneamiento Rural 
(PRONASAR), y con financiamientos a SEDAPAL en conjunto con el Japan 
Bank for International Cooperation (JBIC) destinados a obras de expansión 
de redes en zonas marginales. Adicionalmente, JICA apoya la preparación 
del Programa Amazonía Rural. El universo de empresas regionalizadas es 
atendido por JICA y el KfW en conjunto con el BID. La participación del 
BID en el sector se ha enfocado en el apoyo a las reformas de política en 
conjunto con el KfW. Otro actor relevante es el Fondo Español de Coope-
ración para Agua y Saneamiento en América Latina y el Caribe (FECASAL), 
administrado por el Banco, con el cual se financia el PROCOES, centrado en 
la expansión de servicios en las zonas rurales. Adicionalmente, el BID apoya 
con préstamos de inversión a SEDAPAL y al MEF con el objetivo de contribuir 
a la consolidación de las reformas acordadas entre el gobierno del Perú y el 
Banco. A la lista de cooperantes se suma la Agencia Suiza para el Desarrollo 
y la Cooperación (COSUDE), con el Programa de Agua y Saneamiento Básico.
 En el sector de residuos sólidos, la acción del Banco se centrará inicial-
mente en la ampliación de la cantidad de municipios que realizan una 
gestión integral de los residuos sólidos. Para esto se requiere: (i) apoyar 
al gobierno en el fortalecimiento del marco normativo y su empodera-
miento, reforzando institucionalmente al MINAM y al MINSA; (ii) fortalecer 
a las jurisdicciones locales; (iii) apoyar el desarrollo de un modelo de ges-
tión de residuos sólidos a partir de tecnologías apropiadas a la realidad 
local; (iv) apoyar el financiamiento de las inversiones iniciales requeridas, 
fomentando las asociaciones intermunicipales para lograr economías de 
escala, incluyendo la definición de sitios para la construcción de rellenos 
sanitarios regionales; (v) desarrollar programas de sensibilización de la 
población a fin de formar ciudadanos ambientalmente responsables; y 
(vi) cierre de botaderos donde se realizan los proyectos de inversión de 
gestión integral de residuos sólidos.
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 Es importante lograr la formalización de los recicladores, lo que 
requiere: (i) censarlos en cada jurisdicción donde se vayan a realizar inver-
siones; (ii) fomentar su asociación a través de esquemas cooperativistas; 
(iii) preparar planes de manejo e inclusión social en el área de influencia 
de los proyectos a ser ejecutados; y (iv) implementar los planes de acción 
en forma conjunta con las inversiones a ser realizadas.
 El apoyo al desarrollo del sector de residuos sólidos en el Perú se 
realiza con recursos de otras agencias bilaterales, principalmente JICA, 
entidad que participa mediante el financiamiento del Programa de Desa-
rrollo de Sistemas de Gestión de Residuos Sólidos en Zonas Prioritarias 
(PROG-16-2010-SNIP). Se destaca la coordinación para llevar adelante el 
programa en forma paralela con el BID y el trabajo técnico de apoyo al 
MINAM y al MEF en la preparación y financiamiento de los estudios de 
preinversión de los proyectos a financiar, para los cuales el BID a asignado 
recursos de la cooperación técnica (ATN/OC-11935-PE, aprobado el 2 de 
diciembre de 2009, actualmente en ejecución).
5. Riesgos
Recursos hídricos
Los riesgos sectoriales principales son:
•	 Una	institucionalidad	muy	reciente	y	la	necesidad	de	fortalecer	a	las	
entidades responsables de la gestión descentralizada e integrada de los 
recursos hídricos, así como los mecanismos de participación de los acto-
res sociales relacionados con el uso y la gestión de los recursos hídricos.
•	 La	complejidad	y	el	carácter	transversal	de	la	gestión	integrada	del	
recurso hídrico y, en general, del ambiente, pueden llegar a ser un 
factor inhibidor de los cambios que se quieren impulsar mediante 
las inversiones propuestas.
•	 La	permanencia	de	la	ANA	en	el	MINAG	debido	a	la	distancia	histórica	
que existe entre los usuarios y las instituciones centralizadas en Lima, 
lo que podría hacer inviable la implementación de los mandatos de 
la Ley de Recursos Hídricos.
•	 El	cambio	climático,	que	se	espera	afecte	los	regímenes	de	lluvia,	los	
patrones de escorrentía y los niveles de almacenamiento de agua en 
los glaciares, embalses y acuíferos en el país, lo que se verá reflejado 
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en la calidad del agua. La cuantificación de estos impactos está aún 
pendiente.
•	 Los	agricultores	no	han	internalizado	las	medidas	de	ahorro	de	agua	
debido al bajo costo del recurso. Mitigación: estrategia de comunica-
ción para la ANA y proyecto basado en el trabajo directo con los actores.
•	 Impactos	del	cambio	climático	en	la	disponibilidad	de	agua.	Mitiga-
ción: internalización del concepto de cambio climático en los planes 
de manejo de cuencas.
Agua y saneamiento
Los principales riesgos sectoriales son la baja capacidad de ejecución de 
los gobiernos locales y el nacional, la falta de organización y la cantidad 
de trámites administrativos dentro de las agencias sectoriales, el bajo 
nivel y cultura de seguimiento y monitoreo de proyectos, así como la 
escasez de recursos de las empresas prestadoras de servicios de agua y 
saneamiento para aportar a los proyectos.
 Con el fin de mitigar los riesgos, la intervención del Banco apoyará 
el desarrollo de los instrumentos de política sectorial así como de las 
herramientas de seguimiento y monitoreo, y la modernización de aquellos 
necesarios dada la evolución del sector. Asimismo, apoyará el fortaleci-
miento de capacidades a nivel nacional, regional y local para la gestión 
y planificación sectorial y la revisión y evaluación de proyectos. En el 
caso de las empresas prestadoras de servicios de agua y saneamiento 
y su sostenibilidad, se espera brindar apoyo con instrumentos como el 
gobierno corporativo, particularmente en SEDAPAL.
Residuos sólidos
Los riesgos sectoriales principales son:
•	 Oposición	social. Tradicionalmente, los proyectos de disposición final 
de residuos sólidos municipales generan mucha resistencia entre la 
población debido a la instalación de infraestructura y servicios vistos 
como desagradables o riesgosos.14 Como medidas de mitigación se 
14 Fenómeno NIMBY, por sus siglas en inglés (not in my back yard): “no en mi patio 
trasero”.
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prevén dos principales: (i) aprovechar las propuestas de conversión 
de rellenos no controlados en rellenos sanitarios; (ii) en aquellos casos 
que las obras se realicen en áreas previamente no afectadas por el mal 
manejo de los residuos, incluir en el diseño de los proyectos un signi-
ficativo componente de información y participación de la población.
•	 Viabilidad	financiera	y	recuperación	de	costos. Uno de los principales 
riesgos identificados es que no se logre la sustentabilidad del servicio 
a largo plazo. Si bien los municipios están autorizados para cobrar 
tasas a los usuarios, estas podrían no ser suficientes para cubrir los 
costos incrementales de la disposición final.
•	 Limitada	capacidad	de	planificación	sectorial.	Uno de los puntos débi-
les en el sector ha sido su baja capacidad de planificación a nivel 
nacional, departamental y municipal. El éxito de los programas 
dependerá en gran medida de la mejora de esta capacidad. Cabe 
señalar que, en el marco del programa de inversiones, el segundo 
criterio de elegibilidad de los proyectos a nivel nacional y municipal 
es la capacidad institucional de la jurisdicción receptora.
•	 Cierre	de	botaderos. La posibilidad de que el MEF no priorice los pro-
yectos de cierre de botaderos de residuos sólidos como segundo 
programa a ser implementado.
•	 Dispersión	de	funciones	en	el	marco	institucional	actual	y	débil	esquema	
de	supervisión	y	control. No se formó la comisión interinstitucional 
MINAM/DIGESA para aclarar las funciones dispersas en la actual Ley 
General de Residuos Sólidos. Las nuevas autoridades están revisando 
la norma para proponer los ajustes respectivos. Si la modificación y 
actualización de la Ley no prospera, el riesgo de no cumplir con los 
plazos y metas es alto por la gran cantidad de actores involucrados 
en la planificación, elaboración, aprobación, ejecución y supervisión 
de los proyectos.
Referencias bibliográficas
BID, Banco Interamericano de Desarrollo (2009). Actualización del Plan Nacional 
de Saneamiento 2006-2015. Diagnóstico y Propuesta Base. G. Guerra-García 
Picasso, R. Lozada Valentín. IDBDOCS n.° 36168902
---------- (2008a). Plan Estratégico Sectorial (PES) del Perú. En: <IDB-
DOCS-#36156574-081219_Plan_Estrategico_Residuos_Peru_FINAL_
FINAL_>.
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016192 
---------- (2008b). Concepto integral y planificación del Programa de Segunda 
Generación de Reformas del Sector Saneamiento. IDBDOCS n.° 36168114.
---------- (2008c). Perú: Plan Estratégico Sector Agua y Saneamiento. IDBDOCS 
n.°1929348-v1. Por José Luis Bonifaz.
INEI, Instituto Nacional de Estadística e Informática (2008). Perú:	Perfil	de	la	pobreza	
por	departamentos	2005-2007. Lima: INEI.
SUNASS, Superintendencia Nacional de Servicios de Saneamiento (2009). Reporte 
de indicadores de gestión de EPS 2009. En: <http://www.sunass.gob.pe/
ind_gestion.php/SUNASS>.
Gestión del riesgo de desastres y 
adaptación al cambio climático
Alfonso Tolmos, Gabriel Quijandría, Carlos Ludeña, 
Alfred Grunwald, Jaime Fernández-Baca, 
Sergio Lacambra, Hori Tsuneki*
Introducción
La vulnerabilidad del Perú ante los desastres y los emfectos negativos 
del cambio climático constituye un problema de dimensiones significa-
tivas. Según estudios recientes, el Perú es uno de los países con mayor 
vulnerabilidad frente a múltiples amenazas naturales, incluidas las de 
origen climático, en la región.1 Estos elevados niveles de vulnerabilidad 
responden a una combinación de causas naturales —como la alta variabi-
lidad climática, la compleja geomorfología o la intensidad de la actividad 
geodinámica— y causas de origen humano —como la ocupación no 
planificada del espacio, la persistencia de prácticas productivas inade-
cuadas, la deforestación y desertificación o la degradación de suelos—.
1. Contexto y problemática
Durante el período 1970-2009,2 el Perú se vio afectado por 105 desastres, 
71% de estos provocados por fenómenos hidrometeorológicos (sequías,
1 Véase al respecto, Brooks y Adger 2003a y 2003b; DARA 2010.
2 Fuente: EM-DAT, 2010 (http://www.emdat.be/).
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inundaciones, deslizamientos húmedos y heladas) y 29% por eventos 
geofísicos (sismos, erupciones volcánicas y deslizamientos secos). Estos 
desastres causaron más de 74 000 muertes y dejaron 18 millones de 
peruanos damnificados. Durante este período, el Perú fue el país latino-
americano con mayor número de fallecidos y el segundo en afectados 
(solo detrás de Brasil, que tiene una población seis veces mayor). En lo 
que respecta a daños ocasionados por eventos hidrometeorológicos, cabe 
destacar el impacto del fenómeno El Niño, que en los episodios severos 
de 1982-83 y 1997-98 causó pérdidas estimadas de US$6800 millones.3 
Los sismos también se encuentran entre los desastres que han provocado 
grandes pérdidas económicas al país. Por ejemplo, el terremoto de Pisco 
en 2007 produjo daños superiores a los US$2000 millones.4
 De acuerdo con un reciente estudio del perfil de catástrofe sísmica del 
Perú elaborado con apoyo del Banco (ATN/JF-9349-RS), se estima que el 
país tiene un valor de infraestructura expuesta ante fenómenos naturales 
de más de US$450 000 millones. En el escenario de un evento sísmico 
extremo similar al ocurrido en febrero de 2010 en Chile (p. ej. con una 
recurrencia mayor o igual a 100 años), el país podría incurrir en una pér-
dida de hasta US$43 000 millones.5 El estudio concluye que, de ocurrir tal 
evento, el sector público peruano no estaría en capacidad financiera de 
cubrir los pasivos fiscales asociados con dicha pérdida. Según el mismo 
estudio, Lima sería la región con la mayor pérdida probable en infraes-
tructura (pública y privada), seguida de Piura, La Libertad, Ica, Arequipa 
y Callao. Por tipo de infraestructura, las pérdidas máximas probables se 
concentrarían en el sector industrial y residencial, así como en las cons-
trucciones escolares públicas y en la red de agua y saneamiento.
 A la situación descrita se debe añadir el efecto negativo que tendrá 
el cambio climático, que elevará tanto los niveles de vulnerabilidad como 
los de incertidumbre respecto de la ocurrencia de eventos climáticos 
extremos como El Niño y/u otros fenómenos climáticos con potencial de 
impacto negativo. De conformidad con los escenarios climáticos mode-
lizados por el Servicio Nacional Meteorología e Hidrología (SENAMHI) al 
año 2030, se esperan las siguientes tendencias para el Perú: (i) incremento 
3 Fuente: CAF.
4 Fuente: página web del MEF.
5 Si el sismo fuera de las características del ocurrido en Haití, es decir si tuviera una 
recurrencia en torno a 250 años, las pérdidas máximas probables en el Perú serían 
superiores a los US$56 000 millones.
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de la temperatura máxima en hasta 1,6 °C y en 1,4 °C en el caso de la tem-
peratura mínima; (ii) incrementos y disminuciones (+/- 10%) localizados 
en los niveles de precipitaciones medias, con niveles de hasta +20% en 
la costa y sierra norte, parte de la sierra central y selva sur, y -20% en el 
caso de la selva norte y la sierra sur; y (iii) poca variación respecto de la 
intensidad y frecuencia de eventos extremos como El Niño, lluvias fuertes, 
heladas o sequías (SENAMHI 2009).
 En cuanto al costo económico del cambio climático, los estudios 
(Loyola 2009; Vargas 2009) estiman un impacto negativo potencial, en 
un escenario sin políticas que atiendan el tema, de entre 1% y 4% del 
producto bruto interno (PBI) al año 2030 y de entre 3% y 20% para el 
año 2050, lo que coincide con los resultados del Informe Stern (2006) y 
con investigaciones similares realizadas para otros países de la subregión 
andina. Frente a la magnitud del problema, el presupuesto público anual 
dedicado a la adaptación a los efectos del cambio climático ha sido calcu-
lado en 1600 millones de nuevos soles para el período 2007-2009, lo que 
representó entre el 2,9% y el 4,4% del presupuesto nacional no financiero 
ni previsional.
 El Sistema de Indicadores de Riesgo de Desastres y de Gestión de Ries-
gos elaborado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y aplicado 
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con información desde 1990 en veintidós países de la región, señala que 
en el caso del Perú el desempeño en componentes claves de la gestión del 
riesgo de desastres (p. ej., gobernabilidad y protección financiera, identifi-
cación de riesgo, reducción de riesgo, y manejo de desastres) es incipiente. 
El Índice de Gestión de Riesgos (IGR), uno de los cuatro índices del Sistema 
de Indicadores, que mide en una escala de 0 (mínimo) a 100 (máximo) 
el grado de dicho desempeño, muestra entre 1995 y 2008 una mejora 
relativa por componente, pasando respectivamente de 16,87 a 26,67; sin 
embargo, comparado con otros países de la región con similar exposición 
a amenazas, dicho índice muestra un menor desempeño relativo.
2. Descripción del marco institucional y legal del sector
Hasta 2011, en lo que se refiere a desastres naturales, el Estado peruano 
tenía un enfoque de defensa civil centrado solo en la respuesta huma-
nitaria, y no consideraba aspectos claves de la gestión de riesgos como 
la prevención o la mitigación. Consecuentemente, el órgano rector del 
sistema era el Instituto Nacional de Defensa Civil (INDECI). Así pues, el 
enfoque moderno de gestión de riesgos de desastres no estaba presente 
en la institucionalidad pública del país.
 El 27 de enero de 2011 el Congreso aprobó la Ley 29664, que crea el 
Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (SINAGERD) como 
sistema interinstitucional, sinérgico, descentralizado, transversal y partici-
pativo. La Ley define los principios para la gestión del riesgo de desastres 
(GRD), incluye los lineamientos de la política nacional de GRD y establece 
como sus principales instrumentos los siguientes: (i) el Plan Nacional de 
GRD, en cuyo diseño se considera los programas presupuestales estraté-
gicos vinculados a la GRD y otros afines al objetivo del Plan, en el marco 
del Presupuesto por Resultados; (ii) la Estrategia de Gestión Financiera 
del Riesgo de Desastres, con cargo al Ministerio de Economía y Finanzas 
(MEF) y con cobertura nacional; (iii) los mecanismos de Coordinación, 
Decisión, Comunicación y Gestión de la Información en situaciones de 
desastre; (iv) el Sistema Nacional de Información para la GRD; y (vi) la Radio 
Nacional de Defensa Civil y del Medio Ambiente, que tiene por objetivo 
mantener informada a la población en temas de preparación, respuesta 
y rehabilitación.
 Se trata de un marco normativo moderno y que está en sintonía 
con las lecciones aprendidas en la GRD en las últimas décadas tanto en 
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el contexto internacional en general como en el latinoamericano en par-
ticular. En este sentido, la Ley se basa en los componentes de gestión 
prospectiva, correctiva y reactiva, e identifica los siguientes procesos para 
la GRD: estimación, prevención y reducción del riesgo, preparación, res-
puesta, rehabilitación y reconstrucción. Uno de los aspectos centrales de 
la nueva norma es que reconoce a la GRD no como una responsabilidad 
de un solo sector o de una única instancia pública, sino como un asunto 
interinstitucional y transversal a todos los sectores y entidades públicas 
y privadas.
 El Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (SINAGERD) 
está compuesto por los siguientes actores: (i) Presidencia del Consejo de 
Ministros (PCM), que asume la función de ente rector; (ii) Consejo Nacio-
nal de Gestión del Riesgo de Desastres (CNGRD), presidido por el Presi-
dente de la República; (iii) Centro Nacional de Estimación, Prevención 
y Reducción del Riesgo (CENEPRED); (iv) Instituto Nacional de Defensa 
Civil (INDECI); (v) gobiernos regionales y locales; (vi) Centro Nacional de 
Planeamiento Estratégico (CEPLAN); y (vii) entidades públicas, Fuerzas 
Armadas, Policía Nacional del Perú, entidades privadas y sociedad civil.
 Como ente rector del nuevo sistema, son atribuciones de la PCM, 
entre otras, las siguientes: (i) proponer al Presidente de la República la 
Política Nacional de GRD para su aprobación, así como conducir, supervi-
sar y fiscalizar el adecuado funcionamiento del SINAGERD; y (ii) desarro-
llar, coordinar y facilitar la formulación y ejecución del Plan Nacional de 
GRD. Compete también a la PCM, en coordinación con el MEF, proponer 
al CNGRD el esquema institucional y financiero de reconstrucción tras 
desastres de gran magnitud. Con la adscripción de esta rectoría a la PCM 
se eleva el rango de la entidad responsable de la GRD.
 El Consejo Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (CNGRD) es 
el órgano de máximo nivel de decisión política y de coordinación estra-
tégica para la GRD. Sus funciones son: (i) efectuar el seguimiento de la 
implementación de la Política Nacional de GRD, y (ii) en situación de 
impacto o peligro inminente de desastres de gran magnitud, establecer 
una plataforma de coordinación y decisión política en combinación con 
el Centro de Operaciones de Emergencia Nacional (COEN). El CNGRD está 
integrado por: (i) el Presidente de la República, quien lo preside; (ii) la PCM, 
que asume la Secretaría Técnica; (iii) el Ministro de Economía y Finanzas; 
(iv) el Ministro de Defensa; (v) El Ministro de Salud; (vi) el Ministro de Edu-
cación; (vii) el Ministro del Interior; (viii) el Ministro del Ambiente; (ix) el 
Ministro de Agricultura; (x) el Ministro de Transportes y Comunicaciones; 
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(xi) el Ministro de Vivienda, Construcción y Saneamiento. La creación de un 
órgano presidido por la más alta autoridad del Ejecutivo e integrado por 
los principales sectores y representantes de las autoridades subnaciona-
les, envía un mensaje claro sobre la importancia de la gestión del riesgo 
en la agenda de desarrollo del país y representa un avance notable en el 
proceso de transversalización de la gestión del riesgo en los procesos de 
planificación del desarrollo a nivel sectorial y subnacional.
 El Centro Nacional de Estimación, Prevención y Reducción del Riesgo 
de Desastres (CENEPRED) es un organismo público ejecutor adscrito a la 
PCM y tiene entre sus funciones las siguientes: (i) asesorar y proponer a 
la PCM el contenido de la política nacional en lo referente a estimación, 
prevención y reducción del riesgo; (ii) proponer a la PCM los lineamientos 
de política para el proceso de reconstrucción; (iii) desarrollar, coordinar y 
facilitar la formulación y ejecución, y supervisar el Plan Nacional de GRD 
en lo que corresponde a estimación, prevención y reducción del riesgo 
de desastres; y (iv) asesorar, promover y elaborar lineamientos para la 
estimación, prevención y reducción del riesgo de desastres. La creación 
del CENEPRED y la asignación de estas funciones, entre otras, supone una 
mejora sustancial con relación al anterior marco legal del país en GRD 
que, por falta de claridad, posibilitaba la interpretación de que la Defensa 
Civil debía encargarse de funciones y responsabilidades que en realidad 
corresponden a actores del desarrollo y no a entidades especializadas en 
la respuesta de emergencias.
 El Instituto Nacional de Defensa Civil (INDECI) es un organismo público 
ejecutor adscrito a la PCM. Tiene, entre otras, las siguientes funciones: 
(i) asesorar y proponer a la PCM el contenido de la política nacional en lo 
referente a preparación, respuesta y rehabilitación; (ii) desarrollar, coor-
dinar y facilitar la formulación y ejecución, y supervisar el Plan Nacional 
de GRD en lo que corresponde a preparación, respuesta y rehabilitación; 
(iii) realizar y coordinar las acciones necesarias de respuesta y rehabili-
tación; (iv) coordinar el COEN y brindar apoyo técnico y estratégico a los 
centros de operaciones de emergencia (COE) regionales y locales. Las 
Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del Perú participan en la preparación 
y respuesta de desastres. Uno de los grandes avances de la nueva Ley es 
que finalmente acota las responsabilidades de la Defensa Civil a los pro-
cesos de preparación, respuesta y rehabilitación, de conformidad con el 
propósito original para el que fueron creadas y diseñadas estas entidades.
 Los gobiernos regionales y locales son los responsables directos de 
incorporar los procesos de la GRD en la gestión del desarrollo en el ámbito 
Gestión del riesgo de desastres y adaptación al cambio climático 199 
de su competencia político administrativa, con el apoyo de las demás 
entidades públicas y la participación del sector privado. El CEPLAN tiene 
bajo su responsabilidad integrar la GRD en el Plan Estratégico de Desa-
rrollo Nacional, para lo cual deberá incluir la GRD en las metodologías e 
instrumentos técnicos relacionados con dicha planificación estratégica 
y promover el fortalecimiento de las capacidades para tal fin. Este es un 
notable avance con relación al marco normativo anterior, donde el rol del 
planeamiento estratégico prácticamente no existía. Las entidades públi-
cas (ministerios, etc.) son responsables de incorporar en sus procesos de 
desarrollo la GRD. Asimismo, crean las normas, instrumentos y mecanis-
mos específicos necesarios para apoyar la incorporación de la GRD en 
los procesos institucionales de los gobiernos regionales y locales en los 
ámbitos de su respectiva competencia.
 Cabe destacar la asignación al MEF de la responsabilidad de definir 
una estrategia de gestión financiera de riesgos de desastres, e identificar 
los instrumentos financieros más adecuados para asegurar que el Estado 
peruano cuente con la cobertura financiera necesaria para hacer frente a 
la eventual ocurrencia de desastres naturales. Este es uno de los principa-
les avances de la nueva Ley: reconocer a la gestión financiera de riesgos 
de desastres como uno de los componentes principales para una ges-
tión integral del riesgo. Entre las entidades privadas, se atribuye especial 
relevancia a las universidades, las organizaciones no gubernamentales 
y las empresas relacionadas con sectores productivos estratégicos. En 
la primera disposición complementaria final de la Ley se menciona que 
el Poder Ejecutivo la reglamentará en un plazo de noventa días hábiles 
contados a partir de su publicación.
 Desde 1993, año en que el Perú suscribió y ratificó la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC), el 
país ha venido haciendo una serie de esfuerzos para enfrentar el mencio-
nado fenómeno global. En noviembre de ese año se estableció la Comi-
sión Nacional de Cambio Climático (CNCC) con la finalidad de coordinar 
y realizar el seguimiento a la implementación en el país de la CMNUCC, 
así como diseñar y promover la Estrategia Nacional de Cambio Climático 
(ENCC), cuya primera versión se aprobó el año 2003.6 El funcionamiento 
6 A la fecha, el Ministerio del Ambiente (MINAM) viene revisando una nueva versión 
de la Estrategia Nacional de Cambio Climático (ENCC) que busca reflejar los cambios 
recientes en la discusión y las decisiones sobre el tema del cambio climático a nivel 
internacional, así como el nuevo marco institucional nacional.
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efectivo de la CNCC se inició en 1996, cuando pasa a ser presidida por el 
Consejo Nacional del Ambiente (CONAM) y cuenta con la participación 
de representantes de la PCM, de los ministerios de Economía y Finan-
zas (MEF), Energía y Minas (MINEM), Producción (PRODUCE), Relaciones 
Exteriores, Transportes y Comunicaciones (MTC), el Instituto Nacional de 
Recursos Naturales (INRENA) en representación del sector agricultura, 
el SENAMHI, el Instituto del Mar del Perú (IMARPE), el Consejo Nacional 
de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica (CONCYTEC), el Fondo 
Nacional del Ambiente (FONAM), la Asociación de Municipalidades del 
Perú (AMPE), la Asamblea Nacional de Rectores (ANR), la Confederación 
Nacional de Instituciones Empresariales Privadas (CONFIEP) y las organi-
zaciones no gubernamentales (ONG) ambientales.
 En 2008 se creó el Ministerio del Ambiente (MINAM), que absorbe al 
CONAM y también se le transfieren funciones anteriormente desempeña-
das por otras instituciones públicas de nivel nacional. El MINAM incluye 
en su estructura organizativa una Dirección General de Cambio Climático, 
Desertificación y Recursos Hídricos (DGCCDRH). Esta constituye el nuevo 
órgano rector del tema del cambio climático en el país, y como tal cumple 
las funciones de Punto Focal Nacional de la CMNUCC. Como parte de sus 
responsabilidades, el MINAM formuló la Política Nacional del Ambiente, 
aprobada en mayo de 2009, que identifica la adaptación de la población 
frente al cambio climático como uno de los objetivos prioritarios de su 
Eje de Política de Conservación y Aprovechamiento Sostenible de los 
Recursos Naturales y de la Diversidad Biológica.
 El Fondo Nacional del Ambiente (FONAM) es una organización finan-
ciera de derecho privado establecida por ley en 1997. Su finalidad es 
captar, administrar y canalizar inversiones, públicas y privadas, orientadas 
al desarrollo de proyectos ambientales en el Perú. Como parte de sus 
funciones tiene la responsabilidad de promover proyectos de mitigación 
de emisiones de gases de efecto invernadero (MDL, REDD, etc.), así como 
iniciativas para hacer frente a los impactos del cambio climático y la lucha 
contra la desertificación.
 El Servicio Nacional de Meteorología e Hidrología (SENAMHI) es un 
organismo técnico especializado del sector Ambiente. Su función espe-
cífica es generar información meteorológica e hidrológica en apoyo a 
la planificación y la toma de decisiones respecto del desarrollo del país, 
incluyendo lo relacionado con el cambio climático. A pesar de ser el único 
proveedor nacional de información meteorológica de carácter oficial, exis-
ten redes privadas y públicas de recolección de información climatológica 
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que comparten información con esta institución, aunque de manera poco 
estructurada. Adicionalmente, el país cuenta con más de media docena 
de institutos científicos públicos bajo responsabilidad de diferentes sec-
tores del gobierno nacional. Estos realizan investigación en temas de 
cambio climático desde las perspectivas de la geofísica y geodinámica 
(Instituto Geofísico del Perú - IGP), geología (Instituto Geológico, Minero 
y Metalúrgico - INGEMMET), glaciología (Unidad de Glaciología y Recur-
sos Hídricos de la Autoridad Nacional del Agua), oceanografía y ciencias 
del mar (Instituto del Mar Peruano - IMARPE y Dirección de Hidrografía 
y Navegación de la Marina de Guerra del Perú), agronomía y veterinaria 
(Instituto Nacional de Innovación Agraria - INIA y Servicio Nacional de 
Sanidad Agraria - SENASA) o la biología terrestre y acuática (Instituto de 
Investigaciones de la Amazonía Peruana - IIAP). En todos los casos, se trata 
de instituciones que cuentan con equipos profesionales bien formados 
pero con presupuestos reducidos en comparación con sus necesidades 
financieras de inversión y operativas.
 Desde 2010, el país cuenta con una agenda de investigación 
científica producto de un trabajo conjunto coordinado por el MINAM y 
el CONCYTEC. Ello ha permitido definir líneas de acción en cuatro ejes 
temáticos: predicción del cambio climático, mitigación de emisiones, 
vulnerabilidad y adaptación, y desarrollo de herramientas para la toma 
de decisiones.
 En el caso del sector agricultura, el MINAG cuenta desde 2008 con un 
Grupo Técnico de Trabajo sobre Cambio Climático y Seguridad Alimen-
taria. En este, las distintas direcciones del Ministerio y las instituciones 
autónomas adscritas al sector discuten sobre el impacto del cambio cli-
mático en los sistemas productivos agropecuarios y forestales y definen 
medidas específicas del sector para hacerle frente.
 Entre las instituciones sectoriales con responsabilidades en torno a 
la gestión del cambio climático se encuentran: (i) la Autoridad Nacional 
del Agua (ANA), cuya misión es asegurar la adecuada gestión de los 
recursos hídricos y las cuencas a las que estos recursos están asociados; 
(ii) el Programa de Desarrollo Productivo Agrario Rural (AGRORURAL), 
que promueve acciones de lucha contra la pobreza rural con énfasis en 
la zona altoandina, entre las que se incluyen actividades de reforestación 
y conservación de suelos como la iniciativa actualmente en ejecución de 
sembrar 180 millones de árboles para hacer frente al cambio climático; 
y (iii) La Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios (DGAAA), 
que tiene como propósito asegurar la sostenibilidad de las actividades 
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del sector a través de la identificación, gestión y mitigación de los 
principales impactos ambientales asociados. En lo referente al tema 
forestal, la Dirección General Forestal y de Fauna Silvestre (DGFFS) formula 
las políticas nacionales para el planeamiento, gestión y supervisión de 
los recursos forestales y de los bienes (maderables y no maderables) y 
servicios (hidrológicos, de fijación de carbono, etc.) que estos producen.
 A partir de 2009, el MEF, a través de su Dirección de Asuntos de Eco-
nomía Internacional, Competencia y Productividad (DGAEICYP), se ha 
incorporado como actor en las negociaciones internacionales, así como 
en las acciones de planificación y gestión de los temas de cambio cli-
mático a nivel del país. Últimamente, la Dirección General de Política de 
Inversiones (DGPI), la Dirección General de Presupuesto Público (DGPP) y 
la recién creada Dirección General de Gestión de Riesgos (DGGR) vienen 
iniciando acciones orientadas a la incorporación de la perspectiva de 
adaptación al cambio climático en los instrumentos de inversión pública.
 En el caso de los demás sectores cuyas políticas y/o acciones tienen 
implicancias en los asuntos relacionados con el cambio climático, la res-
ponsabilidad recae en sus direcciones u oficinas ambientales. La Dirección 
General de Asuntos Socio-Ambientales (DGASA) del MTC, la Dirección 
de Asuntos Ambientales Pesqueros (DGAAP) y la Dirección de Asuntos 
Ambientales de Industria (DAAI) del Ministerio de la Producción y la Ofi-
cina de Asuntos Ambientales del Ministerio de Vivienda, Construcción 
y Saneamiento (MVCS) cuentan ya con líneas de acción identificadas y 
en proceso de implementación, mientras que en el caso de los sectores 
Minería, Turismo y Salud el nivel de avance en la incorporación del tema 
es aún muy incipiente.
 El tema del cambio climático está presente también en las institu-
ciones o espacios de diálogo a cargo de la planificación y la definición 
de políticas de desarrollo nacional de largo plazo como el CEPLAN y el 
Acuerdo Nacional. Así, el Plan Bicentenario (CEPLAN 2011) reconoce simul-
táneamente al cambio climático como una de las megatendencias que 
va a determinar la ruta de desarrollo nacional futuro y como uno de los 
objetivos específicos de acción del Eje de Políticas de Recursos Naturales 
y Ambiente, mientras que el Acuerdo Nacional incorpora el tema como 
parte de las Políticas de Estado n.° 19 - Desarrollo Sostenible y n.° 32 - 
Gestión del riesgo de desastres.
 En el ámbito subnacional, a partir de la promulgación de la Ley de Bases 
de la Descentralización y la Ley Orgánica de Municipalidades, los gobier-
nos regionales y las municipalidades, especialmente las de nivel provincial, 
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poseen competencias específicas en los temas de biodiversidad y cambio 
climático, que incluyen la obligación de formular estrategias y planes de 
acción en dichos temas. A la fecha, un total de once regiones cuentan con 
estrategias de cambio climático aprobadas o en proceso de formulación.
3. Problemas, avances y desafíos
Del análisis detallado de los cuatro componentes7 que determinan el 
Índice de Gestión de Riesgos (IGR) y los diagnósticos realizados en el 
diseño del programa PE-L1086 del Banco, se identifican los siguientes 
principales desafíos en materia de gestión de riesgos que el país debe 
enfrentar para mejorar sus indicadores en este aspecto y su posición rela-
tiva en la región:
 Gobernabilidad. Para abordar estratégicamente el riesgo de desastres 
mediante una gestión integral, el país debe reglamentar e implementar el 
marco normativo e institucional que entró en vigencia en abril de 2011. 
El anterior marco de gestión se sustentaba en una legislación obsoleta, 
circunscrita al concepto de defensa civil para la respuesta a emergencias. 
Más aún, no se había realizado un esfuerzo significativo para transver-
salizar y descentralizar la gestión del riesgo en los sectores y gobiernos 
subnacionales, actores centrales en un marco moderno de gestión. Los 
esfuerzos puntuales para llenar vacíos normativos y de gestión, como la 
creación del Programa de Reducción de Vulnerabilidades Frente al Fenó-
meno El Niño (PREVEN) en 2006 (con un decreto de ampliación de fun-
ciones en 2009) o el Fondo de Reconstrucción del Sur (FORSUR) en 2007, 
reflejaron reacciones coyunturales dispersas que solo produjeron mayor 
confusión legal y agravaron el problema de indefinición y superposición 
de roles y funciones entre instancias nacionales y subnacionales.
 El nuevo marco normativo e institucional debe servir para corregir 
estas situaciones. Por otra parte, el proceso de regionalización de los últi-
mos años no ha venido acompañado de recursos dirigidos a fortalecer 
las capacidades de estos niveles de gobierno a fin de que puedan realizar 
una gestión integral del riesgo en sus respectivos territorios. Asimismo, 
7 PF: gobernabilidad y protección financiera; MD: manejo de desastres; RR: reducción 
del riesgo; IR: identificación del riesgo.
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todavía no se cuenta con incentivos presupuestales que permitan que 
los ministerios de línea y los gobiernos regionales y locales asuman y 
prioricen la gestión del riesgo en sus planes de desarrollo, y que rindan 
cuentas por sus resultados.
 Gestión financiera. La capacidad institucional de planificación finan-
ciera del país para hacer frente a las emergencias causadas por fenóme-
nos naturales es limitada. El IGR de 2008 relacionado con la protección 
financiera refleja un nivel de 12, correspondiente a un desempeño pobre. 
Actualmente no están definidas con claridad las competencias respecto 
de esta problemática, ni se cuenta con recursos dedicados a la formula-
ción de una estrategia de gestión financiera de riesgos de desastres que 
permita al país avanzar en el diseño e implementación de instrumentos 
financieros para la retención (provisiones presupuestarias, líneas contin-
gentes, etc.) y transferencia (seguros, etc.) de los riesgos. Recientemente, 
el MEF informó de la inminente creación al interior de su estructura de la 
Dirección de Gestión de Riesgos bajo el Viceministerio de Hacienda (inclui-
dos aquellos asociados a eventos naturales), lo que representa un impor-
tante paso en el reconocimiento de los desastres naturales como uno de 
los principales pasivos fiscales contingentes del país. El fortalecimiento 
de dicha Dirección es esencial para avanzar en esta política pública.
 Identificación del riesgo. Uno de los vacíos críticos del sistema de 
gestión de riesgos en el Perú es su limitada capacidad de generación, 
acceso, análisis y difusión de la información de datos geoespaciales sobre 
el riesgo. El IGR vinculado a capacidades de identificación de riesgos del 
año 2008 es de 40, correspondiente a un desempeño insatisfactorio. Si 
bien hoy el país cuenta con diversas instituciones dedicadas a generar 
información en forma dispersa en aspectos climatológicos, hidrológicos, 
vulcanológicos, oceanográficos, entre otros, no existen protocolos y nor-
mas para la gestión de intercambio y homogeneización de la informa-
ción sobre riesgos. Por otro lado, el país ha avanzado en el análisis del 
comportamiento de las amenazas naturales, pero no así en el estudio de 
su vulnerabilidad y del riesgo probabilístico frente a cada amenaza, de 
manera que la información generada no es suficiente para una toma ade-
cuada de decisiones para el desarrollo, sobre todo en el ámbito regional 
y local.
 Reducción del riesgo. El marco institucional, legal y de políticas rela-
cionado con el ordenamiento territorial es incipiente, así como los meca-
nismos que incentivan inversiones de prevención y mitigación en función 
del uso seguro del territorio y la reducción del riesgo. El IGR asociado a 
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capacidades de gestión para la reducción del riesgo de 2008 es de 38, 
indicador de un desempeño insatisfactorio. A la fecha existen iniciativas 
desarticuladas en sectores como Vivienda, Construcción y Saneamiento, 
Ambiente y Agricultura, con disposiciones que no son de cumplimiento 
obligatorio y cuyos instrumentos técnicos son insuficientes para regular 
y orientar la planificación, la inversión y los patrones de asentamiento 
urbano y de producción agrícola. Las inversiones en GRD por los sectores 
y los gobiernos subnacionales son claramente insuficientes para reducir 
la vulnerabilidad frente a desastres.
 Manejo de desastres. Las capacidades nacionales de atención de emer-
gencias y manejo de desastres muestran grandes debilidades, como se ha 
constatado en eventos recientes. El IGR para manejo de desastres del año 
2008 es de 17, correspondiente a un desempeño pobre. Si bien el INDECI 
tiene una larga trayectoria en materia de respuesta, su labor se ha desa-
rrollado bajo un marco legal obsoleto que con el tiempo ha contribuido 
a desviar y dispersar su atención en asuntos propios de otros actores 
del desarrollo que también formaban parte del ex Sistema Nacional de 
Defensa Civil (SINADECI). En este sentido, es fundamental reforzar las 
capacidades en lo que respecta a preparativos y manejo posdesastre a la 
luz del nuevo marco normativo e institucional para la gestión del riesgo 
del país.
 En el caso de la adaptación al cambio climático, a partir de dos situa-
ciones recientes —la creación del MINAM y el desarrollo de un espacio de 
coordinación de acciones entre el MINAM y el MEF— el Perú cuenta con 
condiciones inéditas para el impulso de la agenda de gestión del cambio 
climático. Lo positivo es la enorme cantidad de iniciativas que vienen 
siendo fomentadas por el Estado, las organizaciones no gubernamentales 
y el sector privado con recursos propios y con apoyo de la cooperación 
internacional, tanto en temas de adaptación como de mitigación de emi-
siones de gases de efecto invernadero.
 El escenario descrito ha permitido avanzar con ciertas acciones clave 
como: (i) la ampliación de los integrantes de la CNCC para permitir la 
participación de entidades públicas del gobierno nacional anteriormente 
excluidas, de los gobiernos regionales, de las municipalidades, de la academia 
y de las organizaciones indígenas; (ii) la formulación de una nueva ENCC; 
(iii) la conclusión y envío a la CMNUCC de la Segunda Comunicación Nacional 
de Cambio Climático (SCNCC), la cual ha desarrollado un análisis del estado 
del arte del tema en el país, identificando una serie de retos y oportunidades 
en lo que atañe a mitigación de emisiones, reducción de vulnerabilidad 
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y adaptación al cambio climático; y (iv) la adopción de compromisos 
voluntarios de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) 
en al menos tres sectores: forestal, energía y residuos sólidos.
 La alianza de trabajo entre el MINAM y el MEF también ha permitido 
iniciar el proceso de discusión y diseño de un nuevo esquema institu-
cional transectorial para la gestión del cambio climático, enfocado en 
mejorar las capacidades nacionales para acceder a los recursos financieros 
futuros asociados a la mitigación y adaptación. De acuerdo con la discu-
sión avanzada hasta la fecha, el nuevo esquema, denominado Programa 
Nacional de Gestión del Cambio Climático (PRONAGECC), se constituiría 
en la instancia específica a cargo de la administración de los recursos y 
de la puesta en práctica de las iniciativas de nivel nacional.
 Los principales desafíos que el país deberá enfrentar en lo que res-
pecta a la adaptación al cambio climático durante la vigencia de la estra-
tegia de apoyo al país 2012-16 del BID son:
 Fortalecimiento de capacidades de las instituciones públicas respon-
sables del tema del cambio climático: la Segunda Comunicación del Perú 
a la CMNUCC identifica como uno de los temas de agenda pendientes el 
desarrollo de acciones orientadas a mejorar la comprensión de los efec-
tos futuros del cambio climático e incorporar un enfoque de adaptación 
al cambio climático en la planificación del desarrollo a nivel sectorial y 
territorial. Particular hincapié se deberá hacer en el trabajo con los gobier-
nos subnacionales, los que en el marco del proceso de descentralización 
vienen recibiendo una serie de funciones y competencias referidas a la 
gestión ambiental, del espacio y los recursos naturales sin que a la fecha 
cuenten con los medios financieros, técnicos u organizacionales necesa-
rios para cumplir sus nuevas obligaciones. A lo anterior se debe añadir el 
limitado nivel de coordinación y colaboración interinstitucional debido a 
la fragmentación de responsabilidades8 y a la inexistencia de incentivos 
para el trabajo coordinado subnacional, aun cuando la CNCC funciona 
como espacio de coordinación de acciones desde el año 1993.
 Reducción de los niveles de incertidumbre sobre la evolución futura 
del clima y sus impactos en actividades productivas clave en el mediano 
y largo plazo, especialmente a escala regional y de cuencas: al igual que 
8  Existen aproximadamente veinte instituciones de nivel nacional con competencias 
compartidas en lo que se refiere al cambio climático, a las cuales se suman los 
veintiséis gobiernos regionales.
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todos los países en vías de desarrollo, el Perú registra un importante déficit 
de información para la planificación y toma de decisiones orientadas a 
reducir la vulnerabilidad y mejorar la adaptación frente a los principales 
impactos del cambio climático por actividades y/o espacios geográficos. 
Las limitaciones señaladas se expresan a varios niveles: disponibilidad, 
confiabilidad, acceso y oportunidad, y son particularmente importantes 
respecto de temas meteorológicos, hidrológicos y biológicos. Ejemplo 
claro de esta situación es la existencia de menos de una decena de estu-
dios de construcción de modelos de escenarios climáticos futuros a nivel 
de cuencas hidrográficas.9 En lo que respecta a análisis específicos de 
identificación y dimensionamiento de impactos del cambio climático por 
sectores o territoriales, si bien existe una importante cantidad de estudios, 
la mayor parte de estos son descriptivos y poseen serias limitaciones de 
calidad técnica que dificultan su uso como insumos para la formulación 
de políticas y/o la toma de decisiones. En el sector pesca, por ejemplo, se 
han establecido dos escenarios climáticos de efectos opuestos respecto 
del impacto del cambio climático en la captura de anchoveta (Bertrand 
y otros 2009), pero por problemas de escala de los datos utilizados no es 
posible indicar cuál de los dos sería el más probable.
 Aseguramiento y/o aumento de los niveles de resiliencia de sectores clave 
ante los potenciales efectos negativos del cambio climático: de acuerdo 
con los análisis realizados en el marco de la preparación de la Segunda 
Comunicación del Perú a la CNMUCC, los sectores productivos con mayor 
potencial de afectación negativa como resultado del cambio climático y, por 
ende, aquellos en los cuales se requiere priorizar la adopción de medidas 
de adaptación, son los de gestión de recursos hídricos y saneamiento, 
especialmente en el caso de las cuencas de origen glaciar de la vertiente 
del Pacífico;10 agricultura y seguridad alimentaria, particularmente 
aquella orientada al autoconsumo en las zonas altoandinas; pesca,11 
especialmente en los segmentos de pesca artesanal y acuicultura y 
9 La Autoridad Nacional del Agua (ANA) reconoce más de cien unidades hidrográficas 
(cuencas) en el país.
10 La Unidad de Glaciología y Gestión de Recursos Hídricos de la ANA calcula una 
pérdida promedio de 22% de la superficie glaciar del país respecto de la extensión 
existente en 1970. 
11 Con aproximadamente 10% de la descarga mundial, asociada a poseer la mayor 
pesquería monoespecífica del mundo, el Perú es el segundo productor pesquero 
global. El sector representa el 3,5% del PBI, aporta US$2500 millones en divisas y 
genera cerca de 80 000 puestos directos de trabajo.
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generación hidroeléctrica, la cual representa cerca del 60% del total de la 
generación nacional. Las medidas de adaptación deberán implementarse 
simultáneamente a tres niveles: (i) de los ecosistemas proveedores de 
bienes y servicios ambientales, incluyendo los recursos naturales; 
(ii) de los propios recursos naturales; y (iii) de las actividades productivas 
que se sustentan en dichos ecosistemas y recursos naturales.
4. Prioridades del gobierno
Con la aprobación de la nueva Ley del Sistema Nacional de Gestión 
del Riesgo de Desastres, el Perú ha dado un paso muy importante para 
reducir sus condiciones de vulnerabilidad frente a los desastres. Se trata 
de un salto cualitativo desde un marco legal e institucional fundamen-
talmente centrado en los preparativos y la respuesta hacia otro en el 
que el riesgo se aborda de forma integral, incluyendo su estimación, 
prevención, mitigación y gestión financiera. El cumplimiento del man-
dato que subyace en la nueva Ley requiere fortalecer significativamente 
el nuevo sistema de gestión de riesgo. Entre los principales retos del 
gobierno identificamos los siguientes:
•	 En	materia	de	gobernabilidad, es primordial desarrollar el marco 
legal de la gestión del riesgo mediante la reglamentación de la 
Ley del SINAGERD, para hacer efectivo el cambio de una visión tra-
dicional emergencista a una moderna gestión integral del riesgo. 
Paralelamente, se requiere el afianzamiento institucional del nuevo 
SINAGERD a través de la consolidación de la PCM, el CENEPRED y el 
INDECI, así como también el fortalecimiento en gestión de riesgo 
de los ministerios que integran el SINAGERD y los gobiernos regio-
nales y locales con responsabilidades en esta temática. El gobierno 
deberá avanzar en el diseño y aprobación de un Plan Nacional de 
gestión de riesgo para: (i) establecer y priorizar programas y acti-
vidades en la identificación de riesgos, prevención y mitigación, 
gestión financiera de riesgos, preparativos para la respuesta y pla-
nificación para la recuperación y reconstrucción que posibilitarán la 
reducción de las vulnerabilidades presentes y futuras y la protección 
de la vida y la propiedad; y (ii) articular a los diferentes sectores clave 
como Vivienda, Construcción y Saneamiento, Ambiente, Economía 
y Finanzas, Agricultura, Salud, Educación, y los gobiernos regionales 
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y locales y el sector privado. Asimismo, el gobierno debe impulsar 
el desarrollo de incentivos a las municipalidades y el presupuesto 
por resultados para fortalecer la gestión del riesgo de desastres en 
el Estado.
•	 En	 identificación del riesgo, se debe mejorar la disponibilidad y el 
uso de información sobre el riesgo. Hay una evidente necesidad de: 
 (i) mejorar las bases de datos sobre riesgos de desastres incorporando 
escenarios de cambio climático, a fin de que sean útiles para la toma 
de decisiones por los actores vinculados a los procesos de desarrollo; 
(ii) promover el uso de información sobre el riesgo en la planifica-
ción sectorial, regional y local; (iii) facilitar el acceso de los sectores, 
gobiernos regionales y locales y público en general a la información 
sobre el riesgo; y (iv) mejorar la educación y concienciación pública 
sobre el riesgo de desastres a nivel nacional y local.
•	 En	reducción del riesgo, el principal reto es desarrollar mecanismos 
que incentiven inversiones de prevención y mitigación basadas en 
el uso seguro del territorio y la reducción del riesgo. Es necesario 
articular las iniciativas de sectores como Vivienda, Ambiente y Agri-
cultura con disposiciones de cumplimiento obligatorio, y que estos 
cuenten con instrumentos técnicos suficientes para regular y orientar 
la planificación, la inversión y los patrones de asentamiento urbano 
y de producción agrícola.
•	 En	 gestión financiera, las autoridades han avanzado en el reco-
nocimiento formal de los desastres como uno de los principales 
pasivos fiscales contingentes del país. Este reconocimiento se está 
evidenciando en la creación de la Dirección de Gestión de Riesgos 
dentro del MEF, que tendrá la responsabilidad de desarrollar una 
estrategia integral para la gestión financiera del riesgo de desastres 
que incorpore instrumentos para la retención y la transferencia del 
riesgo. Por otro lado, como parte de dicha estrategia, la Dirección 
deberá avanzar en el diseño de los sistemas de información y aná-
lisis necesarios para el correcto dimensionamiento de la cobertura 
financiera.
 En lo que respecta a la agenda general de temas ambientales, el 
nuevo gobierno ha hecho explícito su interés de realizar una gestión 
ambiental con enfoque de derechos e inclusión social que permita redu-
cir los impactos ambientales que puedan afectar en mayor medida a los 
sectores sociales más vulnerables debido a su situación de pobreza. En 
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el contexto descrito, el gobierno del Perú, especialmente por intermedio 
del MINAM, ha manifestado su voluntad de profundizar el trabajo en la 
agenda de cambio climático con énfasis en la incorporación del enfoque 
de gestión del cambio climático en la actividad cotidiana de los sectores 
y las regiones del país.
 Las medidas promovidas por el gobierno hasta el momento incluyen: 
(i) la incorporación del cambio climático en los procesos de planificación 
del desarrollo; y (ii) la promoción y el diseño de planes y proyectos para 
la implementación de acciones de prevención y adecuación de sectores 
productivos prioritarios, asentamientos humanos y población en general, 
incrementando su capacidad de adaptación. Los sectores priorizados son 
el de gestión de recursos hídricos y el agrícola, con énfasis en las zonas 
altoandinas.
5. Áreas propuestas de acción, posibles tipos de 
intervención y riesgos en el sector
El objetivo principal del futuro apoyo del Banco en este sector es ayudar al 
país a mejorar su desempeño en la gestión integral del riesgo, atendiendo 
principalmente los desafíos indicados en la sección anterior. Las acciones 
dirigidas a alcanzar este objetivo deben focalizarse tanto en promover 
las políticas públicas de gestión del riesgo de desastres como en apoyar 
las decisiones de inversión respectivas.
 En este sentido, y considerando el contexto actual en el Perú, la 
prioridad es el desarrollo e implementación de un adecuado marco 
normativo e institucional. Solo contando con una estructura normativa e 
institucional fortalecida, las intervenciones en identificación del riesgo, 
reducción del riesgo (prevención y mitigación), manejo de desastres 
(preparación para la respuesta) y protección financiera permitirán una 
mejora significativa y sostenida en el desempeño del país en la gestión 
del riesgo de desastres.
 Los apoyos propuestos podrían financiarse mediante operaciones 
de préstamo y de inversión acompañadas de cooperaciones técnicas no 
reembolsables en las siguientes áreas de trabajo:
•	 Desarrollo	 y	 divulgación	del	 nuevo	marco	 legal	 de	 la	 gestión	del	
riesgo. Apoyar la reglamentación e implementación de la Ley del 
SINAGERD, ayudando a definir las funciones y perfiles de la PCM, el 
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CENEPRED, el INDECI y el MEF, y divulgando el nuevo marco legal a 
los actores claves en la gestión del riesgo.
•	 Fortalecimiento	institucional	del	SINAGERD.	Una	vez	reglamentada	
la nueva ley y definidas las funciones y perfiles de sus principales 
entidades operativas y de decisión, el Banco debería apoyar el for-
talecimiento institucional en gestión del riesgo de las entidades que 
conforman el SINAGERD, incluidos los sectores y las entidades sub-
nacionales.
•	 Desarrollo	e	implementación	de	un	Plan	Nacional	de	Gestión	Inte-
gral del Riesgo que comprenda: (i) actividades de reducción de ries-
gos actuales y futuros, incluyendo obras de mitigación, desarrollo 
de planes de gestión del riesgo en los municipios y comunidades 
más vulnerables, fortalecimiento de las bases de datos sobre riesgos 
y de los programas de educación y sensibilización pública en esta 
temática; y (ii) desarrollo de una estrategia de gestión financiera de 
riesgos, un análisis sobre los actuales instrumentos financieros para 
la retención y la transferencia del riesgo que abarque recomendacio-
nes para mejorar la gestión financiera frente a futuros desastres, así 
como contribuir a dimensionar la cobertura financiera y el desarrollo 
e implementación de instrumentos específicos.
•	 Desarrollo	e	implementación	del	Sistema	Nacional	de	información	para	
la GRD a través de: (i) la definición de estándares sobre uso, intercambio 
y acceso a la información geoespacial y de registros administrativos 
vinculada a la identificación y análisis de riesgos de desastres; (ii) el 
desarrollo de una plataforma de integración de información geoespacial 
y de registros administrativos vinculada a la identificación y análisis de 
riesgos de desastres del Estado; (iii) el desarrollo y perfeccionamiento 
de bases de datos relativas al riesgo probabilístico de desastres que 
incorporen escenarios de cambio climático y que sean de utilidad para 
los tomadores de decisiones; (iv) la promoción del uso de información 
sobre el riesgo en la planificación sectorial, regional y local.
•	 Inversiones	sectoriales	y	territoriales	para	reducir	el	riesgo	de	desas-
tres. Es necesario elaborar un plan de inversiones multisectorial e 
interterritorial que disminuya el riesgo de desastres con actividades 
de prevención y mitigación, y que a su vez priorice los sectores y 
regiones a intervenir.
•	 Desarrollo	 de	 la	 capacidad	 institucional	 necesaria	 para	 la	 gestión	
financiera de riesgos de desastres. En su esfuerzo por mejorar la ges-
tión financiera de los pasivos fiscales contingentes, el Banco también 
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prevé dar asistencia técnica al país en el proceso de lanzamiento 
de la nueva Unidad de Gestión Financiera de Riesgos, promoviendo 
que esta lidere la función de gestión financiera de riesgos integrada, 
incluida la creación de instrumentos de retención y de transferencia 
de riesgos, apoyando en hacer más eficiente el gasto público en ase-
guramiento de la infraestructura pública y el crecimiento del mercado 
de seguros local. Entre otras actividades, el Banco estaría apoyando al 
MEF en: (i) la configuración de la estructura organizativa de la Unidad; 
(ii) la implantación de estándares internacionales en el tratamiento 
de pasivos fiscales contingentes; (ii) la generación de bases de datos 
necesarias y la aplicación de herramientas informáticas para el análisis 
de dichos pasivos; y (iii) la capacitación de personal de la CNGRD en 
las mejores prácticas internacionales en la materia.
 Además de las intervenciones propuestas en materia de gestión inte-
gral de riesgos, si ocurriera un desastre, el Banco pondría a disposición 
de las autoridades peruanas los instrumentos financieros vigentes para 
su atención en las fases de emergencia, rehabilitación y reconstrucción. 
Este apoyo posdesastre del Banco se guiaría por el principio de reducir 
la vulnerabilidad de la población, los medios de vida e infraestructuras 
ante futuros eventos naturales, en línea con la política del Banco para la 
gestión del riesgo de desastres.
 El principal riesgo asociado a este sector es la debilidad institucional 
existente en este momento crítico de transición entre dos marcos nor-
mativos diferentes. Las intervenciones planteadas justamente apuntan a 
mitigarlo, apoyando la rápida reglamentación de la ley, fortaleciendo la 
institucionalidad e incentivando la inversión en GRD. Se propone medir 
el logro del objetivo a través del Índice de Gestión del Riesgo (IGR) desa-
rrollado por el Banco en 2005 y aplicado a la fecha en veintidós países 
de la región. El IGR está compuesto por cuatro subíndices que miden el 
desempeño de un país en la gobernabilidad y las cuatro políticas públicas 
relacionadas con la gestión del riesgo. En su más reciente aplicación para 
el Perú, el IGR alcanzó 26,6 el año 2008. Las intervenciones propuestas 
apuntarían a mejorar el IGR hasta un valor igual o superior a 35.
 En lo referido a adaptación al cambio climático, las líneas de inter-
vención deberían estar orientadas a:
•	 La	consolidación	de	la	gestión	institucional	del	cambio	climático	en	
los tres niveles de gobierno: nacional, regional y local.
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•	 El	 fortalecimiento	 de	 espacios	 de	 concertación/decisión	 como	 la	
Comisión Nacional de Cambio Climático y la ampliación de la parti-
cipación de la sociedad civil en estos.
•	 El	fortalecimiento	de	las	instituciones	generadoras	de	información	
para la toma de decisiones.
•	 El	 mejoramiento	 de	 capacidades	 de	 coordinación	 y	 cooperación	
interinstitucional a través de redes de intercambio de conocimiento 
y experiencias.





rios como agricultura, gestión de recursos hídricos, pesca, vivienda, 
minería, patrimonio cultural, salud, saneamiento y turismo.
 Los principales riesgos identificados en la implementación de accio-
nes de adaptación al cambio climático son: el incipiente nivel de capaci-
dades de las instituciones que tienen que hacer frente al reto que implica 
la gestión del cambio climático, los posibles cambios de orientación 
económica del gobierno nacional en una dirección menos favorable a la 
promoción de mecanismos de mercado y su aplicación en iniciativas de 
adaptación, y las modificaciones en las políticas y lineamientos sectoriales 
en aspectos que dificulten el avance en la incorporación de la perspectiva 
de cambio climático, especialmente en sectores donde este proceso es 
incipiente.
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Vivienda y desarrollo urbano
Axel Radics*
Introducción
Durante la última década, el sector vivienda y urbanismo se ha venido 
consolidando en el Perú con la inserción del Viceministerio de Vivienda 
y Urbanismo (VMVU) dentro de la estructura del Ministerio de Vivienda, 
Construcción y Saneamiento (MVCS), a la par del lanzamiento de una 
nueva política habitacional caracterizada por el rol promotor, regulador 
y facilitador de la inversión privada del Estado. En el marco de esta po-
lítica, se mejoró la articulación de las entidades adscritas al sector y se 
diseñaron los principales instrumentos del sector, incluyendo el Bono 
Familiar Habitacional (BFH), que es un subsidio a la demanda para la ad-
quisición, construcción y/o mejoramiento de viviendas por las familias 
con escasos recursos; y el Programa Integral de Mejoramiento de Barrios 
(PIMB), que busca mejorar de manera integral y sostenible las condicio-
nes del entorno habitacional de los habitantes de barrios urbano mar-
ginales (BUM).
 A casi diez años de implementación de la nueva política de Vivien-
da, ha habido logros importantes en la consolidación de los nuevos ins-
trumentos del sector como políticas de Estado. Sin embargo, el déficit 
habitacional en el Perú continúa aumentando y existen problemáticas 
relativamente desatendidas, incluyendo la gestión integral del desarro-
llo urbano, lo que evidencia la necesidad de mejorar los instrumentos 
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creados y dotar de escala y sostenibilidad a los esfuerzos realizados. Esto 
requiere necesariamente profundizar el fortalecimiento institucional de 
las entidades responsables del diseño e implementación de la política 
de vivienda y desarrollo urbano, incluyendo al VMVU y los gobiernos 
subnacionales.
1. Descripción del marco legal e institucional del sector
En el año 2002 se creó el MVCS, conformado por el VMVU y el Viceminis-
terio de Construcción y Saneamiento (VMCS), medida que contribuyó a 
otorgar mayor prioridad a la temática de vivienda y desarrollo urbano 
como política pública, así como mejorar la coordinación a través de la 
adscripción al MVCS de las principales entidades públicas del sector, in-
cluyendo la Superintendencia de Bienes Nacionales (SBN), el Organismo 
de Formalización de la Propiedad Informal (COFOPRI), el Banco de Mate-
riales (BANMAT) y el Fondo Mi Vivienda (FMV).
 Como parte de esta reforma institucional, se definió una política ba-
sada en un cambio en el modelo de gestión: el Estado ahora se reserva 
el rol promotor, facilitador y regulador, mientras que la iniciativa privada, 
en todos sus niveles, aborda la producción y financiamiento de la vivien-
da frente al usuario. Sus objetivos establecidos en 2003, aún vigentes, 
son: (i) reducir el déficit habitacional y absorber la demanda residencial 
derivada de la formación de nuevos hogares; (ii) impulsar la producción 
habitacional, reducir sus costos y facilitar su adquisición; y (iii) mejorar 
o recuperar áreas urbanas en proceso de consolidación, subutilizadas o 
deterioradas.
 La aplicación de la mencionada política está contribuyendo a paliar, 
entre otros problemas, el déficit habitacional, que incide en la pobreza, 
que de acuerdo con el último Censo de 2007 afecta a cerca de un tercio 
de los hogares del Perú. Al respecto, si bien los lineamientos de política 
están vigentes y operativos, el déficit habitacional sigue aumentando, 
hecho que revela que resta mucho por avanzar para perfeccionar y dar 
escala y sostenibilidad a dichos lineamientos.
 El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) ha tenido un rol clave 
en el diseño e implementación de la nueva política sectorial a través 
del Programa de Apoyo al Sector Habitacional (PASH, PE-0218). Este 
último respaldó el desarrollo y consolidación de la institucionalidad 
del VMVU, incluyendo los estudios para la elaboración de normas y 
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los planes estratégicos; la reducción del déficit habitacional median-
te un programa de subsidio directo a la demanda (BFH); y la aten-
ción del entorno habitacional de la pobreza extrema urbana a través 
del PIMB.
 El gráfico 1 presenta la ejecución presupuestaria del año 2010 de la 
función vivienda y desarrollo urbano del gobierno general (suma de go-
bierno nacional, gobiernos regionales y gobiernos locales), distinguien-
do en la parte superior entre la función de desarrollo urbano, vivienda, y 
gestión, planeamiento y otros; y entre los principales programas y enti-
dades que ejecutan la política de vivienda (parte intermedia) y la política 
de desarrollo urbano (parte inferior).
GráfIco 1
Presupuesto ejecutado del gobierno general en vivienda y 
desarrollo urbano, 2010 (en soles corrientes)
333 792 388 31 254 623 
20 780 354 
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Ejecución presupuestaria de vivienda del gobierno general 
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25 399 110 
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Ejecución presupuestaria de desarrollo urbano del gobierno general  
Desarrollo urbano Vivienda Gestión, planeamiento y otros 
Bono Familiar Habitacional Bono del Buen Pagador Otros (incluye GGSS) 
Gobiernos locales COFOPRI Otros GN (incluye MIDB) Gobiernos regionales 
GGSS: gobiernos subnacionales; GN: gobierno nacional; MIDB: mejoramiento integral de barrios.
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 Como puede advertirse, durante 2010 el presupuesto del sector 
fue de S/.1023 millones, de los cuales 54% correspondió a desarrollo ur-
bano, 38% a vivienda y 8% a gestión, planeamiento y otros. Respecto 
del presupuesto del sector público, el sector que nos ocupa representa 
1,16% del total, y vivienda en particular solo llega a 0,37%, que es un 
valor bajo para los estándares internacionales. A su vez, la problemática 
de vivienda se atiende casi en su totalidad desde el gobierno nacional, 
principalmente con los instrumentos del FMV, que son el BFH y el Bono 
del Buen Pagador, mientras que la atención del desarrollo urbano se rea-
liza mayormente desde los gobiernos locales. Estos últimos distribuyen 
su presupuesto en dos grandes rubros: primero, el mantenimiento de la 
estructura burocrática responsable de la función de desarrollo urbano 
a nivel municipal; y segundo, la ejecución de inversiones en la materia, 
incluyendo proyectos de mejoramiento de barrios con recursos transfe-
ridos por el MVCS.
2. Avances y desafíos sectoriales
Uno de los principales indicadores para medir la problemática sectorial 
es el déficit habitacional, definido como el conjunto de requerimientos 
de la población para contar con una vivienda digna (INEI 2009). El déficit 
habitacional tiene una dimensión de stock, medida de manera precisa por 
los censos de población y vivienda; y una dimensión de flujo, que surge de 
las estimaciones de la evolución del déficit. En el caso del Perú, el stock de 
déficit habitacional surge del Censo de Población y Vivienda de octubre 
de 2007, cuyos principales resultados se resumen en el gráfico 2.
 De acuerdo con las definiciones y estimaciones del INEI (2009), en 
octubre de 2007 el déficit habitacional afectaba a 1,86 millones de ho-
gares, equivalentes al 29,1% de los hogares del Perú. En cuanto a sus 
características, el déficit es principalmente cualitativo (79%), definido 
como deficiencias en la calidad de la vivienda, sea por materiales (pare-
des y pisos), espacio habitable (hacinamiento) o servicios básicos (agua 
potable, desagüe y electricidad).
 El déficit cuantitativo (21%) está relacionado con la carencia de 
viviendas aptas para cubrir las necesidades habitacionales de los 
hogares que no las poseen, es decir, corresponde a la cantidad de 
viviendas que se necesita construir para que cada una pueda albergar 
en su interior a un solo hogar (medición tradicional). Adicionalmente, 
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el déficit cuantitativo expresa el número de viviendas que no cumplen 
con las funciones de protección a los habitantes y no son aptas para 
ser habitadas (viviendas inadecuadas). Lima Metropolitana concentra 
el mayor déficit habitacional (26%), así como la mayor proporción del 
déficit cuantitativo (44% del total). El déficit cualitativo es mayormente 
por hacinamiento (viviendas con más de tres personas por habitación), 
y casi todo el déficit habitacional a nivel rural es de tipo cualitativo.
 Por otra parte, el flujo habitacional se refiere a la evolución en el 
tiempo del déficit habitacional. La información pormenorizada de los 
censos de población y vivienda es costosa y se obtiene solo cada cierto 
número de años. Por lo tanto, para estimar la evolución anual del déficit 
habitacional se debe recurrir a proyecciones. Al respecto, el gráfico 3 
presenta el crecimiento de la población del Perú de acuerdo con los 
censos realizados entre 1940 y 2007, distinguiendo entre población 
rural y urbana, y dentro de esta última, el caso de Lima Metropolitana. 
De la información censal se desprende que cada año se forman en el 
Perú aproximadamente 170 000 hogares, frente a una oferta anual 
de vivienda formal estimada por el MVCS en 52 000 unidades. Esto 
significa que el déficit de vivienda formal se incrementa anualmente en 
alrededor de 118 000 hogares, que se cubre en su mayoría a través de 
la autoconstrucción (vivienda informal), fenómeno que con frecuencia 
redunda en un incremento del déficit cualitativo sea por hacinamiento, 
falta de servicios o pobreza en los materiales utilizados.
GráfIco 2
Stock de déficit habitacional, 2007





















Fuentes: Ramos 2010; INEI 2009.
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 Asimismo, en el Perú existe un alto número de barrios urbanos mar-
ginales (BUM), definidos como núcleos urbanos constituidos por un 
conjunto de viviendas precarias, con bajos niveles de cobertura y cali-
dad de infraestructura y equipamiento urbano. El censo del año 2004 
elaborado por el INEI (INEI 2004) arrojó un total de 5772 BUM, de los 
cuales 45% carecía totalmente de infraestructura y equipamiento urba-
no y presentaba alta contaminación; 22% carecía de pistas y veredas así 
como equipamiento urbano; otro 22% no contaba con pistas y veredas 
ni alcantarillado pluvial; y 11% no poseía infraestructura ni equipamien-
to urbano, con viviendas no formalizadas y con observaciones para la 
formalización.
 La problemática de la vivienda urbana varía de acuerdo con el ámbito 
de las ciudades. Al respecto, la tabla 1 presenta el déficit de vivienda 
en ciudades principales del Perú con reconocidos centros históricos, 
distinguiendo de acuerdo al ámbito de la ciudad (centro histórico frente 
a toda el área metropolitana) y tipo de déficit habitacional: cuantitativo 
frente a cualitativo (diferenciando este último según hacinamiento, 
material y servicios). Como puede observarse, si bien la incidencia del 
déficit habitacional en los centros históricos es menor en relación con 
toda el área metropolitana, en el primer caso es mayor la importancia del 
déficit relacionado con el problema de la tugurización (déficit cuantitativo 
GráfIco 3
Población urbana, rural y de Lima Metropolitana 
según los censos de población del Perú de 1940 a 1970
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Fuentes: Morris 2009 (basado en censos de población); Radics y Valdivia 2011a. 
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y hacinamiento). En el resto de la ciudad, que incluye la periferia urbana, 
—que es donde se ubican mayormente los BUM—, el déficit tiende a 
vincularse con los problemas de la autoconstrucción o construcción 
informal (falta de servicios o pobreza en los materiales utilizados).
 A su vez, el problema de la tugurización en los centros históricos 
contribuye a detonar dinámicas socio-económicas negativas, relaciona-
das con la mayor prevalencia de pobreza, exclusión social, enfermeda-
des infecciosas, falta de oportunidades económicas e inseguridad, entre 
otras. Esto es particularmente evidente en el centro de Lima, capital del 
país, que cuenta con un extenso centro histórico, donde los indicadores 
representativos están sugiriendo un progresivo deterioro de la calidad 
de vida urbana (tabla 2).
3. Prioridades del gobierno
El gobierno del Perú ha establecido metas claras para el quinquenio 
2011-2016 en materia de vivienda y desarrollo urbano. Estas forman 
parte del Plan de Trabajo del VMVU y han sido recogidas del mensaje del 
Premier al Congreso del 25 de agosto de 2011 (véase un resumen en la 
tabla 3).
 Como puede observarse, las metas planteadas por las autoridades 
están más relacionadas con productos que con resultados. En los 
indicadores “Viviendas promovidas” y “Mejoramiento de barrios”, se trata 
de la continuidad de programas del sector, con lo cual se cuenta con 
una línea de base del esfuerzo realizado durante los últimos cinco años. 
“Centros proveedores de servicios” y “Nuestras ciudades” son programas 
nuevos; “Generación de Suelo Urbano”, por su parte, construye sobre 
el programa existente “Mi Lote”, que fue diseñado aunque nunca llegó 
TAbLA 2
Evolución socio-económica del centro histórico de Lima
Indicador/Año 2005 2007 2009
Pobreza   11,4% 12,3%
Ingreso familiar 818 632  
Índice de Desarrollo Humano (IDH) 0,7265 0,6972  
Fuentes: INEI 2008; para pobreza, estimaciones de M. Robles; para ingreso familiar e IDH, PNUD 
2008.
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a operar. Por último, la meta de “Títulos de propiedad” corresponde a 
COFOPRI, que no será analizado en esta nota.
 A la luz de la experiencia reciente del sector, a continuación se ana-
liza la línea de base para el cumplimiento de las metas planteadas. Cabe 
señalar que los objetivos del actual gobierno son ambiciosos, pues se 
incrementa sustancialmente el número de viviendas promovidas y de 
mejoramiento de barrios (bajo la modalidad integral) en relación a lo he-
cho en los últimos años. Al respecto, existen restricciones institucionales 
propias de los programas específicos y del sector en su conjunto que es 
importante tener en cuenta y abordar para lograr el cumplimiento de las 
metas propuestas.
4. Experiencia reciente del sector y restricciones para 
cumplir las metas planteadas
En el caso del indicador “Viviendas promovidas”, la tabla 4 muestra el 
desempeño del sector para el período 2007-10, que sirve de línea de 
base para las metas establecidas.
TAbLA 3
Metas del sector Vivienda y Urbanismo para el quinquenio 
2011-16
Descripción 2012 2013 2014 2015 2016 Total
Viviendas 
promovidas* 
(número)  64 000  82 000  100 000  118 000  136 000  500 000 
Centros proveedores 
de servicios (número) 2 6 10 15 17 50
Títulos de propiedad 
(número)  100 000  80 000  60 000  40 000  20 000  300 000 
Generación de suelo 
urbano (hectáreas)  200  300  500  700  800  2500 
Mejoramiento de 
barrios (número)  20  20  20  20  20 100
Nuestras ciudades 
(número)  1  3  4  5  7 20
* De las 500 000 viviendas promovidas, orientadas a familias de bajos ingresos de los ámbitos urba-
no y rural, 342 800 fueron financiadas con recursos públicos.
Fuentes: Plan de trabajo del VMVU y mensaje del Premier al Congreso del 25 de agosto de 2011.
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TAbLA 4 
Línea de base de viviendas promovidas por el Estado peruano 









cVN cSP MV Subtotal
 2007  3123  9365  1887  398  109  2394  14 882
 2008  2994  7699  2396  6120  772  9288  19 981
 2009  3527  9908  4078  22 902  1745  28 725  42 160
 2010  6436  7589  5142  12 880  580  18 602  32 627
Promedio  4020  8640  3376  10 575  802  14 752  27 413
CVN: Construcción Vivienda Nueva; CSP: Construcción en Sitio Propio; MV: Mejoramiento de Vivienda.
Fuente: página web del MVCS.
 La meta del actual gobierno es muy superior al promedio de los úl-
timos cinco años. Adicionalmente, a la fecha casi la totalidad de las vi-
viendas promovidas correspondieron al ámbito urbano, mientras ahora 
el objetivo es promover viviendas sociales en el ámbito rural, lo que se 
espera tenga una curva de aprendizaje.
 La limitación principal del sector en la promoción de viviendas so-
ciales es la escasez de recursos presupuestarios multianuales que per-
mitan incrementar la escala de construcción. Por otra parte, los recursos 
asignados al sector aún son bajos debido a la escasa evidencia sobre la 
focalización del gasto y su contribución a la reducción de brechas de 
desarrollo. Esto se relaciona también con capacidades limitadas del sec-
tor en lo que respecta a la preparación del personal y la coordinación 
interna, que impiden realizar un monitoreo oportuno de los efectos de 
las intervenciones en vivienda social.
 Adicionalmente, la asignación presupuestaria al sector depende de 
la negociación política que se hace año a año con el Ministerio de Eco-
nomía y Finanzas (MEF) que, como se observa en la tabla 4, repercute en 
una alta volatilidad en el número de viviendas que se puede promover. 
Esto reduce la predictibilidad de los recursos, hecho que desincentiva la 
inversión privada, que necesita ciclos de maduración largos para lograr 
rentabilidad. En este sentido, es deseable una asignación de recursos 
multianual al sector que estimule el compromiso del sector privado.
 Sobre el último punto, la dinámica de crecimiento económico del 
país está facilitando las condiciones para el involucramiento del sistema 
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TAbLA 5
Demanda efectiva de vivienda social supera ampliamente la oferta 
inmediata. Distribución de demanda insatisfecha 













Hogares Viviendas Hogares % % 
2007 2010 2007 2010 2007 2010 2007 2010 2007 2010 
Hasta 
15 000  189 357  100 287  105    189 252  100 287 66,87% 25,07% 66,87% 25,07%
15 001 - 
50 000  95 845  261 632  8693  3381  87 152  258 251 30,79% 64,57% 97,66% 89,65%
50 001 - 
100 000  10 534  51 353  3795  5370  6739  45 983 2,38% 11,50% 100,04% 101,14%
100 001 - 
500 000+  1185  288  1309  4857  (124)  (4569) -0,04% -1,14% 100,00% 100,00%
Total  296 921  413 560  13 902  13 608  283 019  399 952 100,00% 100,00%    
Fuente: Morris 2009 (basado en CAPECO 2007 y 2010).
financiero a través de la concesión de créditos hipotecarios a familias 
de bajos recursos. En efecto, como muestra la tabla 5 para el caso de 
Lima Metropolitana, de acuerdo con la Cámara Peruana de la Construc-
ción (CAPECO), la demanda de vivienda social se está desplazando de 
un precio de la vivienda inferior a US$15 000, para el cual es muy difícil 
para una familia acceder a un crédito hipotecario, a un valor de entre 
US$15 000 a US$50 000, en el cual es mucho mayor la proporción de ho-
gares que está en condiciones de obtener un crédito para una vivienda 
de carácter social.
 Por último, una limitación adicional a la meta de promoción de vi-
viendas sociales del gobierno es que este tendrá que explorar nuevos 
instrumentos que toma tiempo pulir e implementar, incluyendo, como 
ya se mencionó, enfrentar la problemática de la vivienda rural, el fenó-
meno de tugurización en los centros históricos y la atención del déficit 
habitacional para la pobreza extrema, que, como sugiere la tabla 5, es un 
problema que se va superando pero aún persiste.
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 Como potencialidades a explotar por el sector resalta el camino 
recorrido en materia de subsidio a la demanda a través de los bonos 
Techo Propio, experiencia que recién comenzó a ejecutarse de manera 
efectiva a partir de 2006. Adicionalmente, COFOPRI ha avanzado un 
trabajo importante de titulación de predios, contribuyendo al des-
pegue de la modalidad del subsidio de Construcción en Sitio Propio 
(CSP). Para concluir, ya existe un progresivo aunque lento involucra-
miento del sector constructor y financiero privado en la provisión de 
vivienda social, lo que permitiría una rápida dinamización del sector 
en caso se concreten las expectativas de apoyo multianual al sector 
desde el Estado.
 Con respecto al “Mejoramiento de barrios” (tabla 6), la línea de base 
del sector muestra que el apoyo en número de proyectos durante los úl-
timos cinco años ha sido muy superior a la meta del sector, que consiste 
en desarrollar 100 BUM entre 2012 y 2016. Sin embargo, el objetivo del 
sector es el mejoramiento integral de barrios, que consiste en interven-
ciones multisectoriales que pueden incluir pistas y veredas; iluminación; 
agua y saneamiento; servicios de vivienda; espacios verdes y losas de-
portivas; así como actividades de acompañamiento social para dar sos-
tenibilidad a la inversión. De los 1710 proyectos identificados en el sitio 
web del sector, solo 44 tienen este carácter integral (primera línea de la 
tabla 6), de los cuales 32 correspondieron al PASH del BID.
 En este caso, las limitaciones para el cumplimiento de la meta tienen 
que ver con los siguientes aspectos principales: (i) la necesidad de per-
feccionar desde el sector las herramientas metodológicas de la preinver-
sión siguiendo la normativa del Sistema Nacional de Inversión Pública 
(SNIP) peruano, que son más complejas para proyectos de carácter mul-
tisectorial; (ii) la importancia de continuar la progresiva transferencia de 
proyectos de mejoramiento integral de barrios a los municipios, inclu-
yendo la asistencia técnica necesaria para ejecutarlos con los estándares 
de calidad esperados; y (iii) una mayor difusión y previsión de tiempo, 
junto a costos más elevados para los procesos de licitación de obras en 
lugares de difícil acceso para contratistas.
 Al respecto, el camino avanzado por los 32 proyectos de mejora-
miento integral de barrios (MIDB) apoyados por el PASH se presenta como 
una oportunidad. En lo que atañe a la coordinación multisectorial, se ha
elaborado un borrador de protocolo para la formulación de proyectos 
de MIDB que debe actualizarse a la luz de la experiencia de las últimas 
convocatorias, y validar con la Oficina de Programación e Inversiones 
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(OPI) del MVCS y con la Dirección General de Política de Inversiones 
(DGPI) del MEF. En cuanto al involucramiento de los municipios, las 
sucesivas convocatorias del PASH fueron ampliando la participación 
de los gobiernos locales; se debe sistematizar los resultados y extraer 
lecciones para futuras intervenciones en el sector. Sobre el punto, es 
importante destacar que se cuenta con evaluaciones de resultados 
de los proyectos de las primeras tres convocatorias del PASH, los cua-
les que permiten refinar los componentes y modalidades en busca de 
cumplir con la meta del sector.
 En lo referido al flamante proyecto de desarrollo urbano denomina-
do “Nuestras ciudades”, surgen también lecciones para el sector a partir 
de las intervenciones del Banco en otros países y en el propio Perú. En 
este último caso, la experiencia reciente del Banco es la ejecución del 
primer piloto de la plataforma Ciudades Emergentes y Sostenibles (CES) 
en la ciudad de Trujillo, así como la participación en un proyecto de re-
cuperación del centro histórico de Lima que tiene como contraparte a la 
Municipalidad Metropolitana de Lima, incluido en la programación del 
BID con el Perú para ser aprobada durante el año 2012.
 Desde el gobierno central, el área de desarrollo urbano del VMVU 
evidencia baja capacidad para prestar asistencia técnica a las ciuda-
des así como escasa capacidad para articular esfuerzos con otros sec-
tores, considerando que la problemática urbana abarca acciones no 
solo en vivienda y planificación de la ciudad sino también en trans-
porte, seguridad ciudadana, desarrollo de la competitividad y servi-
cios ambientales, entre otros. A nivel de los gobiernos locales, en la 
comparación internacional, la capacidad fiscal de los municipios pe-
ruanos —incluso el de Lima, que es el municipio con más recursos del 
país— es muy baja; adicionalmente, y como ocurre en el gobierno 
central, la problemática urbana se aborda desde una óptica sectorial, 
limitando la posibilidad de trabajar de manera integral. Por último, 
tanto para el VMVU como para las principales ciudades del Perú, son 
escasas las capacidades y la información actualizada para la toma de 
decisiones.
 Se presentan como oportunidades en este tema la renovada vo-
luntad política tanto de las autoridades subnacionales —así lo eviden-
cian los casos de Trujillo y Lima— como desde el gobierno central —a 
través del impulso de iniciativas como el programa “Nuestras ciuda-
des”—. Asimismo, se han venido diseñando instrumentos que facilitan 
la gestión sectorial, incluyendo la Ley de Saneamiento Físico Legal de 
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Predios Tugurizados con Fines de Renovación Urbana y la Ley General 
de Desarrollo Urbano, esta última con sus respectivos manuales de in-
tervención.
 Con respecto al proyecto “Generación de Suelo Urbano”, sirve como 
antecedente la experiencia del componente de Producción Urbana Pri-
maria (PUP) del PASH, aunque no llegó a desarrollarse por la ausencia 
de marco normativo, problemas de coordinación con otras entidades 
públicas y niveles de gobierno, y la falta de terrenos de propiedad del 
Estado con adecuado saneamiento físico y legal. Las dificultades de 
coordinación multisectorial se potencian a su vez con el proyecto “Cen-
tros proveedores de servicios”. Se trata de una práctica novedosa para 
el sector que requerirá del trabajo conjunto con otras entidades con 
experiencia en articulación entre ministerios y niveles de gobierno; en 
este sentido, se destaca el proyecto “Módulos de Atención al Ciudadano” 
(MAC) financiado por el Banco en el marco del Programa de Moderniza-
ción y Descentralización del Estado (PMDE), a través de la Presidencia 
del Consejo de Ministros (PCM).
5. áreas propuestas para la intervención del banco
Con el propósito de apoyar el diseño y ejecución de los programas del 
VMVU y profundizar en las lecciones de los programas existentes, en 
el afán de cumplir con las metas de gestión previstas, es importante 
fortalecer la gestión sectorial orientándola a resultados a través de la 
mejora en la información completa y oportuna para la toma de de-
cisiones; profundizar el vínculo institucional con el MEF, que provee 
los recursos presupuestarios; y robustecer las capacidades del sector 
en materia de procesos, instrumentos de monitoreo y evaluación, y 
capacitación.
 Al respecto, surge como oportunidad de trabajo el desarrollo de 
una Cooperación Técnica No Reembolsable (CTNR) del Programa para 
la Implementación del Pilar Externo del Plan de Acción a Mediano 
Plazo para la Efectividad en el Desarrollo (PRODEV) de gestión para 
resultados. Tanto el Ministro del sector como el Viceministro de Vivienda 
y Urbanismo han mostrado interés en esta posibilidad, y el Banco ya ha 
activado el diseño de una operación que no solo busca apoyar al VMVU 
en los proyectos prioritarios analizados anteriormente, sino también 
mejorar la gestión de todo el MVCS respaldando los procesos centrales 
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de la Secretaría General (Planificación y Presupuesto; Administración; 
Estadística e Informática; y Análisis Jurídico); y, en la medida de lo 
posible, la articulación y el trabajo conjunto con el VMCS, especialmente 
en los aspectos de priorización y focalización territorial. A partir del 
apoyo en el diseño de estos proyectos, puede explorarse a futuro la 
posibilidad de impulsar su implementación a través de un proyecto de 
inversión del Banco.
 A nivel subnacional, el Banco ya está trabajando con Trujillo como 
primer piloto de Ciudades Emergentes y Sostenibles, intervención en 
la que se están considerando acciones de desarrollo urbano, particular-
mente en lo referido a transporte; y con la Municipalidad Metropolitana 
de Lima (MML) se viene diseñando el proyecto de recuperación del Cen-
tro Histórico, emprendimiento que es pionero en su tipo en el Perú. Otras 
ciudades del país, incluyendo Cusco, Cajamarca y Callao, han mostrado 
interés en trabajar con el Banco proyectos de desarrollo urbano, aunque 
por su limitada capacidad fiscal surge como oportunidad la posibilidad 
de explorar un proyecto de recuperación urbana que a través del MVCS 
permita canalizar recursos y asistencia técnica de manera simultánea a 
varias ciudades, potenciando instrumentos como el proyecto “Nuestras 
ciudades” del VMVU.
 El riesgo de los instrumentos propuestos, en el caso de la CTNR 
PRODEV, es que no haya la necesaria apropiación por parte de las auto-
ridades y funcionarios del sector, lo que puede afectar la ejecución de 
la intervención. Al respecto, es clave exigir suficientes recursos de con-
trapartida para que la intervención no se dé solo a través de recursos 
de donación, y procurar el apoyo de funcionarios clave, en particular de 
línea del sector (directores nacionales), que contribuyan a dar continui-
dad a la intervención ante escenarios de recambio político.
 En cuanto al proyecto de recuperación del Centro Histórico de 
Lima, la institucionalidad de la MML es débil, los desafíos son muchos y 
el ámbito geográfico muy amplio. Como medidas de mitigación resulta 
esencial fortalecer la institucionalidad para la gestión del Centro Histó-
rico, comenzando por los aspectos de ejecución del proyecto, así como 
mantener la actual focalización de la intervención en una zona acotada 
como es el ámbito priorizado de intervención en el área colindante en-
tre Barrios Altos y el Damero de Pizarro.
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El sector energía en el Perú
Carlos Echevarría*
Introducción
El objetivo de esta nota es servir de base para concretar el diálogo con 
el nuevo gobierno del Perú en lo concerniente al sector de energía, inte-
grado por los subsectores eléctrico e hidrocarburos. Para tal fin, se descri-
birá el marco regulatorio e institucional del sector, así como sus avances 
en los últimos años y retos para el futuro. Teniendo esto en mente, se 
pretenden definir las áreas de intervención del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID) en el sector y también los indicadores que contribuyan a 
la elaboración de una nueva matriz de resultados para el país.
1. Marco legal e institucional del sector energía
Sector eléctrico
Marco legal y regulatorio
Las leyes y dispositivos que constituyen la base legal del funcionamiento 
del sector a efectos de contribuir a asegurar una oferta energética con-
fiable, una marcha eficiente del sistema y la aplicación de una tarifa para 
[ 233 ]
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los consumidores finales que considera la recuperación de los costos de 
inversión, operación y mantenimiento y el óptimo uso de los recursos 
energéticos disponibles, son los siguientes:
•	 Decreto Ley 25844, Ley de Concesiones Eléctricas, publicado en el Diario 
Oficial El Peruano el 19 de noviembre de 1992, que regula las acti-
vidades relacionadas con la generación, transmisión, distribución y 
comercialización de la energía eléctrica;
•	 Decreto Supremo 009-93-EM, Reglamento de la Ley de Concesiones Eléc-
tricas, publicado en el Diario Oficial El Peruano el 25 de febrero de 
1993;
•	 Ley 28832, para Asegurar el Desarrollo Eficiente de la Generación Eléc-
trica, publicada en el Diario Oficial El Peruano el 23 de julio de 2006, 
orientada a mejorar la sostenibilidad, eficiencia y seguridad energé-
tica en el país;
•	 Decreto Supremo 053-2007-EM, que aprueba el Reglamento de la ley 
de Promoción del Uso Eficiente de la Generación Eléctrica, publicado 
en el Diario Oficial El Peruano el 23 de octubre de 2007.
Marco institucional
Las entidades que tienen competencias normativas en la gestión y ope-
ración del sector energía son: el Ministerio de Energía y Minas (MEM), el 
Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería (OSINERGMIN), 
el Comité de Operación Económica del Sistema (COES) y otras entida-
des como el Ministerio del Ambiente (MINAM), el Instituto Nacional de 
Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual 
(INDECOPI) y la Defensoría del Pueblo.
 Ministerio de Energía y Minas. Son funciones del MEM elaborar, aprobar, 
proponer y aplicar la política del sector, dictar las normas pertinentes y 
velar por el cumplimiento de la Ley. Asimismo, es la entidad encargada 
de promover la inversión en el sector. En cumplimiento de esta función, 
el MEM está facultado para: (i) dictar los planes referenciales, los planes 
de desarrollo sectorial así como la normatividad general del sector en 
lo que respecta a sus competencias y de fiscalizar su cumplimiento, 
estableciendo las sanciones correspondientes en caso de infracción; 
(ii) otorgar títulos habilitantes para el desarrollo de las actividades 
de generación, transmisión y distribución; y (iii) aprobar y supervisar 
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los aspectos ambientales de las actividades energéticas, en estrecha 
coordinación con el MINAM.
 Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería. OSINERGMIN 
es un organismo adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM). 
Su función es fiscalizar y supervisar a las empresas en los sectores de elec-
tricidad, hidrocarburos y minería. Le corresponden los siguientes tipos 
de funciones en el ámbito de sus competencias: normativa, reguladora, 
supervisora, fiscalizadora y sancionadora, y la solución de controversias y 
reclamos de los usuarios. En ejercicio de sus funciones le compete: (i) dic-
tar, de manera exclusiva y dentro de su ámbito de competencia, reglamen-
tos y normas de carácter general aplicables a todos los agentes del sector 
y los usuarios; (ii) fijar tarifas del servicio público de electricidad así como 
del servicio de transporte de hidrocarburos por ductos y la distribución de 
gas natural por red de ductos; (iii) verificar el cumplimiento de las obliga-
ciones legales, técnicas y aquellas derivadas de los contratos de concesión 
por parte de todos los agentes que desarrollan actividades en el sector; y 
(iv) imponer sanciones a todos los agentes que realizan actividades 
sujetas a su competencia por el incumplimiento de las obligaciones 
legales, técnicas y aquellas derivadas de los contratos de concesión, 
así como de las disposiciones reguladoras y/o normativas dictadas por 
esta entidad.
 Comité de Operación Económica del Sistema. La Ley de Concesio-
nes Eléctricas (LCE) dispuso que el Sistema Eléctrico Interconectado 
Nacional (SEIN) contara con un Comité de Operación Económica del 
Sistema (COES). La normativa establece que el COES estará integrado 
por las empresas de generación, transmisión, distribución y los usuarios 
libres. El COES es una entidad privada sin fines de lucro y con perso-
nería de derecho público cuya finalidad es coordinar la operación de 
corto, mediano y largo plazo del SEIN al mínimo costo, preservando 
la seguridad del sistema y el mejor aprovechamiento de los recursos 
energéticos. Asimismo, tiene como función planificar el desarrollo de la 
transmisión del SEIN y administrar el mercado de corto plazo. En ejer-
cicio de sus funciones operativas, el COES lleva adelante las siguientes 
actividades: (i) desarrolla los programas de operación de corto, mediano 
y largo plazo, así como dispone y supervisa su ejecución; (ii) coordina 
la operación en tiempo real del SEIN; (iii) coordina la operación de los 
enlaces internacionales y administra las transacciones internacionales 
de electricidad (TIE); (iv) calcula los costos marginales de corto plazo 
del sistema eléctrico; (v) calcula la potencia y energía firmes de cada 
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una de las unidades generadoras; (vi) determina y valoriza las transfe-
rencias de potencia y energía entre los agentes integrantes del COES; y 
(vii) administra el mercado de corto plazo.
Estructura tarifaria
Las tarifas de electricidad y los precios en el mercado regulado. El régi-
men de las tarifas de electricidad ha sido diseñado para recuperar los 
costos del servicio en cada uno de los tres segmentos: la generación, 
la transmisión y los sistemas de distribución. Las tarifas de suministro y 
los pagos de los usuarios finales y entre los participantes en el mercado 
al por mayor se basan en un sistema de pago por capacidad y pago por 
el consumo de energía. El pago por capacidad (“precio base de poten-
cia”) se fundamenta en la inversión anual y los costos de operación y 
mantenimiento (O&M) de una unidad de generación de punta de una 
capacidad adecuada al tamaño del sistema y los requisitos de reserva. 
El regulador determina las características principales de esta unidad de 
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GráfIco 1
Precios regulados, en barra y no regulados
Fuente: OSINERGMIN
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 Las tarifas de transmisión y distribución. Las actividades de transmisión 
y subtransmisión son de acceso abierto y las tarifas se determinan sobre 
la base de su costo económico, de acuerdo con los resultados de licitacio-
nes competitivas de las instalaciones de transmisión que se requieren de 
conformidad con la planificación desarrollada a tal efecto. Las tarifas de 
transmisión se actualizan cada año. La tarifa de distribución, sustentada 
en el concepto de valor agregado de distribución (VAD), se regula en 
función de los costos de una empresa modelo eficiente para cada uno 
de cinco “sectores típicos de distribución”. El VAD de las diferentes zonas 
y empresas de distribución se actualiza cada cuatro años. La tarifa para 
un usuario final típico regulado se compone de: la tarifa de generación, 
la tarifa de transmisión y la tarifa de distribución. Como resultado de la 
aplicación de este sistema, las tarifas promedio de electricidad abonadas 
en el año 2009 por los usuarios finales han sido las siguientes: (i) tarifas 
residenciales, US$c11,9/kWh; (ii) tarifas comerciales e industriales regu-
ladas, US$c9,4/kWh y US$c6,1/kWh, respectivamente; y (iii) tarifas para 
alumbrado público, US$c 11,5/kWh.
Sector hidrocarburos
Marco legal y regulatorio
Las normas legales que enmarcan el funcionamiento del sector son las 
siguientes:
•	 Ley 26221, Ley Orgánica de Hidrocarburos, publicada en el Diario Oficial 
El Peruano el 20 de agosto de 1993, que regula las actividades de 
hidrocarburos a nivel nacional.
•	 Ley 27506,1 Ley del Canon, publicada en el Diario Oficial El Peruano 
el 10 de julio de 2001, que determina los recursos naturales cuya 
explotación genera canon y regula su distribución en favor de 
los gobiernos regionales y locales de las zonas donde aquellos se 
exploten.
•	 Ley 27133, Ley de Promoción del Desarrollo de la Industria del Gas Natural, 
aprobada el 18 de noviembre de 1999, encaminada a establecer 
1 Modificada por las leyes 28077 (25/9/2003) y 28322 (10/8/2004).
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las condiciones específicas para la promoción del desarrollo de la 
industria del gas natural, fomentando la competencia y propiciando 
la diversificación de las fuentes energéticas que incrementen la 
confiabilidad en el suministro de energía y la competitividad del 
aparato productivo del país.
•	 Ley 28054, Ley de Promoción del Mercado de Biocombustibles, 
publicada en el Diario Oficial El Peruano el 8 de agosto de 2003, 
que promueve el desarrollo del mercado de los biocombustibles 
sobre la base de la libre competencia y el libre acceso a la actividad 
económica.
•	 Ley 28109, Ley para la Promoción de la Inversión en la Explotación de 
Recursos y Reservas Marginales de Hidrocarburos a Nivel Nacional, publi-
cada en el Diario Oficial El Peruano el 21 de noviembre de 2003, que 
busca aumentar la producción nacional de hidrocarburos, atenuar el 
déficit de la balanza comercial, producir a través del canon mayores 
rentas en beneficio de las regiones donde se ubican estos recursos 
y reservas marginales, y contribuir a la reactivación económica del 
país y de las regiones con filiación hidrocarburífera.
Marco institucional
El Ministerio de Energía y Minas (MEM) es el responsable de la formulación 
e implementación de las políticas, la planificación sectorial y el desarrollo 
del marco legal y regulatorio del sector. Asimismo, mantiene el Libro de 
Reservas de Hidrocarburos que se publica anualmente, formula el Plan 
Referencial del Sector y se responsabiliza del manejo de los problemas 
sociales y la aprobación de los estudios de impacto ambiental asociados 
a los proyectos hidrocarburíferos.
 La administración a nombre del Estado de los recursos petróleo y gas 
natural compete a Perupetro, entidad responsable de negociar y/o licitar 
los diferentes lotes según las modalidades contractuales que fija la ley. 
Perupetro conserva el banco de datos del subsector, instrumento clave 
para los esfuerzos de promoción de inversiones.
 El Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería 
(OSINERGMIN) se encarga de velar por el cumplimiento de la normativa 
subsectorial de carácter técnico y económico. Para supervisar el 
cumplimiento de la normativa ambiental se ha creado el Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA), entidad adscrita al MINAM.
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2. Avances y desafíos sectoriales
Subsectores eléctricos
El sistema eléctrico peruano está compuesto por el Sistema Eléctrico 
Interconectado Nacional (SEIN) y los sistemas aislados (SSAA). En estos 
sistemas opera el mercado eléctrico nacional, y participan principalmente 
veintitrés empresas eléctricas de generación, siete de transmisión y vein-
ticuatro de distribución.
Generación
La capacidad instalada de generación de energía eléctrica en el Perú (año 
2009) se sitúa en 7986 MW, destinándose 6724 MW (84%) a atender el mer-
cado eléctrico y 1263 MW (16%) para uso propio (autoabastecimiento).
 Aproximadamente 41% de la capacidad instalada es de origen hidráu-
lico y el restante 59% es térmico, alimentado por gas natural y, en menor 
medida, carbón, diesel, residual y bagazo. En los últimos cinco años, la 
introducción del gas natural como fuente de generación de electricidad ha 
experimentado una tasa de crecimiento promedio anual del 51%, muy por 
encima del observado para el resto de las fuentes primarias. Asimismo, entre 
2004 y 2009 la capacidad instalada ha registrado una tasa de crecimiento 
promedio anual del 7%, acompañando el desarrollo económico experi-
mentado por el país en los últimos años. En 2009, la producción nacional 
de energía eléctrica alcanzó los 32 945 GWh; de estos, 30 922 GWh (94%) 
correspondieron al mercado eléctrico y 2023 GWh a autoabastecimiento 
(6%). Ese mismo año, 40% de la energía fue generada con fuentes térmicas 
y el resto con fuentes hidroeléctricas. El crecimiento promedio anual de la 
energía eléctrica generada en el período 2004-2009 se situó en 7%.
 Entre las principales centrales hidroeléctricas se destacan la Central 
Hidroeléctrica Santiago Antúnez de Mayolo con 798 MW de capacidad 
instalada, y la Central Hidroeléctrica de Restitución (Complejo Mantaro) 
con 215 MW, ambas de propiedad de la empresa pública Electroperú 
S.A. Esta empresa dispone de 1013 MW (31%) del parque hidroeléctrico, 
seguida de EDEGEL S.A., que tiene una participación de 17% del total de 
potencia hidráulica a nivel nacional.
 Con respecto a las centrales térmicas, el Perú dispone de una 
capacidad instalada de 4708 MW. Entre las centrales representativas 
se encuentran la Central Térmica a gas natural Chilca 1 con 562 MW, la 
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Central Térmica a gas natural Ventanilla con 524 MW y la Central Térmica 
a diesel y gas natural Santa Rosa con 474 MW. Las dos primeras centrales 
pertenecen a la empresa Enersur S.A. y la tercera a Edegel S.A.
 En lo que respecta al SEIN, en el gráfico 2 se aprecia la evolución 
experimentada por la generación de energía eléctrica por fuente desde 
el año 1997, que muestra el acelerado crecimiento de la participación 
del gas natural (Malacas-Aguaytía + Camisea) en la producción de elec-
tricidad.
 La explotación de los yacimientos de gas de Camisea ha sido un factor 
determinante para incrementar la generación eléctrica y sostener el rápido 
crecimiento del Perú desde el año 2004. Pero la política de promoción del 
uso del gas ha provocado algunos desequilibrios en la generación de ener-
gía eléctrica, entre los que cabe destacar: (i) el cambio acelerado de la matriz 
energética hacia una base térmica; (ii) la concentración de las centrales de 
generación en la zona centro del Perú en detrimento de la instalación de 
proyectos en las zonas norte y sur del país; y (iii) la congestión de las redes 
de transmisión por efecto de esta concentración de instalaciones.
 En el SEIN participan veintitrés empresas de generación que suminis-
tran electricidad al sistema, de las cuales dieciocho son de capital privado 
GráfIco 2
Evolución de la producción de energía del SEIN por tipo de generación 
(GWh)
Fuente: COES-SINAC, Estadística de Operaciones 2009.











El sector energía en el Perú 241 
y cinco estatales (Electroperú, EGASA, San Gabán, EGEMSA y EGESUR). En 
el gráfico 3 se muestra el reparto de la producción de energía entre los 
diferentes participantes del mercado. Del total de la energía generada por 
el SEIN durante 2009, 31,89% corresponde a empresas públicas y 68,11% 
a entidades privadas.
 Respecto de la actividad de generación con recursos energéticos 
renovables (RER), de acuerdo con la normativa vigente de promoción 
de la generación basada en fuentes renovables,2 en febrero de 2010 se 
desarrolló la primera subasta para el suministro de energía con RER al SEIN. 
La energía requerida en la subasta debía ser equivalente a 500 MW de 
capacidad instalada, con un factor de planta igual o mayor a 0,3. En este 
proceso se adjudicaron 411 MW en veintiséis proyectos, tres proyectos 
eólicos (142 MW), cuatro solares (80 MW), dos de biomasa (27 MW) y 
diecisiete pequeñas hidroeléctricas (161 MW), los cuales deberán entrar 
en servicio en 2012. La segunda convocatoria de la primera subasta de 
RER se celebró en agosto 2010 y resultó en la adjudicación de un único 
2 Decreto Legislativo 1002, de Promoción de la Inversión para la Generación de 
Electricidad con el Uso de Energías Renovables, publicado en el Diario Oficial El 
Peruano el 2 de mayo de 2008, y Decreto Supremo 050-2008-EM de 2 de octubre 
de 2008, que aprueba el Reglamento de la Generación de Electricidad con Energías 
Renovables.
GráfIco 3
Producción de energía eléctrica del SEIN por empresa, 2009
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proyecto hidroeléctrico de 18 MW. Los demás participantes en esta 
segunda convocatoria fueron descalificados debido a que los precios 
ofertados resultaron mayores a los precios máximos establecidos por 
OSINERGMIN. En marzo de 2011 se realizó la convocatoria de la segunda 
subasta de RER. En esta se estableció una energía anual total a subastar 
de 1981 GWh, de los cuales 681 GWh serían de proyectos hidroeléctricos 
RER. Celebrada en agosto de 2011, en la subasta se adjudicaron 210 MW 
de capacidad instalada repartidos en diez proyectos: un proyecto eólico 
(90 MW), un proyecto solar (16 MW), uno con biomasa procedente de 
residuos industriales (2 MW) y siete pequeñas hidroeléctricas (102 MW), 
los cuales deben entrar en servicio en 2014.
Precios del gas para generación eléctrica
La rápida introducción del gas natural en la generación de energía eléc-
trica es resultado de la implementación de políticas de incentivo. A raíz 
del hallazgo de importantes reservas de gas natural en la zona de Cami-
sea y de su explotación comercial en agosto de 2004, el Estado peruano 
dispuso la entrada en vigencia de una serie de medidas que han promo-
vido y estimulado la inversión en centrales de generación térmica que 
utilizan gas natural como combustible, principalmente en la zona centro 
del país, con el objetivo de contribuir a viabilizar la expansión de la red 
de transporte y distribución de gas natural.
 Asimismo, este crecimiento de la generación de origen térmico sus-
tentada en el gas natural se ha visto impulsado por el hecho de que el 
precio del gas procedente del yacimiento de Camisea es uno de los más 
bajos en la región (US$1,58/millón de BTU en boca de pozo).
 Esta política de precios del gas entraña ciertos riesgos dado que, 
de persistir y continuar en el futuro el ritmo acelerado de crecimiento 
de la demanda de energía eléctrica, la dependencia del gas, ya de por sí 
elevada, ira incrementándose, ampliando el desbalance con el resto de 
las fuentes de generación, fundamentalmente las de origen hídrico.
Principales desafíos en la generación
Aunque el país ha experimentado restricciones en el suministro de 
energía eléctrica en los años 2004, 2006 y 2008 como consecuencia de la 
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GráfIco 4
Proyección de la demanda, 2011-14
Elaboración propia con base en datos de COES-SINAC.
disminución de hidroelectricidad disponible en época de estiaje, en general 
la infraestructura de generación ha venido respondiendo, hasta la fecha, a la 
creciente demanda. Se prevé que la demanda de energía eléctrica aumente 
en el año 2011 a una tasa próxima al 8,1%, impulsada por el desarrollo de la 
actividad minera y manufacturera. Los diagnósticos sobre la continuidad del 
crecimiento económico y la mayor cobertura eléctrica hacen que el mercado 
estime que este incremento de la demanda de energía se mantenga en 
tasas anuales promedio de alrededor de 10,8% para el período 2011-14. En 
lo que a demanda de potencia se refiere, se estima un incremento promedio 
anual del 10,4% a lo largo del mismo período.
 Para abastecer la demanda, se prevé un incremento de la capacidad 
instalada en el período 2011-14 de 2322 MW, de los que alrededor del 
43% corresponden a centrales hidroeléctricas, 55% a plantas térmicas y 
el 2% restante a RER.
  Hacer frente al crecimiento previsto de la demanda de electrici-
dad, dadas las restricciones que enfrentan los proyectos hidroeléctricos 
(altos volúmenes de inversión y largos períodos de recuperación, impac-
tos ambientales y sociales, etc.), requiere a corto plazo la instalación de 
nuevas centrales de generación térmica a gas, lo que puede exacerbar 
los desequilibrios antes mencionados. Por otra parte, las posibles restric-
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de su transporte y/o de transmisión de electricidad pueden complicar el 
panorama. El atraso en la ampliación del ducto del concesionario Trans-
portadora de Gas del Perú (TGP) que trae el gas a la costa, va a reducir la 
reserva de capacidad instalada disponible para enfrentar emergencias 
en el suministro de electricidad.
GráfIco 5
Balance eléctrico de potencia-demanda del SEIN 2010-19
Fuente: MEM 2010a.
TABlA 1
Plan de expansión de la generación, 2011-14






Elaboración propia sobre la base del Plan Referencial de Electrici-
dad 2008-2017 del MEM.
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 Teniendo en cuenta los recursos energéticos primarios con los que 
cuenta el Perú, con la finalidad de impulsar la independencia y seguridad 
energética y desarrollar de manera equilibrada las fuentes de generación, 
debería reforzarse la producción de energía basada en hidroelectricidad, 
complementada por generación térmica a gas y fuentes renovables no 
convencionales (eólica, solar y bioenergía). Hasta la fecha no se ha deter-
minado con precisión cuál es la distribución técnica, económica y socio-
ambiental por fuente y tecnología más eficiente para atender la creciente 
demanda. El gobierno del Perú, con el apoyo del BID, se encuentra a punto 
de culminar la ejecución de una cooperación técnica que precisamente 
busca desarrollar una matriz energética sostenible objetivo (2010-40) que 
maximice el valor económico producto del uso racional de los recursos 
energéticos diversos del país como instrumento de planificación, así como 
la evaluación ambiental estratégica de dicha matriz objetivo.
Transmisión
La transmisión de energía se realiza a través del Sistema Eléctrico Inter-
conectado Nacional (SEIN) y los Sistemas Aislados (SSAA). Estos sistemas 
GráfIco 6
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tienen una longitud aproximada de 16 300 km de líneas de transmisión 
principales y secundarias, con niveles de tensión superiores a 30 kV (98% 
corresponde al SEIN y 2% a los SSAA).
 La mayor parte de las líneas de alta tensión son de propiedad privada, 
aunque el sector público posee algunas líneas de subtransmisión para 
abastecer principalmente a las zonas rurales.
Principales desafíos en transmisión
El crecimiento de la demanda por encima del crecimiento de la oferta 
de generación local y de nueva infraestructura de transmisión y/o trans-
formación, así como la concentración de la nueva generación en la zona 
centro (área de Lima alimentada por el ducto de transporte de gas de 
Camisea), han ocasionado la congestión en las líneas de transmisión. Para 
paliar esta situación y mejorar los parámetros de operación del sistema, 
se prevé la construcción y progresiva puesta en funcionamiento, en el 
período 2011-14, de nuevas líneas de transmisión que aportarán al sis-
tema 4371 km, además del reforzamiento de las redes existentes y la 
ampliación de la capacidad de las subestaciones.
GráfIco 7
Tensión nominal de las líneas de transmisión proyectadas
Fuente: MEM 2010a. 
Nuevas 500 kV 2438 km    56% 
Nuevas 220 kV 2815 km    41%
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Distribución y comercialización
La actividad de distribución eléctrica en el Perú está a cargo de veinticua-
tro empresas distribuidoras que operan el subsistema en el área geográ-
fica que cada una tiene concesionada.
 En la actividad de comercialización de energía eléctrica, los consumi-
dores finales son catalogados como clientes libres (demanda de potencia 
superior a 1 MW) o clientes regulados. En el caso de los usuarios libres, la 
normativa vigente considera que disponen de la suficiente escala como 
para poder negociar directamente con los potenciales proveedores de 
energía eléctrica (empresas de distribución o generación). Por el contrario, 
los clientes regulados deben ser atendidos por la distribuidora en cuya 
zona de concesión se encuentran ubicados.
 El régimen de precios distingue si el suministro de electricidad puede 
o no calificarse como servicio público. Se considera servicio público: (i) el 
suministro regular de energía eléctrica para usuarios regulados; y (ii) la 
transmisión y distribución de electricidad. Por el contrario, el suministro 
para usuarios libres no es considerado servicio público. De acuerdo con 
esto, existe un sistema de precios regulados para los servicios públicos 
(las tarifas son determinadas por el organismo regulador) y un régimen 
de libertad de precios para el suministro de electricidad en condiciones 
de competencia.
 En el año 2009, las compañías generadoras y distribuidoras atendie-
ron a 4 878 964 clientes finales, de los cuales 269 fueron usuarios libres 
(110 clientes atendidos por las empresas generadoras y 159 por las dis-
tribuidoras) y el resto regulados.
 La energía eléctrica comercializada en 2009 se situó en 27 087 GWh: 
63% correspondió a las veinticuatro empresas distribuidoras, con un incre-
mento de 4% sobre el año 2008, y el 37% restante a las dieciséis compañías 
de generación, con una disminución de 5% respecto del año 2008.
 En lo que se refiere a los usos finales de la energía eléctrica (gráfico 
8), 55% del consumo de electricidad corresponde al sector industrial, 
seguido del residencial (25%) y comercial (18%).
 En el gráfico 9 se observa la evolución de las ventas de energía a los 
usuarios regulados y libres en 2009.
 La eficiencia del subsistema ha aumentado considerablemente en los 
últimos años, fruto de la aplicación de las normas técnicas de calidad y 
de los esfuerzos realizados por las empresas distribuidoras en áreas tales 
como: (i) calidad del producto y del suministro; y (ii) gestión comercial, 
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GráfIco 9
Evolución de las ventas de energía eléctrica por usuarios
GráfIco 8
reparto del consumo de energía eléctrica por sectores
Fuente: MEM 2010a.
Fuente: MEM 2009.
incorporando inversiones en infraestructura para un mayor control de la 
energía comercializada. Ello ha redundado en una evolución decreciente 
en el tiempo de las pérdidas técnicas y no técnicas de energía eléctrica 
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Electrificación rural
El Estado peruano, en conjunto con las empresas concesionarias de la 
distribución de electricidad, ha venido haciendo grandes esfuerzos en 
los últimos años para incrementar el nivel de cobertura eléctrica del país 
mediante el desarrollo de planes nacionales de electrificación rural y la 
creación, a partir del año 2001, del Fondo de Compensación Social Eléc-
trica (FOSE). El FOSE establece un recargo a las tarifas eléctricas para los 
usuarios del servicio público de electricidad con un consumo inferior a 
100 kWh/mes, segmento en el que se encuentra la mayor parte de los 
clientes residenciales. Asimismo, a través de fondos concursables, se vie-
nen facilitando subsidios a la inversión en nuevas conexiones eléctricas, 
fundamentalmente en viviendas, escuelas y centros de salud. Esto ha 
permitido elevar 12% el coeficiente de electrificación en los últimos cinco 
años, pasando de 73,4% en el año 2006 a 82% en 2010.
 En el último quinquenio se han ejecutado obras de infraestructura 
de electrificación rural por un monto de US$1600 millones (líneas de sub-
transmisión, subestaciones, colocación de paneles solares, construcción 
de minihidroeléctricas, etc.), lo que ha permitido el acceso al servicio de 
electricidad de 2,5 millones de pobladores.
GráfIco 10
Evolución del coeficiente de electrificación, 1993-2009
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Principales desafíos en electrificación rural
Pese a los esfuerzos realizados, el Perú ocupa un puesto rezagado (22) 
entre los veintiséis países de la región latinoamericana en lo que respecta 
a su índice de electrificación.
 En el Perú, la coincidencia de una serie de factores (lejanía de la red 
eléctrica y difícil acceso a las comunidades, exiguo consumo unitario, 
dispersión de viviendas y pobladores, reducido poder adquisitivo de los 
potenciales usuarios), junto a la carencia de infraestructura básica (trans-
porte, sanitaria, agua y saneamiento, educativa) y la escasez de demanda 
de energía para uso productivo, determinan una baja rentabilidad finan-
ciera para los proyectos de electrificación rural. Por ello, los proyectos 
de esta naturaleza tienen escaso atractivo para la inversión privada, y el 
Estado debe implicarse directamente en la promoción de su desarrollo 
dada su alta rentabilidad socio-económica.
 El Estado peruano se ha propuesto alcanzar un coeficiente de elec-
trificación nacional cercano al 98% en el año 2020, facilitando el acceso 
al servicio público de electricidad a siete millones de habitantes. El pro-
pósito es reducir la pobreza y mejorar el nivel y calidad de vida de los 
pobladores rurales y aislados. La consecución de esta meta va a exigir la 
movilización de importantes recursos por el Estado para apoyar los pro-
gramas de electrificación rural, contribuyendo a mejorar la distribución de 
la riqueza y reducir la conflictividad social. Para dar sostenibilidad futura a 
este esfuerzo y disminuir la presión migratoria del área rural a la urbana, 
un factor clave va a ser la promoción de usos productivos de la energía 
en el ámbito rural.
TABlA 2
Volumen de inversiones proyectadas en electrificación rural 
para el período 2011-20
Inversiones proyectadas US$ millones
Líneas de transmisión 29,9




Obras de empresas eléctricas 323,0
Obras de gobiernos regionales y locales 356,0
Total inversiones 2226,2
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GráfIco 11
Producción nacional de gas natural (mmpcd) y participación 
de empresas en dicha producción
Fuente: Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía
3. Gas natural e hidrocarburos líquidos
Producción y reservas de gas natural
La producción de gas natural en el año 2010 (700,3 millones de pies cúbi-
cos día - mmpcd) ha duplicado la registrada en 2009 (336,1 mmpcd). Este 
incremento se debió fundamentalmente al inicio de operaciones del lote 
56, cuya producción estaba destinada a la exportación y a satisfacer el 
aumento de la demanda de las centrales de generación eléctrica.
 Pluspetrol Perú Corporation S.A., operador de los lotes 88 y 56, es 
el principal productor de gas natural, con una participación del 86,59%; 
seguido de Aguaytía Energy del Perú S.A. (operador del lote 31 C), con una 
participación del 6,65%. Cabe mencionar que 75,42% de la producción 
acumulada de gas natural correspondió al lote 88 de Camisea.
 Las reservas probadas totales de gas natural al 31 de diciembre de 
2009 ascendieron a 12 002 BCF (billion cubic feet). Comparadas con la cifra 
correspondientes al 31 de diciembre de 2008 (12 200 BCF), y tomando en 
cuenta la producción de gas del año 2009, representan una ligera reduc-
ción de 7,2 BCF (0,6%), básicamente motivada por ajustes relacionados 
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 Las reservas posibles al 31 de diciembre de 2009 ascienden a 19 251 
BCF. Comparadas con las cifras del año anterior (12 644 BCF), han incre-
mentado su volumen en 6607 BCF (52,2%). Esta variación se originó princi-
palmente como consecuencia, por un lado, de la perforación exploratoria 
en el año 2009 en el lote 58 y, por el otro, de los resultados alcanzados 
con la perforación del año 2008 en el lote 57.
Producción y reservas de hidrocarburos líquidos
La producción de petróleo ha disminuido de 96 300 barriles de petróleo/
día (BPD) en el año 2001 a 72 700 BPD en 2010. La producción de hidrocar-
buros líquidos procedentes del gas natural y condensado del yacimiento 
de Camisea ha permitido compensar esta disminución paulatina de la 
producción de petróleo.
 La tabla 3 da cuenta de las reservas correspondientes al año 2009. 
 Las reservas probadas de petróleo al 31 de diciembre de 2009 
ascienden a 530,9 mmb, cantidad que comparada con la correspon-
diente al 31 de diciembre de 2008 (532,7 mmb), y tomando en cuenta 
la producción de petróleo durante 2009, representa un incremento 24,2 
mmb (4,5%).
GráfIco 12
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Regalías3
La regalía minera consiste en la contraprestación económica que los 
concesionarios mineros tienen que pagar al Estado peruano por el 
3 Regalías frente a canon minero: el canon minero tiene su origen en el impuesto a 
la renta (IR) que pagan las empresas mineras. Conforme a lo establecido en la Ley 
27506, Ley del Canon, del monto ingresado por este concepto (IR), el 50% se destina 
a las zonas donde se explota el recurso mineral y el otro 50% al gobierno central. 
El canon minero es la participación que tienen las zonas productoras del 50% del 
total de los ingresos y rentas que percibe el Estado; es decir, es la distribución que 
de acuerdo a Ley hace el Estado de la caja fiscal.
GráfIco 13
Evolución de la producción de hidrocarburos líquidos (miles de barriles 
diarios) y participación de empresas en dicha producción
Fuente: Sociedad Nacional de Minería, Petróleo y Energía
Elaboración: PCR
TABlA 3
Nivel de reservas de hidrocarburos al 31/12/2009
Hidrocarburos Probadas Probables Posibles
Petróleo (millones de barriles - mmb) 530,9 805,9 1952,70
Líquidos de gas natural (mmb) 631,7 781,2 877,9
Total hidrocarburos líquidos (mmb) 1162,60 1587,10 2830,60
Gas natural (TCF-trillion cubic feet ) 12 14 19,3
Total petróleo equivalente (mmb) 3163,00 3921,70 6039,10
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derecho que les otorga de explotar los recursos naturales no renovables. 
Los concesionarios pagan la regalía por cada contrato de licencia de 
acuerdo con la producción fiscalizada de hidrocarburos provenientes 
del área de dicho contrato, según los mecanismos de valorización 
contemplados en cada contrato (los hidrocarburos líquidos serán 
valorizados sobre la base de los precios internacionales y el gas natural 
sobre la base de los precios de venta en el mercado nacional o de 
exportación, según sea el caso).
 Las regalías que abonan las compañías dedicadas a la explotación 
de hidrocarburos en el Perú varían entre 15% y 45% del valor de su pro-
ducción, dependiendo de la zona de explotación y la accesibilidad a los 
pozos; del mismo modo, las empresas dedicadas a la explotación del gas 
abonan la regalía gasífera del 37,4%.
Principales desafíos del sector hidrocarburos
El sector enfrenta, entre otros, los siguientes retos: (i) la necesidad de 
promocionar las actividades de exploración y explotación de hidrocar-
buros a fin de incrementar las reservas y la producción de petróleo y 
gas natural; (ii) efectuar las inversiones necesarias en infraestructura de 
GráfIco 14
Evolución de las regalías de hidrocarburos cobradas anualmente, 
1999-2009 (US$)
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refinación, transporte y almacenamiento para atender la demanda de 
combustibles de alta calidad, cumplir con las especificaciones técnicas 
establecidas por la normativa en vigor (contenido de azufre en com-
bustible menor a 50 partes por millón - ppm), movilizar hacia las áreas 
de demanda los crudos y derivados y prevenir situaciones de desabas-
tecimiento temporal; (iii) participar activamente en los proyectos de 
integración regional de los gaseoductos troncales que abastecen los 
principales centros de consumo de la región; (iv) introducir criterios de 
eficiencia y sostenibilidad en las operaciones de las instalaciones de 
exploración, explotación y transporte de hidrocarburos con la finalidad 
de mejorar la gestión energética, ambiental y social del sector, contri-
buyendo a la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero y 
a la mitigación del cambo climático.
4. Prioridades del gobierno
El gobierno del Perú, consciente de los desafíos que enfrenta el sector, ha 
determinado como prioridades sectoriales las siguientes:
•	 Lograr	una	equilibrada	expansión	de	 la	 capacidad	de	generación	
eléctrica, tanto desde el punto de vista de su distribución geográfica 
como de las diversas tecnologías que conforman la matriz energética 
eléctrica en el Perú (fundamentalmente hidroenergía y térmica a gas 
natural). Este crecimiento de la potencia instalada que debe acom-
pañar la expansión económica del país ha de efectuarse atendiendo 
cuidadosamente los aspectos técnicos, económicos, ambientales y 
sociales. Para ello, el gobierno peruano considera básico el desarrollo 
de un planeamiento energético de mediano-largo plazo, así como 
la construcción de capacidades y el fortalecimiento de las diversas 
instituciones y empresas públicas que participan en el sector energía.
•	 Introducir	 en	 la	 matriz	 energética	 capacidad	 instalada	 y	 energía	
basada en recursos energéticos renovables.
•	 Apoyar	e	impulsar	los	procesos	de	integración	energética	regional	a	
través de la participación activa del Perú en los foros internacionales 
sobre la materia y abordando y desarrollando acuerdos binacionales 
que contribuyan a dicho proceso de integración.
•	 Robustecer	 las	capacidades	de	 las	empresas	públicas	del	 sector	y	
mejorar su gobernanza corporativa con la finalidad de garantizar la 
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sostenibilidad de sus actividades y favorecer la entrada progresiva 
en su capital de inversionistas privados.
•	 Ampliar	 la	 cobertura	eléctrica	del	país	 impulsando	programas	de	
electrificación mediante la ampliación de la red de distribución y 
empleando recursos energéticos renovables en zonas aisladas.
•	 Masificar	el	uso	del	gas	natural	ampliando	las	redes	de	transporte	y	
distribución existentes a la fecha.
5. oportunidades de actuación para el Banco
Entre los retos más relevantes que enfrenta el sector y sobre los que el 
Banco puede enfocar principalmente su estrategia sectorial, cabe señalar:
(i) La implementación de una planificación sectorial de mediano-largo 
plazo que permita enfrentar las elevadas tasas de incremento de la 
demanda de energía y acompañar el crecimiento económico del país. 
Este ejercicio de planificación puede partir de la definición de una 
matriz energética sostenible objetivo que considere aspectos téc-
nicos, económicos, ambientales y sociales, y que se articule con los 
objetivos de desarrollo del Perú, con el fin de maximizar de modo sos-
tenible el beneficio derivado de los recursos naturales. Desde 2009, 
el Banco viene apoyando los esfuerzos del gobierno del Perú enca-
minados a la formulación de estrategias sectoriales considerando un 
enfoque socio-ambiental que propicie la sostenibilidad del uso de 
los recursos energéticos a través de la Operación Programática para 
el Desarrollo de una Nueva Matriz Energética Sostenible (NUMES), 
que en la actualidad se encuentra en su cuarta fase.
(ii) Intervención del BID: (a) Préstamo Basado en Políticas NUMES (PE-L1121). 
Para el año 2012 está prevista la formalización del último préstamo 
en el marco de la NUMES por un importe estimado de US$30 millo-
nes. (b) Project Specific Grant (PE-X1007), Programa para la Gestión 
Sostenible y Eficiente de los Recursos Energéticos del Perú (Program 
for a Sustainable and Efficient Management of Energy Resources - 
PROSEMER) con recursos de la Cooperación Canadiense. El presu-
puesto del proyecto gira en torno a los US$18,3 millones y su plazo 
de duración se extiende desde 2012 a 2016. Este Programa apoyará 
el fortalecimiento institucional y la generación de capacidades en 
materia de planeamiento energético, reforzando la articulación entre 
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actores y desarrollando una plataforma de información sectorial. En 
el contexto de la preparación del PROSEMER, se ha identificado el 
interés de las contrapartes de acompañar su implementación adi-
cionalmente con una operación del Banco que apoye este proceso 
de transformación sectorial, propiciando las medidas de política e 
institucionales necesarias.
(iii) Respaldar el proceso de modernización de la gobernanza corporativa 
de las empresas públicas del sector, potenciando el rol que vienen 
cumpliendo hasta la fecha, dotándolas de independencia y trans-
parencia en la gestión y administración de sus recursos humanos y 
materiales, con la finalidad de que su desempeño se rija por crite-
rios que aseguren su viabilidad a largo plazo y puedan acceder a los 
mercados financieros sin recurrir a la garantía soberana del Estado 
peruano.
– Intervención del BID: “Operational Input (OI)” (PE-T1105), Eva-
luación de las prácticas de gobierno corporativo en las empresas 
públicas del sector energético en el Perú. Esta consultoría tiene por 
objeto establecer la línea de base de las empresas públicas del 
sector en la materia, para posteriormente, mediante las activida-
des a efectuar con el proyecto PROSEMER (PE-X1007), fortalecer 
su gobernanza corporativa diseñando e implementando, con 
el apoyo de la Corporación FONAFE, códigos de buen gobierno 
corporativo y generando capacidades de control interno y trans-
parencia en las diversas empresas.
(iv) Potenciar la participación de la hidroelectricidad en la matriz de gene-
ración, con el propósito de preservar su contribución al parque gene-
rador frente a otras fuentes de energía y reducir las emisiones a la 
atmósfera de gases de efecto invernadero, para contribuir a mitigar 
los efectos del cambio climático.
– Intervención del BID: “Operational Input (OI)” (PE-T1105), Eva-
luación del potencial de rehabilitación-repotenciación de plantas 
hidroeléctricas en el Perú: Una oportunidad para incrementar la pro-
visión de energía renovable en la matriz energética del Perú y eva-
luación de los procedimientos puestos en marcha por el gobierno 
del Perú para promover la penetración de la generación eléctrica 
de origen hídrico y los recursos energéticos renovables. A través 
de estas consultorías se pretende, por un lado, determinar el 
potencial de mejora en la eficiencia de la capacidad hidroeléc-
trica instalada, y por otro, efectuar recomendaciones sobre la 
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arquitectura institucional y la normativa de promoción de las 
energías renovables.
(v) Contribuir a que el gobierno del Perú alcance las metas propues-
tas en el Plan Nacional de Electrificación Rural 2011-2020 a saber: 
 (a) lograr que más de siete millones de habitantes cuenten con acceso 
al servicio público de electricidad; (b) impulsar el uso de energías 
renovables en zonas aisladas; y (c) colocar al Perú en el primer tercio 
de países latinoamericanos con el más alto índice de cobertura eléc-
trica. El gobierno del Perú ha mostrado gran interés en incrementar el 
coeficiente de electrificación del país a fin de mejorar la distribución 
de la riqueza, y con ello, el nivel y la calidad de vida de los pobladores, 
previniendo la conflictividad social.
– Intervención del BID: Si el gobierno del Perú lo considera opor-
tuno, se podría plantear un préstamo de inversión acompañado 
de asistencia técnica que apoye un programa integral de electri-
ficación rural en una región seleccionada que reúna los compo-
nentes de fortalecimiento institucional y capacitación tanto a las 
empresas distribuidoras regionales concesionarias del servicio 
como a los gobiernos subnacionales y a la Dirección General 
de Electrificación Rural dependiente del MEM; la ampliación de 
cobertura de la red; esquemas sostenibles de electrificación de 
comunidades aisladas y el incremento de usos productivos de 
energía eléctrica.
(vi) Contribuir a la introducción de mejoras en la eficiencia operativa (en el 
ámbito de la gestión energética, ambiental y social) y a la renovación 
de infraestructuras de las empresas públicas del sector hidrocarburos, 
aportando a la lucha frente al cambio climático.
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El sector transporte en el Perú
Rafael Capristán*
Introducción
Esta nota ha sido redactada en el marco de la elaboración de la estrategia 
del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en el Perú para el período 
2011-16. El análisis no aborda la totalidad del sector transportes sino que 
se centra en los aspectos que se consideran más relevantes para el diseño 
y aplicación de políticas públicas, y en aquellos temas en los que se puede 
identificar una potencial colaboración por parte del Banco.
 En cuanto a su alcance, si bien el diagnóstico abarca temas como la 
provisión de infraestructura vial, los sectores ferroviario, aeroportuario, 
logístico y de transporte urbano, en las propuestas de intervención del 
Banco se enfoca en aquellos subsectores en los que existiría una potencial 
colaboración, aunque también discute un tema transversal en la agenda 
de transportes: la seguridad vial.
 La nota se fundamenta en tres estudios previos sobre (i) vialidad 
nacional y subnacional, (ii) logística y (iii) movilidad urbana realizados 
con el apoyo de consultores externos.
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1. Descripción del marco legal e institucional
El sector transportes está integrado por las siguientes entidades públicas, 
cada una de ellas con distintas competencias:
•	 Ministerio	de	Transporte	y	Comunicaciones	 (MTC)	y	 sus	diversas	
direcciones generales: Transporte Acuático, Caminos y Ferrocarri-
les, Aeronáutica Civil, Concesiones en Transporte, Asuntos Socio 
Ambientales.
•	 Proyectos	especiales:	Provías	Nacional	(PVN),	Provías	Descentralizado	












cias exclusivas y compartidas (con los gobiernos regionales y locales) en 
la	formulación	de	normas,	el	planeamiento,	administración,	ejecución,	
supervisión y evaluación de la infraestructura y los servicios de transporte. 
El	MTC	tiene	competencias	exclusivas	en	servicios	de	transporte	aéreo	y	
multimodal, aeronavegación y seguridad de la aeronáutica civil e infraes-
tructura y servicios de transporte de alcance nacional e internacional; y 
competencias compartidas respecto de la infraestructura de transporte de 
alcance regional y local, circulación y tránsito terrestre, transporte terrestre 
por carretera, ferroviario y acuático.
 La administración de la red vial nacional no concesionada está a cargo 
del	MTC	a	través	Provías	Nacional,	la	red	vial	departamental	está	a	cargo	
de los gobiernos regionales y la red vial vecinal a cargo de los gobiernos 
locales. A pesar de que la red vial subnacional es responsabilidad de los 
niveles de gobierno subnacionales, Provías Descentralizado (PVD), unidad 
ejecutora	del	MTC,	brinda	asistencia	técnica	y	fortalecimiento	institucional	
a estos gobiernos.
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 La red vial concesionada es administrada por concesionarios pri-
vados	 supervisados	por	OSITRAN.	Proinversión,	en	coordinación	con	
los sectores, lleva adelante los procesos de promoción de la inversión 
privada.
 Como se verá más adelante en el diagnóstico, el país no cuenta con 
un marco institucional y regulatorio en materia de logística, lo que explica 
su	bajo	desempeño	en	este	rubro.	Aprovechando	la	elaboración	del	Plan	




deberá considerar a otras entidades del sector público y principalmente 
la participación del sector privado.
 Los gobiernos locales (municipios provinciales) tienen competencia 
en	materia	de	transporte	urbano	y	es	la	Ley	Orgánica	de	Municipalidades	






y regular el tránsito urbano de peatones y vehículos.
•	 Normar	y	regular	el	transporte	público	y	otorgar	licencias	o	conce-
siones	de	 rutas	para	 transporte	de	pasajeros,	 así	 como	 regular	 el	
transporte de carga.
•	 Supervisar	el	servicio	público	de	transporte	urbano	de	su	jurisdicción	
mediante la detección de infracciones.
	 Ello	no	obstante,	el	MTC	ha	emitido	normas	que	le	atribuyen	compe-
tencias en materia de transporte urbano. Una de estas normas establece 
que todo sistema ferroviario, incluyendo los trenes eléctricos urbanos, 
forma	parte	del	sistema	ferroviario	nacional,	por	lo	tanto	el	MTC	es	com-
petente para planificar, desarrollar e implementar acciones en dicho 
sistema.
	 Adicionalmente,	y	en	 la	práctica,	existe	un	conjunto	de	 funciones	
que comparten estos dos niveles de gobierno que requiere amplia 
coordinación	como,	por	ejemplo,	en	transporte	urbano	masivo,	regulación	
del tránsito, logística urbana, seguridad vial, medio ambiente, etc. La 
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discusión de estos temas no cuenta con un marco institucional, situación 
que genera muchas diferencias entre ambos niveles de gobierno.
2. Avances y temas pendientes en los principales retos 
sectoriales




parcialmente por la inversión pública y privada realizada y un mayor nivel 
de mantenimiento vial (alrededor de 12 000 km de vías cuentan con con-
tratos de mantenimiento por niveles de servicio), y principalmente por la 
mejora	del	subsector	aeroportuario	y	portuario,	y	en	menor	medida	de	
las carreteras. De acuerdo con la evolución de los índices reportada por 
el	Foro	Económico	Mundial,	FEM	(2010),	el	Perú	se	encuentra	ahora	en	el	
puesto 92 de un total de 139 países.
	 No	 obstante	 lo	 avanzado,	 la	 infraestructura	 vial	 del	 Perú	 aún	
muestra rezago en comparación con otros países de América Latina. En 
GráfIco 1
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Latinoamérica se destaca Chile, con índices de infraestructura cercanos 
a los 6 puntos en una escala de 1 al 7. En carreteras, el Perú obtiene un 
índice de 3,3, aunque viene evolucionando rápidamente desde el reporte 
del año 2008, en el que alcanzó 2,6.
GráfIco 2
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 Resumiendo,	si	bien	la	infraestructura	en	general	ha	mejorado,	en	
comparación con otros países latinoamericanos aún existen atrasos en 
lo que respecta a su calidad. Como se verá más adelante, la situación de 
la infraestructura vial subnacional es bastante débil, lo que impacta de 
manera significativa en los costos logísticos y, consecuentemente, en la 
competitividad del país.
Sector logístico
El Perú ocupa el puesto 67 dentro de un total de 155 países según el Índice 
de	Desempeño	Logístico	(IDL)	difundido	por	el	Banco	Mundial	en	2010.	
El IDL es una buena referencia sobre la competitividad internacional de 
los sistemas logísticos de los países y también sobre los costos y tiempos 
asociados a la distribución física de carga de exportación e importación 
a nivel nacional.
 Si se analizan por separado las seis áreas de evaluación del IDL (cali-
dad de la infraestructura, eficiencia de aduanas, facilidad para organizar 
embarques, calidad de los servicios logísticos, trazabilidad y puntualidad), 
es posible identificar los problemas —típicamente, infraestructura logís-
tica	de	baja	calidad,	oferta	de	servicios	logísticos	deficiente,	incertidumbre	
en los tiempos de tránsito, ineficiencias de aduana, trazabilidad limitada, 
entre otros— que están afectando la competitividad de las cadenas logís-
ticas y proponer soluciones adecuadas. El gráfico 4 muestra la posición 
relativa del Perú.
 Con un índice de desempeño logístico de 2,8, el Perú califica como 
un país con desempeño parcialmente bueno en el ranking 2010 del 
Banco	Mundial,	a	diferencia	de	Brasil	(3,2)	y	Chile	(3,1)	que,	con	un	IDL	
por encima de 3,0, se consideran países con desempeño logístico con-
sistente (superan el promedio mundial de 2,87). Para ser reconocido 
como un país con buen desempeño logístico debe alcanzarse como 
mínimo un IDL de 3,4.
	 Otro	indicador	de	la	eficiencia	de	los	servicios	es	el	costo	logístico	
respecto del producto del país. Como muestra el gráfico 5, mientras el 
promedio mundial es de 13,8%, el de América Latina es de 24% y el del 
Perú de 30%.
	 Entre	los	principales	factores	que	limitan	un	mejor	desempeño	logís-
tico del Perú se encuentran:
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•	 Servicios	logísticos	con	una	oferta	poco	diversificada	y	de	baja	cali-


























































Desempeño logístico comparado del Perú, 2010
GráfIco 5
costo logístico en relación al valor del producto
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•	 Limitada	especialización	en	los	servicios,	concretamente	en	el	manejo	
de la cadena de frío, los procesos de picking–packing y la gestión de 




supone un sobrecosto para el sector productivo debido a la imposi-
bilidad de homogeneizar los espacios de almacenamiento en volú-
menes de envío estables.
•	 Reducida	empresarización	de	los	prestadores	de	servicios	de	trans-
porte y logística, así como atomización de las unidades de negocio.
•	 Baja	certificación	de	seguridad	y	calidad	de	operación	(tipo	BASC	e	
ISO)	entre	los	actores	de	la	cadena	de	abastecimiento,	limitada	solo	
a grandes empresas especializadas en rubros de exportación.
•	 Prácticas	de	competencia	desleal.	Aun	cuando	las	empresas	son	regis-
tradas, operan de manera informal, sin cumplir todos los requisitos 
legales	y	documentales,	ofreciendo	precios	y	fletes	de	servicios	que	
cubren solo sus costos operativos directos.
•	 Dificultades	de	acceso	al	crédito	para	los	pequeños	transportistas.
•	 Deficiencias	en	la	formación	de	los	proveedores	y	usuarios	de	servi-
cios logísticos de pequeño y mediano tamaño, tanto en capacidades 
gerenciales	como	en	aspectos	especializados	del	manejo	de	carga.
•	 Falta	de	infraestructura	logística	para	la	provisión	de	servicios	de	valor	
agregado como las plataformas logísticas multioperador y/o multi-
modales. Por otra parte, falta de servicios conexos al de transporte 




cesos modernos que optimicen los servicios brindados en los puntos 
de ruptura de carga donde participa el sector público, en particular 
en	aquellos	ubicados	en	las	fronteras	marítimas	y	aéreas.	No	existe	
una ventanilla única en operación integrada a los distintos nodos 
ni	con	los	sistemas	manejados	por	el	sector	privado,	además	de	las	
deficiencias en la gestión documental y física de las mercancías.
•	 La	centralización	del	ingreso	y	salida	física	de	mercancía	del	país	en	
Lima-Callao,	junto	con	el	oligopolio	ejercido	por	los	terminales	extra	
portuarios, resulta en sobrecostos por falta de transparencia en los 
servicios marítimo-portuarios.
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•	 Reducido	uso	de	sistemas	de	información	y	nuevas	tecnologías,	inclu-
yendo la trazabilidad de carga, el que se limita a grandes operadores 
con clientes multinacionales que exigen el cumplimiento de ciertos 
estándares de operación.
•	 Inexistencia	de	plataformas	como	las	bolsas	virtuales	de	carga	que	
permitan corregir las fallas de información del mercado. En conse-
cuencia, el margen de las operaciones de transporte se ve afectado 
por la significativa proporción de retornos vacíos.
•	 Ausencia	de	un	observatorio	logístico	y	una	comunidad	de	carga	que	
fomente la recopilación de estadísticas e indicadores de desempeño 
del sistema.
•	 Ausencia	de	un	marco	institucional,	ya	que	la	gestión	de	la	infraes-
tructura y los servicios logísticos, por la naturaleza transversal del 
sistema logístico y su importancia para la competitividad del país, 
requiere la implicación de varios actores.
•	 La	normativa	sectorial	no	ha	establecido	disposiciones	orientadas	al	
desarrollo y promoción de un sistema logístico nacional. A pesar de 
su importancia para la prestación de servicios más eficientes, el desa-
rrollo, organización y promoción de centros de distribución de mer-
cancías y plataformas logísticas no cuenta con un marco legal claro.
Pasos de frontera
El Perú cuenta actualmente con 19 pasos de frontera a lo largo de las 
fronteras con Ecuador, Colombia, Brasil, Bolivia y Chile. La tabla 1 muestra 
la ubicación y presencia de organismos de control fronterizo.
 Como se observa, la mayoría de autoridades se encuentran en los 
pasos	de	frontera,	aunque	no	siempre	están	juntas,	lo	que	muchas	veces	
impide	que	los	vehículos	de	carga	y	pasajeros	realicen	una	sola	parada.
 Los pasos de frontera pueden ser divididos en las siguientes categorías:
 Pasos de frontera agrupados. Son aquellos pasos en los que las 
autoridades se encuentran cerca una de la otra, compartiendo o no 





fronterizo de este grupo son:
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TAbLA 1
 Puestos de control fronterizo a nivel nacional y presencia de autoridades 
de control fronterizo
región Puesto de control
Entidades presentes
SU SE MIG PNP DIG MIN Pro
Tumbes
Pocitos (CEBAF) X X X X*      
Zarumilla X X X X      
Aguas Verdes       X      
Piura
La Tina X X X X      
El Alamor X X X X      
Espíndola   X X X      
Cajamarca La Balsa X X X X      
Madre	de	Dios
Iñapari X X X X      
Iberia**           X  
Mavila**   X   X      
Ucayali Purús     X X      
Loreto
Santa Rosa X X X X      
Islandia**       X      
Puerto	de	Masusa X X          
Cabo	Pantoja     X        
Puno
Carancas X X X X      
Desaguadero X X X X   X   
Kasani X X X X      
Tilali	/	Moho X X   X      
Tacna
Los Palos (Sta. Rosa) X X X X X X X
Palca   X          
Alto Perú**       X      
Anexo Collpa**       X      
Estación del Ferrocarril   X X        
Fuentes:	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	y	organismos	de	control	fronterizo.
*	No	se	recibió	la	encuesta	de	la	PNP	respecto	a	CEBAF	–	POCITOS.
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•	 Desaguadero	–	Carancas	–	Puno
•	 Complejo	Fronterizo	Santa	Rosa	–	Tacna.
 Pasos de frontera no agrupados. Son aquellos pasos en los que las 






 Pasos de frontera incompletos. En estos pasos no se encuentran pre-








se encuentra en camino a Tilali.
•	 Palca	–	Tacna:	solo	está	presente	el	SENASA	y	la	PNP.
•	 Estación	 del	 Ferrocarril	 –	 Tacna:	 están	 presentes	 la	 DIGEMIN	 y	 el	
SENASA.
•	 Puerto	de	Masusa	–	Loreto:	están	presentes	el	SENASA	y	la	SUNAT.	
En este punto se realizan las inspecciones para el otorgamiento de 
la autorización de ingreso o de certificación de exportación.
 De los diecinueve pasos existentes, solo seis están agrupados y cuen-
tan con la presencia de las cuatro principales autoridades de control, lo 
que explica la falta de eficiencia en el control del transporte de carga 
o	pasajeros	en	el	 resto	de	pasos.	Debe	mencionarse	que	 los	pasos	de	
frontera agrupados no disponen de un sistema de control integrado, es 
decir,	queda	mucho	margen	para	la	mejora	de	la	eficiencia.
 Un aspecto relevante en el caso de los pasos de frontera es el de 
la institucionalidad. Los sectores que participan en estos pasos lo han 
venido	haciendo	de	manera	independiente,	bajo	sus	propias	normas,	y	
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no existe una autoridad que defina los lineamientos para modernizarlos 
ni	cómo	deben	operar.	Si	bien	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores,	a	
través de la Dirección de Integración Fronteriza, tiene la función rectora, 
sus	competencias	no	le	permiten	establecer	procesos	para	la	mejora	de	
los	pasos	ni	la	regulación	para	su	adecuada	administración.	Un	ejemplo	
claro de los problemas que se pueden generar por la ausencia de una 
institucionalidad	apropiada	es	el	caso	del	paso	de	frontera	sobre	el	Eje	1,	
el cual está totalmente construido y equipado, sin embargo, los órganos 
de control no lo utilizaron por mucho tiempo pues no se definía qué 
entidad se encargaría de su administración.
Sistema ferroviario
El sistema ferroviario del Perú está compuesto por cinco tramos y tiene 
una longitud total de 1933 km. Dos tramos son administrados por el 
Estado (188 km), dos están concesionados (1479 km) y uno es del sector 
privado (266 km) (tabla 2).
 La longitud de la red ferroviaria se ha mantenido inalterada en los 
últimos años.
 Los cinco tramos movilizan aproximadamente 8 millones de tone-
ladas	métricas	(TM),	de	las	cuales	70%	es	transportado	en	el	tramo	de	la	




 Una característica de los tramos ferroviarios del Perú es que están 
desconectados, por lo que no constituyen una red ferroviaria. El Estado 
peruano no cuenta con un plan de desarrollo ferroviario.
TAbLA 2
Sistema ferroviario peruano y su administración
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Sistema aeroportuario
La red aérea nacional está compuesta por 110 instalaciones aeropor-
tuarias: 11 aeropuertos internacionales, 26 aeropuertos nacionales, 65 
aeródromos y 8 helipuertos. Del total de instalaciones aeroportuarias, 79 
son públicas y 31 privadas. De las correspondientes al Estado, 19 ya han 
sido	concesionadas,	30	son	administradas	por	CORPAC	y	32	por	diversas	
entidades.
 La mayoría de aeródromos se encuentran en la selva, en los departa-
mentos de Loreto y Ucayali, donde el transporte aéreo es uno de los más 
importantes por las dificultades de acceso a estas zonas.
	 En	2010	se	movilizaron	10,5	millones	de	pasajeros	por	vía	aérea.	El	
principal crecimiento se registró en los vuelos nacionales, que alcanzó 
casi	5,5	millones	de	pasajeros,	incrementándose	27,8%	respecto	del	año	
anterior, mientras que en los vuelos internacionales el crecimiento solo 
fue de 4,6% en el mismo período.
	 El	 transporte	de	 carga	por	vía	 aérea	movilizó	265	711	TM,	 lo	que	
significó un crecimiento de 14,2% respecto del año anterior.
 Durante la última década, el tráfico nacional de carga creció en pro-
medio 7% anual y el tráfico internacional lo hizo en 10%.
 Las inversiones en los principales aeropuertos del país se han reali-
zado mediante concesiones al sector privado. El Estado prevé continuar 
con dicha política, mientras que la inversión pública estará orientada 
principalmente a los aeródromos.
Sistema portuario
El sistema portuario nacional consta de 134 instalaciones portua-
rias:	 60	 son	marítimas,	 65	 fluviales	 y	 9	 lacustres.	 Según	 la	 titularidad	
de las instalaciones portuarias, 58 son públicas y 76 privadas. De las 
instalaciones portuarias de propiedad del Estado, 14 están conce-
sionadas,	 12	 son	 administradas	 por	 ENAPU	 y	 18	 por	 otras	 entida-
des, dentro de las que destaca Petroperú con la administración de 9 
instalaciones.
 En cuatro de las principales concesiones portuarias se han logrado 
compromisos de inversión de aproximadamente US$1060 miles de millo-
nes (mm).
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 Los volúmenes de carga del sistema portuario de uso público ascien-
den a 1,5 mm de TEU1, siendo el principal puerto el del Callao.
	 En	el	año	2010	se	movilizó	un	 total	de	70,6	millones	de	TM	de	 la	
carga generada. El puerto del Callao concentró 44,6% de ese total (31,5 
millones	de	TM),	seguido	por	los	puertos	de	Pisco	(6,2	millones	de	TM),	
Talara	(5,2	millones	de	TM)	y	Matarani	(4,5	millones	de	TM).	En	lo	que	res-
pecta al tipo de carga, 41,6% del total correspondió a graneles líquidos, 
seguido de cerca por graneles sólidos (34,7%) y mercancías conteneriza-
das (18%). El restante 5,7% correspondió a mercancía no contenerizada 
y carga rodante.
 Del total de la carga movilizada en 2010 por esta vía, 57,4% fue por ter-
minales	de	uso	privado	(40,5	millones	de	TM),	mientras	el	resto	por	termina-
les	de	uso	público	(30	millones	de	TM).	En	ambos	casos,	se	registró	un	creci-
miento de 16,6 y 20%, respectivamente, comparado a lo alcanzado en 2009.
 Los terminales de uso privado con mayor movimiento de carga fueron 
los de Shougang Hierro Perú, La Pampilla (Repsol) y Talara (Petroperú), con 
un	total	de	19,5	millones	de	TM	y	una	participación	de	48,1%.	El	terminal	
portuario del Callao se consolidó como el de mayor movimiento: totalizó 
21,1	millones	de	TM	y	concentró	70%	del	total.
 En 1995, solo 20,4% del tráfico total de la mercancía general estaba 
contenerizada,	porcentaje	que	se	incrementó	hasta	77,8%	en	2010.	Ese	
mismo año, el movimiento de contenedores ascendió a 1530 miles de 
1 TEU (Twenty–foot Equivalent Unit) es la capacidad de carga de un contenedor 
normalizado de 20 pies.
TAbLA 5
 Volúmenes de carga movilizados en el sistema portuario nacional
(TEU)
ámbito 2008 2009 2010 Var % 2010/2009
Total 1 411 742 1 244 115 1 530 263 23,0%
Importación  600 730  521 909  640 981 20,7%
Exportación  598 622  498 001  640 831 26,2%
Trasbordo  182 766  201 707  216 178 0,7%
Cabotaje  27 058  19 355  29 341 51,6%
Otros  2566  3143  2932 -13,2%
Fuente:	MTC,	Oficina	de	Estadística.
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016276 
TEU, cifra mayor en 23% respecto del año previo. Cabe destacar que en 
el último quinquenio el número total de TEU movilizados se expandió a 
un ritmo promedio anual de 8,8%.
 El Callao se mantiene como el puerto más importante del país, con 
un movimiento total de 1346 miles de TEU en 2010 (mayor en 254,6%), 
seguido	por	Paita	(126	520	TEU)	y	Matarani	(18	278	TEU),	entre	los	prin-
cipales. Asimismo, 88,1% y 91,7% de los movimientos de exportación e 
importación, respectivamente, se realizaron por el puerto del Callao.
 En general, este gran crecimiento de los movimientos de carga a 
través del sistema portuario nacional ha estado concentrado en determi-
nados puertos, principalmente en el del Callao, y ha sido acompañado de 
mayores	inversiones	y	eficiencia	en	estos	espacios.	El	ejemplo	del	Callao	
es claro, donde los compromisos de inversión alcanzan los US$617 mm 
e incluyen la instalación de seis grúas pórtico.
	 El	 Estado	peruano	prevé	que	 las	mejoras	en	 los	puertos	 seguirán	
realizándose mediante la promoción de la inversión privada.
Infraestructura vial
La red vial nacional tiene una longitud de 95 863 km, considerando los 
tres tipos de redes viales (nacional, departamental y vecinal).
 La tabla 7 da cuenta de la condición de la infraestructura vial.
 La inversión en infraestructura vial se ha incrementado significativa-




red vial existente según estado
(Kilómetros)
ámbito Nacional Departamental Vecinal* Total %
Total  23 076  25 329  47 458  95 863 100%
Pavimentada  12 345  1953  198  15 496 16%
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2010,	PVN	ejecutó	S/.5023	millones;	de	ese	monto,	las	concesiones	cofinan-
ciadas se llevaron 40%, mientras que 31% correspondió a conservación vial, 
que incluye los contratos por niveles de servicio, y solo 29% correspondió 
a	la	ejecución	de	obras	de	rehabilitación	y	mejoramiento.
	 Si	bien	en	general	se	puede	apreciar	una	mejora	de	la	infraestruc-
tura y también de los indicadores de competitividad, al interior del país 
la calidad de la infraestructura es muy heterogénea y muestra una gran 
debilidad.
 En lo que respecta a la situación de la red vial nacional, las mediciones 
indican que cerca del 70% de la red vial asfaltada se encuentra en buenas 
condiciones, con valores de IRI (Índice de Rugosidad Internacional) 
TAbLA 7
Estado de la infraestructura vial existente
condición Nacional Departamental Vecinal* Total
Total  23 076 100%  25 329 100%  45 458 100%  93 863 100%
Bueno  8 081 35%  4 084 16%  3 446 8%  15 611 17%
Regular  8 354 36%  11 519 45%  11 482 25%  31 355 33%
Malo  6 609 29%  8 875 35%  12 676 28%  28 160 30%
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GráfIco 7
condición de la red vial nacional
(Valores de IrI)
menores que 2,80; mientras que 16% se encontraría en malas condiciones, 
con valores de IRI superiores a 4.
 Solo 22% de la red vial nacional no asfaltada se encontraría en con-
diciones aceptables, con valores de IRI menores a 6, mientras que 43% 
se halla en malas condiciones.
 En general, en la muestra se observa que 42% de la red se encontraba 
en buenas condiciones, 25% en regulares y 33% en malas condiciones.
 La red vial descentralizada o subnacional presenta una situación total-
mente inversa: tan solo 15% de la red vial departamental se encuentra en 
buen estado, mientras que en la red vial vecinal apenas 7% se encuentra 
en buen estado.
GráfIco 8
Estado de la red vial descentralizada





























Red vial departamental Red vial vecinal
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Gestión vial en la red vial nacional
PVN	 cuenta	 con	 el	 Sistema	 de	 Gestión	 de	 Carreteras	 (SGC),	 modelo	
elaborado	por	el	Bureau	Central	d’Etudes	pour	les	Equipements	d’Outre-
Mer	(BCEOM)	en	el	año	2001	y	actualizado	en	2005,	que	permite	analizar	
racionalmente la planificación de las intervenciones de la red vial. 
Se	 realizaron	 ejercicios	 usando	 información	 de	 los	 inventarios	 viales	







última es la encargada de la programación y seguimiento de las inversio-
nes en la red vial nacional, sin embargo, aún está haciendo esfuerzos por 
realizar una programación de las inversiones con mayores componentes 
de eficiencia en el sistema de transporte, para lo cual deberá actualizar 




en primer plano está la conservación tradicional por parte de empre-
sas	 contratistas	 que	 ejecutan	obras	 a	 precios	 unitarios,	 generalmente	
mantenimientos	periódicos,	la	cual	está	a	cargo	de	la	Unidad	Gerencial	
de Conservación. El segundo componente, de mayor importancia en lo 
que respecta al uso de recursos, está vinculado a contratos de conserva-
ción por niveles de servicio a través de un subcomponente a cargo de la 
Unidad	Gerencial	de	Conservación	y	el	subcomponente	Proyecto	Perú,	
bajo	responsabilidad	de	la	Oficina	de	Proyectos	Especiales.	Además	de	
la conservación rutinaria y periódica, este último incluye ciertas acciones 
de	mejoramiento	y	rehabilitación	que,	sin	embargo,	están	enmarcadas	
en la normatividad nacional de conservación de carreteras.
 La conservación por niveles de servicio en los dos subcomponentes 
es	una	estrategia	de	intervención	de	la	red	vial	nacional	ejecutada	por	
PVN	sobre	34	ejes	viales	de	integración,	que	comprenden	11	900	km	de	
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carreteras.	Su	objetivo	es	mejorar	la	transitabilidad	de	la	red	sin	necesidad	
de realizar grandes obras de ingeniería.
 La contratación de la conservación por niveles de servicio no implica 
la elaboración de estudios de ingeniería básica ni inventarios viales previos, 
sino solo considera los costos estándar de los tratamientos involucrados 
en	la	realización	de	obras	de	mejoramiento	de	calzada	a	través	de	solu-
ciones básicas como micropavimentos u otras soluciones bituminosas, la 
construcción	de	obras	de	drenaje	básicas	como	alcantarillas	y	cunetas	y	las	
obras necesarias para cumplir con los niveles de servicio establecidos. En 
ambos casos, no se contrata supervisión especializada y la verificación del 
cumplimiento del servicio está a cargo de los administradores de contrato: 
en el Proyecto Perú del supervisor del tramo de la oficina zonal y en el caso 
de	la	unidad	gerencial	de	conservación	del	jefe	zonal.
 Tras analizar los veintidós contratos de conservación por niveles de 
servicio, se ha calculado un costo promedio de US$25 834 km/año, el cual 
podría considerarse por encima de los estándares latinoamericanos.
 El contratista por niveles de servicio también es el encargado de 
tomar	los	datos	de	la	carretera	a	su	cargo	usando	el	Manual	de	Inventa-
rio Vial Calificado. Con esta información se alimenta la base de datos del 
Sistema	de	Gestión	de	Carreteras	(SGC),	para	que	en	un	futuro	se	puedan	
realizar	 las	programaciones	de	todo	el	conjunto	con	el	HDM	(Highway 
Development Management). Pese a su importancia, esta retroalimentación 
de	información	en	el	SGC	no	se	está	realizando.
	 PVN	ha	 contratado	 los	 servicios	 profesionales	 de	 la	Universidad	
Nacional	de	Ingeniería	(UNI)	para	el	monitoreo	del	Proyecto	Cañete	–	
Lunahuana	–	Chupaca,	que	debe	servir	principalmente	para	evaluar	los	
resultados a mediano plazo y analizar las experiencias de las soluciones 
económicas para pavimentos, así como las experiencias en desarrollo de 
nuevas tecnologías, de manera de tener un mayor conocimiento sobre 
los costos unitarios asociados a la conservación por niveles de servicio.
	 Los	fondos	provenientes	del	cobro	del	peaje	se	vienen	reduciendo	
considerablemente	en	el	caso	de	PVN	como	consecuencia	de	la	conce-
sión de sus redes viales. En el año 2009, el total de la recaudación fue 
de	S/.430	millones,	de	los	cuales	S/.150	millones	quedaron	con	PVN.	El	
monto	recaudado	por	PVN	solo	representa	10%	de	los	recursos	gastados	
en conservación de carreteras, por lo que se requiere un análisis de la 
sostenibilidad del mantenimiento en el tiempo, aunque en la coyuntura 
actual el mantenimiento viene siendo atendido principalmente con recur-
sos ordinarios consignados en el presupuesto.
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	 Es	importante	que	PVN	realice	estudios	para	impulsar	una	política	
de	peaje	sincerada	y	también	para	afinar	las	estimaciones	de	gastos	en	
obras de conservación asociadas a niveles de servicio, de manera de poder 
cuantificar el costo por kilómetro/año más adecuado para la red y así 
tomar decisiones sobre la priorización de gasto en función de la calidad 
y sostenibilidad de la conservación.
Seguridad vial
Más	de	3500	muertos	y	55	000	heridos	es	el	saldo	de	los	82	000	accidentes	
de tránsito ocurridos en el Perú en el año 2008, afectando los derechos 
fundamentales a la vida, la salud y la integridad de la población. El 25% 
de las muertes y 10% de las lesiones ocurrieron sobre la red vial nacional 
(RVN),	que	paradójicamente	concentra	apenas	2%	del	total	de	accidentes,	
lo que es un indicador de la gran cantidad de muertos y lesionados en 
los siniestros en esta red.
 Las carreteras con las mayores tasas de accidentes (superiores a 500 
accidentes por cada 1000 mvkm,2 una de las más altas de Latinoamérica), 
donde se presenta 50% de los incidentes, están concentradas en 1600 
km	(7%	de	la	RVN),	generalmente	al	ingreso	de	las	zonas	urbanas.
	 El	número	de	muertes	por	accidentes	de	tránsito	en	la	RVN	sigue	en	
aumento. Durante 2006 y 2007 los accidentes se incrementaron signifi-




traducido en acciones concretas y armonizadas con todos los actores rele-
vantes de la seguridad vial, por lo que a dos años de aprobado este Plan, 
aun cuando no se ha realizado un estudio de evaluación de resultados, 
pareciera	que	no	se	ha	avanzado	en	la	consecución	del	objetivo	principal:	
lograr una reducción del 30% de los accidentes de tránsito ocasionados 
por factores humanos en el año 2011. El Plan requerirá una actualización 
para el próximo período, la que necesariamente deberá incluir una revisión 
del marco institucional para asegurar que las acciones que realicen los 
diversos	actores	se	ejecuten	de	una	manera	coordinada	y	con	sinergia.
2 La unidad mvkm (millones de vehículos por kilómetro) se usa para definir la 
cantidad de siniestros considerando el tráfico de las carreteras.
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 Las estrategias nacionales de seguridad en otros países han demos-
trado que la inversión en infraestructuras más seguras tiene como resul-
tado una reducción del número de víctimas dos veces más grande que la 
derivada de la inversión en comportamiento. Al respecto, durante el año 
2008 el Programa Internacional de Evaluación de Carreteras (IRAP por sus 
siglas en inglés) realizó una investigación sobre 3000 km de carreteras de 
la	RVN,	dejando	una	serie	de	recomendaciones	puntuales	sobre	la	mejora	
de la infraestructura existente.
	 La	creación	de	la	SUTRAN	representa	una	importante	oportunidad	
para cambiar el rumbo de la fiscalización del transporte como mecanismo 
para reducir los accidentes, sin embargo, el exceso de funciones que se 
le	asignan	puede	distraerla	de	su	objetivo	central	y	convertirla	en	una	
institución	poco	eficiente.	La	SUTRAN	aún	está	en	proceso	de	desarrollo,	
así como sus instrumentos de gestión y planeamiento. Existen algunos 
avances:	por	ejemplo,	la	aplicación	del	control	satelital	de	unidades	de	
transporte	de	pasajeros	estaría	contribuyendo	a	reducir	el	exceso	de	velo-
cidad de las unidades sobre la red vial.
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 Cabe mencionar que con la implementación del Proyecto Perú, los 
contratistas conservadores están obligados a realizar un control detallado 




tera. Estos contratos implican un compromiso de inversión de US$3392 
millones,	de	los	cuales	al	año	2010	se	han	ejecutado	US$2131	millones.
 En la mayoría de casos, los contratos de concesión tienen adendas 
prácticamente desde la entrada de vigencia de las obligaciones debido a 
descoordinaciones entre el concedente y el promotor de la concesión. Esta 
situación impone la necesidad de: (i) perfeccionar el modelo de concesio-
nes	que	se	viene	implementando;	(ii)	mejorar	las	condiciones	previas	para	
el	concurso	de	postores;	(iii)	mejorar	el	diseño	del	contrato	y	sus	cláusulas;	
y (iv) reducir los incentivos a potenciales comportamientos oportunistas.
	 Otro	factor	que	afecta	el	diseño	de	los	contratos	es	la	limitada	calidad	
de	 los	estudios	de	definición	de	costos.	Esto	trajo	como	consecuencia	
la firma de las adendas 5 y 6 en el Tramo 2, la adenda 5 en el Tramo 3, y 
las adendas 5 y 6 en el Tramo 4 de los contratos de IIRSA Sur, que reco-
nocen un mayor costo de las inversiones hasta de 138%. La distribución 
de riesgos del Estado y los concesionarios no estuvo bien definida en el 
contrato en lo que respecta a la valorización de variaciones de metrados 
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y	el	concedente	aceptó,	mediante	adenda,	ajustar	el	pago	anual	por	obra	
(PAO)	en	función	de	los	montos	de	las	variaciones	de	metrados	(precios	
reales). De esta manera, el riesgo de diseño y construcción es asumido 
completamente por el Estado.




caso de IIRSA Sur, la necesidad de recursos financieros adicionales superó 
los US$900 mm y se tuvo que concertar varias operaciones de crédito con 
organismos multilaterales para poder cubrir el déficit.
 Asimismo, las cláusulas de controversia en los contratos limitan el 
rol	de	OSITRAN	y	 los	concesionarios	 llevan	sus	decisiones	a	tribunales	
arbitrales,	vulnerando	así	el	sistema	regulatorio.	Otro	de	los	factores	que	





elaboración de los términos de referencia de los estudios, la aprobación 
de los informes parciales de los estudios, las supervisiones de los planes 
y	programas	de	manejo	ambiental,	hasta	la	ejecución	de	los	planes	de	
compensación y reasentamiento involuntario y su fiscalización.
 Aunque el sector cuenta con una gran cantidad de instrumentos 
para la gestión socio-ambiental de los proyectos, la carga asumida por la 
DGASA	es	bastante	alta.	Esta	no	solo	se	limita	a	su	rol	normativo	y	fiscaliza-
dor, sino que participa en la gestión y administración de los estudios. Por 
eso, existe un retraso considerable entre las aprobaciones de los estudios 
definitivos a cargo de Provías y los capítulos de impacto ambiental, que 
deben	esperar	la	revisión	y	aprobación	de	la	DGASA.
Red vial descentralizada
En este apartado se analizarán algunos temas específicos referidos a la via-
lidad subnacional, tanto de la red vial departamental (RVD) como vecinal.
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 Respecto al tráfico de la RVD, al realizar los inventarios viales georre-
ferenciados, PVD no ha solicitado el levantamiento de una variable de 
identificación del tráfico existente y/o proyectado, por lo que no se cuenta 
con dicho parámetro; sin embargo, en el primer trimestre de 2002 se efec-
tuaron estudios de tránsito mediante conteos semanales durante 7 días, 
24 horas/día en una longitud total de 6682 km de carreteras de la red vial 
departamental,	con	el	fin	de	determinar	el	índice	medio	diario	(IMD)	en	
carreteras seleccionadas y consideradas inicialmente de importancia para 
el Programa de Caminos Departamentales. Los resultados muestran que 
66% de la red tenía un tráfico inferior a los 50 vehículos por día (vpd) y sola-
mente 9% de la muestra analizada tenía tráficos superiores a los 200 vpd.
Niveles de gasto en infraestructura
La red departamental presenta 15 000 km en buenas y regulares condicio-




millones en el período 2006-10 para la función transporte, liderados por 
el Programa Transporte Terrestre, que creció a dichos niveles como parte 
del Plan de Estímulo Económico (PEE).
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Gestión vial descentralizada
Provías Descentralizado (PVD) es el brazo de apoyo a la descentralización 
de la gestión vial a los gobiernos regionales y locales. Para tal efecto, 
cuenta con: (i) el Programa de Caminos Departamentales (PCD), y (ii) el 
Programa de Transporte Rural Descentralizado (PTRD), ambos cofinan-
ciados por el BID y el BIRF.
 PVD ha constituido institutos viales provinciales (IVP) en 193 gobier-
nos locales. Los IVP son agencias encargadas de la gestión vial provincial, 
conformadas por las municipalidades distritales y adscritas a la munici-
palidad provincial. En 133 provincias se cuenta con recursos para el man-
tenimiento vial de 16 000 km a través de microempresas. Una reciente 
evaluación ha verificado que solo 25 de los 173 IVP creados tendrían una 
aceptable capacidad de gestión.
 PVD no ha logrado establecer una institucionalidad vial sólida y com-
petente en los gobiernos regionales debido a que: (i) existe superposición 
de	funciones	entre	las	gerencias	regionales	de	infraestructura	(GRI)	y	las	
Direcciones Regionales de Transportes y Comunicaciones, y (ii) el PCD no 
es una prioridad de la alta dirección de los gobiernos regionales.
 La gestión vial local tiene como principales herramientas el Plan Vial 
Provincial Participativo (PVPP) que promueve el PTRD en cada provincia, 
y el Plan Vial Departamental Participativo (PVDP) que promueve el PCD; 
dichos instrumentos integran, complementan, orientan y priorizan en 
determinado plazo las inversiones en infraestructura vial en su ámbito. A 
través del PTRD, se espera que para 2012 193 provincias y 24 gobiernos 
regionales tengan sus planes actualizados.
 En el caso de los gobiernos regionales, se advierte desinterés por el 
PCD	debido	a	que	sus	intervenciones	solo	consideran	mejoras	a	nivel	de	
afirmado.	Por	eso,	PVD	viene	ejecutando	proyectos	piloto	para	analizar	
el comportamiento de las vías con otros estándares técnicos. La metodo-
logía	de	dicho	piloto	debe	ser	revisada	para	que	los	mejores	resultados	
puedan ser replicables.
 Adicionalmente, el PTRD promueve el desarrollo de planes de infraes-
tructura económica provincial (PIEP). El PIEP es un instrumento de gestión 
que orienta la intervención pública liderada por las municipalidades pro-
vinciales para articular y lograr la convergencia de proyectos sectoriales 
de infraestructura económica (Agricultura, Energía, Saneamiento y Trans-
portes).	 Los	PIEP	asumen	a	 los	 territorios	provinciales	 como	objetivos	
de las políticas públicas coordinadas multisectoriales, y como unidades 
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de planeamiento y programación. Parten de un enfoque territorial que 
ordena las visiones sectoriales, favorece la articulación urbano-rural y 
potencia los impactos de las inversiones.
 De manera complementaria a los PIEP, otro componente del Programa 
es la Ventana para el Desarrollo Local (VDL), que interviene mediante la 
identificación y el aprovechamiento de oportunidades de negocios rurales 
en	las	áreas	de	influencia	de	los	caminos	rehabilitados.	Se	sustenta	en:	
(i) el desarrollo y fortalecimiento de servicios de apoyo a la producción y 
la gestión de negocios rurales que faciliten la articulación competitiva a 
mercados dinámicos, y (ii) el fortalecimiento de la institucionalidad local 
para la articulación y concertación entre los actores.
 Al igual que los PVDP y los PVP, estos instrumentos de planificación 
son referenciales, desconocidos o no son tomados en cuenta al momento 
de la priorización de los proyectos por los tomadores de decisiones en las 
GRI/Direcciones	Regionales	de	Transportes	y	Comunicaciones	(DRTC)	de	
los gobiernos regionales y las gerencias de desarrollo de los gobiernos 
locales, que son las encargadas de la gestión de la infraestructura. Estas, 
más bien, priorizan obras viales generalmente por consideraciones de 
índole político y por demanda.
Conservación
Aparte de los programas PCD y PTRD, no existen intervenciones estruc-
turadas de conservación de redes departamentales y vecinales.
 En 133 provincias, el PTRD cuenta con recursos para mantenimiento 
vial de 16 000 km de caminos vecinales. Asimismo, el PCD realiza la con-
servación	de	2202	km	de	caminos	departamentales	a	través	de	las	GRI/
DRTC de los gobiernos regionales. En ambos casos, la gestión se desarrolla 
mediante microempresas de conservación vial.
Gestión ambiental
Aparte de los marcos de gestión ambiental y social del PCD y el PTRD, por 
los cuales deben pasar los proyectos de dichos programas, no existen instru-
mentos para la gestión ambiental en los proyectos de las vías subnacionales, 
que	se	ejecutan	con	recursos	ordinarios	y	de	canon	de	los	gobiernos	regio-
nales y locales. Estos gobiernos no cuentan con una autoridad ambiental 
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regional o local que establezca los parámetros de protección del medio 
ambiente y diseñe los mecanismos de gestión y fiscalización.
Transporte urbano en ciudades
La situación del transporte urbano en Lima puede ser extrapolada al resto 
de ciudades medianas e intermedias del país. Los problemas son similares, 
aunque en Lima tienen mayor magnitud.
 Los principales problemas del transporte de Lima son:
 Microtransportación. En Lima se realizan aproximadamente doce 
millones	de	viajes	diarios	en	 transporte	público.	Este	movimiento	es	
atendido	por	una	flota	de	alrededor	de	34	000	vehículos,	de	los	cuales	
solo 2878 son ómnibus; el resto son unidades de menor tamaño. Se 
utilizan muchas unidades pequeñas, con excesivo recorrido, paradas 
constantes y que compiten irresponsablemente entre ellas, generando 
congestión.
 Exceso de flota.	Otras	ciudades	de	América	Latina	sin	sistema	de	metro,	
como es el caso de Bogotá, con una población cercana a la de Lima, solo 
posee 15 604 unidades de transporte público (4300 microbuses, 10 245 
buses convencionales y 1059 buses articulados), Curitiba solo 2800 buses 
y	León	de	Guanajuato	1788	buses,	 lo	que,	en	relación	a	su	población,	
conceden a Bogotá un índice de 0,50 vehículos de transporte público 
por cada 1000 habitantes; a Curitiba de 0,97 por cada 1000 habitantes y 
a	León	de	1,31	vehículos	por	cada	1000	habitantes.	Mientras	tanto,	Lima	
registra 4,37 vehículos de transporte público por cada 1000 habitantes, 
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 Índice de vehículos por cada 1000 habitantes en ciudades de América 
Latina sin sistemas de metro o tren eléctrico
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cifra bastante elevada en comparación con las ciudades mencionadas 
que tampoco tienen un sistema de metro en operación.
	 De	haber	utilizado	únicamente	buses	articulados,	los	12	574	708	viajes	
de transporte público en Lima al año 2009 hubiesen requerido solo 6287 
unidades vehiculares, y si se hubiesen usado unidades convencionales de 
100	pasajeros,	solo	se	habrían	necesitado	12	575	unidades	vehiculares.	
Sobre la base de estos cálculos, utilizando una combinación de unidades 
vehiculares,	 Lima	 Metropolitana	 solo	 requiere	 para	 transportar	 a	 su	
población un estimado no mayor a 16 500 unidades vehiculares. Ello 
evidencia que la región metropolitana de Lima y Callao tiene un exceso 
de 17 224 vehículos.
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Distribución de la flota de transporte público según año 









































































 En comparación con otras ciudades del mundo, Lima es una de las 
más	pobladas	de	taxis.	Ello	se	debe	a	 la	baja	calidad	de	su	transporte	
público y la facilidad de compra de las unidades por la vigente libre impor-
tación	de	vehículos	usados.	Hacia	2008,	Madrid	poseía	3,41	taxis	por	cada	
1000 habitantes, Barcelona 3,33, Santiago de Chile 8,91, y Lima 26,92 
taxis.	El	exceso	de	taxis	traslada	parte	de	esta	flota	a	la	modalidad	de	auto	
colectivo, servicio no reconocido y como consecuencia no autorizado por 
la	Municipalidad	Metropolitana	de	Lima.
 Flota antigua. El parque vehicular de transporte público es bastante 
antiguo:	54%	de	la	flota	tiene	más	de	veinte	años	y	81%	más	de	quince	
años.
 Bajas condiciones de seguridad. En el período 2001-08, el número de 
afectados entre heridos y muertos en accidentes fatales y no fatales en 
Lima	Metropolitana	se	incremento	a	82%	(año	base	2001),	frente	a	una	
reducción de 6% en el resto del país. En el mismo período, los acciden-
tes	de	tránsito	en	Lima	Metropolitana	descendieron	de	50	009	a	49	137,	
pero el volumen de afectados creció de 13 029 a 23 700 personas, lo que 
evidencia que la gravedad de los accidentes se ha incrementado.
 Altos niveles de contaminación ambiental. La concentración de partícu-
las	inferiores	a	2,5	micras	(conocidas	como	PM	2,5)	en	el	período	2007-09,	en	
todos los meses a lo largo del año, se muestra por encima del valor referen-
cial reconocido por las autoridades de salud y ambiental del país, e incluso 
en algunos casos ha sobrepasado hasta seis veces su valor permisible.
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Evolución comparativa de severidad en accidentes de tránsito fatales 
y no fatales en Lima Metropolitana y el resto del país. Año base 2001
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Evolución comparativa del número de accidentes de tránsito fatales y no 
fatales, y personas afectadas entre heridas y muertas 
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para el transporte público iniciados en la década de 1990. Se importaron 
vehículos	de	baja	capacidad	que	constituían	fuentes	de	ingresos	para	
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sus propietarios. La circulación de rutas casi por cualquier zona de 
Lima generó caos y desorden por la falta de regulación.
•	 Ausencia	 de	 políticas	 de	 transporte	 público. Las diversas gestiones 
municipales priorizaron las intervenciones en el transporte privado, 
como la construcción de vías expresas, pasos a desnivel, ensancha-
miento de vías, entre otras. Ello fomentó el transporte individual 
particular.
•	 Falta	de	planificación	urbana.	Lima, como muchas otras ciudades del 
país, comenzaron a crecer sin una adecuada planificación, con poca 
densidad, de manera desordenada, lo que genera mayores movi-
mientos	de	viajes	y	en	tramos	largos.	Tal	trama	urbana	incentiva	la	
aparición de unidades pequeñas que incrementan la congestión.
•	 Falta	de	inversiones	del	gobierno	nacional	en	transporte	urbano. El esce-
nario actual del transporte urbano es producto de muchos años de 
inacción	y	las	medidas	de	mejora	requieren	gran	cantidad	de	inversio-
nes que los gobiernos locales no están en capacidad de afrontar. Por 
ello, se requiere el aporte técnico y financiero del gobierno nacional, 
pero	su	intervención	en	este	tema	se	ha	centrado	en	la	ejecución	de	
metros en Lima. En ese sentido, es importante que el gobierno nacional 
avance en el desarrollo de una política de movilidad urbana con el fin 
de poder apoyar técnica y financieramente a los gobiernos locales.
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3. Prioridades del gobierno
El gobierno peruano ha señalado explícitamente la importancia de la 
infraestructura como uno de los pilares del desarrollo. En esa línea, el 
MTC	intenta	mejorarla	bajo	las	siguientes	orientaciones:
•	 Buscando	mecanismos	eficientes	de	contratación	y	gestión	de	la	RVN	
de manera de asegurar su mantenimiento, e incluyendo cada vez más 
la participación del sector privado en la distribución de riesgos.
•	 Que	las	intervenciones	sean	sinérgicas	o	complementarias	a	las	de	
otros sectores, para optimizar el impacto de las inversiones.
•	 Que	las	inversiones	en	infraestructura	vial	se	realicen	considerando	
los corredores logísticos identificados o por identificar.
	 El	MTC	ha	dado	prioridad	a	las	intervenciones	que	permitan	la	mejora	
de los servicios logísticos del país. Estas acciones se encuentran identi-
ficadas y priorizadas en los planes quinquenales que ha presentado al 
Congreso de la República.
	 Por	su	parte,	la	Municipalidad	Metropolitana	de	Lima	(MML)	ha	prio-
rizado	 la	mejora	del	 transporte.	Así,	se	ha	propuesto	ampliar	el	actual	
corredor	 en	 ejecución,	 continuar	 con	 la	 implementación	 de	 nuevos	
corredores de autobuses de tránsito rápido (BRT por sus siglas en inglés), 
implementar corredores complementarios, con el fin de avanzar hacia un 
sistema integral de transporte. También ha priorizado la construcción de 
corredores	de	transporte	privado	y	la	construcción	de	ejes	de	uso	mixto	
como	la	Línea	Amarilla	y	el	Periférico	Vial	Norte.
4. áreas propuestas para la intervención del banco
 en el sector
Como se menciona en el diagnóstico, si bien se aprecian progresos en la 
infraestructura general debido a los mayores presupuestos destinados 




Como parte de la logística internacional, será necesaria la renovación de 
algunos pasos de frontera.
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¿Cómo se realizan los servicios?
¿En qué condiciones?
¿Cómo afecta el entorno?
	 La	situación	de	la	movilidad	urbana	es	compleja,	pues	a	pesar	de	que	
las ciudades han tenido un proceso de urbanización acelerado, no se ha 
promovido el desarrollo de sistemas de transporte urbano masivo que 
permitan	hacerla	más	fluida.
 Respecto de los temas transversales, también se han identificado 
oportunidades de apoyo en materia de seguridad vial y transporte sos-
tenible.
 Como línea general de acción, se busca apoyar un cambio de enfoque, 
debido a que el sector, al igual que en muchos países de Latinoamérica, 
está centrado en la infraestructura cuando lo que se requiere es un enfo-
que integral que considere la logística, la seguridad vial y el transporte 
sostenible como elementos que complementan a la infraestructura, para 
poder elevar la competitividad del país.
Mejora de la infraestructura de transporte
Las	mejoras	en	los	subsectores	portuario	y	aeroportuario	son	realizadas	
mediante concesiones al sector privado y han permitido progresos sus-
tanciales en su nivel de eficiencia. En ese sentido, las intervenciones en 
estos subsectores no constituyen oportunidades para el apoyo del Banco 
desde la ventanilla pública, pero sí una oportunidad para eventuales ope-
raciones de préstamo al sector privado, especialmente a los agentes de 
las concesiones que se otorguen.
 En seguida se mencionarán las principales líneas de acción en las que 
el Banco debería apoyar al subsector de transporte terrestre.
El sector transporte en el Perú 295 
•	 Mantener	e	incrementar	la	inversión	pública	en	transporte. El gobierno 
del Perú ha realizado esfuerzos significativos para incrementar las 
inversiones	dirigidas	a	mejorar	la	infraestructura	vial	en	la	RVN,	sin	
embargo, no ha hecho esfuerzos similares de inversión en la vialidad 
subnacional. Será necesario apoyar el gobierno para que la inversión 
se mantenga pero no se concentre exclusivamente en la red nacional, 
sino que tenga mayores componentes de equidad y se pueda inter-
venir con mayor fuerza en la vialidad subnacional. Adicionalmente, se 
requiere un cambio de enfoque en las intervenciones viales, ya que 
luego	de	la	elaboración	del	Plan	Nacional	de	desarrollo	de	los	servi-
cios logísticos se han identificado corredores logísticos que deben 
ser	priorizados	para	mejorar	la	infraestructura	que	soporta	los	flujos	
de las principales cadenas logísticas del país. Este enfoque ya no 
discrimina si se trata de una red nacional, departamental o vecinal, 
por lo que las redes deben responder ahora a su funcionalidad antes 
que a su ámbito geográfico. Asimismo, es necesario tener en cuenta 
que	las	intervenciones	en	vialidad	no	solo	deben	alejarse	del	criterio	
geográfico, sino que además se debe procurar complementarlas con 
otras inversiones sectoriales que permitan incrementar el impacto de 
cada una de ellas de manera individual. Eso implicará modificaciones 
en la planificación sectorial, pues las intervenciones que resulten de 
una planificación territorial deben prevalecer sobre los criterios de 
la planificación sectorial individual.
	 También	es	necesario	apoyar	al	gobierno	en	sus	esfuerzos	por	mejorar	
la infraestructura para la integración, a pesar de la gran inversión ya 
realizada en la integración física con los países vecinos, siendo los 
mayores	ejemplos	la	Interoceánica	Sur,	la	Interoceánica	Norte	e	IIRSA	
Centro.
•	 Mejora	de	la	gestión	vial. El concepto de gestión vial puede ser des-





en la infraestructura a otro más integral que incluye los servicios de 
transporte, implicará una revisión de algunas políticas sectoriales y 
la	creación	de	otras	nuevas.	Por	ejemplo,	se	requerirá	elaborar	una	
política de logística, de movilidad urbana, la actualización de la polí-
tica de transporte, entre otras.
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•	 Será	necesario	apoyar	a	las	diversas	entidades	para	que	puedan	con-
tar con los instrumentos de gestión que les permitan planificar de 
manera adecuada, como los inventarios viales, los conteos de tráfico, 
las encuestas origen-destino.
•	 El	financiamiento	de	la	infraestructura	requiere	fortalecer	a	las	enti-
dades para que sean capaces de estructurar sus proyectos de conce-
sión. Si bien Proinversión es la entidad que puede convocar al sector 
privado, es el sector Transportes el que debe estructurar la operación, 
establecer la distribución de riesgos, definir los incentivos, entre otros. 
También	se	deberá	buscar	el	fortalecimiento	del	MEF	en	su	calidad	
de ente rector y normativo de las concesiones.
•	 Respecto	de	la	ejecución	de	los	proyectos,	será	necesario	apoyar	a	
las entidades en la implementación de mecanismos eficientes de 
contratación	y	ejecución	que	permitan	garantizar	el	buen	estado	
de las vías. Uno de estos mecanismos es el contrato de rehabili-
tación	y	mantenimiento	(CREMA),	mediante	el	cual	un	contratista	
no	 solo	 se	 encarga	de	 la	 rehabilitación	o	mejoramiento	de	una	
carretera sino adicionalmente de su mantenimiento por un período 
de tiempo.
•	 En	 cuanto	al	mantenimiento,	 si	bien	el	Perú	 tiene	amplia	expe-
riencia en la implementación de contratos de mantenimiento por 
niveles	de	servicio,	es	necesario	su	mejora,	especialmente	en	 la	
supervisión.
•	 Fortalecimiento	de	capacidades. Las capacidades técnicas —de ges-
tión vial y también en aspectos administrativos y financieros— en los 
diversos niveles de gobierno son débiles, pero lo son aún más en los 
gobiernos subnacionales. Las distintas intervenciones o apoyos que 
tengan	como	objetivo	la	mejora	de	la	infraestructura	de	transporte	
deberán considerar necesariamente componentes de fortalecimiento 
institucional.
•	 Promover	 acciones	 de	 transporte	 sostenible. Como el sector trans-
portes es uno de los que genera la mayor cantidad de gases efecto 
invernadero, es necesario promover medidas para reducir el nivel de 
emisiones.	La	entidad	responsable	al	interior	del	MTC	es	la	DGASA,	
y	 se	deberá	proponer	 la	 implementación	de	Acciones	Nacionales	
Apropiadas	de	Mitigación	 (NAMA	por	sus	siglas	en	 inglés)	para	el	
sector transporte, que son las medidas que los países adoptan para 
paliar los impactos del cambio climático y se mencionan en las comu-
nicaciones oficiales.
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 Los instrumentos que se pueden usar para la puesta en marcha de 
las líneas de acción señaladas son los siguientes:
•	 Operaciones	de	préstamo. En el sector transporte, el principal meca-
nismo	para	apoyar	financieramente	la	mejora	de	la	infraestructura	
fueron las operaciones de préstamo. En estas no solo se incluía el 
financiamiento	de	la	mejora	de	la	infraestructura,	sino	componentes	
adicionales vinculados principalmente al fortalecimiento institucional 
y los estudios de base.










las líneas de acción, antes de realizar cualquier operación en esta red 
se tendría que cambiar el enfoque por lo menos de manera parcial: 
(i) considerar el soporte a los corredores logísticos identificados y 
priorizados en el plan nacional de desarrollo de los servicios logís-
ticos y (ii) considerar la complementariedad con otras intervencio-
nes sectoriales a fin de que el impacto sea mayor. Las operaciones 
deberán incluir necesariamente componentes de fortalecimiento 
institucional.
	 Hasta	el	momento	solo	se	han	ejecutado	operaciones	de	préstamo	
con el gobierno nacional, a pesar de que algunas de ellas han sido 
para	apoyar	la	mejora	de	la	infraestructura	de	caminos	departamen-
tales, que es competencia de los gobiernos regionales, así como la 
infraestructura de caminos vecinales, que es competencia de los 
gobiernos locales. En este sentido, se debe explorar posibilidades 
de	trabajo	con	gobiernos	regionales	que	tengan	capacidad	de	endeu-
damiento por sus elevados recursos de canon y sobrecanon.
•	 Cooperaciones	 técnicas. Esta herramienta serviría para apoyar 
principalmente las acciones vinculadas al transporte sostenible, 
en	 especial	 aquellas	 que	 permitan	 la	 implementación	 de	 NAMA.	
Asimismo, con cooperaciones técnicas se podría apoyar la elaboración 
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y actualización de políticas del sector, las cuales marcarán la estrategia 
de intervención sectorial en aspectos específicos.
 La cooperación técnica también sería muy útil en el fortalecimiento 
sectorial en materia de asociaciones público-privadas (APP). En 
años anteriores se exploró dicha posibilidad. Si bien el gobierno 
estuvo interesado en el apoyo, el contexto económico de la época 




de comercio, y dadas las ineficiencias en el sector logístico, se hace nece-
saria la intervención pública con el fin de reducir los costos logísticos, tal 
como ha sido señalado en los planes de acción de diversos sectores como 
el	MTC	y	el	MINCETUR.	Dicha	intervención	pública	es	necesaria	ya	que	la	
presión sobre el sistema logístico se incrementará notablemente: en el 
año base (2010) se estimó que la presión sobre el sistema logístico era 
de	67	millones	de	toneladas	métricas,	considerando	los	flujos	de	expor-
tación,	importación	y	los	flujos	internos.	Para	el	año	2021	tal	presión	se	
incrementará en 151%, alcanzando los 168 millones de toneladas métri-
cas. De no tomarse medidas concretas, dicha presión generará mayores 
ineficiencias, incrementando los costos logísticos.
	 Según	un	estudio	del	Banco	 (Mesquita,	Volpe	y	Blyde	2008),	 será	
necesario que los países pongan en la agenda pública medidas que per-
mitan reducir los costos de transporte, que tienen mucho más impacto 
y beneficios que la reducción de aranceles y otras barreras al comercio. 
El mencionado estudio sostiene que una disminución de los costos de 
transporte generaría una expansión mediana de las exportaciones intra-
rregionales cerca de cinco veces mayor y un incremento mediano de la 
cantidad de productos de productos exportados a la región nueve veces 




eficiencia del sector, y por ende, reducir los costos logísticos. El Banco no 
solo ha venido apoyando el desarrollo de dicho Plan, sino además podrá 
apoyar la puesta en práctica de algunas de las medidas que de él resulten. 
El sector transporte en el Perú 299 
El	apoyo	del	Banco	puede	organizarse	según	seis	objetivos	estratégicos	
que se describen a continuación:
•	 Lineamiento	estratégico	1:	Mejorar	 la	 calidad	y	 especialización	en	el	
sector
	 La	mejora	de	 la	 calidad	y	 especialización	en	el	 sector	 alude	a	 los	
estándares y esquemas de operación, adaptados a los requerimientos 
de los diferentes segmentos productivos y logísticos, con vocación 
de servicio al usuario.
 En este sentido, resulta prioritaria la definición de estándares de cali-
dad de operación y el desarrollo de programas de uso de sistemas 
de información y comunicaciones, así como de nuevas tecnologías. 
Asimismo, debe considerarse la elaboración de un programa de 





 Este lineamento estratégico abarca todo lo relacionado con el desa-
rrollo	o	mejora	de	redes	de	transporte	y	nodos	de	comercio	exterior,	
considerando el ordenamiento territorial y las dinámicas productivas 
de manera de maximizar su potencial y su impacto en el crecimiento 
del sector productivo.
 Específicamente, el diseño de un sistema nacional de plataformas 
logísticas y la agilización de la concesión de las dos zonas de activi-
dades logísticas (Callao y Paita), el desarrollo de los nodos de activi-
dad comercial principal (principales mercados de abastos en Lima y 
provincias, así como centros de carga) y el diseño de una red nacional 
de truck centers, son elementos clave dentro del sistema logístico 
nacional. Asimismo, se considera prioritaria una evaluación de la red 
de	infraestructura	vial	y	la	definición	de	un	plan	de	mejora	y	desarrollo	
de la red vial secundaria.
•	 Lineamiento	estratégico	3:	Garantizar	la	seguridad	de	la	carga
	 Garantizar	la	seguridad	en	los	procesos	logísticos	con	miras	a	la	gene-
ración y consolidación de una relación de confianza entre los due-
ños de la carga y las compañías del sector requiere la adopción de 
estándares internacionales de comercio seguro y destinar recursos a 
nueva tecnología, especialmente sistemas de trazabilidad de carga, 
y la capacitación del recurso humano.
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 En tal sentido, se debe evaluar la implementación de un programa 
de fiscalización de pesos, medidas y condiciones de seguridad opera-
tiva	en	la	red	vial	peruana,	así	como	diseñar	un	programa	de	mejora	
de la seguridad en puntos vulnerables para los usuarios del sistema 
de transporte y logística que abarque aspectos de infraestructura y 
servicios.
•	 Lineamiento	estratégico	4:	Institucionalización	del	sector	logístico
 La institucionalización del sector logístico concentra la acción pública 
orientada a la simplificación de trámites y la facilitación del comercio, 
del marco regulatorio, los diferentes modelos de gestión y participa-
ción público-privada, y el fortalecimiento institucional de los agentes 
públicos involucrados.
 A nivel macro, es necesario identificar a los actores implicados en la 
logística y establecer los roles y responsabilidades de los distintos 
organismos y niveles de gobierno que intervienen en el sector. Se 
debe priorizar la definición de esquemas de organización y coor-
dinación entre las distintas instituciones implicadas mediante el 
diseño de un mecanismo permanente de diálogo público-privado. 
Asimismo, es necesario definir el rol del Estado peruano en la gestión 
de la infraestructura logística futura. En paralelo, se debe realizar 





 La empresarización e internacionalización del sector incluye el for-
talecimiento de la estructura empresarial con miras a la generación 
de una clase media logística. Esto debe involucrar el desarrollo de 
capacidades, así como de estrategias para la internacionalización, 
fortalecimiento de la imagen del sector y herramientas de cohesión 
gremial,	bajo	una	óptica	ambiental	y	socialmente	responsable.
 En este orden de ideas, se debe poner énfasis en la fiscalización del 
sector transporte, en especial de la actividad pseudoformal, y en el 
fomento de la asociatividad empresarial de pequeños propietarios 
de	flota	de	transporte	terrestre.	En	cuanto	al	desarrollo	de	capacida-
des, se considera el diseño de un programa de profesionalización y 
formación del sector transporte y logística. A nivel micro, y ante el 
problema de información en el sector, se recomienda la realización 
de un programa de “información al operador” sobre los procesos y 
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trámites para crear una empresa, la operación empresarial, derechos, 
ventajas,	obligaciones,	estándares	de	operación	y	calidad,	etc.
•	 Lineamiento	 estratégico	 6:	 Mejora	 de	 la	 logística	 para	 el	 comercio	
exterior
 Las posibles intervenciones del Banco se pueden dar mediante el 
uso de diversos instrumentos:
− Se puede examinar la posibilidad de brindar cooperación técnica 
no reembolsable y asistencia técnica con el fin de fortalecer a 
un	núcleo	de	profesionales	al	interior	del	MTC	dedicado	íntegra-
mente al análisis, investigación e implementación de los temas 
vinculados a la logística. Este grupo de profesionales se ubicaría 
en	la	Oficina	General	de	Planificación	y	Presupuesto	del	MTC.	El	
objetivo	de	este	apoyo	es	fortalecer	la	capacidad	del	MTC	para	





de las medidas identificadas en el plan nacional de desarrollo 
de	los	servicios	logísticos	y	mejorar	la	eficiencia	de	la	logística	
orientada al comercio exterior. Si bien no existen datos con-
cretos que sustenten cuantitativamente la intervención, debe 
tenerse en cuenta que las medidas que la operación de préstamo 
permitiría implementar son las identificadas en el plan mencio-
nado anteriormente. El plan ha sido ampliamente difundido y 
discutido tanto al interior del sector público como con el sector 
privado. Para la elaboración del diagnóstico y la identificación 
de las medidas del plan, el equipo consultor realizó alrededor 
de doscientas encuestas entre operadores logísticos del sector 
público y privado. Por eso, se estima que las medidas tendrán 





a	 la	 infraestructura	 logística	 (por	 ejemplo,	 las	 plataformas	
logísticas), son inversiones esencialmente privadas, por lo que 
existe la oportunidad de llevar adelante operaciones con el 
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sector privado. En Argentina ya se aprobó una operación con este 
sector —la empresa Plaza Logística— para la implementación 
de una plataforma logística.
Mejora de la competitividad de los pasos de frontera
Ante la precaria situación de los pasos de frontera, el apoyo del Banco 
puede darse en tres grandes campos:
•	 Apoyo	en	la	formulación	de	un	plan	y	política	nacional	de	pasos	de	fron-
tera a fin de que el gobierno peruano pueda priorizar los pasos de 
acuerdo con criterios técnicos y proponga un plan de inversiones en 
estos para el corto, mediano y largo plazo.
•	 Incremento	de	la	eficiencia	de	los	pasos	de	frontera. El incremento de 
la eficiencia requiere, por una parte, dotarlos de infraestructura ade-
cuada para que los diversos sectores que participan en estos pasos 
tengan las condiciones necesarias para realizar sus funciones, pero 
también	para	que	los	flujos	de	transporte	se	realicen	con	eficiencia	
a fin de disminuir los tiempos de espera.
	 Por	otro	 lado,	 la	mejora	de	 la	 eficiencia	de	 los	pasos	demanda	 la	
implementación de sistemas de control integrado que eleven la pro-
ductividad	en	la	obtención	de	la	información	de	la	carga	o	pasajeros	
que transitan por un paso. Ello implica la revisión de los procesos que 
se llevan a cabo en los pasos, la aplicación de soluciones tecnológicas, 
acuerdos con los pares sectoriales del otro país, entre otras medidas.
•	 Generación	del	marco	institucional. Actualmente no existe un marco 
institucional para la implementación y operación de los pasos de 
frontera.	Si	bien	el	Ministerio	de	Relaciones	Exteriores	(MRE)	cumple	
las funciones de ente rector de los pasos de frontera, no es la enti-
dad que participa directamente en su operación y no puede decidir 
sobre su administración. Tampoco tiene potestad para promover 




 Los instrumentos operativos que permitirían implementar estas líneas 
de acción son los siguientes:
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•	 Cooperaciones	técnicas.	Actualmente se tiene aprobada una coopera-
ción	técnica	para	la	elaboración	de	un	Plan	Nacional	de	Pasos	de	Fron-
tera, la que se iniciaría en el año 2012. Dicha cooperación realizará un 
diagnóstico detallado de los pasos de frontera, tipificándolos según 
sus	principales	funciones	como,	por	ejemplo,	carga,	pasajeros,	movi-
mientos	locales,	entre	otras.	También	propondrá	un	plan	de	mejora	
de los pasos de frontera considerando no solo la infraestructura sino 
también la implementación de sistemas de control integrado para 




•	 Operaciones	de	préstamo. La situación actual de determinados pasos 
de frontera hace necesario el equipamiento de algunos de ellos, 
incluso	sin	contar	con	un	plan	detallado.	Un	ejemplo	es	el	paso	de	
frontera en Iñapari (Perú)/Assis (Brasil). La carretera Interoceánica Sur 
ya	fue	ejecutada	y	vincula	al	Perú	y	Brasil,	pasando	por	Iñapari.	El	flujo	
de tráfico se ha incrementado, sin embargo, el paso se encuentra en 
condiciones precarias. Cada institución tiene un área propia, no en 
conjunto,	e	incluso	el	municipio	local	ha	manifestado	su	voluntad	de	
que uno de los sectores (aduanas) que opera en el paso sea reubi-
cado en otro lugar. Lógicamente, el paso no cuenta con un sistema 
de control integrado y todas esas deficiencias son trasladadas a los 
transportistas	de	carga	y	pasajeros.	La	mejora	de	este	paso	de	fron-
tera es una prioridad del gobierno y el Banco podría brindar apoyo 
técnico	y	financiero	para	hacerla	posible.	Asimismo,	el	MRE	considera	
prioritario realizar estudios detallados para la implementación de 
los siguientes pasos: Santa Rosa (Perú-Brasil-Colombia), Tilali (Perú-
Bolivia), Tripartito (Perú-Bolivia-Chile), San Lorenzo (Perú-Bolivia)
 Igualmente, el Banco podría apoyar técnica y financieramente en la 
implementación de las recomendaciones y el plan de inversiones identi-
ficados	en	el	Plan	Nacional	de	Pasos	de	Frontera.
Mejora de la movilidad en las ciudades
En el caso del Perú, es evidente la necesidad de formular una política 
nacional para el desarrollo de las ciudades que otorgue un tratamiento 
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diferencial a Lima y Callao, las ciudades medianas y las ciudades interme-
dias,	dirigida	a	consolidar	ciudades	competitivas	bajas	en	carbono	y	más	
sustentables. Esta política debe incluir el apoyo del gobierno nacional 




En un escenario en el cual 75% del país vive en las ciudades y los recursos 
de que estas disponen son escasos, se requiere una clara política nacional 
de transporte urbano sostenible.
 Es necesario pues apoyar al gobierno en la elaboración de una política 
nacional de movilidad urbana que brinde lineamientos para las interven-
ciones en las ciudades, y especialmente defina el tipo de apoyo que el 
gobierno nacional otorgaría en las medidas a implementar. 
 Es muy difícil que los gobiernos locales, que son los entes competen-
tes,	estén	en	capacidad	de	alcanzar	las	mejoras	en	la	movilidad	urbana	
debido a sus limitaciones técnicas y financieras. Solo en el caso de Lima 
ha	sido	posible	que	asuman	íntegramente	la	ejecución	de	un	proyecto	










 Aunque solo se ha implementado un BTR (corredor norte-sur), ya se 
aprecian resultados positivos en lo que respecta a movilidad y seguridad. 
Por	ejemplo,	los	tiempos	de	viajes	en	la	troncal	se	han	reducido	casi	en	
40%; el nivel de satisfacción de los usuarios pasó de 13% (sistema tra-
dicional) a 82% con el nuevo sistema; antes se producían en promedio 
veintiséis accidentes fatales por mes en toda la ruta y ahora solo dos en 
un año.
	 La	mejora	del	transporte	urbano	requerirá	un	importante	esfuerzo	
dirigido a fortalecer las capacidades de los gobiernos locales en los que 
se puede intervenir. Estos gobiernos no cuentan con los conocimientos 
necesarios	para	aplicar	medidas	que	mejoren	el	transporte	urbano	porque	
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no han tenido acceso a los resultados de la experiencia internacional 
y también porque sus funciones han estado centradas principalmente 
en aspectos operativos del transporte público (autorizaciones de rutas, 
mejora	de	las	vías,	semaforización,	entre	otros).
 Asimismo, será necesario fortalecer la institucionalidad de las deci-
siones del transporte urbano, especialmente para el caso de Lima-Callao. 
Dado que Lima y Callao son provincias conurbanas, los proyectos que se 
ejecuten	abarcarán	ambas	 jurisdicciones	o,	en	 todo	caso,	 la	ejecución	
de	un	proyecto	en	alguna	de	las	dos	jurisdicciones	tendrá	efectos	en	la	
movilidad de la otra. Por su parte, el gobierno nacional también busca 
implementar proyectos de transporte urbano en Lima, proyectos que se 
consideran estructurantes de la ciudad. A fin de que las decisiones en 
materia de movilidad urbana se puedan tomar de manera consensuada 
y teniendo una única visión compartida de la ciudad, es necesario formar/
fortalecer la institucionalidad en torno al transporte urbano.
 Los instrumentos operativos del Banco que pueden apoyar las líneas 
de acción identificadas son los siguientes:
•	 Cooperaciones	 técnicas. Como se mencionó en el diagnóstico, las 
intervenciones	del	MTC	en	temas	de	transporte	urbano	son	esporá-
dicas y no forman parte de una política nacional integral, con la cual 
no cuenta el país. Elaborarla podría implicar la realización de algunas 
CT-Intra,	opción	que	permitiría	que	funcionarios	del	MTC	conozcan	
la manera como otros países, específicamente sus gobiernos nacio-
nales, han abordado la problemática de la movilidad urbana en sus 
ciudades.
 Asimismo, se debe considerar que en eventuales cooperaciones se 
incluya el financiamiento de consultores que den soporte técnico al 
MTC	en	la	institucionalidad	que	se	pueda	crear	para	consensuar	las	
decisiones	que	se	tomen	entre	Lima,	Callao	y	el	MTC.
•	 Operaciones	de	préstamo público. Existe la oportunidad de seguir 
apoyando a Lima en la implementación de sistemas de transporte 
masivo mediante buses. Lima tiene previsto ampliar la red de BRT, 
especialmente el tramo norte del BRT norte-sur, y la implementación 
de corredores complementarios en todo Lima, los que representan 
también una oportunidad de apoyo del Banco.
 Asimismo, se deberá explorar la posibilidad de otorgar apoyo financiero 
a determinadas ciudades intermedias de manera individual o a través 
del gobierno, en caso este último decida apoyar financieramente las 
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medidas	de	mejora	del	transporte	urbano	en	las	ciudades	fuera	de	
Lima.	Por	ejemplo,	teniendo	en	cuenta	que	Trujillo	fue	elegida	como	
ciudad piloto para la Iniciativa de Ciudades Emergentes y Sostenibles, 
se	viene	apoyando	mediante	estudios	la	mejora	de	la	movilidad	urbana	
en dicha ciudad. A futuro se puede considerar una operación de 
préstamo	específica	para	la	mejora	de	su	transporte	público.
–	 Operaciones	de	préstamo	al	sector	privado. La implementación de sis-
temas de transporte masivo genera oportunidades para operaciones 
con el sector privado. Los gobiernos locales solo son responsables 
de la construcción de la infraestructura y su mantenimiento, pero el 
servicio es concesionado a operadores privados. Estos últimos deben 
realizar sus propias inversiones, siendo la más costosa la adquisi-
ción de los buses de acuerdo a los estándares especificados por el 
 proyecto.
Mejora de la situación de la seguridad vial
Hasta el momento, la seguridad vial en el Perú es incipiente. Dado que la 
seguridad vial es una tarea multisectorial que implica no solo a entidades 
del	sector	público	sino	también	al	sector	privado,	será	necesario	mejorar	
los aspectos institucionales a fin de garantizar la participación de todos 
los actores involucrados, y con intervenciones que estén comprendidas 
en una estrategia general, es decir, que no sean aisladas y esporádicas.
 Al respecto, una línea de acción sería apoyar al gobierno del Perú en 
la	mejora	de	la	institucionalidad	vigente,	revisando	la	estructura	actual	y	
proponiendo	mejoras	que	faciliten	la	aplicación	de	medidas	para	reducir	
la accidentabilidad y las víctimas fatales por accidentes de tránsito.




nuevo Plan deberá incorporar acciones de corto plazo dirigidas a reducir 
significativamente los niveles de accidentabilidad y mortalidad a partir de 
un diagnóstico detallado de la seguridad vial y una evaluación exhaustiva 
del anterior.
 Si bien lo que se busca es darle un marco institucional y una plani-
ficación adecuada a las intervenciones en seguridad vial, sin duda una 
de	las	instituciones	con	mayores	competencias	en	este	tema	es	el	MTC.	
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En ese sentido, es importante apoyarlo en la aplicación de las medidas 
que son de su competencia exclusiva, como es la infraestructura vial, la 
señalización, las auditorías de seguridad vial, la regulación del transporte 
de	carga	y	pasajeros,	entre	otras.
 Los instrumentos mediante los cuales el Banco puede apoyar estas 
líneas de acción son las cooperaciones técnicas y las operaciones de 
préstamo.
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Fortalecimiento de la gestión pública
Axel Radics, Gonzalo Deustua, Carlos Pimenta, 
Juan Carlos Cortázar, Karelia Villa, Javier Urra*
Introducción
En la última década, el Perú ha avanzado en la modernización de diversas 
áreas de su gestión pública y sus sistemas administrativos, sin embargo, 
aún debe dinamizar y profundizar estas mejoras para lograr una gestión 
pública más eficiente, inclusiva y transparente.
 El nuevo gobierno del Perú ha establecido como objetivos centrales 
de su política el crecimiento económico con inclusión social en democra-
cia, la reducción de la pobreza con igualdad de derechos y oportunidades, 
y la conformación de un Estado más democrático, eficiente, transparente, 
seguro y descentralizado, todo lo cual hace imprescindible lograr una 
mayor eficiencia en el gasto público y fortalecer la gestión pública.1 Para
1 Véase al respecto: Gana Perú, La Gran Transformación, Plan de Gobierno 2011-
2016 (diciembre 2010) y Lineamientos Centrales de Política Económica y Social 
para un Gobierno de Concertación Nacional (mayo 2011). Asimismo, el discurso de 
asunción del Presidente de la República Ollanta Humala Tasso ante el Congreso (28 
de julio 2011); la presentación de la política general del gobierno por el presidente 
del Consejo de Ministros Salomón Lerner ante el Congreso de la República (25 
agosto 2011), y la presentación del ministro de Economía y Finanzas Luis Carranza 
ante la Comisión de Economía del Congreso de la República (agosto 2011).
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ello, ha previsto ampliar gradualmente el presupuesto por resultados 
al 100% del presupuesto público, fortalecer la gestión de la inversión 
pública, reformar la carrera pública hacia un modelo meritocrático, elevar 
la calidad de gestión del funcionario público e implementar la planilla 
única para la gestión de los recursos humanos. Asimismo, se ha propuesto 
aumentar sostenidamente los ingresos fiscales, desarrollar la desconcen-
tración territorial, mejorar la eficiencia y transparencia en las compras 
públicas, reducir la brecha de infraestructura con el despliegue de las 
asociaciones público privadas (APP), incrementar la productividad de la 
economía, combatir frontalmente la corrupción y mejorar la seguridad 
ciudadana.
 Esta nota es un insumo para preparar la nueva estrategia de cola-
boración 2012-16 del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en el 
Perú. Aunque fundamentada en la experiencia del Banco en el país en 
la última década en materia de gestión pública, contempla las priori-
dades del nuevo gobierno expresadas en sus principales documentos 
de política.
 El texto se divide en cinco secciones o áreas temáticas: I. La gestión 
fiscal; II. Fortalecimiento de los sistemas administrativos y de control; III. El 
Servicio Civil en el Perú (apoyo a la reforma del Servicio Civil y al sistema 
de planillas); y IV. La seguridad ciudadana en el Perú. 
 
I.  LA GESTIÓN FISCAL
1. Marco institucional y regulatorio vigente y avances 
recientes
Desde 1990, el Perú ha atravesado más de dos décadas de estabilidad 
macroeconómica. Gracias a ello, entre 2000 y 2010 alcanzó la tasa de 
crecimiento más alta entre los siete países más grandes de América Latina 
y el Caribe (ALC-7). Un pilar clave en este desempeño ha sido la política 
macrofiscal, a través de una gestión prudente y contracíclica, que ha con-
tribuido a reducir el stock de deuda pública como porcentaje del producto 
bruto interno (PBI) de 44,3% en 2004 a 23,5% al cierre de 2010. A su vez, la 
consolidación del entorno de estabilidad ha sido un factor determinante 
en el otorgamiento del grado de inversión por parte de las principales 
calificadoras de riesgo internacionales: Standard & Poor’s y Fitch en 2008 
y Moody’s en 2009.
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 Sin embargo, la estabilidad macroeconómica es condición necesaria 
pero no suficiente para el desarrollo sostenible. También es importante, 
entre otros factores, la capacidad del país para movilizar recursos públi-
cos, y su asignación eficiente, equitativa y sostenible hacia las brechas 
y prioridades de desarrollo socio-económico territorial, aspectos en los 
que el Perú aún enfrenta importantes desafíos. Al respecto, esta sección 
aborda los principales temas referidos a la gestión fiscal, en particular el 
fortalecimiento de las capacidades de recaudación, y la mejora de la ges-
tión del gasto, buscando consolidar los logros macrofiscales alcanzados 
por el Perú en el marco del proceso de descentralización en curso.
 A comienzos de los años noventa, el Perú introdujo una amplia 
reforma impositiva, reduciendo y simplificando los impuestos con tasas 
moderadas y bases amplias. Asimismo, reemplazó las Direcciones Gene-
rales de Contribuciones y de Aduanas por la Superintendencia Nacional 
de Administración Tributaria (SUNAT) y de Aduanas, respectivamente, 
que luego se fusionaron en el año 2002. Ambas entidades se crearon 
como instituciones públicas descentralizadas y fueron dotadas de auto-
nomía funcional, técnica y administrativa, e inicialmente también de 
autonomía financiera, lo que contribuyó a profesionalizar la función de 
recaudación, incrementando la presión tributaria de 11,7% a 18% del 
PBI entre 1990 y 2010.
 Durante la última década, la gestión del gasto público ha sido objeto 
de una mejora progresiva. Principalmente en lo que respecta al gasto 
corriente, desde la Dirección General de Presupuesto Público (DGPP) del 
Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) se viene desarrollando la inicia-
tiva del Presupuesto por Resultados (PPR), orientada a mejorar la conexión 
entre las demandas ciudadanas y la oferta de bienes y servicios provistos 
por el Estado. Para el gasto de inversión, por su parte, en el año 2000 se 
estableció el Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP), dependiente de 
la Dirección General de Política de Inversiones (DGPI) del MEF, que regula 
el ciclo de los proyectos de inversión pública (PIP) y busca optimizar la 
rentabilidad social en el uso de los recursos de capital.
 Estos desarrollos se han dado en paralelo con el inicio desde el año 
2002 de un nuevo proceso de descentralización en el Perú, cuyos hitos 
incluyen la creación de los gobiernos regionales (GGRR) como nivel 
intermedio de gobierno, con autoridades legítimas en el territorio de 
los departamentos históricos del Perú; la transferencia de funciones de 
gasto a los GGRR; y la transferencia de cuantiosos recursos a los GGRR y 
los gobiernos locales (GGLL), la mayor parte relacionados con la renta 
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fiscal por la explotación de recursos naturales (canon), que deben ser 
utilizados principalmente para gastos de inversión.
 El gobierno del Perú ha contado durante las últimas dos décadas con 
un importante apoyo del BID en los distintos rubros que abarca la gestión 
fiscal, lo que ha contribuido a aumentar la eficiencia recaudatoria, a la con-
solidación gradual del presupuesto por resultados y la progresiva mejora 
de las capacidades nacionales y subnacionales en materia de gestión de 
la inversión pública. Al respecto, en el marco de un nuevo ciclo, el Banco 
reitera su disposición de apoyar al Perú en el mejoramiento continuo de 
su gestión fiscal.
2. Diagnóstico del sector y causas de la problemática 
existente
Los principales desafíos en lo que respecta a la capacidad del gobierno 
del Perú de movilizar recursos públicos, son:
•	 Limitada	presión	tributaria.	La presión tributaria en el Perú, medida 
como la ratio entre la recaudación tributaria y el PBI, alcanzó durante 
2010 alrededor de 18% del PBI; es decir, está 2,5 puntos porcentuales 
por debajo del promedio de América Latina y el Caribe (ALC) y es 
también inferior al promedio de los países de ingresos similares al 
Perú. Además, la presión tributaria está fuertemente centralizada: 
98% de los ingresos del país son recaudados por el gobierno central, 
mientras que solo 2% es recaudado por los GGLL y, por su parte, los 
GGRR no cuentan con impuestos propios (Arias 2011).
•	 Estructura	tributaria	no	progresiva. En la estructura tributaria peruana, 
los impuestos indirectos, que tienden a ser más regresivos, son más 
importantes que los directos, que tienden a ser más progresivos. En 
particular, en la comparación con ALC, la recaudación del impuesto a 
la renta de las personas y los impuestos a la propiedad, estos últimos 
bajo responsabilidad de las municipalidades, es baja.
•	 Restricciones	de	política	tributaria.	No obstante el reciente incremento 
de la tributación minera, existen numerosos espacios para mejorar la 
política tributaria. A nivel nacional, se destaca como desafío una redu-
cida base tributaria por la existencia de deducciones, exoneraciones 
y regímenes especiales (gastos tributarios), entre los que sobresalen 
las exoneraciones tributarias en la Amazonía. Al respecto, de acuerdo 
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con el Marco Macroeconómico Multianual (MMM), los gastos tribu-
tarios tuvieron un costo de 2,04 puntos del PBI durante 2010. En el 
ámbito subnacional, el marco legal de la tributación municipal se 
ha mantenido casi inalterado en los casi diez años del proceso de 
descentralización en curso, a pesar de su importancia para aumentar 
la autonomía fiscal de los municipios y reducir su dependencia de 
las transferencias. Así, en los GGLL sigue vigente la ley de tributación 
municipal de 1993, que les asigna baja autonomía fiscal; sobre el 
punto, los valores inmobiliarios para el impuesto predial y la alca-
bala suelen estar atrasados respecto de la valuación de mercado; y la 
recaudación del impuesto automotor es deficiente y estimula efectos 
nocivos sobre el medio ambiente, ya que se grava a los vehículos 
solo hasta el tercer año luego de su primera adquisición. A su vez, 
la ley de descentralización fiscal condiciona la asignación de bases 
tributarias a los GGRR a la creación de macrorregiones (unión política 
de dos o más GGRR), y como esto no se avizora, los GGRR continúan 
sin fuentes de recaudación propias.
•	 Restricciones	de	administración	tributaria. A pesar de los avances regis-
trados por la SUNAT desde su creación en 1991, con el correr de los 
años la institución ha ido perdiendo autonomía política y financiera. 
En efecto, la rotación frecuente del superintendente en función de 
los cambios en el MEF impide la consolidación de los planes ins-
titucionales, y su dependencia financiera limitan su capacidad de 
inversión y la definición de líneas de carrera propias. Esto impide una 
eficiente administración tributaria y condiciona una elevada evasión 
del impuesto a la renta personal (especialmente de los trabajadores 
independientes) y del impuesto general a las ventas (IGV). Si bien en 
el ámbito subnacional ha mejorado la administración tributaria en 
varias de las principales ciudades, especialmente en aquellos muni-
cipios que cuentan con Servicios de Administración Tributaria (SAT),2 
aún subsisten limitaciones estructurales debido a la existencia de 
muchos municipios (atomización) en cada ciudad, cada uno con su 
propia administración tributaria. Cabe señalar que la movilización de 
recursos propios en las principales ciudades del Perú es muy limitada 
en comparación con otras ciudades de ALC.
2 Los SAT son entes semiautonómos responsables de la recaudación tributaria 
municipal que se autofinancian con una fracción de lo que recaudan y dependen 
del alcalde provincial.
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 En cuanto a la gestión del gasto público, los principales desafíos giran 
en torno a dar una mejor respuesta a las ingentes demandas de la pobla-
ción por bienes y servicios públicos de calidad. Entre los problemas más 
importantes resaltan los siguientes:
•	 Desconexión	entre	demanda	y	oferta	de	bienes	y	servicios	públicos. El 
presupuesto suele asignarse de manera inercial, sin una adecuada 
articulación entre los problemas y brechas de desarrollo de la pobla-
ción y la respuesta del Estado. Al respecto, los esfuerzos para mejorar 
la gestión del gasto a través de mecanismos de presupuesto por 
resultados (PPR) son incipientes. En materia de inversión pública, 
especialmente a nivel subnacional, los proyectos no son formulados 
ni evaluados de acuerdo a un seguimiento estricto de las pautas del 
SNIP, resultando en baja rentabilidad social; adicionalmente, existe 
atomización en la cartera de proyectos a nivel regional y provincial, 
y no se asignan suficientes recursos en función de las brechas de 
desarrollo.
•	 Debilidad	en	instituciones,	capacidades	y	sistemas. Los problemas en 
la gestión del gasto se deben a la limitada institucionalización de los 
esfuerzos en curso. A nivel del gasto corriente, se ha avanzado en la 
definición conceptual del esquema de intervención a través del PPR. 
Sin embargo, no se cuenta con una estrategia para implementarlo 
en los sectores y gobiernos subnacionales que incluya el desarrollo 
de capacidades, junto a sistemas de monitoreo y evaluación sobre 
los efectos e impactos de los programas presupuestales tanto dentro 
de las instituciones beneficiarias como en el ente rector, que es la 
DGPP del MEF. En cuanto al gasto de inversión, el SNIP ya lleva más 
de diez años de existencia y se encuentra en proceso de consolida-
ción, enfocado en el herramental metodológico de la preinversión. 
Se ha adelantado además en la implementación de una estrategia de 
asistencia técnica en gestión de la inversión pública, especialmente 
en el ámbito de los gobiernos subnacionales (GGSS), los que durante 
2010 ejecutaron cerca del 60% de la inversión pública consolidada. 
No obstante, el esfuerzo de asistencia técnica es aún insuficiente, y 
al igual que con el PPR, debe fortalecerse la función de monitoreo 
y evaluación desde la DGPI del MEF. Adicionalmente, es escasa la 
articulación entre el PPR y el SNIP, y resulta esencial la reforma en el 
sistema de Servicio Civil para mejorar la estabilidad y los incentivos 
de los funcionarios públicos.
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•	 Descoordinación	sectorial	y	desarticulación	territorial. La capacidad de 
coordinación entre los sectores es baja en el Estado peruano, lo que 
lleva al diseño de políticas públicas sin una visión integral, gene-
rando duplicaciones e ineficiencia en la asignación de recursos. La 
definición de funciones de gasto por nivel de gobierno, junto a la 
provisión de recursos públicos para cumplir con dichas funciones, 
aún puede ser mejorada. La actual falta de precisión ocasiona, por un 
lado, que los GGRR no cuenten con recursos suficientes para cumplir 
con las funciones de gasto transferidas en el marco del proceso de 
descentralización; y por otro lado, los ingentes recursos transferidos 
a los GGRR y GGLL, particularmente los derivados del canon, van sin 
más funciones de gasto asociadas que su uso en PIP.
•	 Escaso	desarrollo	de	la	programación	multianual. La función de pla-
nificación es aún débil en el Perú. Tanto a nivel de los sectores como 
de los GGSS, el presupuesto tiene escasa vinculación con una pro-
gramación multianual de ingresos y gastos que incluya la gestión 
integral de los riesgos fiscales. Este problema se debe en parte a la 
falta de claridad sobre el ente rector en la materia, que incluye a la 
DGPP y la DGPI dentro del MEF, así como al Centro Nacional de Pla-
neamiento Estratégico (CEPLAN) dentro de la Presidencia del Consejo 
de Ministros (PCM); y también a la escasa cultura de planificación en 
la administración pública.
3. Prioridades del gobierno
El actual gobierno ha ratificado su compromiso con la estabilidad 
macroeconómica y el fortalecimiento de la gestión fiscal. En agosto 
pasado, en su presentación ante el Congreso, el Premier mencionó el 
objetivo de alcanzar el equilibrio fiscal en cuatro años, respetando la Ley 
de Responsabilidad y Transparencia Fiscal. Indicó además que se había 
conseguido que las empresas mineras pagaran un gravamen de cerca de 
S/.3000 millones por año. A su turno, el Ministro de Economía y Finanzas 
mencionó la meta de una política fiscal sana y prudente que permita 
alcanzar un superávit fiscal de al menos 1% del PBI con equilibrio estruc-
tural en 2014. Asimismo, el aumento de la presión tributaria en 2,6 puntos 
del PBI para 2016 a través de una mayor carga a la minería, y medidas de 
administración tributaria como la reducción del contrabando y la evasión 
en el IGV y del impuesto a la renta, el pago electrónico, la recuperación 
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de la deuda en cobranza, el control basado en el análisis de riesgo, el 
incremento de la formalización y una mayor fiscalización.
 Con respecto a la gestión del gasto, el Premier fijó como meta la 
inclusión del 100% del presupuesto en la modalidad del PPR al 2016. 
Por su parte, el Ministro de Economía y Finanzas planteó como prioridad 
incrementar la eficiencia del gasto público ampliando gradualmente la 
cobertura programática del PPR hasta cubrir el 100% de las intervencio-
nes, que para el presupuesto 2012 ya incluye 41% de los recursos. Esto 
trae aparejada la generación y utilización de información de desempeño 
para una asignación más eficaz y eficiente de los recursos públicos, 
construyendo una cultura de rendición de cuentas; la introducción de la 
programación multianual; y el fortalecimiento de la articulación territo-
rial a través de la ampliación del PPR a nivel subnacional. En materia de 
inversión pública, mencionó el objetivo de desarrollar carteras estraté-
gicas de proyectos cuyo impacto esté alineado con las principales bre-
chas territoriales; que sean de envergadura, con mayor análisis técnico y 
que relacionen a distritos y provincias; focalizados en los territorios con 
mayores necesidades; e integrales y articulados a otros proyectos, para 
incrementar sus beneficios sociales. Para esto, se fortalecerá el esfuerzo 
de asistencia y apoyo técnico, junto a la implementación de un sistema 
de seguimiento y evaluación de las políticas así como de sus resultados 
e impactos.
4. Propuesta de intervención del Banco
El BID está dispuesto a apoyar al gobierno del Perú en la mejora de su 
gestión fiscal haciendo uso del abanico de instrumentos financieros, 
incluyendo la posibilidad de brindar servicios remunerados , junto a los 
instrumentos tradicionales como las cooperaciones técnicas no reem-
bolsables (CTNR), los préstamos de inversión (PINV) y los de reforma 
de políticas.
 Existe la oportunidad de apoyar a la Dirección General de Política 
de Ingresos Públicos (DGPIP) del MEF en dos aspectos principales, ali-
neados con el objetivo del gobierno de incrementar en 2,6 puntos del 
PBI la presión tributaria: primero, en la formulación de propuestas de 
reformas tributarias, incluyendo la reducción gradual de los gastos tri-
butarios y el fortalecimiento de la tributación subnacional; y segundo, 
en la mejora de la gestión de la propia DGPIP, a través de la capacitación 
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de su personal y la mejora de los instrumentos para la proyección de 
los ingresos públicos.
 El Banco ha venido colaborando de manera ininterrumpida con la 
SUNAT desde su creación en 1991, y se abre la posibilidad de renovar el 
apoyo con un proyecto que contribuya a consolidar su institucionalidad, 
en particular en lo referido a la gestión de los recursos humanos, finan-
ciando inversiones estratégicas orientadas a mejorar los instrumentos 
de fiscalización y propiciar el cumplimiento voluntario a través de las 
herramientas informáticas y la mejor atención al usuario.
 Con respecto al gasto público, surge la oportunidad de profundizar 
el acompañamiento al MEF en su gestión del gasto corriente mediante 
la progresiva implementación del PPR en los sectores y los gobiernos 
subnacionales, fortaleciendo la institucionalidad de la DGPP en términos 
del desarrollo de una estrategia de asistencia técnica y de sistemas de 
monitoreo y evaluación, y complementación con la inversión pública y la 
programación multianual. Se busca colaborar con el MEF en convertir al 
PPR en una herramienta para mejorar la coordinación sectorial y aclarar 
las funciones y necesidades de gasto por nivel de gobierno mediante la 
definición de los programas presupuestales.
 En cuanto a la inversión pública, es clave profundizar la asistencia 
técnica dirigida a mejorar la calidad, oportunidad y sostenibilidad de los 
PIP desarrollados por los sectores, y en particular por los GGSS, contri-
buyendo de manera más efectiva a la reducción de las brechas de desa-
rrollo territorial. Al mismo tiempo, debe fortalecerse la capacidad de la 
DGPI de prestar servicios a los usuarios del SNIP y realizar el monitoreo 
y evaluación del ciclo de los PIP de manera articulada con el esfuerzo de 
generalizar el PPR liderado por la DGPP.
 Por último, es importante apoyar una programación multianual del 
gasto que integre el gasto corriente y los PIP dentro de la lógica de PPR, 
vinculando recursos presupuestarios con bienes y servicios públicos, y 
estos últimos con los resultados de desarrollo que forman parte de las 
políticas nacionales. En este punto resalta también la identificación de 
riesgos fiscales, cuya mitigación debe contribuir a fortalecer la estabilidad 
macrofiscal alcanzada por el gobierno del Perú.
 A solicitud del MEF, se encuentra en preparación una CTNR de “Apoyo 
al Programa de Mejoramiento de las Finanzas Públicas” que incluye 
actividades orientadas al fortalecimiento institucional de la DGPIP, en 
particular en materia de capacidades para la proyección de ingresos 
fiscales y estudios para la modernización del marco tributario municipal. 
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Prevé además apoyar a la DGPP en la estrategia de implementación del 
PPR, especialmente en el ámbito subnacional, y la gestión de riesgos 
fiscales asociados a los GGSS.
 Específicamente en lo que atañe al PPR, en el Perú se están desa-
rrollando las distintas modalidades de CTNR para apoyar la gestión por 
resultados del programa PRODEV del Banco. Al respecto, en el MEF está 
concluyendo la ejecución de la CTNR correspondiente al diseño e imple-
mentación de los instrumentos metodológicos del PPR. Esta CTNR está 
siendo complementada por el PINV que apoya la modernización del Sis-
tema Integrado de Administración Financiera (SIAF) en la administración 
pública peruana (Proyecto SIAF II). En el ámbito subnacional, está avan-
zada la ejecución de la CTNR de apoyo a la Municipalidad Metropolitana 
de Lima, y está en proceso de diseño otra CTNR para la Municipalidad 
Provincial de Trujillo como parte del primer piloto de la Plataforma Ciuda-
des Emergentes y Sostenibles (CES) del BID en dicha ciudad. Por último, 
se encuentran en elaboración dos CTNR para acompañar a los sectores 
Educación y Vivienda. En todos los casos, las CTNR constituyen los prime-
ros pilotos de implementación de los instrumentos metodológicos de la 
DGPP del MEF tanto a nivel subnacional como sectorial.
 En materia de inversión pública, cabe destacar que está en proceso 
de aprobación el proyecto “Mejoramiento de la Gestión de la Inversión 
Pública Territorial” liderado por la DGPI del MEF. Este busca mejorar la 
calidad, oportunidad y sostenibilidad de la inversión pública subnacio-
nal, en particular en los GGRR más pobres del país. Dicho proyecto se 
construye sobre la exitosa experiencia reciente del gobierno del Perú 
en asistencia técnica a los GGRR y GGLL desarrollada con apoyo del 
BID, y sobre la cultura de incentivos generada por los fondos del MEF: 
Fondo para la Inversión Pública Regional y Local (FONIPREL), Programa 
de Modernización Municipal (PMM) y Plan de Incentivos para la Ges-
tión Municipal (PI), junto al Programa de Fortalecimiento de Estados 
y Municipios (FORTEM) del Banco en México, que financian PIP de los 
GGRR en función del cumplimiento de metas en gestión de la inversión 
pública.
 Por último, se está explorando la posibilidad de desarrollar un “Pro-
grama Sectorial de Mejora de la Gestión Fiscal Subnacional” en conjunto 
con la cooperación alemana (GIZ y KFW, esta última con espacio de pro-
gramación para 2013), enfocado en el cumplimiento de condiciones en 
temas priorizados por la CTNR de “Apoyo al Programa de Mejoramiento 
de las Finanzas Públicas”.
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II. FORTALECIMIENTO DE LOS SISTEMAS 
 ADMINISTRATIVOS Y DE CONTROL
1. Los sistemas administrativos de la gestión pública 
 en el Perú
A continuación se efectúa la evaluación de los seis sistemas adminis-
trativos del Perú relacionados con la gestión financiera pública (GFP): 
Presupuesto, Tesorería, Contabilidad, Endeudamiento Público, Compras 
Públicas, e Inversión Pública.3
 Analizados desde las diferentes dimensiones del PEFA, se constata 
que, en términos generales, estos sistemas funcionan de forma adecuada 
y de conformidad con las buenas prácticas internacionales. Las deficien-
cias encontradas son relativamente pocas, están identificadas y en su 




La transparencia es una de las fortalezas del proceso presupuestario en el 
Perú. La documentación que acompaña al proyecto de presupuesto pre-
sentado al Congreso para su escrutinio es bastante completa y el público 
tiene acceso oportuno a información clave sobre este. Si bien los ajustes 
presupuestarios dentro del ejercicio fiscal son frecuentes, estos se realizan 
con relativa transparencia, y con informes de ejecución presupuestaria 
de utilidad. Con estas características, el Perú aparece en tercer lugar entre 
los quince países de Latinoamérica calificados en el Open Budget Index 
survey4 de 2010.
 Las relaciones intergubernamentales responden a reglas claras y no 
se ha podido constatar en el ejercicio del PEFA la existencia de gastos 
3 Esta evaluación se fundamenta en el Informe de la Gestión de Finanzas Públicas 
basado en el Marco de Referencia para la Medición del Desempeño (PEFA) (abril 
2009) y la Nota Técnica Fiduciaria del Banco en el Perú 2011 preparada por Germán 
Zappani, Víctor Escala, Ezequiel Cambiasso y Guillermo López-Quispe, miembros 
del Equipo Fiduciario CPE.
4 Véase <http://internationalbudget.org/>.
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extrapresupuestarios. El riesgo fiscal agregado que podrían provocar 
los organismos autónomos, las empresas públicas y los gobiernos 
subnacionales está bien reglamentado en la ley y adecuadamente 
supervisado.
 En cuanto a un proceso presupuestario basado en políticas, produc-
tos y resultados, todavía persiste el desafío de la plurianualidad. El MMM 
incluye previsiones fiscales a tres años, sin embargo, y a pesar de que las 
estrategias sectoriales se elaboran tomando en cuenta los costos y los 
límites presupuestarios existentes, hay un fuerte componente inercial 
plurianual que limita la utilidad de tales previsiones.
 Por su parte, el orden del proceso de preparación presupuestaria, la 
suficiencia de la información incluida en la documentación presupues-
taria, la buena cobertura de los proyectos y programas financiados por 
la comunidad internacional en los informes del gobierno, y el acopio 
suficiente de datos fiscales consolidados relacionados con el gobierno 
general, representan un conjunto sustancial de elementos que funda-
mentan el proceso de asignación estratégica de recursos. El oportuno 
escrutinio legislativo del proyecto de ley de presupuesto anual y una clasi-
ficación presupuestaria basada en diferentes dimensiones (administrativa, 
económica y funcional) aportan también a este resultado, aunque de 
manera menos significativa. Sin embargo, esta calificación positiva sobre 
la asignación estratégica de recursos se ve debilitada por las importantes 
desviaciones en el gasto presupuestario ejecutado en comparación con 
el gasto del presupuesto institucional de apertura (PIA), así como por las 
estrategias sectoriales, cuyos costos se definen sin una clara vinculación 




















cicio en curso (C+)
•	 ID-27	Escrutinio	legislativo	de	la	ley	de	presupuesto	anual	(B+)
Propuestas
La implementación del PPR en el sector público requiere que los procesos 
se adecúen paulatinamente a un nuevo enfoque en la programación, 
formulación, ejecución y evaluación presupuestaria, y hace necesario 
fortalecer el apoyo a los programas de asistencia técnica y capacitación 
para aplicar con eficiencia el PPR en las entidades públicas a nivel nacional 
y subnacional.
 Los nuevos clasificadores presupuestales de los ingresos y de los gas-
tos públicos, formulados de acuerdo con el Manual de Estadísticas de las 
Finanzas Públicas del FMI, requieren el perfeccionamiento del clasificador 
funcional programático y mejorar los mecanismos de participación ciu-
dadana en la gestión presupuestaria. Por otro lado, es importante insti-
tucionalizar los instrumentos de gestión presupuestaria para mejorar la 
calidad del gasto público, así como la medición de productos e impactos, 
y fortalecer el proceso decisorio de asignación de recursos en el diseño 
de programas presupuestales. Esto podría incluir el desarrollo e implan-
tación de nuevos procesos, metodologías, instrumentos, evaluaciones y 
capacitaciones en gestión presupuestal por resultados.
b. Tesorería
Diagnóstico
Existe una adecuada previsión del flujo de caja para el ejercicio corriente. 
Esta es actualizada de forma regular, situación que permite a las institucio-
nes públicas programar sus gastos con al menos un mes de anticipación, 
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por lo tanto, no hay atrasos en los pagos. Es también digna de mencionar 
la oportunidad en la conciliación de las cuentas bancarias del gobierno. 
Actualmente, la Cuenta Única del Tesoro contempla alrededor del 76% 
del presupuesto de las entidades del gobierno central (incluyendo las 
transferencias a los gobiernos subnacionales), quedando fuera la gestión 









Es necesario fortalecer las capacidades, particularmente en lo que se 
refiere a la gestión de caja de corto y mediano plazo. Asimismo, crear 
la posibilidad de invertir y optimizar el rendimiento de los recursos del 
Tesoro, diseñar y operar nuevas estructuras financieras, análisis de riesgo, 
etc., efectuando las modificaciones legales pertinentes que además per-
mitan proteger la Cuenta Única de los riesgos legales de los embargos 
judiciales; y mejorar la conectividad de la recaudación con todo el sistema 
financiero nacional a fin de ampliar los puntos de captación y reducir los 
plazos.
c. Contabilidad y registro de la información
 
Diagnóstico
La ejecución presupuestaria está bien documentada y es posible hacer 
un seguimiento cercano por medio de los informes trimestrales elabo-
rados por el MEF, que se envían al Congreso y la Contraloría General 
de la República, así como de la información difundida en el portal de 
transparencia económica. La Cuenta General de la República (los estados 
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financieros) se prepara anualmente y es presentada en un documento 
comprehensivo que contiene información sobre los ingresos, los gastos, 
así como los activos y los pasivos financieros, y se somete a una auditoría 
de conformidad en los plazos legales establecidos. El presupuesto efec-
tivamente destinado a cada una de las unidades básicas de prestación 
de servicios (centros de salud y escuelas primarias) no se conoce.
 La evaluación de la medida en que el sistema de GFP existente en 
el Perú respalda el logro de la disciplina fiscal agregada, la asignación 
estratégica de recursos y la eficiente prestación de servicios está fuerte-
mente influenciada por la integralidad de la información fiscal existente y 
disponible. En ese contexto se destaca la Cuenta General de la República, 
que es comprehensiva en su información, oportuna en su presentación 
y confiable por las normas contables utilizadas (Normas Internacionales 
de Contabilidad del Sector Público, NICSP).
 En 2009 se concluyó satisfactoriamente la implementación de un 
nuevo clasificador presupuestario armonizado con el nuevo plan de cuen-
tas gubernamental, el mismo que tiene en cuenta las normas internacio-





Es necesario mejorar la calidad de los registros contables, incluyendo 
el control de activos y pasivos. Por otro lado, se requiere fortalecer la 
plataforma tecnológica del SIAF, que no opera en web y que no integra 
apropiadamente todo el proceso de gestión de los recursos, empezando 
por la planificación y programación y concluyendo con la rendición de 
cuentas, no solo financiera sino también a nivel de metas físicas, produc-
tos y resultados.
 El proceso de integración de los estados financieros de los distintos 
componentes del sector público consolidado sigue siendo parcialmente 
manual, y es necesario identificar las transacciones relacionadas y eliminar 
las partidas recíprocas de manera automática a fin de ganar en eficiencia 
y reducir el margen de error.
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d. Endeudamiento público
Diagnóstico
El análisis sistemático de la sostenibilidad de la deuda pública por el 
gobierno y la calidad de los datos que este arroja son también elementos 
importantes que influyen positivamente sobre la disciplina fiscal agre-
gada. A esta categoría pertenecen también los criterios de transparencia 
en la gestión, las metas fiscales que sirven de base para la contratación 
de deuda pública por el gobierno central, la buena supervisión del riesgo 
fiscal agregado generado por las otras entidades del sector público y los 
buenos resultados del gasto agregado, en el sentido de no estar muy 
alejados respecto del PIA.
 Entre los elementos menos positivos para la disciplina fiscal agregada 
hay que destacar el desarrollo de estrategias sectoriales y la determinación 
de sus costos asociados, que no están necesariamente vinculados a las 
previsiones fiscales del gobierno. El MMM incluye un análisis de sosteni-
bilidad de la deuda pública total, el cual se realiza anualmente.
 Además, el MEF mantiene un monitoreo de los pasivos ciertos y con-
tingentes recurrentes de los contratos de asociación público-privada que 





La Dirección Nacional de Endeudamiento Público (DNEP) del MEF, 
debido a la dinámica del desarrollo del mercado financiero nacional 
e internacional, requiere actualizarse en materia de administración 
financiera de la deuda (nuevas estructuras financieras, metodologías 
de análisis financiero, gestión de riesgos, entre otros temas). El Banco 
viene apoyando, a través del préstamo para el SIAF II (MED-BID 2010), 
la preparación de un diagnóstico de las funcionalidades del Sistema 
Integrado de Administración de Deuda (SIAD), la elaboración de 
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propuestas para su modernización, incluyendo la revisión de mecanismos 
y procedimientos de gestión de la deuda pública, y el análisis de su 
operatividad en plataforma web.
e. Compras públicas
Diagnóstico
Los resultados de la evaluación del Sistema de Adquisiciones Públicas 
(SAP), realizada de acuerdo con la metodología de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), revelaron que el SAP del 
Perú se destaca positivamente por su integridad y capacidad de difusión 
de información. Asimismo, dicho análisis puso en evidencia la complejidad 
del SAP, principalmente debido a su régimen muy regulado, formal y poco 
flexible, cuya normativa se encuentra en constante ajuste, situación que 
en ocasiones podría producir incertidumbre acerca de los procedimientos 
y requisitos vigentes.
 Si bien los controles en materia de contrataciones y adquisiciones 
del Estado y los controles internos del gasto no salarial son efectivos, el 
diagnóstico identificó varios aspectos del SAP que requieren ser modifica-
dos, principalmente los siguientes: (i) criterios de evaluación y requisitos 
técnicos restrictivos y difíciles de adaptar por cuanto están expresamente 
establecidos en el reglamento; (ii) inscripción obligatoria en registros 
de proveedores; (iii) utilización del valor de referencia como parámetro 
de evaluación de ofertas en todos los métodos de selección y estable-
cimiento, a partir de este, de umbrales que determinan el rechazo de 
ofertas que sobrepasen tales umbrales; (iv) baja participación de postores; 
(v) elevado número de licitaciones desiertas; (vi) no libre acceso a con-
tratos gubernamentales; (vii) deficiencia en el planeamiento de adquisi-
ciones; (viii) precios adjudicados que no se asimilan a los del mercado; 
(ix) baja capacidad técnica en operadores del sistema (especialmente a 
nivel local); y (x) alta incidencia de controversias.
 La Ley de Contrataciones obliga a todas las entidades a publicar opor-
tunamente en el SEACE (Sistema Electrónico de Adquisiciones y Con-
trataciones del Estado, único portal electrónico oficial del Estado sobre 
contratación pública), bajo sanción de nulidad, la información relativa a 
todos sus procesos de selección. El registro y el acceso a dicha información 
son gratuitos.
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 La Ley y su Reglamento definen, con base en el objeto y la cuantía, los 
tipos de procesos de selección que las entidades deben utilizar para rea-
lizar sus contrataciones de bienes, servicios y obras. En cada caso, precisa 
las formalidades, etapas, plazos y requisitos. La variedad de modalidades 
tiende a ser mayor y más casuística que en otros países. También están 
autorizados los procedimientos de subasta inversa, convenio marco, com-
pras corporativas y selección por encargo. No está prevista la licitación 
pública internacional. En el Perú existen cinco tipos de procesos, agrupa-
dos de la siguiente manera: (i) procesos mayores: licitación pública (bie-
nes y obras), concurso público (servicios), adjudicación directa pública; y 
(ii) procesos menores: adjudicación directa selectiva, adjudicación de 
menor cuantía.
 Los cinco procesos se caracterizan por ser públicos y competitivos, 
y se diferencian principalmente por el rango de los valores referencia-
les y los plazos para la presentación de ofertas. Sin embargo, no existen 
estándares de uso obligatorio sobre criterios de calificación definidos 
por objetos de contratación y cuantías. Por tanto, los criterios son fijados 
por las entidades adquirientes. Muchas veces, tales criterios no son lo 
suficientemente objetivos y neutrales. Por otra parte, en todos los subsis-
temas se utiliza el valor de referencia como parámetro de evaluación de 
ofertas, razón por la cual todas las ofertas que superan dicho valor quedan 
automáticamente descalificadas. En este sentido, la falta de capacitación o 
ausencia de conocimientos sobre las prácticas de compras por parte de los 





Si bien el SEACE funciona satisfactoriamente, debe culminar su desarrollo. 
Se considera que existe un margen de mejora, sobre todo teniendo en 
cuenta el paulatino incremento de la transacción electrónica, que deman-
dará del Sistema más medidas de seguridad y mayor fluidez y acceso a 
la información.
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f. Objetivos del gobierno
Desde hace varios años, el Perú viene invirtiendo gran cantidad de recur-
sos en el fortalecimiento de sus sistemas fiduciarios nacionales y ha mos-
trado interés en elevar su desempeño a nivel de los estándares interna-
cionales, lo que hará posible que dichos sistemas tengan la aceptación 
de los agentes de financiamiento externo. Se ha observado el empleo 
de los sistemas fiduciarios nacionales en todos los niveles de autoridad 
gubernamental (nacional, regional y local), práctica que permite mantener 
una fuente única de información para el seguimiento y administración 
fiduciaria.
 Asimismo, el fortalecimiento de los sistemas fiduciarios nacionales 
permitirá al gobierno incrementar la eficiencia en la ejecución del gasto 
público, evitando problemas de gobernabilidad que puedan suscitarse 
por percepciones sobre el ineficiente uso de los fondos públicos. En este 
aspecto, un reto importante es la integración de los sistemas de gestión 
administrativa, donde la elaboración de los planes de adquisiciones com-
plemente la fijación de metas, la preparación de presupuestos y los pagos. 
Ello contribuirá a la progresiva implementación de la política de gestión 
por resultados que el gobierno viene aplicando.
 Como resultado de las evaluaciones realizadas, la estrategia del 
gobierno del Perú se focalizó en:
•	 La	implementación	de	las	recomendaciones	del	ejercicio	PEFA,	para	
lo cual se creó una mesa de coordinación entre el MEF y las agencias 
donantes en el Perú interesadas en el fortalecimiento de la GFP. Dicha 
mesa ha impulsado la preparación de un plan de acción para el for-
talecimiento de la GFP. El MEF ya ha elaborado el mencionado plan 
de acción para el período 2011-15, donde se destaca como principal 
meta la implementación del SIAF II.
•	 El	fortalecimiento	del	Sistema	Nacional	de	Control	(SNC)	a	través	
de la modernización y desconcentración de la Contraloría General 
de la República (CGR), principalmente con acciones para mejorar 
el control de gestión, las auditorías de procesos, los sistemas de 
información, la lucha contra la corrupción y la capacitación del 
personal.
•	 La	elaboración	de	un	plan	de	acción	para	el	 fortalecimiento	del	
sistema de adquisiciones públicas, bajo el supuesto de que un 
buen SAP exige procedimientos y documentos estandarizados, 
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una sólida planificación en función de la entrega oportuna 
de resultados, estrechos vínculos con la gestión presupuestal, 
estímulos sólidos a la competencia, mecanismos modernos de 
operación, personal conocedor de las características y tendencias 
del mercado, estrategias para utilizar la capacidad de negociación 
del Estado, vigilancia de la calidad y eficiencia, información siempre 
actualizada para la toma de decisiones y la rendición de cuentas, 
y un potente sistema de control basado precisamente en la 
información en línea.
 El objetivo final de este plan de acción es lograr que el presupuesto 
público se transforme de la manera más rápida, en el menor tiempo 
posible y al menor costo en bienes y servicios para la comunidad, 
y que el proceso sea ágil, confiable, justo y todas sus decisiones y 
resultados estén a la vista de la comunidad.
•	 La	mejora	de	las	capacidades	fiduciarias	de	los	GGSS	para	un	eficiente	
manejo de los recursos presupuestales que les viene transfiriendo el 
gobierno central, que se han incrementado sustancialmente en los 
últimos años.
g. Intervenciones del BID en desarrollo y programadas
•	 Proyecto	de	Modernización	del	Sistema	 Integrado	de	Administración	
Financiera	del	Sector	Público	en	el	Perú	2445/OC-PE	(SIAF	II). El proyecto 
incluye: (i) la modernización de los procesos y sistemas de gestión 
financiera pública a través del diseño, desarrollo y puesta en opera-
ción de todos los módulos informáticos del nuevo SIAF II en los tres 
niveles de gobierno (central, regional y local); (ii) el fortalecimiento 
de capacidades institucionales para la gestión financiera pública 
mediante el fortalecimiento de la Dirección de Endeudamiento y 
Tesorería, la Dirección de Contabilidad y la Dirección de Presupuesto 
(incluye gestión presupuestaria y PPR) del MEF; (iii) el desarrollo de 
un nuevo módulo para la gestión integral de proyectos de inversión 
dentro del SIAF II.
•	 Programa	de	Modernización	de	la	Contraloría	General	de	la	República	
y	Desconcentración	del	 Sistema	Nacional	 de	Control	 1591/OC-PE. El 
Banco está apoyando las siguientes reformas en la CGR y el SNC: 
 (i) el fortalecimiento de las capacidades técnicas y operativas, 
particularmente en lo que se refiere a la descentralización, auditoría 
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por procesos y resultados, enfoque de auditorías preventivas y en 
base a riesgos; (ii) la redefinición de la estructura orgánica, nuevas 
políticas y procedimientos, la implementación de un sistema integral 
que facilite el seguimiento de las acciones de las entidades auditadas; 
(iii) una reforma de los procesos de registro, selección y contratación 
de firmas auditoras y auditores individuales, entre otros. Dado que 
se trata de una reforma integral y sustantiva de la CGR, esta se 
extenderá al período de la estrategia 2012-16. La CGR está interesada 
en continuar desarrollando con el Banco todos estos aspectos en los 
próximos años, en especial el fortalecimiento del control en el ámbito 
subnacional.
•	 Programa	de	Modernización	y	Descentralización	del	Estado	(PMDE)	
1437/OC-PE.	El Banco está apoyando la modernización del SEACE 
en su versión 3.0. Dicha modernización tiene como objetivo prin-
cipal la implementación de un portal electrónico de compras, 
que se prevé entre en operación durante el primer semestre del 
 2012.
•	 Presupuesto	por	Resultados. Están en ejecución dos operaciones: ATN/
OC-11202-PE	(MEF) y ATN/OC-11682-PE	(Municipalidad	de	Lima), que 
incluyen asistencia técnica en la implementación del PPR a nivel 
nacional y subnacional y capacitación en la materia.
•	 Fortalecimiento	de	los	sistemas	fiduciarios	ATN/FI-12719-RG. Esta coo-
peración técnica apoyará a la CGR en la confección de una guía 
metodológica para implementar un sistema de control interno en 
los tres niveles de gobierno (nacional, regional y local), en el marco 
de la nueva ley de control interno. Se realizarán talleres de capaci-
tación para las distintas instituciones del gobierno y funcionarios 
de la CGR.
•	 Proyecto	de	Apoyo	a	la	Inversión	Pública	Regional	PE-L1101. Operación 
programada cuyo fin es mejorar el ciclo del gasto público. El proyecto 
cuenta con fondos para capacitar a los operadores del SAP en las 
nuevas tecnologías de información incorporadas en el SEACE (versión 
3.0). De la misma manera, se dispone de fondos para la moderniza-
ción legislativa del SAP.
•	 Cooperación	 Técnica	 ATN/ME-11074-RG	 Programa	 ICT4GP. El Banco 
apoyará la acreditación de las competencias de los operadores de 
compras y el desarrollo de capacidades, entendidas estas como la 
elaboración de perfiles de competencia según las responsabilidades 
y la complejidad de los procesos a gestionar.
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2. El sistema nacional de control en el Perú
a. Situación y diagnóstico
En el Perú, el Sistema Nacional de Control (SNC) se articula en torno de 
la Contraloría General de la República (CGR), ente rector e institución 
responsable de la auditoría de las cuentas del Estado a nivel nacional y 
subnacional, de conformidad con el carácter unitario del Estado peruano.
 El control de las entidades del gobierno central, de las empresas 
públicas y los gobiernos regionales está a cargo de las 187 Oficinas de 
Control Institucional (OCI) que funcional y administrativamente depen-
den de la CGR (desde julio de 2010). Para las 1834 municipalidades y 127 
empresas municipales solo existen 328 OCI, lo que es insuficiente para 
ejercer las acciones de control a su cargo. Por eso, la CGR ha priorizado el 
fortalecimiento del sistema de control ampliando la cobertura de los OCI 
provinciales y reforzando sus capacidades técnicas y operativas (mediante 
la consolidación de equipos de trabajo multidisciplinarios, incluyendo 
especialidades en el área de sistemas de información), para lo que ges-
tionó el financiamiento requerido.
 Las oportunidades de mejora del SNC están relacionadas asimismo 
con acciones para fortalecer el control de la gestión, las auditorías de 
procesos, los sistemas de información y la capacitación del personal, entre 
otras. Por otro lado, la CGR selecciona y contrata servicios de auditoría 
externa privados para auditar un porcentaje significativo de las 2330 
entidades del Estado y los proyectos de inversión. Los procesos adminis-
trativos para la designación, registro, contratación, monitoreo y control 
de calidad de las sociedades de auditoría son complejos, pueden durar 
meses y se realizan anualmente, lo que hace evidente la necesidad de 
modernizarlos.
 Si bien la CGR está realizando esfuerzos importantes de moderniza-
ción, no cuenta con capacidad para cumplir con suficiencia su mandato 
tradicional de control de la legalidad, ni tampoco para emprender misio-
nes más ambiciosas como sería la auditoría por resultados, o que la mejora 
de la gestión vaya más allá de la labor de fiscalización.
 La falta de capacidad del SNC es expresión de cinco principales debi-
lidades:
•	 Debilidad	preventiva. La CGR desempeña una labor de fiscalización ex 
post en lugar de destinar sus esfuerzos a la prevención. Esta debilidad 
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limita la capacidad del SNC de participar en el desarrollo del país, pues 
está demostrado que el retorno en términos de ahorro y mejora de 
la gestión de las actividades de prevención es mucho mayor que el 
de aquellas de fiscalización posterior.
•	 Debilidad	operativa. Esta debilidad responde tanto a la insuficiencia 
de recursos para el ejercicio de la labor de control de la CGR, como a 
una inapropiada estructura operativa y de modelo de negocio.
•	 Debilidad	sistémica. Situación causada por la insuficiente coordina-
ción de la CGR con otras instituciones del Estado, como la Fiscalía o 
el Poder Judicial, a la hora de llevar a cabo sus procesos de control y 
especialmente de sanción.
•	 Debilidad	estratégica. En el marco de los esfuerzos de modernización 
de la CGR, esta ha querido en los últimos años dotarse de un nuevo 
modelo de trabajo, con misión y objetivos ampliados. Tales metas 
pueden sin embargo resultar confusas y contradictorias. La voluntad, 
por ejemplo, de avanzar en la auditoría de gestión es positiva, pero 
puede presentar problemas si no se articula de manera consistente y 
con una visión integral con el conjunto de la administración pública 
peruana.
•	 Debilidad	de	capacidades	a	nivel	subnacional. En los últimos años, el 
Perú viene desarrollando un ambicioso proceso de descentralización, 
posibilitado por el buen momento económico y la disponibilidad 
de recursos que atraviesa el país. Este proceso se ha traducido en 
una importante transferencia de recursos a entidades subnaciona-
les, la que ha evidenciado problemas como la débil capacidad de 
ejecución de los gobiernos regionales y municipales y la ausencia 
de visión estratégica en el planeamiento de la inversión. Además, la 
desconcentración del gasto público no ha venido acompañada de un 
adecuado fortalecimiento del sistema de control a nivel subnacional. 
A diferencia de países federales como Argentina, Brasil o México, el 
carácter unitario del Perú hace que la CGR sea también responsable 
de la labor de control en los niveles subnacionales.
 La capacidad actual de la CGR en el ámbito subnacional es débil, y 
su estructura operativa carece aún de los recursos humanos, físicos y de 
organización interna adecuados para una correcta actividad de control. Si 
bien se han creado tres macrorregiones y diecinueve Oficinas Regionales 
de Control (ORC) a lo largo del país, en las cuales se han delegado 
algunas funciones, esta red de ORC es una administración periférica de 
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la sede central en Lima de la CGR, sin la autonomía ni las capacidades 
necesarias para realizar a cabalidad su labor. El actual proceso de creación 
de macrorregiones por parte de la CGR, con oficinas en estas que actúen 
de un modo más descentralizado, es aún incipiente y la definición de 
roles, responsabilidades y operaciones entre la sede central, la sede de las 
macrorregiones y las ORC todavía es confusa.
b. Desafíos del sector
Las recomendaciones para la CGR y el SNC pueden centrarse principal-
mente en los siguientes tres ejes:
•	 Fortalecimiento	de	las	capacidades	operativas	y	del	marco	estratégico	
de la CGR. Es necesario orientar las políticas de modernización de la 
CGR al fortalecimiento de sus capacidades operativas a través de la 
modernización de sistemas, la gestión de recursos humanos y de 
modelo de negocio, todo ello dentro de un marco estratégico reno-
vado con una visión de reforma comprensiva y consistente.
•	 Fortalecimiento	 de	 las	 capacidades	 subnacionales	 del	 SNC. La CGR 
debería asumir una política integral y ambiciosa de fortalecimiento 
de sus capacidades de control a nivel subnacional, con la definición 
de un modelo descentralizado de negocio y el fortalecimiento de sus 
unidades en el ámbito regional.
•	 Definición	de	un	nuevo	modelo	de	control	con	valor	agregado. La CGR 
debería definir su nuevo modelo de control, avanzando progresi-
vamente en el enfoque de auditoría de desempeño y centrándose 
en ofrecer valor agregado en la mejora de la gestión y eficiencia del 
gasto. Esta labor debe ser realizada con una visión estratégica y com-
prensiva de la administración pública peruana, en estrecha articu-
lación con entidades clave de la gestión pública nacional como el 
MEF (PPR) y la PCM, a la cual está adscrita la Autoridad Nacional del 
Servicio Civil (SERVIR), entidad rectora en la política de la gestión de 
los recursos humanos del Estado.
c. Propuestas del BID
El BID está dispuesto a seguir apoyando los esfuerzos de fortalecimiento 
del SNC a través del diálogo sectorial y de la ejecución del actual Programa 
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de Modernización de la CGR y Desconcentración del Sistema Nacional de 
Control (1591/OC-PE).
 Al respecto, la CGR ha planteado la necesidad de contar con el apoyo 
del BID en la modernización del sistema nacional de control, mediante la 
preparación de un nuevo programa de inversión que profundice en los 
aspectos centrales de la modernización de la institución y en el fortale-
cimiento de la institucionalidad y de los mecanismos apropiados para 
el control subnacional. Es necesario resaltar que esta nueva operación 
responde a tres necesidades clave del país:
•	 la	lucha	contra	la	corrupción	con	una	marcada	orientación	preventiva,	
en la que destaca el gran retorno que supone la inversión en control;
•	 la	necesidad	de	acompañar	el	actual	proceso	de	descentralización	
del gasto e inversión pública con capacidades de control suficientes 
a nivel subnacional; y
•	 la	mejora	de	la	gestión	y	la	eficiencia	del	gasto	público	con	un	nuevo	
modelo de control orientado a los resultados y el valor agregado.
III. EL SERVICIO CIVIL EN EL PERÚ
1. Apoyo a la reforma del Servicio Civil y al sistema 
 de planillas
a. Diagnóstico y principales indicadores sectoriales
El Servicio Civil (SC) es una herramienta esencial para mejorar la ges-
tión pública y la calidad de los servicios públicos (Longo 2003 y 2004; 
Zuvianic et	al. 2010; Echebarría y Cortázar 2007). El Perú cuenta con 
aproximadamente 900 000 empleados públicos. Aunque el empleo 
público agregado creció entre 2004 y 2010 (tabla 1), su participación en 
el gasto público total se ha mantenido estable (tabla 2) y por debajo de 
los estándares reconocidos de eficiencia (25% del gasto total). Gracias a 
esfuerzos recientes de reforma por parte del gobierno, se ha registrado 
una mejora en los índices de calidad institucional del servicio (tabla 
3), sin embargo, el SC muestra importantes debilidades que compro-
meten la efectividad y calidad de la gestión de los recursos humanos 
del Estado.
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TABLA 1
Cantidad total de empleados en el gobierno 
central y los gobiernos regionales, 2004-10
  Nacional Regional Consolidado
2004 616 000 s/d 616 000
2010 478 817 403 522 882 339
Fuente: Iacoviello 2011
TABLA 2
 Evolución del gasto total y el gasto en personal, 2005-10
(Millones de soles)
    Nacional Regional Consolidado
2005
Gasto total (1) 40 141 9701 49 842
Gasto en personal (2) 6940 5641 12 581
2010
Gasto total (3) 63 604 20 102 83 707
Gasto en personal (4) 11 851 7137 18 989
% evolución
(4)/(2) 70,8 26,5 50,9
(3)/(1) 58,5 107,2 67,9
% particip.
(2)/(1) 17,3 58,1 25,2
(4)/(3) 18,6 35,5 22,7
Fuente: Iacoviello 2011
 En la gestión del SC confluyen tres actores públicos principales: 
(i) SERVIR, (ii) la Dirección General de Presupuesto Público del MEF, y 
(iii) la Secretaría de la Gestión Pública de la PCM. La articulación entre 
ellas es compleja y aunque mejoró con las reformas del año 2008, las 
fricciones son frecuentes.
 El marco legal es aún disperso y complicado. La Ley Marco del Empleo 
Público (2004) buscó dar mayor coherencia al SC, pero no fue más allá del 
establecimiento de criterios generales. Actualmente coexisten tres regí-
menes laborales (público, privado y de servicios) y seis carreras especiales 
(Robles 2010).
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TABLA 3
Índices de calidad del Servicio Civil peruano 2004 y 2010
(Puntaje sobre 100)5
Índice 2004 2010
Eficiencia (calidad de la inversión en recursos humanos con 
relación a la política fiscal y mercados privados)
10 25
Mérito (garantías de profesionalidad y contra la politización 
y el abuso)
20 40
Consistencia estructural (solidez e integración sistémica de 
los subsistemas del SC)
15 33
Consistencia directiva (desarrollo de la función directiva) 20 50
Capacidad funcional (capacidad para influir en el 
desempeño de los funcionarios)
16 29
Capacidad integradora (capacidad para armonizar intereses 
de los actores involucrados)
10 20
Índice global de calidad del SC 14 29
Fuentes: Iacoviello 2011; Iacoviello y Zuvianic 2006.
b. Avances y desafíos pendientes
Luego de frustrados intentos de reforma integral en 1997 y 2004 (Cortázar 
2007), en 2008 se inició un proceso gradual de reforma a partir de medidas 
específicas: (i) la creación de una agencia ejecutiva responsable del SC 
(SERVIR); (ii) la renovación de los directivos medios mediante el Cuerpo 
de Gerentes Públicos (CGP) (Corrales 2010); (iii) la implantación inicial de 
la evaluación por desempeño (Arrunátegui 2010); (iv) la promoción de 
la capacitación; y (v) la creación de un régimen laboral para superar los 
problemas de la contratación de servicios. 
 Si bien estas medidas han conducido a una mejora de los indicadores 
de calidad del SC (tabla 3), aún subsisten importantes desafíos (Iacoviello 
2011):
5 La metodología base de estos indicadores fue desarrollada para el BID en 2002 (Longo 
2002) y consiste en contrastar la situación de cada sistema del SC con un modelo 
conceptual que corresponde a las mejores prácticas en el área. La contrastación 
se realiza mediante entrevistas con autoridades públicas responsables del SC y 
talleres con funcionarios de entidades sectoriales y subnacionales, aplicándose un 
conjunto estandarizado de descriptores de calidad institucional.
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(i) Falta de información oportuna y de calidad para la planificación de 
los recursos humanos (Pimenta 2010).
(ii) Limitada extensión de la selección por mérito y la definición técnica 
de puestos.
(iii) Los sistemas de carrera y remuneraciones son inconsistentes y no se 
orientan por criterios de desempeño.
(iv) Escasa capacidad directiva a nivel medio y alto en la administración 
pública, con importante confusión entre niveles políticos y gerenciales.
(v) La evaluación del desempeño es una práctica casi inexistente.
(vi) Dificultades de coordinación entre las entidades responsables del SC 
(MEF, SERVIR y PCM) que frenan el esfuerzo de reforma.
c. Prioridades del gobierno
Para la actual administración gubernamental, la mejora del sistema de 
carrera pública y de remuneraciones es un tema importante de su agen-
da.6 El Estado peruano necesita establecer e institucionalizar la carrera 
pública de sus funcionarios e impulsar el desarrollo de una eficiente 
gerencia pública para que se realice una gestión de calidad. Esta priori-
dad está vinculada al gran interés puesto por el gobierno en la mejora 
de la calidad y entrega de servicios sociales, lo que depende de la calidad 
de los servidores. La mejora de los sistemas de carrera y remuneraciones, 
sin embargo, requiere prestar atención previa a algunos de los demás 
desafíos señalados.
d. Áreas propuestas para la acción del Banco
El Banco brindó al gobierno del Perú asistencia técnica y financiera para 
formular el proceso de reforma del SC del año 2008, y acompañó técni-
camente el proceso de implementación de SERVIR y de las principales 
medidas de reforma.
 Considerando los desafíos presentados al final del apartado b de 
esta sección, se propone que el Banco concentre su asistencia en tres de 
ellos (i, ii y iv), poniendo en un segundo lugar los otros (iii y v) dado que 
6 Véase: Gana Perú, La Gran Transformación y Lineamientos Centrales, cit., p. 24 y 
 p. 5, respectivamente; Salomón Lerner, exposición ante el Congreso, cit., pp. 22 y 25. 
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su atención requiere aún de avances en el enfrentamiento de los desafíos 
anteriores, o son de carácter netamente político (como el vi).7
•	 Mejora	de	la	planificación	de	los	recursos	humanos
 El proceso de planificación es débil (el índice de eficiencia —tabla 
3—, que depende en gran medida de la planificación, alcanza solo 
25% del puntaje total posible). Las causas de esta debilidad son: 
 (i) rigideces del ciclo presupuestario (prohibición de incorporaciones); 
(ii) inconsistencia de la información disponible sobre personas, plazas 
y remuneraciones; (iii) fallas en la coordinación entre el MEF y SERVIR 
(registros paralelos); y (iv) la extrema debilidad de las unidades de 
recursos humanos en las entidades públicas (punto donde se genera 
buena parte de la data).
 Al respecto, la intervención del Banco debiera concentrarse en el 
desarrollo de un Sistema Integrado de Nómina y Personal mediante 
un esfuerzo conjunto del MEF y SERVIR, así como en el desarrollo de 
prácticas y herramientas de planificación de recursos humanos. Al 
respecto, existe experiencia relevante en Brasil.
•	 Vigencia	de	 criterios	 técnicos	 y	de	mérito	en	puestos	 vinculados	a	 la	
entrega	de	servicios	sociales
 Aunque se ha avanzado en la aplicación de criterios de mérito en el 
SC (tabla 3) y en la definición de puestos según competencias, las 
mejoras no se han extendido más allá de experiencias específicas 
(CGP, “islas de eficiencia”). Ello se debe a: (i) obsolescencia y escasa 
utilización de las herramientas existentes (manuales de organiza-
ción y funciones); (ii) limitada capacidad para aplicar un enfoque 
por competencias; (iii) inexistencia de procedimientos de selección 
adecuados; (iv) débil supervisión de los concursos de selección y del 
diseño de puestos.
 En este punto, la intervención del Banco debiera concentrarse en 
el fortalecimiento de las mejores prácticas de selección y diseño de 
puestos (CGP y ciertas “islas de eficiencia”) y —respondiendo a las 
prioridades del gobierno— la aplicación de estas prácticas en secto-
res estrechamente vinculados a la entrega de servicios sociales (salud, 
educación, protección social). Cabe mencionar que del número actual 
de miembros del CGP con posiciones directivas asignadas, solo 7% 
7 En lo que sigue, la mayor parte de la evidencia proviene de Iacoviello 2011.
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016338 
se ubica en áreas relacionadas con las políticas o servicios sociales. 
Al respecto, Chile cuenta con experiencia relevante en materia de 
metodologías y procedimientos de selección según mérito.
•	 Impulso	de	las	capacidades	directivas
 La creación del CGP ha comenzado a mejorar las capacidades directi-
vas en el gobierno nacional y algunos gobiernos regionales (de ahí la 
mejora del subíndice de consistencia directiva, tabla 3). La experiencia 
es, sin embargo, incipiente (a octubre de 2011 solo hay 75 miembros 
del Cuerpo seleccionados y ocupando una posición directiva). Las 
debilidades directivas en la administración pública son aún importan-
tes y resultan de: (i) una escasa capacidad de atracción de profesio-
nales calificados por parte del sistema de carrera y remuneraciones; 
 (ii) la insuficiente diferenciación entre posiciones de confianza política 
y profesionales; y (iii) la exigua oferta de formación gerencial con 
aplicación específica al mundo público.
 A este respecto, la intervención del Banco debiera concentrarse en 
el fortalecimiento y expansión del CGP, promoviendo que su oferta 
incorpore perfiles directamente relacionados con las áreas y sectores 
de servicios al ciudadano (salud, educación, gobiernos regionales); y 
asistiendo al gobierno peruano en la estrategia a seguir para institu-
cionalizar una capa directiva profesional en el SC sobre la base de la 
experiencia del mencionado Cuerpo. Chile cuenta con experiencia 
interesante en la materia.
2. Sistema de planillas de pago de personal en el sector 
público peruano
a. Diagnóstico
En el Informe sobre la situación del servicio civil en América Latina (Eche-
barría 2006), el Servicio Civil peruano fue caracterizado como uno de los 
más débiles de la región: ocupó la posición 17 en el índice sintético de 
calidad entre los 21 países evaluados. Uno de los índices que componen 
el índice sintético es el de consistencia estructural, que evalúa la consis-
tencia e integración sistémica de un sistema de servicio civil. En el caso 
de este índice, el Perú ocupa la posición 18. Si bien en una reevaluación 
efectuada en 2010 el puntaje obtenido en este índice pasa de 15 a 33 de 
un total de 100, sobre todo por la creación de SERVIR y el CGP, claramente 
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el nivel de desarrollo alcanzado es insuficiente e indica que hay mucho 
trabajo que hacer en este campo.
 Uno de los aspectos que contribuyen al grado de consistencia 
estructural de un sistema de servicio civil es la existencia de sistemas 
de información que permitan una gestión adecuada de la planta de per-
sonal del Estado, facilitando en particular los procesos de planificación 
del personal y la articulación entre dicha planificación y las prioridades 
estratégicas del gobierno. Al respecto, el citado informe señala que en 
el Perú “las entidades públicas no cuentan con sistemas de información 
sobre sus recursos humanos que les permitan conocer con exactitud 
el tamaño y características fundamentales de sus plantas de personal 
y tomar decisiones informadas sobre su evolución futura. Asimismo, a 
nivel centralizado no se cuenta con estadísticas ni registros confiables 
que permitan responder a las preguntas de cuántas, dónde y qué per-
sonas trabajan para el sector público, así como saber los ingresos que 
estas reciben, si bien se están realizando esfuerzos para mejorar esta 
situación. Cada institución realiza sus propios desarrollos informáticos”.8 
Esto constituye uno de los principales problemas en la gestión del Ser-
vicio Civil peruano.
 Adicionalmente, el régimen laboral público en el país (y de las carreras 
profesionales) establece un marco sumamente rígido para la gestión de 
los recursos humanos, lo que genera una tendencia a la “informalidad 
legal” que generaliza el recurso de las contrataciones de “servicios no 
personales”. En realidad, muchos de los gastos en personal son contabi-
lizados como gastos de consultoría o contratación de servicios.
 Paralelamente, se ha identificado la superposición de aplicativos 
informáticos por parte de los mismos usuarios, los cuales tienen los 
siguientes objetivos: (i) captar información y (ii) asegurar el cumpli-
miento de obligaciones, en ambos casos bajo apercibimiento de san-
ción. Sin embargo, ese enfoque no ha asegurado una mejora sustancial 
de la gestión del Servicio Civil o la existencia de data completa, actua-
lizada y validada para este fin.
 La disponibilidad de información de calidad, oportuna e integrada 
aporta al diseño y estimación de los impactos fiscales de las propuestas 
8 En el Estado peruano operan más de 130 sistemas de planillas de pago de personal 
en todos los niveles de gobierno. Uno de ellos es el SISPER, elaborado por el MEF, 
en funcionamiento en más de cien entidades.
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016340 
de reforma del Servicio Civil. Una herramienta de gestión promoverá la 
generación de información completa, válida y actualizada por parte de 
las oficinas de recursos humanos, a fin de poder tomar decisiones infor-
madas y oportunas en la gestión del Servicio Civil, y finalmente, a través 
de una opción de consulta ciudadana, se contará con un mecanismo de 
lucha contra la corrupción. De esta manera, el Estado peruano avanza 
hacia una gestión más eficaz, eficiente y transparente. Algunos países de 
la región han optado por la estrategia de conformar una base de datos 
central única para mejorar la cantidad y calidad de la información en la 
gestión del Servicio Civil.
b. Propuestas
La modernización del Servicio Civil en el Perú requiere mejorar la dispo-
nibilidad de información de calidad, oportuna e integrada para la pla-
nificación y gestión de personal en el gobierno central. Es común que 
propuestas de reformas en el sector no avancen debido a la dificultad 
para estimar con precisión sus impactos fiscales. La inexistencia de un 
sistema unificado de gestión de personal, que permita conocer en deta-
lle la realidad del Servicio Civil peruano y realizar simulaciones de costo 
por alternativa de reforma, es uno de los principales obstáculos para la 
modernización de su sector público.
 En este contexto, resulta necesario contar con una solución infor-
mática que considere el uso de una única base de datos que responda 
simultáneamente a las necesidades de información del MEF, SERVIR, las 
entidades públicas y la ciudadanía en general. Asimismo, que también 
se constituya progresivamente en una herramienta de gestión de las ofi-
cinas de recursos humanos y en un mecanismo que facilite la vigilancia 
ciudadana.
 Un principio básico del sistema es el desarrollo de una base de datos 
única que obtenga automáticamente y en línea los registros de todos 
los datos de la totalidad del personal que labora en el Estado, aunque el 
ingreso de la información ocurra en momentos distintos.
 Lo que mayormente interesa a SERVIR es: (i) contar con información 
confiable y oportuna sobre el potencial humano en el sector público 
para la formulación de políticas en el sector; (ii) ofrecer funcionalidad 
y apoyo a las oficinas de recursos humanos de las entidades públicas; y 
(iii) promover la transparencia en la gestión pública.
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IV. LA SEGURIDAD CIUDADANA EN EL PERÚ
1. Diagnóstico de la seguridad ciudadana
El Perú se encuentra entre los países con mayor nivel de victimización y 
percepción de inseguridad de América Latina. En 2010 fue el país de la 
región con mayor porcentaje de personas víctimas de un delito y con el 
mayor nivel de percepción de inseguridad (LAPOP 2010). En el período 
2005-10, 37% de la población declaró haber sido víctima directa o indi-
recta de un delito, cifra por encima del promedio para Latinoamérica 
(Latinobarómetro 2010).
 En lo que respecta a homicidios dolosos por 100 000 habitantes, el 
Perú se encuentra por debajo del promedio para Latinoamérica, aunque 
presenta uno los mayores porcentajes de crecimiento a nivel regional 
(de 2004 a 2009 su tasa creció en un 83,4%). Sin embargo, un documento 
oficial reciente señala que la tasa de homicidios en el Perú subió de 11,9 
en 2008 a 14,0 en 2009 y a 18,6 en 2010 (CONASEC 2011).
 En cuanto a las denuncias por delitos en general, los de carácter 
patrimonial son los principales que aquejan al país (67%). Su variación 
GRáFICO 1
La inseguridad, principal preocupación de los peruanos
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anual frente al total ha fluctuado entre el 60 y 71%. De estos delitos 
patrimoniales, el hurto —despojo sin violencia ni amenaza de violencia 
sobre la persona— representa 48% y el robo —despojo con violencia o 
GRáFICO 2
Niveles de victimización en América Latina 2010
GRáFICO 3
Latinoamérica y Perú: tasa de homicidios 2009-09
Fuente: LAPOP 2010 (porcentaje de personas que fueron víctimas de la delincuencia en las Américas)
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amenaza de violencia sobre la persona— 36%.9 Este último mostró mayor 
crecimiento entre 2000 y 2009 (casi 30%), lo que da cuenta de un mayor 
nivel de violencia en la sociedad (Costa y Romero 2011). Sin embargo, 
en términos de cantidad de denuncias, la temática de la violencia en la 
convivencia social es el rubro más crítico: en 2010 representó el 56% de 
los casos, siendo los casos de violencia delincuencial el 44% (CONASEC 
2011).
2. Problemática y desafíos del sector
	 Falta	de	calidad	y	continuidad	en	las	políticas. Existe la necesidad de 
diseñar e implementar una Política Nacional de Seguridad Ciudadana 
articulada con una planificación operativa plurianual en un Plan Nacio-
nal de Seguridad Ciudadana de Mediano Plazo (por ejemplo, un período 
gubernamental), incluyendo adecuados mecanismos e instrumentos para 
su efectiva ejecución, seguimiento y evaluación (corto y mediano plazo) 
que permitan incrementar la eficiencia del sector, la confianza de la pobla-
ción y superar el problema de la escasa coordinación interinstitucional. La 
falta de continuidad en las políticas ha afectado el liderazgo del Ministerio 
del Interior (MININTER) como ente rector de la conducción de la política 
pública de seguridad10 y del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana 
(CONASEC) como ente encargado de la formulación y conducción de las 
políticas públicas en seguridad ciudadana.
	 Fortalecer	 la	 institucionalidad	 del	 sector. Es necesario fortalecer la 
estructura y gestión institucional de organismos clave en la seguridad, 
como la Policía Nacional, el MININTER y el Sistema Nacional de Seguridad 
9 El resto de delitos patrimoniales incluye la apropiación ilícita, la estafa, el abigeato, 
el fraude en la administración de personas jurídicas y los daños, entre otros. Fuente: 
Costa y Romero 2011.
10 Entre los principales factores que afectan la gestión de la seguridad ciudadana 
están: la alta volatilidad dirigencial (en la última década la gestión promedio del 
Ministro del MININTER ha sido de ocho meses y medio); la inexistencia de una 
Política Nacional en Seguridad Ciudadana (aunque hay esbozos generales en 
el Acuerdo Nacional); la ausencia de una planificación plurianual con un Plan 
Nacional de Seguridad Ciudadana de mediano plazo; la poca capacidad de gestión 
(gasto e inversión) en el MININTER (p. ej. dentro de los presupuestos del sector 
no ejecutados en 2010 está el de construcción y rehabilitación de infraestructura, 
donde se ejecutó apenas 29%; y el de adquisición de transporte para vigilancia, en 
el que solo se ejecutó 33%) (Costa y Romero 2011).
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Ciudadana (SINASEC), sus Comités de Seguridad Ciudadana a nivel regio-
nal, provincial y distrital, y la Secretaría Técnica del CONASEC. Asimismo, se 
requiere fortalecer la articulación entre las instituciones que conforman el 
SINASEC. Por otra parte, la Policía Nacional enfrenta importantes déficits 
de infraestructura tecnológica y física y de equipamiento (más del 50% 
de comisarías operan en condiciones inadecuadas). También se requiere 
dirigir esfuerzos al fortalecimiento del proceso de formación policial, la 
capacitación y la profesionalización del sector. Adicionalmente, existe 
poca capacidad de gestión en el MININTER, lo que le impide utilizar ade-
cuadamente el presupuesto sectorial (Costa y Romero 2011). La actual 
administración está efectuando importantes esfuerzos para revertir esta 
situación.
	 Poca	efectividad,	nivel	de	confianza	y	desigualdad	en	la	presencia	poli-
cial.	La población tiene escasa confianza en la Policía porque la percibe 
como poco efectiva y con problemas de corrupción (Latinobarómetro 
2010). Por otra parte, si bien un presupuesto insuficiente imposibilita 
un mayor despliegue policial en el territorio del país y obliga a niveles 
salariales considerados bajos, se argumenta que existe una inequitativa 
provisión territorial del servicio policial.11
	 Incidencia	del	crimen	organizado. De acuerdo con diagnósticos nacio-
nales, las principales fuentes de la inseguridad ciudadana durante las 
últimas tres décadas han sido la delincuencia, la subversión y el narco-
tráfico (Costa 2010). Las estadísticas (fundamentalmente policiales) de los 
últimos años califican al narcotráfico como la más importante modalidad 
del crimen organizado en el Perú.12 Al respecto, es importante considerar 
las externalidades negativas que genera el narcotráfico, como el incre-
mento de la corrupción en diferentes instituciones y en la sociedad, el 
crecimiento del tráfico de armas y el desarrollo de grupos delincuenciales 
menores, todo lo cual obliga a aplicar políticas efectivas y acciones con-
tundentes para combatir este flagelo.
11 El 68% de la población manifiesta tener poca y/o nada de confianza en la Policía, y 
38% considera que su principal problema es la corrupción (Latinobarómetro 2010). 
El número de policías asignados a algunas comisarías a nivel nacional es treinta 
veces mayor en comparación con las de menor personal. Generalmente esto afecta 
a las localidades más pobres (Costa y Romero 2011).
12 De acuerdo con el Informe Anual de la Junta Internacional de Fiscalización de 
Estupefacientes (JIFE 2010), el Perú aumentó por cuarto año consecutivo la 
producción de hoja de coca. Preocupa que en el período 2010-11 el Perú desplace 
a Colombia como principal productor de coca del mundo. 
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	 Mayor	 vulnerabilidad	 social	 ante	 la	 presencia	 de	 factores	 de	 riesgo.	
Según la Comisión Nacional para el Desarrollo de Vida Sin Drogas 
(DEVIDA), la evidencia señala que la mayoría de los delitos callejeros en 
el Perú se cometen bajo los efectos del alcohol y las drogas (60% de los 
delitos comunes). La presencia de las drogas está impactando en diferen-
tes niveles de la población (niños, jóvenes y adultos) a través del cultivo 
y la producción, la comercialización y el consumo.13
3. Propuestas del gobierno en seguridad ciudadana
El actual gobierno peruano le otorga importancia central al tema de la 
seguridad ciudadana. Se trata de una política priorizada en sus principa-
les documentos de gobierno: (i) Plan Nacional de Seguridad Ciudadana y 
Convivencia Social 2012 (noviembre 2011); (ii) La Gran Transformación. Plan 
de Gobierno 2011-2016 (diciembre 2010, pp. 189-191); (iii) Lineamientos 
Centrales de Política Económica y Social para un Gobierno de Concertación 
Nacional (mayo 2011, p. 2); (iv) Exposición del Presidente de la República 
ante el Congreso (28 de julio 2011, p. 6); (v) Exposición del Presidente del 
Consejo de Ministros ante el Congreso (25 de agosto 2011, pp. 20-21).
	 Propuestas	del	gobierno	de	políticas	en	seguridad	ciudadana. Las prin-
cipales propuestas incluyen: (i) liderazgo político presidencial a través de 
la definición e implementación de una política de Estado en seguridad 
ciudadana centrada en la prevención del delito adicionalmente al con-
trol. Al respecto, el Presidente ha asumido la presidencia del CONASEC; 
(ii) fortalecimiento de la institucionalidad de la seguridad ciudadana (la 
Policía Nacional, el SINASEC, incluyendo los comités de seguridad ciuda-
dana regionales, provinciales y distritales y el CONASEC, y el MININTER); 
(iii) programas de prevención social de la violencia focalizados en la pobla-
ción en riesgo (jóvenes, mujeres, niños); (iv) participación de la familia, 
las escuelas, la comunidad organizada; (v) recuperación de los espacios 
públicos; (vi) modernización del sistema de justicia, incluyendo el área 
13 El 52% de la población declara haber observado la venta de drogas en su barrio. 
Esta afirmación es mayor en los estratos socio-económicos medio (55%) y bajo 
(54%). El 32% de la población escolar manifiesta predisposición para consumir 
una droga ilícita y 20% de los estudiantes afirma que se consumen drogas ilegales 
dentro de su colegio. Entre dos y siete de cada diez peruanos iniciaron el consumo 
de drogas con los amigos del colegio, universidad o alguna institución educativa 
(DEVIDA).
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penal y de atención a las víctimas; (vii) lucha frontal contra el narcotráfico y 
fomento del modelo de desarrollo alternativo; (viii) creación de un Fondo 
de Seguridad Ciudadana.
	 Propuestas	del	gobierno	de	acciones	a	corto	plazo	en	seguridad	ciuda-
dana: (i) fortalecimiento y modernización de la Policía y de las comisarías, 
con énfasis en el mejoramiento de la gestión y la modernización de la 
tecnología, equipamiento e infraestructura; (ii) reorganización de la Policía 
Nacional; (iii) eliminación progresiva del sistema 1x1 (24 horas de servicio 
policial seguido de 24 horas de descanso, sistema que es utilizado por 
el policía para prestar servicios a particulares); (iv) creación del Servicio 
Policial Voluntario; (v) creación de un Observatorio de la Convivencia y la 
Seguridad Ciudadana, lo que permitirá una mejor y oportuna información 
para la toma de decisiones y el diseño de políticas públicas en seguridad 
ciudadana y de acciones efectivas de prevención y control; (vi) creación de 
un Programa de Prevención de la Violencia, integrando diversos progra-
mas y fortaleciendo la coordinación interinstitucional; (vii) reorganización 
del Instituto Nacional Penitenciario (INPE); (vi) diversas modificaciones 
legislativas que fortalecen el sistema de sanciones.
4. áreas propuestas para la acción del Banco
El BID le propone al gobierno peruano un acompañamiento integral en 
la temática de seguridad ciudadana, que incluye: (i) asesoría técnica en 
áreas generales y/o específicas de la seguridad ciudadana; (ii) espacios 
de discusión y análisis de los diferentes temas de la seguridad ciudadana;
(iii) redes de interrelación con diversas instituciones vinculadas a la seguri-
dad ciudadana en América Latina o internacionales para la evaluación de 
las mejores prácticas y el análisis de lecciones aprendidas en el tema de 
seguridad ciudadana y la gestión del sector; (iv) acompañamiento técnico 
y apoyo financiero en proyectos/programas de inversión en materia de 
seguridad ciudadana.
	 Programa	de	seguridad	ciudadana:	El MININTER y el BID están culmi-
nando el diseño de un programa de inversión en seguridad ciudadana por 
un monto de US$39 millones (de los cuales el Banco podrá financiar entre 
US$10 y US$20 millones), cuyo objetivo es contribuir a reducir el índice 
de delitos y de violencia, así como la percepción de vulnerabilidad de la 
población atendida, en las zonas de intervención. El programa consta de 
cuatro proyectos:
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•	 Fortalecimiento	del	SINASEC. El objetivo es el fortalecimiento de los 
comités de seguridad ciudadana en los diferentes niveles (regional, 
provincial y distrital) y de la Secretaría Técnica del CONASEC en lo que 
respecta a sus capacidades técnicas y de gestión tanto en la formu-
lación de los planes de seguridad ciudadana como en su ejecución, 
monitoreo y evaluación.
•	 Implementación	de	un	Observatorio	de	la	Seguridad	y	Convivencia	Ciu-
dadana que posibilite al MININTER y a la CONASEC y sus instituciones 
miembros contar con información estadística de calidad y oportuna, 
validada interinstitucionalmente, y el análisis especializado sobre la 
violencia delictiva y la convivencia social para la toma de decisiones, 
la ejecución de acciones y la formulación de política pública en estos 
temas.
•	 Mejora	de	los	servicios	y	 la	gestión	de	las	comisarías en las áreas de 
intervención del programa, lo que abarca la infraestructura física, el 
mobiliario, la tecnológica, la optimización de los procesos y el sistema 
de gestión. El programa prevé también el despliegue de la videovi-
gilancia, la mejora del sistema de denuncias y la capacitación del 
personal.
•	 Mejoramiento	de	los	sistemas	de	admisión	y	formación	de	las	escuelas	
policiales de oficiales y suboficiales en las zonas de intervención del 
programa. Esto incluye la optimización del sistema de ingreso, el 
desarrollo de instrumentos pedagógicos modernos con las tecno-
logías de la información y el rediseño de la malla curricular.
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Desarrollo productivo e innovación 
en el Perú
Gregorio Arévalo, Juan Carlos Navarro, 
Carlos Guaipatín, Claudia Suaznábar, Elena Arias*
Introducción
Un contexto macroeconómico estable más favorable a la inversión pri-
vada, la aplicación de un conjunto de reformas estructurales y un entorno 
externo con altos precios de los principales productos de exportación, 
impulsaron un importante crecimiento económico del Perú en la última 
década, con tasas de crecimiento acumulado en el decenio 2000-10 del 
47% del producto bruto interno (PBI) per cápita en términos reales1 y un 
incremento anual en la productividad total de los factores (PTF) de alre-
dedor de 2% en el período 2001-07, muy por encima del nivel alcanzado 
en décadas anteriores (Vera Tudela 2010; Pagés 2010). Según el Foro Eco-
nómico Mundial, si bien el nivel de competitividad del país sigue siendo 
bajo en términos relativos, este ha mejorado notablemente en los últimos 
cuatro años, pasando del puesto 86 al 73 de un total de 131 países en el 
Índice de Competitividad Global 2010-2011.
 Pese a los buenos resultados de los últimos años, el Perú continúa 
rezagado en términos de productividad (la PTF peruana gira en torno 
al 50% de la PTF del líder regional, Chile, y el 40% de Estados Unidos de 
Norteamérica), lo que indica que existe un alto potencial de crecimiento 
1 En la región, solo Panamá está por encima con una tasa de 51% (FMI 2010).
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de la PTF (Vera Tudela 2010; Pagés 2010). A nivel micro, estudios 
recientes (Chacaltana y Yamada 2009; Morón 2011) muestran que 
el Perú tiene una estructura productiva fragmentada, con pocos 
sectores altamente productivos como la minería, muchos sectores 
de baja productividad como la agricultura tradicional y el comercio, 
y una fuerte concentración de la producción en los sectores de alta 
productividad poco intensivos en empleo. Asimismo, se observa una 
gran heterogeneidad en materia de productividad entre las regiones 
del país, según el nivel de formalidad empresarial y entre los diferentes 
tamaños de empresas.
 Por otro lado, a pesar del dinámico crecimiento exportador de la 
última década (410% en el período 2000-10), la diversificación pro-
ductiva es aún incipiente. Las exportaciones no tradicionales, que 
registraron un considerable incremento en dicho período (mayor al 
270%), representaron apenas 21,5% del total exportado en 2010, mien-
tras que a fines de los años noventa representaron más de 30% de las 
exportaciones peruanas. La mayor parte de las exportaciones siguen 
estando concentradas en bienes primarios, principalmente mineros 
y energéticos (70% del total en 2010), con aporte limitado al PBI, en 
general baja agregación de valor y escasa participación de las micro, 
pequeñas y medianas empresas.2
 El reto que actualmente enfrenta el Perú es lograr la sostenibilidad, 
en el mediano-largo plazo, del crecimiento económico que ha venido 
experimentando. Para ello, además de la inversión necesaria en 
infraestructura y capital humano para cerrar las brechas existentes, 
el país deberá apostar por aumentos de productividad sostenidos 
que contribuyan a superar los eventuales retornos decrecientes de la 
acumulación de los factores. Resulta prioritario reforzar una estrategia de 
crecimiento basada en el desarrollo de ventajas competitivas dinámicas, 
políticas e instrumentos de innovación y desarrollo productivo que 
se traduzcan en incrementos del valor agregado de las empresas, 
promuevan una mayor diversificación productiva y permitan aprovechar 
2 Un reciente diagnóstico de las políticas de innovación en el Perú preparado por la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE 2011), señala 
que el país ha logrado ampliar su estructura productiva y de exportaciones a 
partir de sectores basados en mano de obra de bajo valor agregado y en recursos 
naturales, y que si no fundamenta este proceso de diversificación en innovaciones 
tecnológicas y no tecnológicas, su competitividad se verá amenazada por países 
con similares ventajas comparativas.
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las oportunidades derivadas de los nuevos acuerdos comerciales. En este 
sentido, es indispensable apoyar una nueva generación de reformas para 
seguir mejorando el entorno de negocios, y sobre todo para fortalecer 
el marco institucional de apoyo al desarrollo productivo, la ciencia, 
tecnología e innovación, con énfasis en la competitividad empresarial 
y el desarrollo competitivo regional.
1. El contexto institucional en los sectores de desarrollo 
productivo e innovación
Dentro de la institucionalidad del sector de ciencia, tecnología e inno-
vación se destacan los siguientes actores: (i) Institutos Públicos de 
Investigación y Desarrollo (IPI), dependientes de ministerios sectoriales 
(diez IPI); (ii) el Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación 
Tecnológica (CONCYTEC), la institución rectora de la política de cien-
cia, tecnología e innovación (CTI) del Perú; (iii) Centros de Innovación 
Tecnológica (CITE), dependientes del Ministerio de la Producción; 
(iv) cuatro fondos competitivos: INCAGRO, enfocado en el desarrollo 
tecnológico del sector agrícola, actualmente en revisión; FINCyT, creado 
con fondos prestados por el BID, FONDECYT y FIDECOM; (v) universi-
dades; y (vi) el Ministerio de Educación (MINEDU) y el Ministerio de 
Economía y Finanzas (MEF), que aloja al Consejo Nacional de Compe-
titividad (CNC) y juega un rol clave en las decisiones de política sobre 
innovación.
 La mejora del clima de negocios es impulsada por el MEF a través del 
CNC. Se han creado diversos programas para promover la competitivi-
dad del entorno empresarial, como por ejemplo el “Programa de mejora 
del clima de negocios 2009-2013” y el “Programa de Modernización 
Municipal”. Otros actores del sector público también han llevado a cabo 
algunas acciones de apoyo al desarrollo productivo de las empresas, 
como la Red de CITE, el Programa Mi Empresa o FONDOEMPLEO. Den-
tro del marco institucional de apoyo al desarrollo productivo peruano 
también es clave el Sistema Nacional de Calidad (SNC). Los servicios 
del SNC operan a través del INDECOPI (Instituto Nacional de Defensa 
de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual): la 
Comisión de Normalización y Fiscalización de Barreras Comerciales no 
Arancelarias (CNFBNA), el Servicio Nacional de Acreditación (SNA) y el 
Servicio Nacional de Metrología (SNM).
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016356 
2. Avances recientes y desafíos pendientes
Clima de negocios
El Perú ha mostrado una notable mejoría en los últimos años en el Índice 
Doing Business (DB), formulado por el Banco Mundial para medir las con-
diciones para hacer negocios en 183 países: pasó del puesto 56 en 2010 al 
41 en 2012.3 Esto pone de manifiesto los logros en materia de reducción 
de costos de transacción que enfrentan las empresas en el proceso de 
abrir y operar negocios en el país, mejorando la posición del Perú como 
destino de inversión. Las reformas contenidas en la ambiciosa agenda 
“Plan de Mejora del Clima de Negocios 2009-2013” del MEF, impulsada 
desde el Consejo Nacional de Competitividad (CNC) y que cuenta con 
el apoyo del BID, se han concentrado inicialmente en la simplificación y 
automatización de procesos de apertura y cierre de negocios, la emisión 
de permisos de edificación, el pago de impuestos, la facilitación de los 
trámites de comercio exterior y la ejecución de contratos. Quedan pen-
dientes retos vinculados a la reducción de sobrecostos y sobretiempos 
en las áreas que se presentan en la tabla 1, así como aspectos adicionales 
TAblA 1
Indicadores seleccionados del Índice Db 2012
Trámite
Número de pasos 
para realizar el 
trámite
Número de días 
para realizar el 
trámite
Posición del 
Perú en el 
ranking
Apertura de un negocio 6 27 54
Comercio transfronterizo 8 12 53
Permisos de construcción 16 188 101
Cumplimiento de contratos 41 428 111
Cierre de una empresa 3,1* 100
Pago de impuestos 9** 309*** 85
*Años; ** Número de pagos; ***Número de horas
Fuente: www.doingbusiness.com (data de 2012).
3 Este cambio se explica en parte por una modificación metodológica realizada 
al DB en 2011, que eliminó el factor de los costos laborales. Aplicando la nueva 
metodología, el Perú hubiera estado en el puesto 46 en el año 2010.
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no cubiertos por el Índice DB pero que afectan los costos de las empresas 
para hacer negocios, como el acceso a financiamiento y el desarrollo y 
profundización del mercado de capitales.
 Otro aspecto no cubierto por el DB es la situación de los trámites 
fuera de Lima, lo cual es especialmente importante en un país que ya 
cuenta con una considerable porción de competencias descentralizadas 
y busca impulsar el desarrollo regional. En particular, las municipalidades 
tienen la responsabilidad de los principales trámites para abrir negocios: 
emisión de licencias de funcionamiento, realización de las inspecciones 
técnicas previas a la emisión de tales licencias y emisión de los permisos 
de edificación, entre otros. Estos aspectos están incluidos en el Programa 
de Modernización Municipal (PMM) del MEF, el cual otorga incentivos pre-
supuestales a los gobiernos municipales contra el cumplimiento de metas 
de reforma específicas. El PMM también cuenta con apoyo del Banco en 
el marco de la serie Programática de Competitividad y Productividad. 
Los primeros resultados del PMM, que inició su implementación en 2010, 
muestran que el establecimiento de incentivos positivos desde el nivel 
central puede ser un instrumento poderoso para impulsar la aplicación 
de reformas en los niveles subnacionales.
 Finalmente, desde el punto de vista de la contribución a la reducción 
de la informalidad, cabe mencionar que estudios realizados en otros paí-
ses (McKinsey, BID sobre caso mexicano en 2009) y en el Perú (Alcázar, 
Andrade, Jaramillo 2010) indican que la simplificación de trámites como 
los mencionados tiene un efecto menor sobre la formalización frente 
al que tienen otros incentivos positivos del lado del mercado, como la 
articulación en cadenas productivas o el acceso a compradores formales.
Inversión en ciencia, tecnología e innovación
El crecimiento sostenido de la economía peruana desde la década de 
1990 no se ha visto reflejado en el sector de ciencia, tecnología e inno-
vación. La inversión del país en investigación y desarrollo (I+D), equi-
valente al 0,15% del PBI, es baja incluso comparada con el promedio 
regional, 0,54%. Además, la participación del sector privado en este total 
de inversión también es baja, inferior a la de los países de la OCDE, e 
incluso al de la mayoría de economías de la región de similar tamaño. 
A continuación se detallan los déficits principales del sistema nacional 
de innovación del Perú:
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•	 Déficit	de	inversión	privada	en	tecnología	e	innovación. La baja inversión 
del sector privado se explica principalmente por la estructura produc-
tiva del país, en la que predominan las empresas de menor tamaño 
y baja sofisticación tecnológica, que tienden a no incorporar la inno-
vación como parte de sus estrategias de negocios. De acuerdo con la 
literatura (OCDE 2011),4 menos del 2% del total de firmas invierte en 
CTI y la inversión está directamente relacionada con el tamaño de la 
empresa. Asimismo, la mayor parte de esta inversión se dedica a la 
adquisición de maquinaria y equipamiento. La OCDE (2011) también 
encontró que aspectos de la regulación, impositivos, institucionales 
y de infraestructura, entre otros, actúan como desincentivos para la 
inversión en CTI, a lo que se agrega la casi total ausencia de interven-
ciones públicas que permitan mitigar las consecuencias de las fallas 
de mercado que se enumeran más adelante.5
•	 Déficits	en	la	capacidad	científica	y	capital	humano	para	la	CTI. La baja 
inversión total en I+D y la escasa participación en esta del sector pri-
vado van acompañadas de una muy baja productividad científica: el 
volumen de publicaciones científicas reconocidas producidas por el 
Perú es inferior a la cuarta parte de lo que podría esperarse dado el 
tamaño de su economía y su población. Los recursos humanos para 
la innovación son ampliamente deficitarios y el desarrollo del nivel 
de posgrado es muy precario comparado incluso con países veci-
nos como Chile y Colombia. La calidad de la educación en ciencias 
y matemáticas también es inferior al promedio de la región,6 lo cual 
se reflejó en las pruebas PISA del año 2009, en las que el Perú quedó 
por debajo de Chile, México, Colombia, Brasil y Argentina. La débil 
formación en ciencias y matemáticas en los niveles básicos de educa-
ción se hace patente en la reducida cantidad y calidad de científicos 
e ingenieros, aspecto en el que el país también tiene deficiencias: 
4 El citado estudio de la OCDE se basa en datos de la encuesta de innovación de 2005 
financiada por el CONCYTEC.
5 Recién a partir de 2007, en el marco de una operación del Banco en el sector 
ciencia y tecnología, se iniciaron programas de incentivos financieros públicos a 
la innovación a través de fondos concursables. Aunque esta experiencia ha sido 
exitosa y el gobierno ha sumado recursos adicionales (p. ej. FIDECOM), no deja 
de ser reciente, débilmente institucionalizada y de reducido tamaño para las 
características de la economía peruana.
6 Hacia 2009, el Perú alcanzó un puntaje promedio de 360 mientras el de los países 
de la OCDE fue de 496.
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cuenta con 0,24 investigadores por cada 1000 personas económi-
camente activas, mientras el promedio regional es de 0,54%;7 esta 
desventaja también se refleja en que el país registra 0,09 patentes 
por cada 100 000 habitantes, frente a un coeficiente de 2,9 de Chile, 
3,7 de Brasil y 15,19 de Canadá.8
•	 Déficits	en	la	institucionalidad. Los actores institucionales encargados 
de la CTI muestran desempeños desiguales, pero sobre todo cuentan 
con un grado muy bajo de coordinación y consistencia institucional. 
Esta situación dificulta enormemente el diseño y puesta en práctica 
de políticas y estrategias de mejoramiento del sector, así como el ase-
guramiento y utilización eficiente de un volumen de recursos públicos 
adecuados para el sector, el estímulo de conductas favorables a la inno-
vación en el sector privado empresarial y la producción de políticas de 
CTI en concordancia con la estrategia de crecimiento del país.9
 La gran debilidad de los componentes más importantes del sistema 
nacional de innovación en el Perú se refleja en todos y cada uno de los 
indicadores disponibles sobre competitividad10 y desarrollo tecnológico a 
escala internacional.11 En un contexto mundial caracterizado por el predo-
minio del conocimiento, el Perú muestra severas limitaciones para iniciar 
su transformación en una economía de mayor intensidad en el uso del 
conocimiento y la tecnología. El gráfico del anexo 4 sintetiza la cadena 
causal básica del problema en CTI del Perú.
Sistema de apoyo al desarrollo productivo
	 Brechas	regionales. En los últimos años se ha registrado un impor-
tante crecimiento en las regiones costeras agroexportadoras y en 
7 Hasta aquí la fuente es la Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología - 
Iberoamericana e Interamericana (RICYT) y los datos corresponden al año 2006.
8 RICYT, datos para el año 2008.
9 Para mayor información acerca del funcionamiento de estas instituciones y los 
problemas de consistencia y coordinación mencionados, consúltese OCDE 2011, 
UNCTAD 2011, Advansis 2011, Abeledo 2010, entre otros.
10 En el informe del Foro Económico Mundial (FEM) de 2010, el Perú se sitúa, en 
comparación con el resto de las economías del mundo, en un rango aproximado 
entre 40 y 95 en los doce pilares para la competitividad, excepto en el pilar 
innovación, en el que ocupa la posición 109.
11 Véase el desempeño consistentemente deficiente del Perú en más de cincuenta 
indicadores de CTI en BID 2010.
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aquellas con presencia de inversiones mineras y gasíferas, y un menor 
crecimiento en las regiones de la sierra en particular. Las diferencias 
territoriales en el PBI per cápita, empleo, productividad y factores de 
competitividad persisten,12 y será necesario que las regiones adopten 
estrategias de desarrollo productivo y competitividad diferenciadas para 
poder explotar sus ventajas competitivas y consolidar su crecimiento 
económico. Desde hace algunos años se viene intentado impulsar desde 
las regiones la competitividad a través del desarrollo de agendas y pla-
nes, pero, salvo excepciones, estos procesos han adolecido de debili-
dades en la definición de estrategias integrales, en la articulación de un 
diálogo permanente con los actores clave y en la posterior puesta en 
práctica de programas (en lugar de proyectos puntuales) sistemáticos y 
sostenibles de apoyo al desarrollo productivo. La reciente flexibilización 
de las normas de control de la inversión en proyectos productivos a nivel 
regional permite prever un importante aumento en las actividades de 
fomento productivo por parte de los gobiernos regionales en el corto 
y mediano plazo. La adecuada orientación y ordenamiento de tales 
inversiones, indispensable para generar oportunidades de crecimiento 
y empleo en el interior del país, requerirá del desarrollo de instrumentos 
e instituciones de fomento productivo por parte del gobierno nacional 
para acompañar este proceso.
	 Brechas	de	productividad	y	falta	de	articulación. Subsisten importantes 
brechas de productividad y calidad entre el segmento de micro y peque-
ñas empresas (MyPE), que representa más del 95% de empresas y 81% 
del empleo total,13 y el resto de las empresas medianas y grandes, pre-
dominantemente formales, así como una escasa articulación entre estas 
y las empresas de mayor tamaño, que son predominantemente formales 
y que por tanto pueden servir de incentivo a la formalización de las MyPE 
proveedoras. La productividad por trabajador de la microempresa, predo-
minantemente informal, es en promedio solo 12% la del trabajador de la 
mediana empresa y apenas 2,6% de la productividad de la gran empresa. 
En el caso de la pequeña empresa, dicha productividad promedio alcanza 
apenas 30% y 17% en relación a la mediana y gran empresa, respectiva-
mente (Villarán y Mifflin 2009: 12-14).
12 Véase el Índice de Competitividad Regional (2009) elaborado por la Secretaría 
Técnica del CNC. 
13 INEI, Perú en Cifras, Encuesta Nacional de Hogares 2006-2009.
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	 Debilidades	institucionales. A diferencia de otros países de la región 
como Chile, Brasil, México o Uruguay, el Perú no cuenta con instrumentos 
de fomento ni con una institucionalidad adecuados para apoyar el desa-
rrollo productivo de las empresas. Si bien existen algunos organismos 
que promueven la competitividad empresarial, como por ejemplo la Red 
de CITE, el Programa Mi Empresa, FONDOEMPLEO, o algunos proyectos 
piloto financiados principalmente por la cooperación internacional, se 
trata de intervenciones atomizadas, relativamente pequeñas y desarticu-
ladas, con fuertes limitaciones de presupuesto y de alcance y, en algunos 
casos, con problemas de diseño, mecanismos de ejecución y sistemas de 
monitoreo y evaluación de resultados que típicamente resultan de una 
débil institucionalidad. El diagnóstico de la experiencia vigente en el país 
en materia de intervenciones de apoyo al desarrollo productivo permite 
constatar lo siguiente:
•	 En	2009,	la	asignación	de	recursos	públicos	a	nivel	nacional,	regional	
y local superó los S/.1000 millones para la operación de programas y 
políticas de desarrollo productivos (PDP).14 Ello parecería indicar que 
existe espacio para optimizar el actual uso y destino de al menos una 
parte del dinero de las iniciativas en curso.
•	 Sin	embargo,	la	evidencia	recogida	en	un	estudio	encargado	por	
el Banco (Apoyo Consultoría 2010) muestra que las oportunida-
des para llevar a cabo dicha optimización son limitadas debido a 
la reducida cobertura de estos programas, así como la gran con-
centración de recursos en los programas del sector agropecuario 
(entre 57% y 70% de los recursos asignados en 2009, según como 
se clasifiquen los programas), agravadas por una fuerte desarticu-
lación entre los demás programas e instrumentos existentes en los 
otros sectores.
•	 Existe	superposición	de	objetivos	sociales	con	objetivos	de	mejora	
competitiva (lo que hace perder el foco de las intervenciones y limita 
enormemente su impacto productivo), así como una instituciona-
lidad poco adecuada para diseñar, ejecutar y evaluar iniciativas de 
desarrollo productivo.
14 Sin incluir los recursos de fondos parafiscales como FONDOEMPLEO, los proyectos 
de desarrollo de COFIDE y el Programa Minero de Solidaridad, los cuales ese año 
sumaron en conjunto más de S/.170 millones.
Retos de desarrollo del Perú 2012-2016362 
Sistema Nacional de Calidad
El Sistema Nacional de Calidad (SNC) presenta debilidades en térmi-
nos de articulación, infraestructura, cobertura, marco institucional y 
normativo.
•	 Elaboración	de	estándares. A pesar del ambicioso trabajo de elabo-
ración de normas técnicas a cargo de la Comisión de Normalización 
de Fiscalización de Barreras no Arancelarias (CNFBA), aún persis-
ten la escasa presencia de normalización en la sociedad peruana 
y el bajo cumplimiento de las normas nacionales. Según el Censo 
Nacional Manufacturero 2007, 86% de las empresas no utiliza nor-
mas técnicas de producto. Asimismo, destaca la desarticulación con 
otros actores en el SNC que, por ejemplo, no se apoyan en las nor-
mas técnicas de la CNFBA para elaborar reglamentos técnicos. Este 
problema también se manifiesta en la débil capacidad de sanción 
de las autoridades competentes ante los incumplimientos de los 
reglamentos técnicos.
•	 Las	actividades	de	evaluación	de	la	conformidad	y	la	acreditación son 
limitadas como consecuencia de la baja demanda de productos y 
servicios de calidad que cumplan con estándares en el Perú, y la 
desarticulación del Servicio Nacional de Acreditación (SNA) con las 
entidades públicas, privadas y ministerios sectoriales que podrían 
utilizar sus servicios. En el caso de la evaluación de la conformidad 
voluntaria, la baja demanda se puede explicar por factores como 
la reducida gama de certificaciones de productos disponibles y el 
escaso número de laboratorios de ensayo (43 según comparacio-
nes internacionales) y de calibración acreditados (8 de los cuales 
solo uno se encuentra fuera de Lima-Callao), entre otros. Por otra 
parte, si bien el SNA fue reformado en 2009 y en los últimos años 
su actividad ha ido en aumento, su dependencia del INDECOPI 
(que limita su autonomía e independencia para acreditar OEC), 
así como la falta de presencia del sector privado en sus órganos 
de dirección, dificulta su reconocimiento internacional.
•	 Metrología. La actividad más desarrollada y estructurada que 
realiza el Servicio Nacional de Metrología (SNM) es posiblemente 
la metrología industrial, como lo demuestra el gran desarrollo del 
servicio de calibraciones (8000 calibraciones en 2009 comparadas 
con las 4000 de 1999). Sin embargo, la metrología científica (cuya 
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actividad principal es el establecimiento, desarrollo y conservación 
de los patrones de las unidades de medida del Sistema Internacional) 
adolece de una severa limitación de recursos financieros y humanos, 
mientras que la metrología legal (que representa el “ordenamiento 
jurídico metrológico” referido a las unidades de medida y los 
métodos de comparación a emplear en los reglamentos técnicos) 
presenta un marco normativo fragmentado y desarticulado que 
dificulta su implementación desde el SNM.
•	 Desarticulación	de	los	distintos	pilares	del	SNC	y	debilidades	institucio-
nales. No existe ninguna instancia formal transversal que establezca 
estrategias, asigne recursos, coordine e informe a los diferentes 
agentes responsables de los pilares del SNC, situación que lleva a 
la superposición de funciones y a la ineficiencia en la utilización de 
recursos. Estos pilares adolecen de una marcada falta de visibilidad 
institucional tanto al interior del propio INDECOPI (que tiene a su 
cargo muchas otras funciones importantes no relacionadas con 
los temas de calidad), como en relación al aparato productivo, los 
consumidores y la sociedad peruana en general. Asimismo, en la 
actualidad existen debilidades institucionales en los tres organis-
mos clave del SNC, todos bajo el INDECOPI: la CNFBNA, el SNA y el 
SNM, principalmente escasez de recursos humanos capacitados, de 
medios técnicos y financieros en comparación con sus organismos 
pares a nivel internacional (AENOR 2011). Finalmente, el esquema 
actual de autofinanciación contribuye a que se desatiendan compe-
tencias necesarias con características de bienes públicos esenciales 
en pro de otras actividades que generan ingresos económicos a 
INDECOPI (como las calibraciones) y que podrían ser provistas por 
el sector privado.
3. las prioridades del gobierno del Perú en el área 
 de desarrollo productivo, competitividad e innovación
El gobierno peruano considera necesario y urgente contar con instrumen-
tos e institucionalidad para apoyar el desarrollo productivo y la mejora 
del SNC, enfocados en la reducción de las brechas de productividad 
intrasectoriales e interterritoriales, el aprovechamiento de las nuevas 
oportunidades de mercado abiertas por los tratados de libre comercio, 
la mejora de la calidad y la generación de ventajas competitivas dinámicas. 
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Concretamente, reconoce que es prioritario elevar la productividad de 
la economía, lo que incluye impulsar la oferta productiva diversificada y 
con mayor valor agregado (innovación, calidad, desarrollo productivo y 
transferencia tecnológica), así como propiciar una mayor formalización 
y fortalecer el Consejo Nacional de Competitividad.15
 Con este objetivo, y favoreciendo en la medida de lo posible la 
complementariedad con iniciativas existentes en el país y la optimi-
zación en el uso de los recursos que actualmente se destinan a tales 
iniciativas (en general bastante escasos, fuera del sector agrícola), el 
gobierno busca:
•	 Establecer	un	arreglo	institucional	adecuado	de	apoyo	al	desarrollo	
productivo que permita implantar y operar, en una primera fase, un 
primer grupo de tres instrumentos priorizados (clusters, desarrollo de 
proveedores y cadenas productivas y una plataforma de asistencia 
técnica a empresas). Se espera que dicho arreglo institucional espe-
cializado sea en lo posible único y transversal para minimizar las inefi-
ciencias y duplicidades y atender los requerimientos de los sectores. 
El esquema de gobernanza deberá incluir una clara definición de los 
niveles estratégicos, políticos y de implementación de instrumentos 
para PDP, así como el establecimiento de una plataforma de moni-
toreo y evaluación. También deberá asegurarse el apalancamiento 
de recursos públicos y privados desde el nivel subnacional, contri-
buyendo a mejorar la orientación y focalización de recursos del nivel 
regional y municipal en el ámbito del desarrollo productivo, y una 
adecuada articulación con el sector productivo tanto a nivel nacional 
como regional y local, de manera que se garantice un enfoque basado 
en la demanda y las necesidades reales explícitamente identificadas 
de las empresas.
•	 Impulsar	 una	 reforma	 integral	 del	 Sistema	 Nacional	 de	 Calidad,	
para que las empresas peruanas puedan contar con los servicios e 
infraestructura que necesitan para aplicar estándares de calidad y 
mejorar su productividad, acceder a nuevos mercados y garantizar 
la seguridad de los consumidores. Para ello, a fines de septiembre 
de 2011 se llevó a cabo una reunión multisectorial de viceministros, 
15 Fuentes: presentación del nuevo Gabinete al Congreso y presentaciones del MEF a 
la CONFIEP y la Comisión de Economía del Congreso (agosto de 2011). 
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en el ámbito del CNC, en la cual se tomó la decisión de priorizar e 
impulsar dicha reforma y definir un cronograma y los pasos para su 
implementación.
4. Principales áreas de acción para el banco y 
recomendaciones de política
Definición de las áreas de acción
	 Profundización	de	las	reformas	para	la	mejora	del	clima	de	negocios. 
Con el objetivo de continuar con el proceso de reducción de los costos 
transaccionales para las empresas, hacia adelante se deberá continuar 
apoyando la simplificación y automatización de procesos en las siguientes 
áreas: (i) apertura de un negocio; (ii) permisos de edificación; (iii) regis-
tro de propiedad; (iv) acceso a crédito; (v) protección de inversionistas; 
(vi) pago de impuestos; (vii) facilitación de comercio; (viii) cumplimiento de 
contratos; y (ix) cierre de empresas. En esta próxima fase, el acento deberá 
ponerse en la implementación de las reformas normativas ya impulsadas 
y la expansión de las reformas en el ámbito regional. Asimismo, se debe-
rán potenciar las dos herramientas que están sirviendo para impulsar la 
agenda de reformas: por un lado, el rol promotor y coordinador de toda la 
agenda de reformas desde una instancia público-privada nacional como el 
CNC, y por otro, el desarrollo del mecanismo de incentivos positivos para 
la implementación de reformas en el nivel local desde programas como 
el PMM. La evaluación del PMM, prevista para 2012, servirá para recopilar 
lecciones aprendidas e introducir mejoras al instrumento.
	 Fortalecimiento	del	capital	humano. Con el objetivo de generar una 
masa crítica de recursos humanos preparados para atender los retos de 
una economía del conocimiento, las recomendaciones de política inclu-
yen: (i) apoyo a la formación de recursos humanos altamente especializa-
dos en sectores estratégicos a niveles avanzados (doctorados); (ii) incenti-
vos a la contratación de científicos jóvenes, a la vinculación con el sector 
académico, el sector privado y redes internacionales de investigación; 
(iii) apoyo a programas de posgrado en sectores estratégicos; (iv) inver-
siones en equipamiento de acuerdo con las mejores prácticas internacio-
nales, diseñando esquemas de ejecución flexibles que maximicen el uso 
del equipo y se basen en planes de negocio sostenibles; (v) apoyo a la 
popularización de la ciencia, favoreciendo actividades de comunicación 
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que faciliten la rendición de cuentas así como la diseminación de los 
logros del sector CTI a la sociedad en su conjunto.
	 Continuación	 y	 profundización	de	 instrumentos	 existentes	 de	 apoyo	
a	 la	 investigación	científica	y	 tecnológica. La experiencia del FINCyT ha 
mostrado que el sector académico y de investigación responde favora-
blemente a la oferta de financiamiento a través de instrumentos concur-
sables.16 La evaluación intermedia de esa experiencia (Rivas 2010a), sin 
embargo, sugiere fuertemente que los recursos hasta ahora dedicados a 
esta área son insuficientes, lo que ha llevado a que un grupo apreciable de 
proyectos de investigación de alto potencial queden sin financiamiento. 
También plantea que los instrumentos no deben enfocarse exclusiva-
mente en la investigación aplicada, sino también en proyectos de investi-
gación básica. Asimismo, se señala que las universidades han respondido 
favorablemente a incentivos para que se vinculen a empresas y sectores 
productivos en la selección y ejecución de proyectos de investigación, 
razón por la cual los instrumentos de política dirigidos a este fin también 
deben tener continuidad.
	 Desarrollo	de	un	conjunto	integral	de	instrumentos	de	apoyo	a	la	inno-
vación	y	desarrollo	productivo. Dada la baja inversión del sector privado en 
CTI y su alta concentración en empresas grandes, es necesario desarrollar 
un conjunto de instrumentos que incentiven la innovación y una mayor 
sofisticación empresarial en firmas de menor tamaño y en sectores con 
posibilidades de incorporar alto valor agregado. El FINCyT, financiado 
por el préstamo del Banco 1663/OC-PE, ha sido un primer paso decisivo 
para la creación de un mínimo de capacidad de gestión de instrumentos 
de política de innovación empresarial, así como de fomento a la investi-
gación científica y tecnológica. El paso natural siguiente en el desarrollo 
de las políticas del sector CTI en el Perú es diseñar una combinación de 
instrumentos que comprenda: (i) instrumentos horizontales con criterios 
y condiciones que varíen de acuerdo con el tamaño de la empresa y el 
ciclo de vida y el tipo de innovación, como por ejemplo instrumentos 
16 Los instrumentos de política de innovación basados en la demanda a través de 
mecanismos concursables, conocidos como fondos de innovación o fondos de 
investigación, constituyen una buena práctica consolidada internacionalmente, 
y están respaldados por una amplia y rigurosa evaluación de sus impactos. En 
http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getDocument.aspx?DOCNUM=36460806 puede 
encontrarse referencias a una larga serie de estudios sobre el tema en América 
Latina, cuyo balance es ampliamente favorable para la efectividad y costo-
eficiencia de los instrumentos en cuestión.
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de cofinanciamiento de montos bajos y con bajos costos de transacción 
para empresas de menor tamaño, e instrumentos de apoyo a la gestión 
de la innovación al interior del negocio e innovaciones radicales para las 
empresas de mayor tamaño; (ii) instrumentos verticales que apoyen a 
determinados sectores considerados estratégicos y con posibilidades de 
competir a escala global, como por ejemplo incentivos a la vinculación 
del sector privado con el sector científico, a la incorporación de personal 
altamente calificado en las firmas y a la transferencia tecnológica a través 
de las actividades de los CITE.
 De manera complementaria al fomento de la inversión en innovación, 
es necesario elaborar instrumentos de desarrollo productivo centrados 
en la reducción de brechas de productividad intrasectoriales e interterri-
toriales, el aprovechamiento de oportunidades en mercados abiertas por 
los tratados de libre comercio y la generación de ventajas competitivas 
dinámicas. Estos instrumentos actuarán como incentivos positivos de 
mercado para impulsar la formalización de las MyPE. Con este objetivo, 
y favoreciendo en la medida de lo posible la complementariedad con 
iniciativas existentes en el país, se sugiere impulsar, en una primera fase, 
los siguientes instrumentos específicos:
•	 Instrumentos	horizontales	de	desarrollo	productivo,	como	la	imple-
mentación de una plataforma de asistencia técnica y extensión tec-
nológica para el apoyo a la calidad y la productividad de empresas 
(principalmente MiPyME) mediante cofinanciamiento no reembol-
sable. Dicha plataforma podrá estar orientada a solucionar determi-
nados cuellos de botella, incluyendo acciones de apoyo a procesos 
de buenas prácticas de calidad y logística; comprobación del cum-
plimiento de normas técnicas y certificación de calidad; transferencia 
de tecnología; trazabilidad; producción limpia (ecoeficiencia); diseño 
y desarrollo de productos, entre otros.
•	 Instrumentos	verticales	de	apoyo:	(i)	a	aglomeraciones	productivas	
locales (clusters); y (ii) al desarrollo de cadenas de proveedores que 
busquen una mayor integración de las MiPyME a cadenas producti-
vas de mayor dimensión y competitividad. Los programas de apoyo 
a clusters son un instrumento de política de desarrollo productivo 
con foco territorial orientado a facilitar la construcción de ventajas 
competitivas a partir de la articulación y/o cooperación entre los 
distintos actores (empresas e instituciones de apoyo) de una deter-
minada cadena de valor con mayor potencial competitivo en un 
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territorio. Los programas de desarrollo de proveedores constituyen 
un instrumento de política de desarrollo productivo dirigido a facili-
tar la articulación vertical de las empresas proveedoras, en especial 
MiPyME, con empresas compradoras de mayor tamaño que puedan 
demandar sus productos o servicios.
 En el caso de todos estos instrumentos, se deberá buscar la sosteni-
bilidad del esfuerzo incorporando desde su diseño mecanismos robustos 
de monitoreo y evaluación que sustenten capacidades permanentes de 
retroalimentación al interior de las instituciones responsables, e incluir 
como objetivo explícito el apalancamiento de recursos públicos y priva-
dos desde el nivel subnacional, contribuyendo a mejorar la orientación 
y focalización de recursos del nivel regional y municipal en el ámbito del 
desarrollo productivo y la innovación.
Fortalecimiento	institucional	en	apoyo	al	desarrollo	productivo	
y	la	innovación
•	 La	institucionalidad	de	apoyo	a	la	CTI. En años recientes, instituciones 
como el FINCyT han fortalecido sus capacidades de ejecución y 
cuentan con legitimidad en todo el sistema nacional de innovación. 
Asimismo, el país dispone de una serie de instituciones públicas 
de investigación que, aunque disímiles en muchos aspectos, son 
una base importante para el sector CTI.17 Un conjunto de análisis 
hechos a la luz de la experiencia internacional aportan elementos 
fundamentales para definir el cuadro institucional del sector CTI en 
el Perú, a saber:18 (i) la necesidad de reducir la falta de consonancia 
entre las capacidades efectivas y la autoridad formal que la normativa 
existente asigna a varias instituciones; (ii) la urgencia de acercar 
el proceso de decisiones y la estrategia en CTI a la estrategia de 
crecimiento del país; (iii) la necesidad de definir adecuadamente 
17 Para una evaluación del conjunto de los institutos públicos de investigación 
considerando la experiencia internacional, véase Advansis 2011.
18 Consúltese al respecto: OCDE 2011; Kuramoto y Díaz 2010; Advansis 2011; y Bazán y 
Romero 2011. Algunas cifras específicas han sido extraídas de BID 2010. Una fuente 
adicional consultada ha sido UNCTAD 2011. Se omiten referencias específicas por 
razones de espacio. 
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las misiones y responsabilidades de las diferentes instituciones 
del sector, junto con la coordinación entre estas y con los sectores 
privado y académico; (iv) la enorme importancia de conservar la 
capacidad institucional ya construida, sobre todo en el FINCyT, para 
operar instrumentos de política de CTI.
 Para permitir el indispensable avance institucional en el sector, se 
requiere intensificar el diálogo de políticas entre los diversos sec-
tores interesados del país, un diálogo ya adelantado con el apoyo 
del Banco desde el año 2010. Una vez definido el funcionamiento 
de la institucionalidad pública, será necesario intensificar las activi-
dades de capacitación especializada y de evaluación de programas 
y políticas.
•	 La	institucionalidad	de	apoyo	al	desarrollo	productivo. Es indispensa-
ble definir un nuevo arreglo institucional único y transversal con el 
propósito de reducir al mínimo las ineficiencias y duplicidades. El 
esquema de gobernanza deberá incluir una clara definición de la 
estrategia y la PDP, así como la implementación de una plataforma 
para su monitoreo y evaluación. También deberá asegurarse una ade-
cuada articulación con el sector privado a nivel nacional, regional 
y local, para así asegurar un enfoque basado en la demanda y las 
necesidades reales explícitamente identificadas de las empresas. El 
fortalecimiento de la institucionalidad facilitará una canalización y 
ejecución más eficiente de las demandas y requerimientos de apoyo 
productivo que surjan de los diversos sectores al interior del propio 
gobierno nacional y hacia las regiones.
 Asimismo, en este proceso deberá garantizarse que la institucionalidad 
e instrumentos de PDP que se generen cuenten con: (i) reglas 
operativas claras y procesos de contrataciones ágiles, eficientes y 
transparentes; (ii) financiamiento adecuado, predecible y adaptable 
a las necesidades del sector productivo nacional; (iii) capacidad 
para rendir cuentas y realizar evaluaciones que permitan incorporar 
lecciones de la experiencia para mejorar el diseño del instrumental 
de desarrollo productivo; y (vi) una planta de personal de primer 
nivel profesional, estable y con independencia técnica. Si bien la 
construcción de las capacidades institucionales y del instrumento 
de fomento es gradual, dicho proceso deberá ser sostenido en el 
tiempo a partir de un aprendizaje basado en la experiencia que se 
vaya obteniendo con el primer conjunto prioritario de instrumentos 
de apoyo al desarrollo productivo.
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•	 Institucionalidad	del	Sistema	Nacional	de	Calidad. Con el objetivo 
de que las empresas peruanas puedan contar con los servicios e 
infraestructura necesarios para aplicar estándares de calidad y, de 
esta forma, mejoren su productividad, accedan a nuevos mercados 
y garanticen la seguridad de los consumidores locales, se requieren 
las siguientes reformas de política: (i) revisión del marco institu-
cional de los organismos claves del SNC (Normalización, Acredita-
ción y Metrología), incluyendo el modelo de financiamiento actual 
y la gobernanza, así como el refuerzo de sus recursos humanos; 
 (ii) desarrollo de una política integral en materia de calidad en el 
país que comprenda la creación de una instancia público-privada 
que logre mejorar la coordinación y facilitar el comportamiento 
sistémico de los actores del SNC; (iii) promoción de la demanda 
local por productos de calidad desde las empresas, los consumido-
res y el Estado a través de las compras públicas con capacitación e 
incentivos para la implementación de estándares; y (iv) fortaleci-
miento de la oferta de servicios de calidad y la infraestructura de 
laboratorios para ensayos y calibraciones mediante incentivos a la 
acreditación.
Estado de la discusión y políticas propuestas
La evidencia de países que han experimentado un alto desempeño com-
petitivo, crecimiento con base en aumentos sostenidos de productividad 
y cambio estructural, muestra que estos han invertido fuertemente en 
políticas de desarrollo productivo y de ciencia, tecnología e innovación, 
así como en las capacidades institucionales para su implementación 
(CEPAL 2008: cap. VI). Desde un punto de vista conceptual, se pueden 
distinguir distintas vertientes en los argumentos que sustentan un rol 
más activo del Estado a favor del desarrollo productivo y la innovación 
(Rivas 2010b):
•	 La	intervención	pública	puede	contribuir	a	la	reducción	de	las	imper-
fecciones en el funcionamiento de los mercados de factores clave 
para el desempeño de las firmas (trabajo, capital, crédito, tecnología, 
gestión, etc.) que surgen como consecuencia de: (i) externalidades, 
 (ii) costos de transacción, (iii) bienes públicos, y (iv) información 
imperfecta (asimetrías de información, riesgo moral). Un ejemplo 
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de este tipo de intervenciones son las reformas para mejorar el 
clima de negocios que buscan reducir los costos de transacción 
para la operación de las empresas en el mercado. Otro ejemplo es 
el desarrollo de estándares de calidad, que reducen la información 
imperfecta, permiten la interoperabilidad entre productos y procesos, 
garantizan un nivel mínimo de calidad y seguridad y facilitan mejoras 
en la eficiencia productiva y transferencia tecnológica. El Estado 
participa a través de la promoción y difusión de estos estándares, 
así como la provisión de una infraestructura básica de apoyo a la 
calidad cuando no hay oferta privada.
•	 Rompiendo	con	los	modelos	tradicionales,	la	nueva	teoría	del	cre-
cimiento muestra que el ritmo de crecimiento de los países está 
influido por factores endógenos como la calidad de la educación y 
el nivel de innovación. En efecto, los nuevos modelos indican que 
cuanto más impulsen los países políticas que contribuyan a elevar 
sus capacidades de generar y usar conocimiento en los procesos 
productivos, la expectativa es que crezcan de manera más acelerada, 
independientemente del nivel en que se encuentran en la actuali-
dad.19 La generación de conocimiento por medio de la investigación 
científica y aplicada tiene características de bien público, por lo que 
su desarrollo requiere ser apoyado por el Estado. Por otra parte, la 
actividad de investigación y desarrollo desplegada por las empresas 
conlleva externalidades positivas, pues las innovaciones y conoci-
mientos adquiridos tienden a “derramarse” en el entorno. Pero en un 
contexto sin intervención compensadora, el impacto de la actividad 
innovadora empresarial es menor desde el punto de vista del bien-
estar social.
•	 La	experiencia	internacional	demuestra	que	para	superar	las	fallas	
de coordinación y de mercado así como los problemas del entorno 
que limitan el desarrollo potencial de nuevos sectores, aglome-
raciones y cadenas productivas, se requiere del apoyo público a 
través de políticas de desarrollo productivo que fomenten una 
mayor cooperación entre las empresas, especialmente las de 
menor tamaño, fortalezcan los mecanismos de gobernanza local 
y desarrollen las interacciones al interior de las cadenas de valor 
19 Estudios recientes muestran que el ritmo de innovación se encuentra directamente 
relacionado con el ritmo de crecimiento (OCDE 2011).
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(Hausmann y Rodrick 2002) . Desde un enfoque de clusters o redes 
empresariales, el apoyo público tiene el propósito de disminuir los 
costos de coordinación y de transacción —que limitan la genera-
ción de externalidades derivadas de acciones colectivas— a través 
del cofinanciamiento de bienes públicos, bienes club, asistencia 
técnica a empresas e iniciativas que busquen superar los obs-
táculos identificados en materia de tecnología industrial básica 
e innovación, acceso a mercados internos y externos, logística, 
infraestructura básica y productiva, entre otros.
 En los tres casos, la experiencia internacional demuestra que el diseño 
y aplicación de políticas y la construcción de institucionalidad deben pasar 
por el diálogo y la articulación entre el sector público, el privado y las 
universidades, con inclusión de los temas de carácter nacional y sub-
nacionales, para lograr consensos y establecer prioridades en las inter-
venciones que contribuyan a superar los problemas de productividad y 
competitividad en el tiempo.




La complejidad y amplitud de varias reformas regulatorias e instituciona-
les de apoyo a la competitividad iniciadas en el Perú en los últimos años 
han demostrado que es necesario contar con un horizonte de tiempo 
considerable para consolidar y profundizar los procesos y maximizar su 
impacto económico. 
 Así, en 2010 se aprobó la primera	operación	de	préstamo	(PE-L1076) 
de una serie programática de tres operaciones consecutivas de reformas 
de política de un solo tramo cada una. Para acompañar el diseño e imple-
mentación de las reformas incluidas en la serie, el MEF solicitó el apoyo 
del Banco a través de una Facilidad Sectorial para el Desarrollo Institucio-
nal (2303/OC-PE), Apoyo al Programa para la Mejora de la Productividad 
y la Competitividad, por un monto de US$5 millones, actualmente en 
ejecución. Las operaciones PE-L1098 y PE-L1099 están en trámite con el 
país para los años 2012 y 2014, respectivamente, por montos de US$25 
millones cada una.
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 El objetivo de la serie programática es contribuir a elevar la produc-
tividad y competitividad empresarial mediante la mejora del entorno de 
negocios, el fortalecimiento de la institucionalidad, las políticas e ins-
trumentos para la competitividad y el apoyo al desarrollo productivo, la 
calidad y la innovación. Los temas presentados en esta nota son parte 
de la serie programática, que incluye dos pilares de reformas: uno para 
apoyar la mejora del entorno para hacer negocios, y otro para fortalecer 
los instrumentos e instituciones de apoyo a la mejora de la productividad 
y la competitividad.
 Las	operaciones	sectoriales	PE-L1098	y	PE-L1099 estarán enfocadas en 
acompañar las reformas de carácter normativo e institucional de ambos 
pilares, incluyendo los temas de clima de negocios, ciencia, tecnología e 
innovación, desarrollo productivo y calidad. A continuación se describen 
estas áreas y las operaciones complementarias que se podrían desarrollar 
en cada una de ellas.
 Desde 2010, el Banco ha venido apoyando al gobierno en el desa-
rrollo de una serie de reformas encaminadas a reducir los costos de tran-
sacción que enfrentan las empresas para iniciar y operar sus negocios. 
A través de la serie programática y la Facilidad	Sectorial	23003/OC-PE, 
se ha apoyado al MEF en el diseño y aplicación de reformas clave en la 
mayor parte de las nueve áreas cubiertas en el Índice DB, incluyendo el 
desarrollo e implementación del componente de mejora de clima de 
negocios del PMM. Hacia adelante, y a través de los mismos instrumentos 
del Banco: (i) se continuará apoyando la simplificación y automatización 
de procesos en las áreas priorizadas, con énfasis en la fase de implemen-
tación de las reformas normativas avanzadas en los últimos años; (ii) se 
dará gran impulso a las reformas en el ámbito regional y al desarrollo de 
instrumentos como el PMM; y (iii) se fortalecerá el rol coordinador del 
CNC como promotor y articulador de todas las reformas para la mejora 
del clima de negocios.
 Con el objetivo de apoyar al gobierno del Perú en el desarrollo de 
políticas e instrumentos que contribuyan a mejorar la productividad y 
competitividad de las empresas, se propone diseñar dos operaciones en 
el corto plazo:
•	 Una	nueva	operación	de	inversión	“Programa	de	Apoyo	al	Desarrollo	
Productivo” que comprenda: (i) la definición explicita de los roles y 
visión estratégica y de política pública en los niveles institucionales 
correspondientes; (ii) la construcción de capacidades institucionales 
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gradual pero sostenida en el tiempo a partir del aprendizaje basado 
en la experiencia; (iii) la implementación, en una primera fase, de los 
instrumentos específicos de PDP que pueden constituirse en vehícu-
los eficaces para la reducción de brechas de productividad intrasec-
toriales e interterritoriales y el aprovechamiento de oportunidades 
en mercados abiertas por los tratados de libre comercio, incluyendo: 
(a) el apoyo a aglomeraciones productivas locales (clusters); (b) el 
apoyo al desarrollo de cadenas de proveedores y productivas; y (c) la 
implementación de una plataforma de asistencia técnica para PyME; 
y (iv) el establecimiento de una plataforma de captura y validación de 
información para el monitoreo y evaluación de impactos para cada 
instrumento que retroalimente y respalde las decisiones de las PDP. 
Actualmente, a través de la Facilidad Sectorial 2303/OC-PE de apoyo a 
la serie programática, se está financiando —a pedido del MEF, el CNC 
y el Ministerio de la Producción— el diseño de los tres instrumentos 
antes mencionados, así como la propuesta de arreglo institucional 
que presentará distintas alternativas a consideración del gobierno.
•	 Una	nueva	operación	de	inversión	“Mejora	Integral	del	Sistema	Nacional	
de	Calidad” que apoye el desarrollo de una política integral en materia 
de calidad e incluya como pilares: (i) incentivos para la implemen-
tación de estándares que promuevan la demanda por calidad de 
parte de las empresas, los consumidores y el Estado (mediante las 
compras públicas); (ii) incentivos para facilitar las inversiones privadas 
en la mejora de la infraestructura de la calidad, complementadas 
subsidiariamente por inversiones públicas; y (iii) la reforma de la ins-
titucionalidad del SNC (mejora de la coordinación entre los actores 
del sistema, del modelo institucional y de financiamiento, y de los 
recursos humanos). La Facilidad Sectorial 2303/OC-PE proporciona 
recursos para financiar algunas de las actividades de asistencia téc-
nica que requerirá la fase de diseño y preparación de la operación, así 
como recursos para el lanzamiento de algunas actividades iniciales.
 Llevar adelante reformas microeconómicas cuyos efectos no van a 
darse en forma inmediata, requiere mantener la visión de largo plazo. Por 
lo tanto, el principal riesgo de estas operaciones proviene de un contexto 
de posibles fluctuaciones en los ingresos fiscales debido a nuevas crisis 
internacionales o la caída en los términos de intercambio, lo que llevaría 
al gobierno a centrar su atención en los aspectos macroeconómicos 
y a posponer reformas importantes. Adicionalmente, es posible que 
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algunas de las reformas planteadas requieran pasar por el Congreso, 
lo que demanda consenso y calidad en el diseño. Precisamente para 
mitigar estos riesgos, se torna aún más importante el acompañamiento 
del Banco mediante operaciones programáticas y de inversión como las 
aquí planteadas.
Apoyo	a	la	ciencia,	tecnología	e	innovación
A inicios de la década de 2000, junto con la elaboración del Plan Nacional 
de Emergencia de Apoyo a la CTI (2002) y la aprobación de la Ley Marco 
de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica (2004), se comienza a 
destinar mayores recursos a la CTI. El préstamo de inversión Programa 
de Ciencia y Tecnología (1663/OC-PE) fue finalmente aprobado en 2005 
por US$36 millones, convirtiéndose en la primera operación de préstamo 
de apoyo integral al desarrollo de la CTI en el Perú. Dicha operación fue 
concebida como un programa piloto que buscaba crear una agencia espe-
cializada (FINCyT) que, con una gestión ágil y transparente y un intenso 
proceso de aprendizaje, lograra demostrar el impacto de los instrumen-
tos de fomento a la innovación tecnológica y la investigación desde la 
demanda, así como de instrumentos para el fortalecimiento de las capaci-
dades de investigación y la formación de recursos humanos para la CTI.20 
El nivel de desembolsos actual de la operación es de 81,7%.
 La	 operación	 de	 inversión	 PE-L1068	 “Programa	 de	 Innovación	
para	 la	 competitividad” se encuentra preparando la segunda fase del 
Programa y su aprobación está prevista para enero de 2012. El monto 
de la operación asciende a US$100 millones (US$35 millones aportados 
por el BID y US$65 millones por el gobierno). Su objetivo es contribuir 
a incrementar la efectividad de la inversión en actividades científicas, 
tecnológicas y de innovación del país para mejorar la competitividad 
del sector productivo y el bienestar de la población. Concretamente, 
contribuirá al robustecimiento del Sistema Nacional de Innovación 
a través del fortalecimiento del FINCyT y del marco institucional y de 
20 Las evaluaciones intermedias del Programa de Ciencia y Tecnología corroboran 
fuertemente que el impacto buscado se ha producido, junto con un proceso 
de crecimiento de la capacidad institucional pública para desarrollar y manejar 
instrumentos de política de CTI, acompañado del correspondiente aprendizaje del 
lado del sector privado y el sector académico para operar en el marco de políticas 
públicas de última generación en CTI (Abeledo 2010; Rivas 2010a).
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políticas de apoyo a la innovación, el aumento de la inversión privada 
en innovación, la mejora de las capacidades científicas de los centros de 
investigación y la formación del capital humano para la innovación. El 
proyecto ha sido aprobado por el Sistema Nacional de Inversión Pública 
(SNIP), que proporciona detalles de diagnóstico sectorial más allá de lo 
que la extensión de esta nota lo permite, especificando las intervenciones 
prioritarias para atacar los déficits detectados en las diversas áreas del 
sistema nacional de innovación.21 Dos cooperaciones técnicas acompañan 
la preparación de esta operación (PE-T1140 y PE-T1052), ambas en 
ejecución. El riesgo principal de la nueva operación radica en la definición 
del marco institucional para la CTI, el cual se encuentra en proceso de 
revisión por el gobierno y podría atrasar el diseño de la operación y, en 
última instancia, redefinir el esquema de ejecución inicialmente previsto.
Socios estratégicos
Con respecto a los temas de desarrollo productivo, es importante 
tomar en cuenta los principales proyectos de donantes bilaterales 
actualmente en ejecución a nivel regional, como el Programa PRA y 
PRODES de USAID. Asimismo, en lo que se refiere al clima de negocios, 
se deberá continuar la coordinación con el Programa Facilitando el 
Comercio de USAID, los programas de competitividad de la CAF y las 
iniciativas de apoyo de la Corporación Financiera Internacional del 
Banco Mundial. Finalmente, a solicitud del MEF, la OCDE preparó, con 
apoyo y acompañamiento del Banco, un diagnóstico del sector de la 
política de innovación del Perú.
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Anexo 1. Análisis de productividad1
Número de trabajadores y valor agregado 






VA L VA/L (1)* VA L
VA/L
(2)* (1)-(2)
Comercio 1040  167 819  6197  13 300  456 794  29 116 -22919
Construcción  2  175  11 429  4080  75 646  53 935 -42507
Pesca  128  5774  22 168  689  9480  72 679 -50511
Manufactura  193  17 520  11 016  34 700  434 333  79 893 -68877
Transportes  28  2004  13 972  2530  27 434  92 221 -78249
Servicios  524  52 779  9928  25 600  589 485  43 428 -33500
Minería  1  23  43 478  24 500  50 845  481 857 -438378
Total** 1929 247 700 7788 120 834 1 775 350 68 062 -60274
* Expresado como soles por trabajador; ** Incluye hidrocarburos, servicios eléctricos, institutos de 
gestión no estatal y universidades.
Fuente: CENEC 2008.
1 Tablas seleccionadas de Morón 2011.
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Productividad de acuerdo a tamaño de establecimiento por sectores
Brechas regionales
Distribución sectorial del valor agregado por regiones













Comercio 15,4% 12,7% 4,8% 5,4% 10,1% 14,5% 15,0%
Construcción 5,3% 2,8% 0,4% 0,8% 1,6% 2,9% 0,4%
Hidrocarburos, empresas 
petroleras 2,9% 4,5% 0,1% 14,8% 51,3%
Hidrocarburos, refinerías 2,0% 1,5% 0,0% 0,0% 0,0% 2,0% 45,9%
Hidrocarb. prod. y comer. 
de aceites y lubricantes 0,0% 0,0% 0,0% 0,0% 0,0% 0,0%
Pesca extractiva y 
transformativa 0,8% 1,3% 0,3% 0,7% 0,0% 0,0% 0,0%
Manufactura 28,8% 23,0% 57,0% 10,3% 3,6% 8,4% 17,2%
Servicios eléctricos 3,0% 2,4% 2,4% 4,9% 9,6% 1,6% 9,4%
Transportes 3,2% 2,4% 0,7% 0,2% 0,5% 1,7% 1,7%
Servicios 31,8% 18,6% 7,2% 8,6% 11,0% 11,1% 9,7%
Minería 2,5% 26,8% 25,6% 67,9% 46,3% 5,6% 0,0%
Elaboración propia.
Manufactura
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PBI per cápita del Perú por regiones, 2009




















































































































































































































































Nota: Montos en nuevos soles de 1994.
Fuente: INEI
Fuente: INEI
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Anexo 2. Clima de negocios
Reformas implementadas en el período 2010-11 como parte 







1. Simplificación de 
trámites (Ley 29566) 
para la constitución de 
MyPE. Reducción de 
pago mínimo del 25% 
del capital social.
2. Precisión de función 
registral (Ley 29566). 
No constituye función 
registral la fiscalización 
de insertos de la 
escritura pública.
3. Presentación de títulos 
por vía telemática 
(Ley 29566). Envío de 
parte notarial firmado 
digitalmente.
4. Mejoras en servicio 





trámite de legalización 
















1. Obligación de poner a 





2. Eliminación de tres 
requisitos para solicitar 
licencias de edificación 
(copia literal del dominio, 
certificado de parámetros 
urbanísticos, boleta 
de habilitación del 
proyecto del Colegio de 
Ingenieros).
3. Rediseño del proceso de 
conexión de servicios de 
agua y alcantarillado.
4. Acceso gratuito, a 
través del portal web 
de la Superintendencia 
Nacional de los Registros 
Públicos (SUNARP), a los 
funcionarios municipales 
y a información 
relacionada a copia literal 
de dominio.
Proyecto de Ley 
4769/2010-PE, Ley que 
promueve las emisiones 
de valores mobiliarios y 




de administradores: Los 
gerentes y directores 
son responsables de los 




Los accionistas que 
representen el 10% del 
capital social podrán 
demandar por los 
perjuicios causados 
a la sociedad y los 
demandantes podrán 
solicitar al Directorio 
todos los documentos 
referidos a la demanda.
Artículo 6º. Modificación 
del artículo 51º de la 
Ley de Mercado de 
Valores: Obligaciones 
del emisor referidas a la 
participación del Órgano 
Externo de Control.
u
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Comercio transfronterizo Pago de impuestos Cierre de empresas
Importación
1. Implementación del 
Nuevo Despacho 
Anticipado (NDA).
2. El objetivo de estas 
medidas es establecer 
procesos y actividades 
a realizarse para el 
registro y trámites 
de los manifiestos 
de carga. Se viene 
trabajando para 
incrementar su mayor 
uso.
3. Envío de Entrega 
Rápida
4. El 1 de febrero de 2011 
se inició el proceso 
general “ENVÍOS DE 
ENTREGA RÁPIDA” 
(INTA-PG.28 versión 1), 
que permite el ingreso 
de bienes mediante 
una declaración 
simplificada para 
productos menores a 
US$200. Asimismo, el 
Poder Ejecutivo remitió 
al Congreso el Proyecto 
de Ley 4616/2010-PE, 
que busca exonerar 
del pago de IGV a 
las importaciones 
provenientes de los 
Estados Unidos de 
Norteamérica menores 
de US$ 200.
1. Implementación de libros 
y registros electrónicos.
•	 Se	promulgan	Ley	29566	
y R.S. 286-2009/SUNAT, 
196-2010/SUNAT y 329-
2010/SUNAT: Facilita 
su uso y conservación; 
SUNAT define aspectos 
normativos y prácticos.
•	 Se	implementó	el	




las facturas y los recibos 
de honorarios emitidos 
a través del sistema de 
emisión electrónica para 
efectos de la sustentación 
del gasto devengado.
2. Nueva plataforma de 
declaración y pago 




Número de Pago SUNAT 
– NPS, que reduce el 
número de formularios 
físicos y facilita el pago 
de impuestos.
3. Optimización del 
registro y de la planilla 
electrónica (R.S. 010-
2011/SUNAT). Se facilita 
el Registro de Prestadores 
y Derechohabientes 
de información laboral 
y de la seguridad 
social (T-REGISTRO), 
reduciendo el tiempo 
del cumplimiento de 
obligaciones tributarias, 
laborales y de seguridad 
social contributiva. 
Aprobación del D.S. 085-




Elimina la exigencia 
de presentación de 





exigencia de acreditar 
domicilio, bastando una 
declaración jurada.
Reconocimiento de 
créditos: exigencia de 
presentar constancia 
de que el acreedor se 
encuentra conforme con 
el monto señalado por el 
deudor como crédito a 
su favor.
Disolución y liquidación 
ante incumplimiento de 
Plan de Restructuración: 
exigencia de 
presentar copia de la 
comunicación cursada 
a la administración del 
deudor demandando 
el cumplimiento de la 
obligación.
u
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Comercio transfronterizo Pago de impuestos Cierre de empresas
exportación
1. Diseño del Operador 
Económico Autorizado 
(OEA). SUNAT ha 
diseñado el OEA 
peruano y se prevé 
iniciar el respectivo 
piloto en mayo de 
2011. Este instrumento 
permitirá disminuir 
tiempos en las 
operaciones de 
exportaciones. En 
una primera etapa se 
enfocará en la salida de 
productos.
Cumplimiento de contratos obtención de crédito Registro de propiedad
1. Modificación del 
Código Procesal 
Civil (Ley 29566), 
el cual establece la 
competencia de los 
procesos de acuerdo 
a la cuantía.






4. Programa de 
Mejoramiento de 
Servicios de Justicia. 
Implementación del 
expediente digital en 
las Salas y Juzgados 
Comerciales.
5. Implementación de 
Principio de Oralidad 
para agilizar procesos 
judiciales (laborales).
1. Aprobación de la Ley 
29623, Ley que promueve 
el financiamiento a través 
de la factura comercial.
2. Aprobación del D.S. 047-
2011-EF, Reglamento de 
la Ley que promueve el 
financiamiento a través 
de la factura comercial.
3. Proyecto de Ley de 
Garantías Mobiliarias.
Precisión de Función 
Registral (Ley 29566)
•	 No	constituye	
función registral la 
fiscalización de pago 
de tributos (alcabala).
Fuente: Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Competitividad, MEF (abril 2011)
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Anexo 3. Descripción del marco institucional 
para CTI y para competitividad
Dentro de la institucionalidad del sector se destacan los siguientes actores:
(i) Institutos Públicos de Investigación y Desarrollo (IPI). Alrededor de diez IPI 
autónomos aunque dependientes de ministerios sectoriales, diferentes en 
cuanto a misión, tamaño, estructura organizativa, resultados e impacto, y 
con un presupuesto conjunto aproximado de cerca de 180 millones de dóla-
res (OCDE 2011).
(ii) Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica (CONCYTEC). 
De acuerdo con la legislación vigente, es la institución rectora de la política 
de CTI del Perú a través del desarrollo del plan nacional de CTI.
(iii) Centros de Innovación Tecnológica (CITE). Dependen del Ministerio de la Pro-
ducción y han sido creados para apoyar a pequeñas y medianas empresas y 
asociaciones de productores (un total de 14 CITE, 3 públicos y 11 privados).
(iv) Fondos competitivos: (a) INCAGRO, orientado al desarrollo tecnológico del 
sector agrícola, recientemente clausurado, pero cuyas funciones han sido 
asumidas por el INIA; (b) FINCyT, enfocado en el fortalecimiento de las 
capacidades de investigación e innovación de empresas, universidades, 
centros de investigación y recursos humanos calificados, con un presu-
puesto total de US$36 millones; (c) FONDECYT del CONCYTEC, que finan-
cia programas de apoyo a la ciencia básica y aplicada, transferencia de 
tecnologías, y de desarrollo de recursos humanos altamente calificados, 
con un presupuesto anual de US$2 millones; y (d) FIDECOM, un fondo de 
S/.200 millones dependiente del Ministerio de la Producción, dirigido a 
apoyar proyectos de innovación tecnológica que inició operaciones en 
el 2010.
(v) Universidades: de las 84 universidades existentes en el país, solo 15 desarro-
llan actividades de investigación (Advansis 2011).
(vi) Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), que aloja al CNC y tiene un papel 
proactivo en las decisiones de política sobre innovación y programas para 
el desarrollo productivo.
(vii) Sistema Nacional de Calidad (SNC), que opera principalmente a través del 
INDECOPI. A su interior existen tres organismos claves:
•	 Comisión	 de	 Normalización	 y	 Fiscalización	 de	 Barreras	 Comerciales	
no	 Arancelarias	 (CNFBNA).	 En	 su	 calidad	 de	 organismo	 nacional	 de	
normalización, es responsable del desarrollo de las actividades de 
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normalización en el ámbito nacional. Tiene bajo su supervisión el control 
posterior y la eliminación de barreras comerciales no arancelarias, 
conforme a los compromisos contraídos en el marco de la Organización 
Mundial de Comercio, los acuerdos de libre comercio y las normas 
supranacionales y nacionales correspondientes.
•	 Servicio	 Nacional	 de	 Acreditación	 (SNA).	 Es	 el	 organismo	 nacional	
de acreditación y como tal tiene a su cargo el reconocimiento de la 
competencia técnica de las entidades de evaluación de la conformidad en 
todos los sectores, de acuerdo con las directrices y guías internacionales, 
las normas de la Organización Mundial del Comercio, los acuerdos de libre 
comercio y las normas supranacionales y nacionales correspondientes.
•	 Servicio	Nacional	 de	Metrología	 (SNM).	Tiene	 a	 su	 cargo	 la	 custodia,	
conservación y mantenimiento de los patrones nacionales de las 
unidades de medida.
Innovación y transferencia de tecnología a la industria: 
el caso de los CITe
La red de CITE, adscrita al Ministerio de la Producción del Perú, constituye 
un instrumento de política dirigido a mejorar las capacidades de innovación 
de las firmas e incrementar su productividad y competitividad a partir de la 
provisión de servicios tecnológicos como asistencia técnica especializada, 
capacitación, control de calidad de insumos y productos, diseño asistido por 
computador y gestión ambiental, entre otros. Varios CITE se han convertido 
durante la década pasada en motores de la innovación empresarial en sus 
sectores respectivos y hoy por hoy constituyen un instrumento único y de 
peso en materia de intervención pública para facilitar la transferencia tec-
nológica en la economía.
 Típicamente, los CITE conectan diferentes agentes del sistema de inno-
vación dentro de una cadena de valor específica (empresas productoras, 
suplidoras y comercializadoras, reguladores, laboratorios…). Una de sus 
herramientas principales es la implantación y difusión de estándares como 
canal para mejorar el funcionamiento de la cadena de valor y para la introduc-
ción de innovación y tecnología en sectores previamente desacostumbrados 
a ellas. Dos ejemplos específicos los constituyen CITEvid, una institución 
especializada en viticultura, y CITEccal, que ha centrado sus esfuerzos en la 
industria del calzado. u
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 En el primer caso, CITEvid ha sido acreditado por prestar una contri-
bución fundamental a la creciente industria del pisco del Perú, gracias a su 
apoyo a la definición del producto, la introducción de tecnología y la defini-
ción de estándares de producción, todo lo cual ha sido el fundamento para 
el registro del pisco como marca y el inicio y expansión de exportaciones de 
esa bebida. Temas como técnicas para el manejo sustentable de los cultivos 
de las uvas del pisco, ensayos de laboratorio, diseño de viñedos, y asistencia 
técnica en tecnología, ventas y exportación de productos vinícolas han faci-
litado a la industria un salto en términos de calidad y volumen de ventas, y 
también de sofisticación y variedad de productos (variedades del pisco).
 El CITEccal, por su parte, ha influido notablemente en la introducción, 
adopción y difusión de estándares entre un gran número de empresas de 
calzado peruanas que por mucho tiempo trabajaron de forma aislada y care-
cían de un mínimo de coordinación, compatibilidad y especialización en sus 
actividades de producción. La introducción de estándares ha facilitado la 
sofisticación del universo de empresas, con nuevos grupos especializados 
en áreas previamente descuidadas como el diseño o el manejo de suplidores 
para mejorar los suministros de cuero, y ha potenciado la productividad e 
innovación en el sector, creando condiciones para la introducción de maqui-
naria tecnológicamente avanzada, previamente muy escasa o inexistente.
 La función de transferencia tecnológica es uno de los puntos menos 
tocados por las políticas e intervenciones públicas, especialmente en ámbitos 
como la industria y los servicios. Los CITE ofrecen una muestra del poten-
cial para el aumento de capacidades de innovación empresarial a partir de 
recursos relativamente modestos puestos al servicio de sectores económicos 
específicos.*
*	Basado	en	Kuramoto	2009.
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Factor causal 1: 
Baja actividad de 
innovación en las 
empresas












Causas del factor causal:
Fallas de mercado llevan a 
subinversión privada en 
conocimiento
Causas del factor causal:
Reducido nanciamiento público 
para estimular actividad de 
innovación en el sector privado
Causas del factor causal:
Débil capacidad para la difusión 
tecnológica entre agentes 
productivos y del SNI
Causas del factor causal:
Insuciente e inadecuada 
formación de capital humano
para la CTI
Causas del factor causal:
Débil nanciamiento público a 
actividades de investigación 
cientíca y desarrollo tecnológico
Causas del factor causal:
Limitado equipamiento e 
instalaciones para la investigación 
cientíca
Causas del factor causal:
Débiles servicios
complementarios que sostengan 
un ambiente favorable al 
desarrollo de la CTI
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Anexo 5. sistema Nacional de Calidad
Pilares y áreas de actuación de un sistema Nacional de Calidad
Pilares del sistema Nacional 
de Calidad Voluntaria Regulada
Referente 
internacional










2. evaluación de la 
conformidad      
Ensayos X X 17025
Inspección X X 17020
Certificación de 
sistemas de gestión X X 17021
Certificación de 
productos X X 65
Certificación de 
personas X X 17024
3. Metrología Científica e industrial Legal  
Instituto de Metrología     Recomendaciones 
BIPM
Laboratorios de 
calibración     17025
Entidades de inspección 




Acreditación Autorización 17011 para acreditación
Elaboración propia.
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organismos de evaluación de la conformidad acreditados












40 135 274 216 16 86 452 1971 547 312 322
Fuente: AENOR 2011. Los datos incluidos corresponden a la última cifra disponible de los organismos 
nacionales competentes. Para el caso del Perú son datos de 2009.
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Anexo 6. Instrumentos de apoyo del Banco 
al gobierno del Perú para impulsar el desarrollo 
productivo y la innovación
Serie programática para la mejora de la productividad y la competitividad (I) 2010
2303/OC-PE Facilidad Sectorial de Apoyo a la productividad y la competitividad (inicio 2010)




Mejora Integral del Sistema
Nacional de Calidad
1663/OC-PE
Programa Ciencia y Tecnología
PE-T1050-Plataforma de patentes
PE-T1052, PE-T1140 - preparación






Programa de Apoyo al
Desarrollo Productivo
Serie programática para la mejora de la productividad y la competitividad (II, III) 2011, 2012






Gracias a su buen desempeño económico, el Perú está en camino 
de consolidarse como una economía de ingreso medio, con todos 
los retos y oportunidades que ello conlleva. Mirando hacia el 
futuro, las oportunidades son muchas, aunque los retos también 
lo son. La persistencia de brechas en el acceso a servicios 
sociales, seguridad social, infraestructura básica y oportunidades 
económicas entre los ámbitos rural y urbano, es en sí misma un 
obstáculo hacia estadios mayores de desarrollo.
El Banco Interamericano de Desarrollo aprobó en julio de 2012 el 
Documento de la Estrategia del Banco con el país 2012-2016, que 
constituye un acuerdo entre el Perú y el Banco para determinar los 
parámetros de su relación de cooperación futura. Este volumen 
incluye la selección de diagnósticos sectoriales que dieron 
respaldo analítico a las áreas prioritarias identificadas en dicho 
documento. En la elaboración de estos diagnósticos participaron 
expertos nacionales e internacionales. El Banco Interamericano 
de Desarrollo presenta este volumen como un pequeño aporte 
técnico y analítico para alimentar el necesario diálogo de opciones 
de políticas públicas que conduzca al país por la senda de 
desarrollo con equidad e inclusión social que todos anhelamos.
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